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TITULO I. 



DE LA DEFINICIÓN, DIVISIÓN Y CARACTERES DE LA LEY. 



. CAPÍTULO I. 

De la definición de la ley. ■ 

4 

§ 1? 

1 . Las leyes sociales en todas sus categorías son enteramen- 
te indispensables, sin que sean por eso relaciones necesarias, 
como asentó el célebre Montesquieu (Espíritu de las leyes. 
Libro 1"?, capítulo 1") ; y aunque alguno ha dicho que puede 
encontrarse sociedad sin leyes, pero no sin religión, creemos 
que siendo cierto lo segundo, resulta necesariamente falso lo 
primero, pues no hay religión sin moral; y esta es hasta in- 
concebible sin la enseñanza práctica del deber doméstico, 
civil y social. "^ 

El comentador del ilustre publicista, colocándose en el 
terreno, práctico, enseña que por ley debe entenderse una 
regla de nuestras acciones que se nos prescribe por una auto- 
ridad á la cual creemos con derecho de h^cer la ley. {D^stut 
de Tracy. Comentario del Espíritu de las leyes. Libro V) 

Sociedad — autoridad — ley, son tres ideas de^al manera 
encadenadas entre sí, que no pueden considerarse separada- 
mente; y así, desde el momento en que se cobcede que el 

estado natural del hombre es el social, desde ese mismo ins- 
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tante viene la necesidad de una autoridad que impere por el 
medio práctico de la ley. 

Y es esta necesariamente la expresión de la voluntad ge- 
neral, como dijo Rousseau ? ( Contrato social, capitulo 6?, pá- 
gina 68). No, evidentemente, si como es cierto, las socieda- 
des no son democracias puras. 

Convengamos por lo mismo en la falsedad de una y otra 
definición; y para no seguir disertando sobre la ley en gene- 
ral en el vastísimo campo de las teorías excogitadas por Pla- 
tón, Aristóteles, Demóstenes, Cicerón y tantos otros que han 
tratado la materia con mas ó con menos profundidad, Umi- 
temónos á examinar la ley civil, abriendo los códigos de los 
puet)los antiguos y modernos para ver lo que en ellos ha sido 
la ley á los ojos experimentados de Paulo, Ulpiano, Justinia- 
no, Bonifacio VIII, Gregorio IX, Recesvinto, Alonso X, Fe- 
lipe II, Carlos III, Napoleón y de otros muchos legisladores 
de nuestros tiempos ; porque todo esto fué lo que sirvió de guía 
á nuestro Código civil, en que necesariamente se trasparenta 
la obra luminosa de tantos genios. 



§2? 



2. En el Digesto comienza el título de las leyes con un frag- 
mento de Papiniano, en el cual enseña el jurisconsulto: que 
ley es un precepto cómun ; una consulta de los varones pru- 
dentes; la represión de los delitos que se cometen maliciosa- 
mente ó por ignorancia, y una promesa común de la Repú- 
blica. (Ley 1* cíe Legibus.) 

3. En esta doctrina, que comenzó por ser la opinión de un 
sabio jurisconsulto, y acabó por revestir toda la majestad de 
una ley, ok en donde se encuentra la exposición de la causa 
eficiente, materia y fin de la ley, como enseña Gothofredo. 
(Notas del Digesto. Título de Legíbus. Ley 1*!) 

4. Un paso más pos lleva á la doctrina del jurisconsulto 
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Marciano, que enseñó lo siguiente : " Porque también el ora- 
dor Demóstenes definió así : Ley es aquello á que conríene 
que todos se sujeten, entre otras muchas razones, principal-, 
mente, porque toda ley es un invento y un presente de Dios : 
un precepto de los jurisconsultos: la represión de los que 
maliciosa ó involuntariamente delinquen ; una promesa co- 
mun de la ciudad, á cuya prescripción deben arreglar su vida 
todos los .que vivan en la República. ( Ley 2* de Legibus, ) 

5. Y el filósofo Crisipo, de la escuela estoica, que es la 
principal de las filosóficas de la antigüedad, da principio á. 
la obra sóbrela ley, diciendo: que la ley es la reina de las 
cosas divinas y humanas ; y conviene por lo mismo que ella 
presida, gobierne y guíe á los buenos y á los malos, sea la re- 
gla de los justos y de los injustos, y de todas las cosas que 
por su naturaleza pertenecen á la vida civil, prescribiendo lo 
que debe observarse, y prohibiendo lo que no debe hacerse. 
( Ley 2* de Legibiis. ) 

€. Esta doctrina filosófica no da idea exacta de lo que era 
la ley romana; pero tí la jurisprudencia que enseña que: ley 
era la que todo el pueblo romano constituia á propuesta de 
un magistrado senatario, como el cónsul, el pretor, ó el dic- 
tador; y para época posterior: ley fué todo precepto del Su- 
mo Imperante. 

7. ülpiano, en el libro 1? de sus Instituciones, da el tipo 
de esta definición, elaborada por la jurisprudencia, al decir : 
€¿uod Principi placuit^ le gis hábet vigorem lUpoie cnm lege 
regia quce de imperio lata est^ popultis ei et in eum omne 
suum imperium et potestatein conferaU ( Ley 1*, título 4?, fí*. 
libro 1?) 

§ 3? 

8. El Derecho canónico, que á la ley le llama Canon, ense- 
ña: que este: est regula qtiod rede ducat vel quod regat et 
fwrmam rede vivendi prcebeat vel quod distortum pravumque 
corrigat {C. Regulad dist,) 



12 



§4r 

9. Una ley antigua del Fuero Juzgo, dice que : " La ley 
es por demostrar las cosas de Dios é que demuestra bien ve- 
vir, y es fuente de disciplina é que muestra el derecho é que 
face é que ordena las buenas costumbres ó gobierna la cibdad, 
6 ama justicia y es maestra de virtudes é vida de todo el pue- 
blo. (Fuero Juzgo. Ley 1% tít. 2?, lib. 1") 

10. D. Alonso el Sabio enseña en el Fuero Real, que: '*la 
ley ama y enseña las cosas que son de Dios y es fuente de 
enseñamiento: é maestra de derecho: é de justicia: é de orde- 
namiento : é de buenas costumbres, é guiamiento de su pue- 
blo é de su vida." 

11. El mismo legislador enseñó en las Partidas, que "ley 
tanto quiere decir como leyenda en que yace enseñamiento 
é castigo que liga et apremia la vida del home que non faga 
mal et que muestra et que enseñ,a las cosas que home debe 
facer et usar: et otro sí es dicha ley porque todos los manda- 
mientos della deben ser leales et derechos et complidos se^ 
gunt Dios et segunt justicia."^ (Ley 4% tít. 1", Part. I") 

12. Léese en la Novísima Recopilación una ley formada 
de las 2", ?" y 4% tít. 2?, lib. 1? del Fuero Juzgo, y de la 1* 
y 2% tít. 6*?, lib. V. del Fuero Real, que dice : ''La ley ama j 
enseña las cosas que son de Dios y es fuente y enseñamiento- 
y maestra de derecho y de justicia y ordenamiento de buenas 
costumbres y guiamiento del pueblo y de su vida. Esta es^ 
la últinia definición que de la ley da la antigua legislación 
española, que debemos mirar como el tipo de nuestra legis- 
lación patria." (Nov. Recop. Ley 1% tít. 2?, lib. 3*) 

§ 5'? 

13. La jurisprudencia inglesa enseña que la ley civil es la 
regla por la cual son gobernados los distritos particulares, laa 
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«ociedades reunidas ó las naciones. Y dice el comentador 
Blackstone, que esta es la definida por la jurisprudencia, que 
dice : Jus civile est quod quisque síbi populus constituit. Esta 
misma es la ley que los jurisconsultos ingleses llaman munici- 
pal, y de la cual dicen que es una regla de conducta civil, pres- 
crita por el poder supremo en un Estado, la cual ordena lo 
que es justo, y proldbe lo que es injusto. Cristian^ anotador 
de Blackstone, censura la segunda parte de esta definición, 
que en efecto puede omitirse, sin alterar la idea de 1q que 
debe entenderse por ley municipal. (Coment>arichde las leyes 
inglesas. Introducción. Sección 2*, pág. 65, ap. 2. Blacks- 
tone,) 



§6? 



14. La jurisprudencia francesa moderna, enseña: que ley es 
una regla establecida por la autoridad que tiene el poder de 
mandar, de prohibir ó dq permitir en toda la extensión del 
Estado ; y que la ley verdadera y propiamente tal en el sen- 
tido de ley civil, es la regla sancionada por el poder público, y 
que es civil y jurídicamente obligatoria. ( Demolonibe, Curso 
de Código Napoleón. Tít. prel., cap. 1?, n" 2. ) 



§7? 



15. La jurisprudencia moderna de España dice : que la de- 
finición de ley que da la 4% tít. 1?, Partida 1% es más filosó- 
fica que jurídica, y que según los principios de la legislación 
nueva : ley es una regla de conducta establecida por el po- 
der legislativo, á la que deben los hombres acomodar sus ac- 
ciones relativas al orden social. La misma jurisprudencia 
enseña que esta definición tiene la ventaja de ser aplicable 
á todo sistema de gobierno. ( Fernandez Gutiérrez. Estu- 
dios fundamentales sobre el Código. Lib. 1", art. 2*?) 
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16. En nuestro sistema constitucional, la ley no es obra 
del pueblo, como lo era en la república romana, tampoco es 
obra de un príncipe como lo fué en el imperio romano y en la 
antigua monarquía española ; y en lugar de esto, es la mani- 
festación de un poder delegado por el pueblo á los diputados^ 
y senadores que conforme á la Constitución y á sus reformas,, 
son los que ejercen el poder legislativo. (Constitución de 57,. 
artículos 41 y 51, y art. 51 de la ley de 6 de Noviembre d& 
1874.) 

17. De modo que podemos decir, que conforme á nuestro 
derecho constitucional: ley es el precepto impuesto á la so- 
ciedad civil por las cámaras de diputados y senadores, comu- 
nicado al ejecutivo y promulgado por este en la forma esta- 
blecida por la Constitución. ( Artículos 70, 64 y 85 de la Cons- 
titución de 1857, y reforma de 6 de Noviembre de 1874.) 

18. El conjunto de estos preceptos es el que viene á for- 
mar nuestro derecho escrito, en el cual figuran también los 
decretos de que habla la reforma constitucional de 6 de No- 
viembre de 1874. 



TITTJLO I. 
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•CAPITULO II. 



De la división de la ley. 



M' 



1. El derecho escrito de los romanos estaba formado no solo 
de las leyes, cuya definición hemos visto ya en el capítulo, 
anterior, sino también de los plebiscitos, senado-consultos, 
decretos de los príncipes, edictos de los magistrados y res- 
puestas de los jurisconsultos. {Instit. Lih. 1?, tit 2?, § 3?) 

2. Habiendo visto lo qué era ley entre los romanos, debe- 
mos decir que plebiscitos eran los preceptos establecidos por 
los plebeyos en virtud de iniciativa hecha al efecto por el tri- 
buno del pueblo ; y como dice Ortolan, tomaban frecuente- 
mente su nombre del de los tribunos que los proponian ó del 
de los cónsules bajo cuyo gobierno eran dictados. 

3. Senado-consultos se llamaban los preceptos constitui- 
dos por el senado en la época en. que aumentado el pueblo y 
riendo por lo mismo difíciles sus reuniones para dictar leyes, 
pareció conveniente que el senado fuese consultado al efecto. 
{Ortolan, Explicación histórica de la Instituía. Lib. 1?, tit, 
2?,^§*4?, op. 2y 3.) 

4. La historia de la legislación enseña : que en el princi- 
pio los senado-consultos no fueron mas que decretos relati- 
vos á la administración, y que algunos tijvieron fuerza de ley, 
aun bajo la república, siendo la verdad, qué en tiempo de 

8 
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Tiberio cesaron los plebiscitos y solo los senado-consultos y 
las constituciones imperiales formaron la legislación romana. 
(Ortolan, Explicación/Histórica de lalnsíituta. Lib, 1?, tit, 
2?, § 5?, ap. 1 y 2.) 

* 

5. De los edictos de los magistrados dice el mismo Justi- 
niano lo siguiente: "Los edictos de los pretores tienen tam- 

, bien una gralide autoridad legislativa, y se les da el nombra 
de derecho honorario porque ellos deben esta autoridad á los 
que ejercen los honores, es decir las magistraturas. Los edi- 
les enrules publicaban por su lado, sobre ciertos objetos, edic- 
tos que hacen parte del derecho honorario. (Instit. lAb. 1?, 

^ tit. 2?, § 7?) 

6. Gayo, hablando del derecho de hacer edictos dice : que 
se ejercía principalmente en los edictos de los pretores Urba- 
no y Peregrino, cuya jurisdicción pertenecía en las provincias 
á los presidentes ; y en los edictos de los ediles enrules, cu- 
ya jurisdicción era ejercida por los puestores en las provin- 
cias. {Comentario 1*?, § 6?) 

7. Las respuestas de los jurisconsultos eran las opiniones 
y decisiones de aquellos que hablan sido autorizados para fijar 
el derecho. Y les vino esta autoridad, de que antiguamente 
estaba establecido que pudieran interpreta#públicamente las 
leyes aquellos á quienes el César habia otorgado el derecho 
de responder á las consultas que se les hicieran. Las senten- 
cias y opiniones de estos tenian tal autoridad, que estaba 
mandado que ningún juez pudiera apartarse del sentido de 
la consulta que ellos daban. {Gayo, Comentario 1?, § 8*?) 

8. Tenian ademas los romanos otra fuente de derecho, que 
era la costumbre, y de esta dice la Instituta de Justiniano : 
Nam diuturni mores consensu utentium comprobati legem 
imitantur. {Instit. Lib, 1?, tit. 2?, § 9?) • 

9. Lo dicho basta para comprender cuántas y cuáles eran 
las partes componentes del derecho de los romanos. 
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§2f 



. 10. El Derecho canónico escrito se compone de los Cáno- 
nes de los Concilios, de las Constituciones de los Pontífices 
y de los dichos de los Santos Padres, sobre lo cual será con- 
yéniente consultar los Prolegómenos de derecho canónico de 
Cavalario, 



§3? 



11. La antigua legislación española se componia de dife- 
rentes clases de disposiciones legislativas, que se llamaban 
leyes, pragmáticas-sanciones, reales cédulas, reales resolucio- 
nes, reales decretos, cartas-circulares, reales órdenes y autos 
acordados. {Alvarez. histit, Lib, 1?, tit, 2^^páff, 65.) 

12. En el capítulo 1" de este título hemos visto ya lo que 
por ley han entendido y entienden las legislaciones romana, 
española y patria: veamos ahora lo qué la legislación espa- 
ñola entendía por pragmática-sanción, real cédula, real re- 
solución, real decreto, circular, real orden y auto acordado. 
Pragmática-sanción era* una real determinación que se pro- 
mulgaba para que tuviera fuerza de ley general, y en ella se 
reformaba algún exceso, abuso ó daño introducido ó experi- 
mentado en la república, y i9^ insertaba ella en el (cuerpo del 
derecho. {Alvarez, Instit. Lib. V.) 

13. Real cédula era un despacho del Rey, expedido por el 
real consejo de Castilla ó de Indias, en el cual se tomaban 
algunas providencias de motu propio, ó se proveía algo á peti- 
ción de parte. Comenzaba con el encabezamiento de : S. M., y 
se firmaba con estampilla de ' 'El Rey." El secretario del Con- 
sejo lo refrendaba, y era rubricado por uno de los ministros. 

14. Real resolución era la determinación que el Rey to- 
maba en algún caso que ^ le proponía. {Alvarez, Institii- 
ciones. Lib, 1?, tít. 2?, pág-, 65. ) 
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15. Real decreto era una orden del Rey, que se extendía 
en la Secretaría del despacho y era rubricada por el Rey para 
participar sus resoluciones á los tribunales de dentro de la 
corte, á los jefes de las casas reales, 6 á algunos ministros.. 
( Alvarez, Obra y lugar citado^ i^á*. 55. ) 

16. Cédula, carta ú orden circular, es cualquiera disposi- 
ción que se expide para que circule en alguna ó algunas pro- 
vincias. {Alvarez. Obra y lugar citado,) 

17. Real orden era toda disposición que comunicaba algún 
ministro del Rey por su mandato. {Alvarez, Obra. y lugar 
citado,) ^ 

18. Y autos acordados eran las leyes que con acuerdo del 
Rey establecía el supremo consejo de Castilla ó de Indias. 
{Alvarez, Obra y lugar citado, ) 

19. La antigua jurisprudencia española advierte, que las 
juntas, colegios 6 consejos, podian expedir estatutos, order 
nanzas 6 constituciones para su gobierno ; pero que no obli- 
gaban sino en virtud de la aprobación del .Rey. También 
advierte, que los ma'^istrados públicos, los gobernadores y los 
funcionarios judiciales podian pubUcar bandos y pregones, ya 
para poner en. ejecución alguna jírovidencia del Rey, ya para 
hacer observar las leyes que no estaban en uso, 6 ya para cor- 
regir algún abuso introducido contra ellas. {Alvarez. Obra 
y lugar citado, ) 

20. Hoy no tienen uso tales^denominaciones, sino en 8u 
aplicación histórica á las disposiciones de la antigua legisla- 
ción ; pues en el orden constitucional no se conocen mas que 
las leyes que son pbra del Poder legislativo, y los reales decre- 
tos y reales órdenes que son de la competencia del Ejecutivo. 

21. Los reales decretos tienen por objeto los negocios gra* 
ves y los nombramientos de los cargos mas importantes de 
la monarquía: están extendidos como dictados por el Rey 
que los firma ó señala de su mano, y firmados por el minis- 
tro del ramo. 

22. Las reales órdenes son dispoMciones menos solemnes 
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sobre asuntos que no son generales, 6 que siéndolo, no con- 
tienen resoluciones de gravedad, ó son resultados de otros 
comprendidos en leyes y decretos anteriores. En esta clase 
de disposiciones solo habla el ministro que la firma de orden 
del Rey. 



§4? 



23. Ahora,- entrando á la división de las leyes mexicanas, 
debemos comenzar por decir que solo el Poder legislativo pue- 
de dictar leyes. (Constitución de 1857, artículos 41, 50 y 51,, 
y ley de 6 de Noviembre de 1874.) 

24. Las leyes se dividen en fundamentales ó políticas, y 
son las que dan forma al gobierno, organizando los poderes 
públicos, determinando la naturaleza, extensión y límites de 
los que ellos pueden ejercer, sin herir los derechos naturales 
del hombre, cuyo goce debe determinarse por medio de pres- 
cripciones, que se llaman garantías individuales. 

25. Leyes administrativas son las que reglamentan las re- 
laciones de gobernantes y gobernados, detallando las funcio- 
nes del Poder ejecutivo, asignando los servicios públicos, prc- 
tegiendo los establecimientos de instrucción y beneficencia, 
y sistemando «el gobierno interior j' económico de los pue- 
blos. 

26. Civiles son las que dan reglas para la realización de 
las relaciones particulares denlos individuos, á cuya clase per- 
tenecen los negocios mercantiles. 

27. Las leyes penales, como de seguridad pública, forman 
una clase especial y no necesitan de una formal definición. 

28. Tampoco la necesitan las leyes de procedimientos, que 
son las contenidas en los códigos respectivos. 

29. La primitiva Constitución de 1857, dividía los actos 
del Poder legislativo en leyes y acuerdos económicos ; mas la 
reformada declara que las disposiciones legislativas s^ áivU 
den en leyes y decretos ; pero sin desconocer los acuerdos que. 
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en nuestro primitivo derecho constitucional figuraban en la 
categoría de órdenes, pues realmente son acuerdos las dispo- 
siciones relativas á asuntos económicos y aun las que se re- 
fieren á otros, que sin serlo, no necesitan resolverse por medio 
de formal decreto. {Constitución de 1857, art. 64. — Refor- 
ma de 13 de Noviembre de 1874, art, 64.) 
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CAPITULO III. 



De los caracteres de la ley civil. 



§i<? 



1. Si consultamos los títulos del Digesto y del Código, que 
hablan especialmente de las leyes, encontramos en la doctri- 
na que presenta los diferentes caracteres de la ley civil de los 
Romanos, campeando en primer término la condición de ge- 
neral que desde luego debe tener la ley, supuesto que debe 
ser un precepto común ; y de allí como de fuente primitiva, 
aunque lejana, se deriva la igualdad ante la ley, que establece 
como principio el artículo 1*? de nuestro Código. 

Tito Libio y Dionisio de Alicarnaso, con las palabras : 
^^ Eqtmnda libertas^^^ y ^^ Sumis infimisque jura equare^^^ 
dan la forma del deseo que en el pueblo romano precedió ¿ 
la redacción y promulgación de las leyes de las Doce Tablas ^ 
que en lugar de consignar el principio neto de la igualdad 
ante la ley civil, lanzaron un grito de guerra contra^ los pri- 
vilegios exorbitantes de los patricios ; grito de guerra justifi- 
cado porque el derecho público, lo mismo que el privado, era 
inciertp y enteramente ignorado por la generalidad del pue- 
blo, y porque era un derecho completamente desigual para 
patricios y plebeyos. {Leyes IX y XII^ Tablas) 

2. Un poco mas tarde, y en consecuencia de la lucha en- 
tablada entre plebeyos y patricios para conquistar la igual- 
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dad ante la ley, quedó bien acentuada la idea, cuando los 
jurisconsultos ronianos enseñaron que la ley era un precepto 
común que obligaba á todos, al mismo tiempo que una pro- 
mesa común de seguridad que la República empeñaba con 
todos los que vivian en su territorio ; por lo cual no debían 
• darse leyes relacionadas solamente con individualidades, sino 
extendidas generalmente á toda la comunidad, salvo que por 
la misma utilidad de esta, fuera necesario el establecimiento 
de un detecho singular; por ejemplo: la inmunidad que el 
príncipe podia comunicar á la Augusta Soberana, declarán- 
dola desligada del cumplimiento de las leyes. ( Papiniaiio^ 
Marciano^ Ulpiano y Paulo^ en las leyes 1", 2*, 8*, 16 y 31, 
/., tit. 3?, líb, r) 

3. La legislación posterior de los emperadores precisó el 
pensamiento, ál decir que las leyes como generales debian, 
en lo sucesivo, ser observadas por todos igualmente, en'tér- 
minos de ser obligatoria su observancia, no solo para los ofi- 
ciales de la casa imperial, sino aun para el mismo Soberano, 
cuya autoridad depende de la de la ley ; siendo de totar que 
hicieron esta confesión los emperadores, á pesar de muy li- 
sonjeras opiniones de los jurisconsultos en otro sentido. ( Le- 
yes 3% 10* y 4", tu, 14, lib\ 1? del Códig%de Justiniano.) 

4. La generalidad de la ley no' fué, sin embargo,, bien re* 
conocida por el antiguo derecho, cuando resolvió que Les: 
generaliter loquens generaliter intelligenda est. ( Lex 8 de 
publiciana inrem act, ) / pues esa misma resolución está pro- 
bando que hay leyes que no son para todos ; y la misma le- 
gislación declaró expresamente y en principio general : que no 
puede haber igualdad entre hombres y mujeres. (Nov.; 133, 
cap, 3i ) 

Y aunque la legislación novísima impone el deber de cas- 
tigar con perfecta igualdad los delitos que sean iguales ( Nov,^ 
127, cap, Ultimo)^ no pudo borrar la resolución humanitaria 
de Arcadio y Honoracio, que á propósito de la mujer, dijeron : 
Mitior circa mulieres debet esse sententia quas p7^o injirmi 
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i>. tote sexus minus aussuras esse confidimus {Ley 5, § 1", ad 
leg Jul magest, ) : consideración que por otra parte alejaba 
á las mujeres de los oficios públicos ( Ley 2 de R, J.)] las 
hacia de peor condición ( Lex 9 de Statu hominum, ), y decla- 
raba mayor dignidad en el sexo viril. Una regla de derecho 
romano resuelve que en las causas criminales se tengan como 
circunstancias atenuantes la edad y la falta de malicia res- 
pecto de actos que deben atribuirse mau bien á imprudencia. 
(Ley \QB de R. J.) 

5. Tal era el derecho común j cuando vino el Código visi- 
godo á dar á la ley^el carácter de maestra de las cosas de 
Dios — de tipo dé disciplina penal — norma del derecho — 
guía de buenas costumbres ; y no como quiera, sino por el 
amor á la justicia y á la virtud, sin las cuales declara que no 
puede subsistir la sociedad. No contento el legislador visi- 
godo con, atribuir á la ley tantas excelencias, quiso darle el 
carácter de generalidad, diciendo que la ley debe servir para 
el gobierno de la ciudad y del hombre en todas las circuns- 
tancias de la vida del hombre y de la mujer — del grande y 
del pequeño — del sabio y del ignorante — del hidalgo y del 
villano, proveyendo al bien del príncipe y del pueblo, y bri- 
llando como el sol para todos. Aquí .hay mas poesía, pero 
mucho menos filosófica que en la ley romana, que por un tra- 
bajo de generalización expresó en pocas palabras el mismo 
pensamiento que aquí está desleido en muchas frases. 

El derecho de los bárbaros, que se refleja en el Fuero Juz- 
go, hizo lo mismo que el romano, al proclamar el principio 
de igualdad ante la ley; pero en la vida civil y social hizo 
mucho más que la legislación de los jurisconsultos y de los 
Emperadores. 

Y era natural que no viera inferioridad en la mujer, á la 
cual atribula algo de religioso y ¿e inspirado por la Divini- 
dad, jd tampoco viera inferioridad en los jóvenes que al ha- 
cerse miembros de la familia, se hacian miembros del Estado. 
É hizo esto, al mismo tiempo que los guerreros abandonaban 
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el cuidado de la familia y de las tierras á las mujeres, á los ^ 
ancianos y á las perscmas mas débiles, entretanto se entre- 
gaban eUos á la ociosidad. 

Verificada la fusión de razas, vino á verificarse^tambien la 
de legislaciones, perdiendo su carácter especial las antiguas 
costumbres de los germanos, cuyas tradiciones tuvieron eco 

en algunas leyes españolas. ^ 

6. D. Alonso el Sabio, insistiendo en el carácter religioso 
de la ley, comienza en su Fuero Real por tratar de la santa 
fé católica, y definiendo la ley, la constituye fuente de ense- 
ñanza y guía del pueblo para la guarda del derecho, de la 
justicia, del orden y de las buenas costumbres, en el concep- 
to de que su enseñanza y ejemplo es de una generalidad tal, 
que obliga á los hombres y á las. mujeres, á los jóvenes y á 
los viejos, á los sabios y á los ignorantes, y á los vecinos de las 
ciudades, lo mismo que á los habitantes del campo, debiendo 
ser el guardián del Rey lo mismo que de los pueblos. ( Ley 1% 
tu. 6?, líb. 1? Fuero Real ) 

Nótase que la obra del Rey poeta, sin tener la filosofía de 

la definición de Papiniano, tiene menos poesía que la de los 
visigodos que nos presentó en la ley la imagen grandiosa del 
sol, derramando su luz y beneficios sobre todos; y sin duda 
alguna fué porque en la sociedad de D. Alonso el Sabio no 
era una verdad práctica la igualdad ante la ley, existiendo, 
como existian, las desigualdades que habia venido producien- 
do el sistema foral, que fué la causa determinante de la no 
admisión del Fuero de las leyes como código general. 

7. D. Alonso el Sabio, después de dar la descripción de la 
ley que hemos visto en el capítulo primero de este título, 
agrega que los mandamientos de la ley deben ser leales^ de- 
rechos y cumplidos, según Dios y según justicia. Dice tam- 
bién que las leyes deben ser perfectas, estar fundadas en ra- 
zón de justicia natural, darse sobre cosas posibles según la 
naturaleza; redactarse en términos tan claros, que todos pue- 
dan entenderlas y aprenderlas de memoria, y entenderse sin 
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sutilezas ni vaguedades que puedan dar lugar á malas inter- 
pretacionesi {Ley 4f, tit. 1?, Partidas 1* y 8* eodem.) 

Después de expresarse asi, establecia la generalidad de la 
ley, haciéndola obligatoria para todos los nacionales, 6in per- 
ndtir eíi tesis general que se sujetaran á otras leyes ; y respec- 
to de los extranjeros, establecia que también estaban obliga- 
dos á guardar la ley española en los contratos que celebraran 
y en los juicios que siguieran en España, y que esta misma 
se les debia aplicar por los delitos que allí cometieran, dando 
tal eficacia al deber de observar la ley, que no exceptuaba 
de su observancia ni aun al mismo legislador. {Leyes 15 y 
16, tit 1?, Partida 1*) 

8. Por una distinción que honra á sü autor, vino á estable- 
cerse dife):encia entre la materia civil y ^ penal; diferencia 
que consiste en que la igualdad ante la ley, debe limitarse 
á la materia civil, y que sin embargo en la penal no debia ser 
castigado el loco lo mismo que el cuerd», ni el menor de ca- 
torce años, ó la menor de doce en los delitos de lujuria, ni en 
los demás el menor de diez años y medio, lo mismo que el 
mayor de edad. {Ley 21, tit. 1?, Partida 1*) 

9. En la materia civil hizo una aclaración, que consiste en 
que cuando se tratara de evitar perjuicios á los militares que 
se encontraban en campaña, no se les aplicaran las leyes re- 
lativas á ios juicios, á los contratos ni á la prescripción, ha- 
ciendo la misma excepción en favor de los aldeanos que labran 
la tierra y viven en despoblado, de los pastores que andan 
con los ganados y viven en los yermos, y de las mifjerés que 
viven en tales lugares. {Ley 21, tit. 1?, Partida 1*) 

Por poca que sea la atención con que se vea lo dicho, se 
percibe desde luego que el Código de las Partidas, comparado 
con el Fuero Real, contiene bases enteramente diversas de 
las de este, siendo de notar que el principio de igualdad ante 
la ley, proclamado en uñas leyes de Partida, fué minado por 
las excepciones establecidas en otras, hasta el extremo de ha- 
cerlo casi nominal. 
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10. La recopilación de Castilla, haciendo alarde de seguir 
las prescripciones del Fuero Juzgo y Real, y hablando de las 
cualidades de la ley, dice que esta debe ensenamos á anaar 
las cosas que son de Dios; que debe ser fuente y maes- 
tra del derecho, de la justicia, del orden y de las buenas 
costumbres, sirviendo de guía al pueblo en todos los actos de 
su vida; que debe contener mandamientos y prohibiciones 
sancionadas con penas y castigos; que debe obligar á los 
sabios y á los ignorantes, y guardarse en las poblaciones lo 
•mismo que fuera de ellas, constituyéndose asf en guarda del 

4 

Rey y de los pueblos; que debe 6er tan clara que todo el 
mundo la entienda sin riesgo de equivocarse ; y por último, 
que debe ser conforme á las conveniencias del lugar y del 
tiempo, honesta, r^ta y provechosa. {Ley 1% íiíwtó?, lib. 3? 
Nov. Recop,) y 

Las declaraciones que esta ley contiene son de dos clases: 
unas de derecho político, que dicen relación al legislador, á 
quien fijan las reglas á que debe sujetarse, al dar sus leyes, 
y otras son de derecho civil, que obligan á los jueces á aplicar 
las leyes á todos los habitantes del país sin excepción alguna; 
de modo que no pueden tener aplicación las excepciones que 
respecto de la observancia de la ley penal y aun civil habian 
hecho las leyes dé partida ; pero no por esto Uegó á conquistar- 
se el principio de igualdad ante la ley, siendo así que ni esta 
ni otra alguna vino á destruir la barrera que ante la ley civil 
separaba al lego del clérigo, y al plebeyo del noble. 
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11. El derecho moderno que tiene por norma á la legis- 
lación francesa dice: que las leyes de seguridad y policía 
obligan á todos los que habitan el territorio de la nación. 
(C, de AC, 3. — Luisianés^ 9.^ — Napolitano^ 3. — Sardo^ lá. — 
Vaud,%) ^ 
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12. Esta legislación, al expresarse así, juiso ligar al ex- 
tranjero con la observancia de las leyes relativas é, la repre- 
sión de los crímenes, delitos y contravenciones ; y en cuanto 
á las civiles, teniendo siempre fijos los ojos en el extranjero, • 
estableció que este tiene el deber de guardar las leyes rela- 
tivas á los bienes inmuebles, establecidas en el país endonde 



-están ubicados, y que las relativas al estado y capacidad de 
las personas, obligan á los nacionales, aun cuando residan en 
país extranjero, como puede verse resuelto en los Códigos 
de la Luisiana, en el Napolitano, en el Sardo y en el de Vaud, 
^artículos 9, 3, X2 y 2/ 



§5" 



13. En nuestros dias se proyectó la reforma de la legisla- 
^ cien española y se hizo un cambio sustancial y acertado en 
la prescripción del código francés, diciendo: ^'Las leyes pe- 
nales y de policía obligan á todos los que habitan en el ter 
rítorio del Estado." La razón de esta variación está en que 
el Estado en cuyo seno pudiefan los nacionales ó extranjeros 
violar impunemente las leyes, abdicaria por esto solo su 
soberanía y no podría proveer á su conservación y segu- 
ridad. 

Y en otro lugp-r dijo el autor de esta reforma, que las le- 
yes no reconocen en el orden civil distinciones de nacimien- 
tos ni diferencias de condiciones sociales. {Rroyecto de Código 
del Ulmo, Sr, Ooyena, Artículos 6 y 14.) 
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4.4. En Portugal se estableció la igualdad ante la ley civil, 
declarándose que esta es obligatoria para todos sin distinción 
de personas ni de sexos, mas que en los casos espepialmente 
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expresados, siendo de esta clase las diferencias establecidas 
entre los nacionales y los que no lo son. (Código civil. Artícu- 
los 7 y 17.) 



§7? 



15. Nuestra reciente tarea para reformar la legislación pa- 
tria, comenzó en el Proyecto do C6digo del muy ilustrado 
publicista D. Justo Sierra, quien adoptó la corrección hecha 
por el Sr. Goyena, y agregó como excepción los principios del 
derecho internacional, respecto de agentes diplomáticos ; y en^ 
cuanto á la ley civil enseñó que ella es igual para todos sin 
distinción de condiciones sociales. (Artículos 5 y 11.) 



§8" 



16. El Código del Imperio resolvió, que á todos los habitan- 
tes del Imperio obligan las leyes penales y de policía, salvas 
las excepciones estipuladas en los tratados autorizados por 
el derecho de gentes. (Articulo 5) 



17. ElCódigodeVeracruz hace una declaración aplicable á 
las leyes penales,*y resuelve que la ley, sea que proteja ó cas- 
tigue, es igual para todos en general. (Artículos 6 y 17.) 



§ 10*? 

18. El Código del Estado de México establece una regla 
t^n general, que abraza no solo las leyes civiles, sino también 
las penales que el sabio Rey D. Alonso habia exceptuado del 
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principio muy acertadamente. ( Código del Estado de México. 
Artículos 6 y 13.) 



§11? 



19. Entrando ahora á nuestro derecho constitucional, re- 
cordaremos que este hizo de la obediencia, á la constitución 
y á las leyes un deber al parecer, limitado á solo el nacio- 
nal. {Constitución de 1812, art. 7?) Mas en otros artículos 
hizo dos prescripciones muy capitales, á saber: que en los ne- 
gocios comunes, civiles y criminales, no habria mas que un 
solo fuero para toda clase de personas que no fueran Cjcle- 
siásticos ó militares. (Constiit^don de 1812, artículos 248, 
249 y 250) ; y que el Código civil, el criminal y el de comer- 
cio, serian unos mismos paía toda la monarquía. ( Constitu- 
ción de 1812, art. 258.) 

20. Después de esto podemos preguntar, si la igualdad 
ante la ley quedó establecida, cuando conquistamos nuestra 
independencia y fundamos una república. Y debemos con- 
testar que ojalá hubiera sido así; permitiéndosenos dudar to- 
davía del decantado principio de igualdad, á pesar de las ter- 
minantes prevenciones de nuestro derecho constitucional, pues 
creemos que hecha la indepen<tencia de la Nueva-España, 
no se supo asegurar en la Acta* constitutiva ni en la Consti- 
tución de 24 la igualdad ante la ley, que es el alma de las 
democracias ; y que se dejaron subsistentes ciertas desigual- 
dades de privilegio qfxe no armonizan con la índole de nues- 
tras instituciones. (Acta constitutiva^ art. 19. — Constitución 
de 24, arí. 148.) 

21. El derecho constitucional del centralismo que no ten- 
dia á dar largas á las libertades públicas, estableció, sin em- 
bargo, que las leyes y reglas para la administración de jus- 
ticia, en lo civil y criminal* serian unas mismas para toda la 
nación ( 1* ley constitutiva^ art. 13) ; mas en otra paite reco- 
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noció los fueros eclesiástico y militar. (1* fey, arl. 13, y 6*, 

art. 30. ) 

22. Las Bases Orgánicas establecieron que el Código ci- 
vil, el criminal y el de comercio serian «nos mismos para 
toda la nación, pero sin perjuicio de las variaciones que en 
algunos lugares pudiera hacer el congre^ por circunstancias 
particulares. {Articulo 186.) 

, Esta constitución establecía la igualdiad ante la ley, al im- 
poner á todos los habitantes de la República el deber de ob- 
servar la constitución y las leyes, y por otra parte dejaba 
subsistentes los fueros eclesiástico y militar. {Artículos 8 y 9, 
fracción VIII,) 

23. Vino trece años después la Constitución actual, y pa- 
ra hacer efectiva la igualdad ante la ley, declaró que en la 
República no habia títulos de ijobleza ni distinciones heredi- 
tarias ; y que nadie podia ser juzgado por leyes privativas 
ni por tribunales especiales ; que ninguna persona ni corpo- 
ración podia tener fuero privilegiado, con excepción del de 
guerra para los delitos que tuvieren exacta conexión con la 
disciplina militar, y del constitucional para los altos funcio- 
narios en materia penal puramente. {Artículos 12, 13 y 103- 
108. Constitución de 57.) 

24. Mas la verdad constitucional de la igualdad ante la 
ley no excluye ciertas y det^erminadas excepciones ; de modo 
que puede y debe decirse que si hay un buen derecho para 
exigir igualdad ante la ley, hay también razón para estable- 
cer algunos casos particulares de expresa excepción. {Cons- 
titución de 67^ artículos 28 y 32.) • , 

25. Nuestro primitivo derecho constitucionalfué en verdad 
mas filosófico que el civil, y vino á establecer uniformidad en 
las leyes de procedimieirtos judiciales— unidad en la acción 
de los tribunales, aboliendo los de comisión; mas como dejó 
existentes para los negocios comunes el fuero eclesiástico y 
el militar, no fué práctica en todk su latitud la aplicación del 
principio. {Constitución de 1812, arts. 244, 247, 250 y 258.) 
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26. Este código quedó abolido después, pero permaneció 
subsistente el privilegio del fuero eclesiástico y militar hasta 
la revplucion de Ayutla, que no se atrevió á detidir, sino que 
era» renunciable el fuero eclesiástico; lo cual no^s conforme 
á los principios que deben aplicarse en materia de renuncias 
de fuero, y no fué sino la Constitución de 1857 la que vino 
á acabar, con el fuero eclesiástico y á limitar mucho el mi- 
litar, haciendo así efectiva la igualdad ante la ley. ( Consti- 
tución de 57, art, 13.) 

27. Si el legislador llegara á dictar leyes contrarias á esta 
garai\tía, habria el recurso de amparo, supuesta la violación 
del artículo constitucional que la sanciona. {Constitución de 
57, artículos lOly 102.) ' 

28. De aquí se desprende la verdad de que los derechos 
^ civiles son iguales para todos, sin presuponer nunca una igual- 
dad personal, perfecta y absoluta, sino solo la civil que vino 
preparando el legislador desde que dictó e^rtículo 12 y que 
complementó con el 28. 

. 29. Con el primeto cerró la puerta á las desigualdades per- 
sonales de nobleza y á las distinciones hereditarias, y con el 
segundo cegó la fuente de derechos privilegiados á que ha- 
bían dado lugar los monopolios, los estancos y las tarifas prc- 
teotoras; y la cegó de tal manera, que solo dejó las excepcio- 
nes que se relacionan con la acuñación de moneda, con el 
servicio de correos y con los privilegios que se pueden conce- 
der á los interventores y perfeccionadores de alguna mejora. 
(Constitución de 57, art, 28.) 

30. De modo que, procediendo por un sistema de genera- 
lización, puede asentarse, que conforme á nuestro derecho 
constitucional, es insost-enible la desigualdacl ante la ley y 
que es reclamable por la vía de amparo cualquiera que no 
esté autorizada por algún artículo constitucional. {Constitu- 
ción de 57, artículos 13, 101 y 102.) 
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31. La sííiple trascripción que hemos venido liaclendo 
de las diferentes legislaciones que de este punto se han oou- 
pado, basta para palpar que el código portugués es el único 
que trae la perfecta concordancia de nuestro artículo ; y las 
diferencias respecto de los demás han venido apuntando por 
sí solas los diversos motivos que tuvieron los autores del có- 
digo, para venir de una en otra redacción hasta fijarse en la 
del código de Portugal. {Artículos 7. y 17.) 



§13" 



32. Dicho esto se ve que es entei*amente conforme á*nues- 
tro derecho constiiiicional el artículo del Código civil, que 
dice: La ley civil es igual para todos ^n distinción de per- 
sonas ni de sexos mas que en los casos especialmente declara- 
dos, (Código civii^ art. 1*?) 

33. Razón asiste á los modernos para enorgullecerse por 
el servicio que han prestado á la humanidad, anatematizando 
la esclavitud que admitían los antiguos y que ellos han abo- 
lido, y negando la inferioridad de la mujer á quien degrada- 
ron los antiguos y que la civilización del cristianismo ha enal- 
tecido muy justamente hasta colocarla á nivel de su antiguo 

^tirano, y por último, haciendo desaparecer la odiosidad con- 
tra el extranjero á*quien la antigua legislación habia dado 
en llamar bárbaro y enemigo coa notoria injusticia. ^ 



§ 14? 

34. Ahora debemos decir, que siendo la ley civil la única 
materia hábil del Código civil, de ella solamente debió ocu- 
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parse el artículo que estamos comentando ; y como ya la iBy 
fundamental había proliibido toda distinción y toda ley ^ri- 
vatira, se expresó con propiedad nuestro artículo, al decir 
que la ley civil es igual para todos, ó lo que es lo mismo, que 
todos son iguales ante la ley civil. ( ArL 1? Código civil del 
Distrito federal) 

35. De modo que si la' ley civil es la que arregla los de- 
rechos y obligaciones civiles, con toda verdad podemos decir 
quQ esta clase de derechos y obligaciones son perfectamente 
idénticos para todos. ( Constitución de 57, artículos 12 y 13, 
y 1? del Código civil del Distrito federal) 

36. i Mas quiénes son estos todos T Son sin duda todos lo» 
habitantes sin distinción de personas, es decir, sin distinción 
de nacionales ó extraujeros, de mayores ó menores de edad, 
de hombres ó mujeres, de individuos privados ó funcionarios 
públicos. {Constitución de 57, artículos 12 y 13, y Código 
<^ivil^ art. 1?) 

37. La verdad del primer extremo resulta de la misma 
"Constitución que establece en principio los deberes que tie- 
nen que llenar los extranjeros. (Constitución de 57, art. 33.) 

38. No es por demás decir, que según nuestra legislación, 
son extranjeros los que no han nacido de padres mexicanos 
ni han sido nacionalizados conforme á las leyes. {Ley de 30 
de Enero de 1854, art. Y,, fracciones 1% 2* y 3? — Constitu- 
-don de 57, art, 33, y resolución de 8 de Noviembre de 1870») 

39. Los autores de derecho internacional, enseñan á pro- 
pósito de extranjeros, que ningún Estado tiene derecho de 
J)rohibirles de un modo absoluto la entrada en su territorio,* 
aunque todos lo tienen perfecto para imponer las condiciones 
■con que hayan de admitir en él á los extranjeros y á sus bu- 
ques. ( Waitel, Blunschtli^ Calvo) — Y debemos agregar, que 
según nuestro derecho constitucional, todo extranjero tiaae 
libertad para entrar y salir de la República, viajar por su ter- 
ritorio y mudar de residencia, sin necesidad de carta de se- 
guridad, pasaporte, salvoconducto ú otro requisito ; lo cual 
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debe entenderse sin perjuicio de las facultades que tiene la 
aut(*idad judicial ó administrativa para hacer efectiva la res- 
ponsabilidad civil ó criminal. (Constitución de 57, art, 11.) 

40. Sobre este punto, es necesario tener presente el dere- 
cho internacional, que enseñ^ que el extranjero está sometido 
alas leyes del país en que. reside, porque se presupone que 
si se les permite la entrada á él, no es sino con la precisa con- 
dición de que respeten las leyes generales de orden público 
qu^no se relacionan con la calidad de ciudadano ni aun con 
la de subdito. {WattéL Tomo 2", §§ 101 j/ 104.) 

La ley 8, tít. 11, lib. 6?, Novísima Recopilación, divide á* 
loe extranjeros en avecindados y transeúntes, y exige para 
que puedan ser tenidos como avecindados, que sean católicos 
— que hagan juramento de fidelidad á la religión y á la mo- 
narquía — que renuncien todo fuero de extranjería, toda rela- 
ción, unión y dependencia con el país de su origen, y que 
prometan no pedir su protección, apelando á sus embajadores, 
ministros ó cónsules. 

En cuanto á los extranjeros transeúntes, declaraba la mis- 
ma ley, que no podian ejercer el comercio al menudeo, ni los 
oficios de sastres, modistas, peluqueros, zapateros, ni las pro- 
fesiones de médicos, cirujanos ó arquitectos,. sin licencia del 
poder administrativo. 

Estas trabas, condenadas por el derecho internacional y por 
la economía política, han desaparecido ya por completo ; y 
en su lugar tenemos los principios liberales que establecen 
para todo hombre, sea nacional ó extranjero, la libertad d,e 
cultos, de profesión, de industria ó trabajo, llevándose el prin- 
cipio de igualdad hasta el ^rado de que solo para los empleos, 
cargos, 6 comisiones de nombramiento de la autoridad, se ten- 
.ga en cuenta la calidad de nacional para dar á este preferen- 
cia sobre el extranjero en igualdad de circunstancias. (Cons- 
titución de 57, artículos 4'', 27 y 32.-^ Wattel, Tom, 2°, 7iúm. 
247.—- Pc^a y Peña, Números 4 y 5. — Calvo. Derecho in- 
. iernadonal. Tomo 1?, art, 301. — Azj)iroz, Código de ex- 
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tranjeria. Art, 166. — Constitución de 57, art. 33. — Códi- 
go civil^ artículos 14, 24 y 25. 

Y la protección que- de esta manera se dispensa al extran- 
jero, hace necesario que, este le ayude y defienda en cuanto 
se lo permita el ser ciudadano de otro Estado, como en el 
caso de invasión de piratas ó salteadores, y en el de inundación 
ó de incendio. ( WatteL Tomo 2?, § 105.) 

41. Conforme á los buenos principios del derecho interna- 
cional, un artículo de nuestra Constitución establece que los 
extranjeros tienen el deber de contribuir para los gastos pú- 
blicos, de la manera que dispongan las leyes, y de obedecer 
y respetar las instituciones. ( Constitución de 57^ art, 33.) 

42. A tales deberes civiles corresponden ciertos derechos 
que se han llamado de extranjería; los cuales, en el " Pron- 
tuario diplomático y consular " del Cond^ de la Cortina, se 
hacen consistir: 1?, en gozar de libertad en la condición civil : 
2?, en la exención de todo servicio político, civil ó militar, y 
del pago de tributos destinados á- sostener los derechos del 
país y de todas las cargas inherentes á la calidad de ciuda- 
dano: 3*?, en no sufrir prisión arbitraria: 4?, en no poder ser , 
juzgados por leyes retroactivas : 5?, en la inviolabilidad de la 
propiedad y del domicilio: 6?, en el derecho de exigir no sola- 
mente justicia, sino también equidad : 7?, en el derecho de 
reclamar daños y perjuicios ocasionados por atentados come- 
tidos contra su persona ó propiedad: 8", en no poder ser 5>ro- 
cesado ni castigado por delitos ó crímenes cometidos fuera 
del país donde residen : 9?, en poder ausentarse del mismo 
cuando le convenga ; y 10?, en poder demandar protección por 
la vía diplomática á los agentes diplomáticos y consulares de 
su nación. (^Prontu/irio diplomático consular. Pdg, 40.) 

43. Desde Juego se palpa la mexactitud de una doctrinei 
que confunde los derechos excepcionales del extranjero con 
los naturales del hombre, y por lo mismo no creemos que esta 
doctrina necesite de una formal refutación \ diréñios, sin em- 
bargo, que se nota en ella no solo la confusión de los dere. 

6 
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chos civiles con los naturales, sino el propósito marcadísimo 
de mejorar la condición del extranjero con los derechos men- 
cionados en los números 6, 7 y 10. 

44. Según la legislación españoladlos derechos de extran- 
jería consistían en la excepción perpetua de moneda forera ; 
en la decalcábalas por seis años; en la de todo servicio per- 
sonal, ordinario 6 extraordinario, y en la de toda carga con- 
^ejil. {Real cédula de 20 de Julio de 1791.) 

No será por demás agregar,, que la moneda forera fué un 
tributo que en reconocimiento del señorío se pagaba de siete 
en siete años, y que después se convirtió en eljus deiractuSy 
que consistía en el derecho atribuido al soberano para rete- 
ner parte de los bienes que sallan de su territorio por suce- 
sión, para pasar á manos de extranjeros. 

45. For inducción fundada en el artículo 19 de la ley de 
30 de Enero de 1854, debemos decir que si los extranjeros 
no tienen, como no pueden tener derechos políticos, sí tienen 
los civiles que las leyes no les quiten expresamente, como lea 
quitaba esa ley el de obtener beneficios eclesiásticos, el de 
pescar en las costas, el de hacer el comercio de cabotaje y 
aun el de altura para conducir efectos que no fueran de su 
respectiva nación, cuando esto se reserve á los mexicanos. 
Esta inducción está tanto mas autorizada, cuanto que igua- 
lados los extranjeros con los nacionales, en cuanto á los de- 
bereS civiles, la justicia exige que también lo sean en cuanto 
á los derechos de la misma especie, respetando las preroga- 
tivas que la misma Constitución concede á los ciudadanos y 
á los simples nacionales. {Constitución de 57, artículos 33, 
34 y 32.) Y lo que viene á autorizar por completo nuestra 
tesis, es el principio de nuestro derecho público, que declara 
que la ley dvil es igual para todos, sin distincipn de perso- 
nas. {Código civil^ art. V>) 

46. Esta igualdad está respetada en los artículos relativos 
á capacidad Jurídica, para ejercer derechos civiles, como p!ue- 
de verse en el capítulo 2? del título 1*?, libro 1" del Código civil. 
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47, Hoy los derechos de extranjería se reducen entre no. 
sotros á poder invocar el extranjero los tratados y convencio- 
nes que existan entre la República y la nación á que perte- 
nezca el interesado — á recurrir á la vía diplomática — y á 
apelajp al principio de reciprocfílad. (Azpiroz, Código de ex- 
trc{njeria:^ y articulo 2 de la ley de 6 de Diciembre de 1866.) 

«48. En cuanto á los derechos civiles que no son de extran- 
3ería, el derecho internacional, por un principio de moral y^ 
de justicia natural, reconoce legitimidad en el matrimonio 
coittraido por los extranjeros, á condición de que se sujeten 
á las formalidades que exige la ley del país en que lo cele- 
bren. (ÍVattel, Thmo2^^páff.260» — Fritot, Ciencia del pu- 
blicista. Tomo 1?, pdg, 387.) Y nuestro Código, ajustándose 
á las prescripciones del derecho internacional, no pone emba- 
razo alguno al extranjero para contraer matrimonio legítimo 
en la República. {WatteL Tonto 2*?, § 115. — Código civil. 
Artículos 159, 163, 164, 280, 281 y 282.) 

49. Una vez reconocido al extranjero el derecho" de for- 
marse una familia, conforme á las prescripciones de la moral 
civil, nada mas natural que darle acceso á las fuentes de ho- 
nesta subsistencia; pero desgraciadamente l^abia sido mez- 
quina nuestra legislación en este punto. ( Constitución de 57, 
art. 3?) 

50. Nuestras antiguas leyes exigian que el extranjero fuera 
vecino para poder adquirir bienes raíces en propiedad, y desde 
la independencia apuntó el deseo de apartarse de «quellos 
principios. 

51. A poco de haberse hecho esta, se tradujo ese deseo por 
la suspensión de la ley 12, tlt. 10, lib. 5?, 5% tít, 18, lib. 6r 
de la Recopilación de Castilla: la del tít. 27, lib. 9? d* la de 
Indias, y la del art. 1?, tít. 7? de las Ordenanzas de Minería, 
para el efecto de que los extranjeros pudieran adquirir en 
propiedad acciones en las minas que habilitaran; pero sin 
poder registrar minas nuevas, denunciar las desamparadas 
ni adquirir parte en las minas que ño hayan habilitado, sin 
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• « 

que les vaKera al efecto ningún otro título que no fuera el 
de aviador. {Ley ele 7 de Octubre de 1843.) 

Por derecho estricto se puede negar á los extranjeros el de- 
recho de poseer inmuebles; y^la concesión de poseerlos lleva 
implícito el deber de sujetarseñi las leyes relativas á bienes 
raíces y de pagar contribuciones. ( WatteL Derecho de g-en- 
tes. Torno 2?, § 1 14. — Código civil Artículos 14 y 18.— Cbn*- 
titucion de 1857. Art, 33.) 

52. Las pasiones políticas que vinieron agitándose en 1828, 
se reflejan en una ley que prohijando antiguas preocupación 
nes contra los extranjeros, repitió la antigua prohibición de 
la adquisición de bienes raíces por ellos, aunque en ló demás 
les reconoció los mismos derechos civiles qxie ¿ los naturales. 
(Ley de 11 de Marzo de 1828.) 

Una ley posterior vino marcando los casos en que el ex- 
tranjero no podia conservar su propiedad en bienes raíces y 
los en que tenia el deber de venderlos. {Ley de 14 de Marzo 

rfel842.K 

53. Y otra del general Santa- Anna declaró que la adqui- 
sición de bienes raíces por un extranjero daba á este la cali- 
dad de domiciliado para los efectos de las leyes. {Articulo 10 
de la ley de 20 de Enero de 1854,) 

54. La administración ilustrada del general Comonfort 
vino haciendo justicia á la humanidad Con disnúnüir las 
prohibiciones hechas á los extranjeros, y declaró que los do- 
miciliadas en la República pueden adquirir y poseer pro- 
piedades rústicas y urbanas, inclusas minas de toda clase, 
aula cuando estuvieran en Estados ó territorios fronterizos, con 
tal de que distaran veinte leguas de la línea de la frontera* 
{Ley dé 1^ de Febrero de 1856.) 

55. En los Estados-Unidos los extranjeros, según el com- 
monn laxo vigente en algunos Estados, no pueden adquirir 
bienes raíces, en términos que en algunos se necesita á este 
efecto una autorización especial de la legislatura, debiendo 
decirse que en otros Estados los extranjeros están equipara- 
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dos con los nacionales. (Mejia. Manual de la Constitución 
de los Estados-'Unidos, Pág. 81.) • 

66. Las leyes de derecho internacional privado que van 
citadas, fueron derogadas por los principios consignados en 
nuestra Constitución, que garantizando el derecho de propie- 
dad á todas las entidades jurídicas que no sean corporaciones, 
reconoce como legítimas aun las adquisiciones hechas por ex- 
tranjeros, salvas ciertas modificaciones respecto de inmuebles 
que estén en territorio fronterizo ó de la costa. 

A este propósito debe decirse, que según el derecho inter- 
nacional, cada Estado soberano tiene un derecho incontesta- 
ble para, permitir ó prohibir á los extranjeros la adquisición 
de bienes inmuebles en su territorio ; y si la permite, queda el 
poseedor de tales bienes con relación á ellos, sometido á las 
leyes del país y á la jurisdigcion de sus autoridades, enten- 
diéndose por supuesto quí quedan obligados al pago de las 
contribuciones que graven la propiedad territorial. Y esto se 
entiende así aun cuando el poseedor sea un ministro extran- 
jero. {Wattel. Tomo 4", pág, 115, y tomo 2?, pág. 259. — 
Calvo, 1^-302.) 

57. La administración de Comonfort declaró que los ex- 
tranjeros tienen sobre traslación, uso y conservación de sus 
propiedades raíces los mismos derechos que á este efecto 
conceden las leyes á los mexicanos. {Ley de V de Febrero 
rfel856, ar^ 5?) 

De consiguiente pueden tratar y contratar lo mismo que 
cualquier mexicano. I 

58. Una vez reconocida en el extranjero la propiedad, es 
una consecuencia necesaria reconocerle el derecho de disponer 
de ella en artículo de muerte ; de manera que es de todo pun- 
to injustificable el derecho de aubana ó albinagio^ que- con- 
siatia en abrogarse el soberano la herencia de los extranjeros 
que morían en sus Estados sin haberse naturalizado ó de los 
naturalizados que no habian dispuesto de sus bienes ó no ha- 
blan dejado heredero regnícola ó naturalizado, como tamíbien 
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la del regnícola 6 nacionalizado que por su* establecimiento 
en país^extranjero se entendia que renunciaba su nacionali- 
dad. Este atentado, que fué cometido en otros países, no ha 
sido canonizado en nuestras leyes. 

Por el contrario, nuestro Código declara : 1", que lo^ ex- 
tranjeros tienen, como los mexicanos, el derecho de testar. 
2*, que en cuanto á las solenmidades internas del acto, tie- 
nen libertad para seguir las leyes de su país 6 las nuestras: 
3*, que en cuanto á las solenmidades externas, deben suje- 
tarse precisamente á nuestras leyes (Código civil, Art» 3423); 
y 4?, que los testamentos hechos en el extranjero, producen 
sus efectos legales en el Distrito y, en la California, siempre 
que hayan sido hechos con arreglo á las leyes del país en que 
fueron otorgados. {Código civiL Artículos 3423, 3834, 17 
y 18.) 

La única cuestión que en el particular puede suscitarse es, 
la de : cuál ley se observará en cuanto á la forma y cuál en 
cuanto á las disposiciones del testamento ; y como veremos 
después, la forma debe ser regida por la ley del lugar en que 
se otorgue el testamento, y en cuanto á las mismas disposi- 
ciones testamentarias, aquellas que se refieran á bienes in- 
muebles, deben sujetarse á la legislación del lugar en que 
están situados, y las que se refieran á bienes muebles deben 
ajustarse á las leyes del domicilio del testador. ( WatteL De- 
recho de gentes. Tomo 2?, § CXI.) 

59. En virtud de cierta especie de jurisdicción civil que 
el'ministro extran|Bro ejerce sobre las gentes de su comitiva, 
puede hacer las veces de notarios en los testamentos otor- 
gados por éstos ; y esto que el derecho internacional parece 
que limita á los testamentos otorgados por las gentes de su 
comitiva, lo extiende el Código á los testamentos de todos 
sus nacionales. {Código dviL Art, 3835.) 

TSl derecho internacional extiende esta jurisdicciun hasta 
la facultad de legalizar actos civiles pasados entre sus na- 
cionales y hasta hacer cruzar sus sellos sobre los objetos que 
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forman la herencia intestada de los mismos. Esto segundo 
está expresamente reconocido por nuestra ley de 26 de No- 
viembre de 1859. 

Es práctica recibida que cuando se necesita la declaración 
de alguna persona de la comitiva de algún ministro extran- 
jero, se le requiera por conducto del ministerio de relaciones, 
bien para que la haga comparecer ante la autoridad reque- 
rente, ó bien para que examinándola por sí 6 por medio de 
su secretario, comunique á aquella su declaración. {Peña y 
Peña, Tomo 'it'.^'pág, 274, núm, 351.) La legislación espa- 
ñola establece la regla general de que no se practiquen dili- 
gencias judiciales con los criados de los ministros extranjeros, 
sin dar primero cuenta al presidente del consejo ; y el Sr. Peña 
dice que sin duda de aquí viene la práctica de que nuestro 
poder judicial no se comunique con los ministros extranjeros 
sino ppr medio del Ministerio de Relaciones. {Tomo 3?, fág, 
274, núm, 351.) 

Y es necesario no olvidar que el muy respetable Sr. Peña 
y Peña, enseña que nuestra República por ninguno de los 
tratados celebrados hasta ahora con las naciones extran- 
jeras se ha comprometido formalmente á conceder á sus mi- 
nistros el ejercicio de jurisdicción sobre las personas de su 
comitiva: de manera que por razón de tratados, ninguno de 
eÜos puede exigir tal prerc^tiva. (7b»io 3?, jo<i^. 274, nú- 
mero 351.) 

60. Nuestra ley de sucesiones intestadas»rige para el ex- 
tranjero lo mismo absolutamente que para los mexicanos, 
con diferencia de poder, cruzarse con el sello consular los se- 
llos que la autoridad competente hííya puesto sobre los efec- . 
tos, muebles 6 papeles del difunto. {Ley de 26 de Noviembre 
de 1859, art. 10, frac, VI, Véase Ramírez, Diccionario de 
derecho internacional; y Azpiroz. Código de extranjería. 
Véase el núm. 31, cap. 2?, tit, 5?) • 

61. Ea cuanto á los buques extranjeros, desde nuestra 
emancipación política se adoptó un sistema liberal dando en- 
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trada á todo buque de cualquiera nación que fuera. (í^ey de 
14 de Diciembre de 1821.) 

62. La misma prevención se ha repetido después en dife- 
. rentes disposiciones. (Arancel de 31 de Enero de 1856, ar- 
ticulo 2? — Articulo 45 del Arancel de V. de Enero de 1872.) 

Para facilitar la inteligencia de la doctrina relativa, nece- 
sario es decir, que en lo general son considerados los buques 
como personas morales compuestas de sociedades accidenta- 
. les y pasajeras, de individuos que en su conjunto tienen idén- 
ticas relaciones jurídicas por lo que hace al país á que per- 
tenece su propiedad, su capitán y su tripulación ; y mientras 
permanezcan en alta mar, están bajo la exclusiva jurisdicción 
de aquel país. {Azpiroz. Código de extranjería. Art, 557,) 

El signo aparente de tal jurisdicción, es el pabellón que 
enarbola, pues en alta mar es el que lo cubre, lo mismo que á 
los pasajeros y carga que estén á bordo de un buque marcan- 
te, siendo de advertir, en cuanto á la tripulación, que cubre 
á esta no solo en alta mar, sino. en todas partes, debiendo ad- 
vertirse que buques mercantes son todos los de carácter pri- 
vado, es decir, los de propiedad particular, y que la tripula- 
ción de estos forma una sociedad regida aun en las aguas 
extranjeras por las leyes y autoridades de la nación á que per- 
tenece el buque, sin que por la autoridad coercitiva que ejerza, 
pueda encenderse qué su capitán ó alguna otra persona de la 
tripulación representa á su respectivo soberano. {Azpiroz. 
Qódiffo de extra^yeria. Artículos 558 y 559.) 

f w 

Es de agregar ser un principio generalmente reconocido 
que en tiempo de paz no se puede ejercer jurisdicción sobre 
los buques extranjeros que naveguen en alta mar, salvo : 1?, 
el caso de legítima defensa ó represión de agravios: 2?, cuan- 
do los tripulantes responsables de. crímenes cometidos en el 
territorio de un país hayan comenzado á ser perseguidos den- 
tro del mismo : 3?, Cuando rebelados contra su propio sobera: 
no cometan actos criminales. 4?, cuando sea un buque de 
piratas ó que no observe las leyes comunes del derecho in- 
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temacional marítimo. {Azpiroz, Código de extranjería, Ar- 
ticulo 676.) 

De esta manera por nuestras autoridades y según nuestra» 
leyes, deben ser castigados los reos de delitos cometidos en 
buques mexicanos en alta mar, sean ellos nacionales 6 ex- 
tranjeros y sean de guerra 6 mercantes los buques. En cuan- 
to á los cometidos en pueiio ó en mar territorial de otro país, 
serán castigados de la misma manera en todo caso cuando 
-el buque sea de guerra, mas si fuere buque mercante, linica- 
mente será castigado de esa manera si no ló hubiere sido por 
las autoridades del país en que hubiere sido cometido el de- 
lito. {Código penal^ art, 189 ^fracciones 1* y 2*) 

Serán también castigados conforme á nuestras leyes los 
reos de delitos cometidos dentro del mar territorial de la Re- 
pública á bordo de buques mercantes extranjeros, siempre 
que el acusado sea extraño á la tripulación; y sin distinción 
;alguna siempre que el delito haya comprometido la tranqui- 
lidad del puerto. {Código penal^ art, 189^ fracción 3") 

Nuestro Código penal declara, que cuando el reo» pertene- 
ce á la tripulación del buque mercante y su delito no haya 
turbado la tranquilidad del t)uerto, en ese caso se obre con- 
forme al derecho de reciprocidad. {Código penal, art. 189, 
fracción S'í) 

Necesario es decir que mientras los buques mercantes es- 
tén en alta mar, continúan sometidos á la jurisdicción de su 
soberano, y luego que entran á los puertos de otra nación que- 
dan sometidos á la jurisdicción de esta, siendo evidente que el 
conocimiento de las causas civiles y criminales que se refie- 
ran á ellos, cuando sea expedita la jurisdicción de las autori- 
dades de la República, corresponde á los tribunales de la Fe- 
deración. {Constitución de 57, art, 97^fraccio7i 2*) 

Por lo mismo, las presas verificadas dentro del mar terri- 
torial de la República, están bajo la competencia de los tri- 
bunales federales, mas laa hechas en alta mar corresponden 
en su conocimiento y decisión á los tribunales del país del 

7 
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apresador, salvo que se trate de presas de neutrales que vi- 
nieren á la República coa efectos de propiedad mexicana por 
lo menos en su mitad. {Ley 5% tit. 8V, lib. 6?, Nov. Recop. 

63. La libre entrada de los extranjeros en nuestro territo- 
rio, no autoriza la entrada de tropas extranjeras ; y el derecho 
internacional enseña que cuando se permite la entrada de 
estas, por este solo hecho se renuncia respecto de ellas á la ju- 
risdicción territorial, sin que por lo mismo se tenga derecho 
para disputar al jefe extranjero la facultad de castigar él 
exclusivamente á-los individuos de su tropa por las faltas que 
cometan durante su tránsito. ( Wheaton, Tmno 1?, pág, 123, 
§3") • 

64. Es un principio reconocido que si no existe expresa 
prohibición notificada de antemano, los puertos de toda na- 
ción están abiertos para los buques de guerra de his nacio- 
nes amigas, los cuales son conocidos como públicos, porque 
no pueden estar mas que al servicio de un Estado. ( Whea- 
toiu Tomo V-jpág, 128, ap. L) 

El pabellón de estos buques, así en alta mar como en la 
mar territorial de cualquier país, cubre y protege no «olo á 
su tripulación de guerra y mar, sino también á los pasajeros 
y carga que lleva á bordo, siendo la razón que representa 
al Estado soberano, á cuya armada pertenecen; y en conse- 
cuencia el comandante y oficiales de un buque de guerra, 
ejercen el poder'público de su país y son acreedores á los res- 
petos que se deben á sus soberanos. {Azpiroz. Artículos 566 
y 567.) 

De aquí es que no están ni pueden estar sujetos^ tales bu- 
ques de guerra, sino á las leyes y autoridades de §u propio 
país, cualquiera que sea el territorio en que se encuentren; 
mas si la gente de su tripulación ó los pasajeros cometen al- 
gún delito en tierra, podrán ser aprehendidos y castigados 
por las autoridades locales, siendo de advertir que la inmu- 
nidad que les reconoce el derecho internacipñal no los liberta 
del deber de sujetarse á los reglamentos de policía del puerto. 
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Hay otro caso excepcional, y es cuando, rebelándose contra su 
soberano, cometón actos criminales en alta mar. ( Wheaton, 
Tomo 1?, páff. 133.) 

Ahora por respetable que sea la inmunidad reconocida á, 
los buques de guerra, esto no autoriza para que puedan ser- 
vir de asilo á los criminales ; y siempre que un buque de guer- 
ra reciba á su bordo á un criminal, podrá, ser reclamado esté 
por la autoridad del puerto para que se le entregue; si el ca- 
pitán niega tenerlo á su bordo, deberá ser creído; nias si con- 
fesando tenerlo, se resiste á hacer la entrega, el gobierno 
hará con este motivo formal reclamación al país á que per- 
tenezca el buque. Si el buque fuese mercante, y el refugia- 
do un criminal ó desertor ó se ocultaren pertrechos correspon- 
dientes á la nación, podrán ser extraídos aquel y estos con 
intervención de la autoridad judicial de la Federación, em- 
pleando hasta la fuerza en caso necesario. ( Wheaion» Tomo 
l^páff, 134.) 

Las escuadras extranjeras necesitan permiso del Presi- 
dente, autorizado por el Senado, para hacer estación en las 
aguas de la República por mas de un mes. {Rofor mu. cons- 
titucional de 6 de Noviembre de 1874, art.72. B. III.) 

65. Después de tantas disposiciones liberales de nuestro 
derecho internacional, causa pena tener que hablar de la ex- 
pulsión de extranjeros según miestra legislación. 

66. Para no tratar de las leyes de 23 de Diciembre de 1824, 
de 20 de Diciembre de 1827, de 21 de Abril de 1829, de 16 de 
Enero de 1833 y de 1" de Diciembre de 1838,. vamos á limi- 
tarnos á las leyes vigentes hoy mismo: que son la Constitu- 
ción y el Código penal. 

El poder legislativo no puede hoy dar una ley del caso, ex- 
pulsando á determinados individuos, pues lo prohibe la Cons- 
titución. ( Constitución de 57^ art. 14. ) 

67. El Ejecutivo no tiene entre sus facultades, francamen- 
te constitucionales, la de expulsar á los extranjeros ; y des- 
pués de reglamentadas por medio de leyes orgánicas las. 15 
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facultades que le declara el art. 85 de la Constitución, toda- 
vía debería preguntarse: ¿de qué manera debe proceder el 
Ejecutivo para ejercer legalmente la facultad de expulsar á 
los extranjeros? 

68. Puede el Presidente expulsar al extranjero pernicioso 
conforme al art. 33 de la Constitución; ¿pero cuál de los Se- 
cretarios del despacho deberá firmar esta orden para que de- 
ba ser obedecida? {Constitución de 57^ artículos 88 y 86.) 

69. Resuelta que fuera esta cuestión, conforme á la ley or^ 
gánica que es necesaria conforme al art. 86, todavía seria ne- 
cesario preguntar: ¿la calificación de extranjero pernicioso es 
heclia única y exclusivamente por el Presidente, de tal ma- 
nera que ni aun el ministro del ramo tenga derecho para to- 
mar parte en esa calificación ? 

70. Se comprende que resuelta esta cuestión en sentido 
afirmativo, la orden de expulsión no podria ser autorizada por 
un oficial mayor. 

Tal vez seria mas político exigir qiie la calificación sea 
hecha previamente en consejo de ministros, para dar así mas 
garantía á muy grandes intereses internacionales, que alguna 
vez pueden afectarse con la expulsión de uno 6 más extran- 
jeros. 

71. Hoy no seria temerario plantear este problema. No 
siendo conforme á la justicia internacional el dejar abando- 
nada á un poder enteramente discrecional y arbitrario la suer- 
te de los extranjeros, ¿podrá el Presidente de la República 
expulsar á un extranjero, sin que se haya expedido la ley 
orgánica que reglamente esta facultad exorbitante ? 

Antes de formular opinión sobre el particular, bueno es 
consultar la legislación extranjera. ( Véase Peña y Peña sobre 
la facultad de expulsar á un ministro extranjero cuando se 
mezcla en conspiraciones. — Práctica forense. Tomo S'ijpág. 
264, núm. 345. ) 

72. En la Gran Bretaña todo extranjero, cuya presencia , 
comprometa la seguridad pública^ puede ser expulsado por 
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medida de seguridad pública. Esto es lo que dispone el Bill 
de extranjeros de 1848; pero es necesario agregar, que hasta 
el año de 1869 á nadie se habia aplicado esta disposición. 

73. En los Países Bajos hay una ley especial que deter- 
mina detalladaipente la admisión y expulsión de los extran- 
jeros; está por lo mismo reglamentada esta odiosa y tremenda 
facultad. 

74. En la República, de Chile nadie, sea nacional ó ex* 
tranjero, puede ser desterrado, sino en Informa determinada 
por las leyes. {Constitución^ art, 12, § 4?) 

75. Por una aberración inexplicable, la constitución de Ve- 
nezuela, que en otros capítulos es sin disputa la mas liberal, 
deja abierta la puerta para que se establezca una legislación 
excepcional contra los extranjeros. 

La constitución americana no autorizó al presidente de 
la república para expulsar á los extranjeros ; pero sí se le 
dio esa facultad en una ley secundaria para qué pudiera Ha- 
cerlo por tiempo determinado, pero después de oir las prue- 
bas y defensas del extranjero. 

76. Con tales antecedentes nos inclinamos á creer que el 
reglamento de esa formidable facultad del Ejeoutiyo debe ser 
una garantía que es indispensable dar á los extranjeros, cuan- 
to antes. 

T7, Entretanto se da esa ley, y según el tenor de un ar- 
tículo dé nuestro Código penal, debemos sostener que entre 
nosotros procede la facultad de expulsar al extranjero cua ñ- 
do este ha cometido algún delito en el extranjero contra otro 
extranjero ; cuando lo ha cometido en el extranjero ó en el 
pj^ís contra la seguridad exterior de la República, ó el de re- 
belion. {Código penal ^ artículos Í88, 190 y 191) ; pero es se- 
guro que no es el único caso en que el extranjero puede ser 
calificado de pernicioso y desterrado por el Presidente de la 
República. 

78. Los extranjeros encargados de una misión diplomática 
son sagrados é inviolables según el derecho dfe todas las na ' 
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ciónos, y se les debe una protección especialísima que les dé 
todo género de seguridades, sobre todo en el lugar cerca do 
cuyo gobierno están acreditados. {Calvo, Tomo V, páginas 
344y,345.) 

Mas á pesar de esta inmunidad, hay medio de obtener jus- 
ticia contra un ministro extranjero, y es el de que las recla- 
maciones qué se tengan contra 61 por causas anteriores á su 
misión, se dirijan á su amo para que resuelva si le conviene 
Ikmar á su ministro 6 designar el tribunal que ha de conocer 
de ellas. (WatteL Derecho de gentes. Tbmo 4?, § 116) ; y por 
.eso nuestra Constitución resuelve que á los tribunales de la 
Federación corresponde conocer de los negocios concernientes 
á nuestros agentes diplomáticos. (Constitución de 57, art, 97, 
frac. 7") 

79. Por la naturaleza de su mismo encargo están dichos 
funcionarios exentos tanto en lo civil como en lo criminal 
dó la jurisdicción del país en que residen; pero si abusan de 
su inmunidad comprometiéndose en conspiraciones y en em- 
presas perjudiciales al país en dónde viven, puede pedirse su 
retiro, y si este se niega, puede expulsárseles, cuando su pre- 
sencia hace peligrar la tranquilidad pública. Emplear este 
medio no es mas que ejercer el derecho de propia defensa, 
en lo cual están conformes los autores. ( WatteL Tomo 4", 
pág, 249 y siguientes. — Calvo. Derecho internacional. To- 
nto V^pág. 347. — Peña y Peña. Tomo 3*?, pág. 148, mim. 
188 y siguientes^ y núm, 244.) 

80. Las inmunidades concedidas á los ministros diplomá- 
ticos y que deben verse en los tratadistas, son las que consti- 
tuyen la extraterritorialidad. {Fa^lix, Dereclío internadonal 
privado. Pág. 273, mim. 209.) 

Y sin embargo de estas inmunidades, es seguro que los 
ministros diplomáticos están sometidos á los jueces del país 
en que residen, cuando hacen negocios y contraen deudas du- 
rante su misión; pero no están sujetos á dichas autoridades 
por las deud /«s Contraidas antes de comenzar á ejercer aquella. 
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{Wattel, Derecho de gentes. Tomo 4?, jod o-, 308, § 114, y 
Ley 6», tit. % lib. 3", Nov. Recop.) 

Desde la legislación romana encbntj-amo.s consignado el 
principio de la inmunidad concedida ti los ministros ó emba- 
jadores que ella llamaba Legados. Si quis legatum hostium 
pulsctsset^ contra jus genthim id comissum esse existimatur, 
quia sancti habentur legati. {Lex 17 de legationibus,) El 
Sr. Peña y Peña, fundado en este fragmento, enseña que los 
romanos establecieron en favor de los legados su independen- 
cia é inmunidad de la jurisdicción local, negando contra ellos 
toda* acción judicial y dando por razón la misma puntual- 
mente que los modernos publicistas bacen valer á favor de 
todos los embajadores, esto es, que si se admitieran deman- 
das contra ellos, se les embarazaiia el ejercicio de su encargo. 
(Lex 24 dejudiciis.) !E1 mismo autor enseña que esta regla 
tiene por excepción el delito cometido ó el cóntra/to celebrado 
en el tiempo y en el lugar de su legación. (Leyes 24 y 25, 
eodem.) 

La iñisma legislación didfe, que también se exceptúa de la 
regla el caso en que el ministro hace de actor ante algún tri- 
bunal del país; excepción que apoyan Wattel, Martens y el 
Sr. Peña y Peña. 

El derecho romano exceptúa también el caso de mutua 
petición ó reconvención (Ley 14. C de sententiis et inter- 
locutionünts)^ doctiiná que adopta el Barón Martens. 

La antigua legislación española reconoce también la inmu- 
nidad de los ministros extranjeros, que llama mensajeros, y 
'establece que no pueden ser demandados por las deudas an- 
teriores á su encargo ; pero que sí pueden serlo por las deb- 
das quejiziesen en nuestra tierra^ despules que viniesen en 
ta mensajeria. (Ley 9, tit. 25, Part, 7*) Lo mismo enseña 
una real resolución de Felipe V, dictada en 15 de Junio de 
1737. (Ley 6% til. 9?, lib. 3?, Nov. Recop.) 

Leyes tan terminantes no pudieron ser derogadas por una 
resolución gubernativa, en que.se estampó el error de que los 
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ministros extranjeros están exentos de toda jurisdicción civil 
, y criminal en el país. ^ 

El derecho internacional enseña que los ministros extran- 
jeros no pueden ser condenados, procesados ni aun detenidos 
por los tribunales del país. Esta inmunidad se extiende 4 
las gentes de su comitiva, aun cuando sean mexicanos ; pues 
en tesis general no sé puede proceder contra ellos, sino recla- 
mando previamente la autorización del ministro, con adver- 
tencia: de que si este se opone, no podrá ejecutarse la sentencia 
dada, sino hasta qije el culpable haya dejado su servicio. Los 
inconvenientes de esta inmunidad encuentran un tempera- 
mento en el derecho que tiene el gobierno para expulsar de 
su territorio á cualquier extranjero culpable de algún crimen 
de E$tádo, au i cuando sea ministro público. (Ley de 22 de 
Febrero de 1842. — Constitución de 57, art. 33.) 

Francia, Inglaterra, Polonia y Suecia, á su vez han hecho 
uso del derecho que todo gobierno tiene para echar de su ter^ 
ritorio á un ministro complicado en algún delito de Estado,, 
expidiéndole sus pasaportes y aun haciendo asegurar su per- 
sona en casos urgentes, haciéndole escoltar hasta la frontera^ 
Esta doctrijia está basada en la muy respetable autoridad 
del Sr. Peña y Peña. 

El mismo autor enseña que loi? ministros extranjeros no 
deben hacerse actores en materia crinainal, y que por los in- 
sultos que se les hagan, deben presentar sus quejas al gobierna 
para que se proceda de oficio contra el culpable ; mas esto no- 
importa la prohibición absoluta de acusar. 

A propósito de la inmunidad en materia penal, debe re- 
cordarse una resolución del Sr. D. Carlos III, que dice: '' Eu 
todo suceso ó lance en que algún criado de embajador ó mi- 
nistro fuere sorprendido, contraviniendo á las leyes estableci- 
das para la seguridad y buen gobierno^ se le podrá arrestar 
y conducir á paraje seguro hasta la averiguación del hecho ; 

1 Contestación dada al Sr. juez D. Cayetano Ibarra por el ministro Gu- 
tiérrez Estrada. 
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pero debe darse cuenta de este arresto, sin dilación, al emba- 
jador 6 ministro á cuya casa pertenezca el reo. — Si el delito» 
no fuere de los graves, se entregará brevemente el reo á su 
amo, informando á este del delito que hubiere cometido jpara 
que le corrija y castigue; con la advertencia de que si se le 
aprehendiese después por igual crimen, será tratado como lo 
pida la justicia. — Si el delito fuere grave ^ pierde su inmu* 
nidad el criado del embajador y debe ser tratado como otro 
cualquier vasallo ; pero para manifestar al mismo embajador 
el respeto que se tiene á su persona y carácter, se le dará 
parte inmediatamente de la prisión de su criado y del delito 
que hubiere cometido, por el cual no se le puede poner en 
libertad : restituyendo al propio tiempo su librea si el criado 
fuere de esta clase. — Podrá ocurrir lance en que sea preciso 
prender á un criado de un embajador por delito que haya 
cometido y mantenerlo en la cárcel algún tiempo hasta acla- 
rar todo el asunto que puede tal vez estar dudoso 6 equívo- 
co al principio; y entonces enviando sin tardanza un recado 
de atención al embajador 'para que sepa el arresto y el legi- 
timo motivo que retarda la soltura del criado, se le da toda la. 
satisfacción que es posible ca tales circunstancias. {Ley 7% 
tu. 9?, lib. 3?, Nov, Jíecqp.— Véase Wattel. Tomo 4?, § 120.) 

La ley que acabamos de citar, reconoce la jurisdicción cor- 
reccional que los ministros extranjeros tienen para castigar 
los delitos leves que cometan las gentes de su comitiva. (Véa- 
se Wattel Tomo 4", § 124.) 

La casa de los ministros extranjeros está exenta de la ju- 
risdicción de las autoridades del pais, y salvo el caso de ne- 
cesidad urgente y de algún peligro público por la dil^ion, no 
pueden los jueces entrar en ella de autoridad propia ni en- 
viar á sus dependientes. (Véase Klúber, Pág, 269, § 207.) 

Sobre este punto hay dos leyes españolas, que son : la pri- 
mera, de D. Felipe IV, dada en Madrid á 4 de Julio de 1663, 
y la otra, de Felipe V, expedida en 25 de Diciembre de 1716. 
La primera dice: "He resuelto que los criados de embaja- 
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dores no embaracen á los ministros de justicia el ejercicio de 
ella hasta las puertas de la ca^ de sus amos, y así delante 
de las casas de embajadores y otros ministros públicos, han 
de poder pasar con las varas levantadas. " Lá segunda dice: 
"He resuelto, por lo que toca á la extensión de inmunidad 
que intenta dar á su casa el embajador de Francia, se le di- 
ga por la vía reservada que esté en la inteligencia de que está 
muy equivocado ; pues solo se debe entenderj como se ha en- 
tendido y practicado desde el año de 1684, con todos los mi- 
nistros de príncipes en esta corte, que es solo desde laspuetias 
udentro de su casa, " 

El Sr. Peña y Peña dice : que los coches de un ministro go- 
zan de los mismos privilegios que su casa, y que por lo mis- 
mo no pueden ser detenidos ni registrados sin orden superior. 
< Véase Wattel Tomo 4?, § 119.) 

El muy respetable autor citado, fundándose en las doctri- 
nas del Bielfeld, Martens, Pereau, y Reinebal, enseña que 
cesa lá inmunidad de la casa de un embajador cuando airve 
de asilo á uñ'reo de lesa-majestad de primer óíden, en cuyo 
tjaso el so'berano puede sacarle de ella por fuerza, sin violar el 
<lerécho de gentes. (Yéase Khiber. Pág. 270, § 208.) . 

Después de citar el Sr. Peña y Peña varias doctrinas sobre 
lo que deba hacerse en el caso de que un criminal tome asilo 
en la casa de un ministro extranjero, hace el siguiente resu- 
men: Mas á pesar de estas diferencias que se notan en las 
doctrinas de los publicistas, puede asegurarse que todos es- 
tán conformes en ciertos puntos, cuya verdad aparece tan 
luego como se presentan á la vista : la inmunidad ó exención 
úe la casa de un ministro no se halla establecida sino en fa- 
Tor del mismo ministro y de su comitiva. 

No puede prevalerse de ella para hacer de su casa un asilo 
en que acoja á los enemigos del príncipe ó gobierno del Es- 
tado en "que reside, ó á los malhechores de toda especie para 
•sustraerlos de las penas merecidas. 

jQuando se trata de ciertos delitos comunes ó corrientes de 
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personas, muchas veces más desgraciadas que culpables, 6 cu- 
yo castigo no es muy importante á la tranquilidad social, la 
casa de un ministro puede servirles de asilo, y vale mas dejar 
impunes á culpables de esa especie, que exponer al ministro 
á verse frecuentemente molestado so pretexto de la rebusca 6 
pesquisa que se pudiera hacer acerca de ellos, comprometien- 
do al Estado por los inconvenientes que de eso podriai^ ori- 
ginarse. 

'Y por último, que cuando se tmta de un culpable, cuya 
prisión- 6 castigo fuere de gran importancia para el Estado, el 
gobierno que lo rige no deberá detenerse por la consideración 
de un privilegio que jamas se ha concedido para convertirse 
en daño 6 ruina de los mismos Estados. (Véase WatteL 7b- 
moir.,pág. 118.) 

. La Suprema Corte de Justicia, en comunicación dirigida 
con motivo de haber tomado asilo en la legacioi^ americana 
un reo del delito de duelo, asentó que por los principios de 
diplomacia, están-concedidas ciertas inmunidades á los agen- 
tes de los gobiernos extranjeros con quienes tengamos rela- 
ciones; pero que nunca pueden extenderse al extremo de re- 
sistirse á poner obstáculo á la marcha de los poderes del 
gobierno, cerca del cual residan, guardadas que sean las fór- 
mulas de estilo. (Peña y Peña. Práctica forense. Tomo 3*, 
fág. 332, núm. 445.) 

81. La misma inmunidad concedida á los ministros ex- 
tranjeros, y por mayoría de razón, disfrutan los soberanos que 
están en pftís extranjero. (Failix. Derecho internacionaL 
Pág. 270, núm. 209.) 

Wheaton enseña lo siguiente: ''La persona del soberano 
está exenta en un país extranjero dé ser arrestada ó deteni- 
da. — Si entra en otro territorio con permiso del soberano, este 
permiso, aunque no tenga la cláusula expresa de quedar exen- 
to de arresto, se subentiende, no obstante, por solo el hecho 
de permitírsele la entrada, gstandó todo el mundo de acuerdo 
en esta interpretación. — Porque un soberano no se puede su- 
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poner que tenga ánimo de someterse á una jurlbdiccion incom- 
patible con su propia dignidad y la del país que representa, 
y precisamente para evitar esta sumisión ha obtenido antes 
el permiso. El carácter de la persona á quien se ha concedido 
este permiso y su objeto, demandan igualmente que se inter- 
prete de una manera que asegure más á la misma i)ersona; 
sin embaigo, no es necesario manifestar esta seguridad, basta 
que se entienda según las circunstancias del caso. 

Si un soberano entrase al territorio de otro sin su consen- 
timiento expreso 6 tácito, se presentaría una cuestión que no 
podría resolverse fácilmente por los publicistas. Conviene á 
saber, si^l soberano extranjero, en el caso supuesto, quedaría 
ó no bajo la jurisdicQion del soberano del territorío donde ha- 
bla entrado sin permiso. No quedaria ciertamente, porque 
todos los soberanos se comprometen de una manera tácita ^ 
no abusar del poder con una persona igual, con quien deben 
guardar una confianza caballerosa. 

Sobre este punto necesario es recordar, que con, motivo de 
la muerte que en uno de sus escuderos hizo ejecutar en Fran- 
cia la reina Cristina, que estaba allí retirada, le fué notifi- 
cado que ningún soberano tiene derecho de ejecutar á uno de 
sus subditos en país extranjero. 

Y en tesis general el partido más seguro y prudente, su- 
puesta la jurisdicción correccional que el soberano y sus mi* 
nistros tienen sobre sus criados, es que una vez que contra 
alguno de ellos lleguen á pronunciar pena -de muerte, lo ha- 
gan ejecutar en su misma posada^ 6 lo entreguen á la justicia 
del país, tanto para ser juzgado, como ser ejecutado. (Peña 
y Peña. Tomo 3?, pág. 284, niüm. 362.) 

82. Respecto de los negocios judiciales, acaso se pregunte 
si puede un extranjero hacer el papel de actor. Y la res- 
puesta que en este punto da el derecho internacional, es afir- 
mativa, sea que la demanda se dirija contra un regnícola ó 
contra otro extranjero, y sea que se trate de una obligación 
contraída en el país donde se demanda su cumplimiento ó 
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de una obligacioid contraída en el extranjero. (Véase Foelir, 
147.) 

Sobre este punto está uniforme la legislación de todos los 
países civilizados, y México ha figurado siempre entre ellos 
con mas ó menos lustre, como lo prueban las leyes de 30 de 
Enero de 1854, 16 de Marzo de 1861 y 6 de Diciembre de 
1866. (Véase ífeto, 128.) 

83. ¿Pero al hacer este papel no tiene restricción alguna? 
En este punto está dividido el derecho internacional privado. 
El derecho romano exigia la caución pro expelíais á todo 
actor. {Nov, 112, cap, 2.) Hoy la exigen al actor extranjero, 
las leyes de Austria, Badén, Baviera, Cerdeña, Estados Pon- 
tificios, Francia, Ginebra, Grecia, Ducado de Hesse, Inglater- 
ra, Países Bajos, Polonia, Prusia y las dos Sicilias, siendo la 
razón de esta disposición la necesidad de dar al regnícola la 
garantía de ser reembolsado de los gastos y costas procesa- 
les ocasionados por la demanda temeraria de un extranjero* 
que después de haber sucumbido no tuviera con qué pagar. 
{FobHt^ 132.) Las leyes de Carrara, Massa, Módena, Placen- 
cia y Toscana, son mas liberales con el extranjero que pre- 
visoras con el regnícola y no eligen la misma caución. — Nues- 
tra legislación en varias épocas la ha exigido, y hoy mismo 
permite que el demandado pueda exigir fianza de arraigo al 
demandante cuando este sea un extranjero transeúnte. {Ley 
de 30 de Enero de 1854, y articulo 547 del Código de Pro- 
cedimientos civiles) 

Ahora si el demandado no e*s un mexicano sino un extran- 
jero, ¿se observará absolutamente lo mismo? Debemos con- 
testar con Martens, Schmaale, Wattel, y Wheaton, que el 
derecho internacional autoriza la demanda de un extranjero 
contra otro y reconoce que el poder judicial de cada país, 
extiende su jurisdicción á la persona y bienes de los extranje- 
ros lo mismo que á la persona y bienes de los regnícolas, con 
excepción de los extranjeros que tengan la inmunidad de la 
extra-territorialidad. 
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El dereclio romano autorizaba la afirmativa que es la que 
se encuentra en casi todas las legislaciones modernas, como 
en las de Austria y Alemania en general, ^^^ien, España, 
Estados Pontificios, Estados-Unidos, Gran ducado de Hesse, 
Inglaterra, Países Bajos, Piamonte, Polonia y Rusia. La ne- 
gativa solo se encuentra en el Código de Napoleón, Bélgica y 
las dos Sicilias ; y Foelix cree que esto es perjudicial á los 
intereses de franceses, belgas y sicilianos, pues es de temer 
que por el derecho de retorsión se haga con ellos lo mismo 
en los países donde residen, como en efecto ha sucedido ya. 

Nuesta legislación, ajustándose á las prescripciones de la 
justicia internacional y consultando los intereses legítimos de 
sus nacionales, ha declarado que el extranjero está perfecta- 
mente equiparado con el mexicano, pudiendo hacer valer los 
mismos recursos judiciales que este ; pero no más que este. 
{Constitución de 57^ artículos 20 y 36. — Código civil^ artícu- 
los 1* y 547,). 

84. El extranjero qué se encuentre en México, ¿puede ser 
demandado ante los tribunales del país? Ea el número an- 
terior se ha dicho que el poder judicial de cada país, según 
el derecho internacional, extiende su jurisdicción aun á la 
persona y bienes del extranjero que se encuentre en su ter- 
ritorio. ( WatteL Tomo 2", § 103.) Y esto es tan cierto, que 
así lo vemos establecido en las leyes de Austria y de alema- 
nia en lo general, de Badén, Baviera, Cerdeña, Estados Pon- 
tificios, Estados-Unidos, Francia, Francfort, Haití, Hambur- 
go, Hanover, Hesse (Ducado de), Polonia, Prusia y Cantón 
de Vaud. En España declaró D. Carlos III, que los extran- 
jeros transeúntes gomaban de fuero militar, lo cual se hizo 
extensivo á sus cónsules. {Leí/ 6% iít, 11, lib. 6?, Nov, Recop.) 

En ciianto á la cdMÚoií judicatum solvi^ que el derecho ro- 
mano permitia se exigiera al demandado, hoy es desconocida 
generalmente aun reispecto de los extranjeros, porque como se 
dice. muy acertadamente en la Enciclopediíi espalada, en es- 
te caso no se hace mas que emplear el me lio natural de la 
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defensa que á nadie debe negarse, no siendo nunca justo po- 
ner obstáculos al ejercicio de este derecho. {Código dvil^ 
art, 24.) 

Nuestro Código declara en general, que el extranjero que 
reside en el Distrito ó en la California, puede ser denoiandado 
ante nuestros tribunales por las obligaciones contratadas con 
mexicanos ó con extranjeros dentro ó fuera de la República ^ 
y que aun cuando no residan en dichos lugares, pueden ser 
demandados por los motivos expresados, siempre que en aque- 
llos tengan bienes afectos á las obligaciones contraidas, ó si 
estas deben ser cumplidas en tales lugares. {Código civil^ ar- 
turnios 24 y 25.) 

i 

■ §15? 

85. El segundo extremo relativo á los mayores y menores 
de edad, está, compi*obado por el mismo Código civil, que con 
excepción del capítulo de personalidad y del de restitución^ 
identifica los negocios civiles de los menores con los de los 
mayores de edad ; y por regla general, no hace distinción sino 
en pocos casos entre los negocios de la mujer y los del hombre. 



§ 16? 

y 

86. iPor último : el tercer extremo que se refiere á los fun- 
donarios públicos y á los que no lo son, deriva su verdad del 
artículo constitucional, que declara no haber fuero ni inmu- 
nidad para ningún funcionario público en las demandas del 
orden civil. {Constitución de 57 , art, 108.) 



§ir? 

V 

87. Nuestrp artículo puede presentar una dificultad en la 
illiima partOy que dice : que la ley civil puede no ser igual para 
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todos, y que esta desigualdad puede consistir en la diferencia 
de las personas ó de los sexos; procediendo la dificultad dé 
que tales leyes diferencíales pudieran entenderse prohibidas 
por el artículo 13 de la Constitución de 1857. [Código del 
Distrito federal^ art, IV) 

88. Mas esa dificultad desaparece desde que se ve que la 
misma Constitución reconoce diferencia legal entre mayores 
y menores de edad, y entre hombres y mujeres; de donde se 
eigue, que no es contrario al espíritu de la Constitución el 
aceptar en los derechos y obligaciones civiles la diferencia 
legal proveniente de la edad y del sexo. {Constitución de 57, 
<irt, 34.) 

89. De aquí viene que los negocios civiles, ejecutados por 
los menores de edad, no tienen la misma validez y consisten- 
cia que los de los mayores; y de aquí viene también, que las 
mujeres no puedan ejercer ciertas funciones que les están 
expresamente prohibidas en nuestras leyes, por ejemplo : las 
de la tutela, así como les está prohibido otorgar fianzas, si 
no concurren ciertos requisitos. {Artículos 562 y 1817 del 
Código civil del Distrito federal,) 



§ 18? 



90. No creemos necesario expresar aquí todos y cada uno 
de los casos en que está especial y expresamente establecida 
esta diferencia entre mayores y menores, y entre hombres y 
mujeres ; pero sí apuntaremos los principales. 

91. El menor no solo carece de personalidad para los ne- 
gocios judiciales, sino también para los extrajudiciales. — 
No puede, por lo mismo, comparecer en juicio por sí ni por 
otro. {Artículos 432 y 2514. — Código de procedimientos, Ar^^ 
ticulos 82 y 85.) 

92. Respecto de los negocios extrajudiciales, comienzan 
los menores por estar sujetos á un tutor que tiene sobre ellos 



65 

alguna de las facultades que. las leyes conceden á los aseen* 
dientes {Artículo 695), y no tienen la libertad que la Consti- 
tución otwrga á los naayores de edad, pues deben ser destinar 
dos á una carrera ú oficio por sus tutores. (Código civiíj ar* 
iiculos 600, 601 y 602.) 

Ü3. No tienen la libre administración de sus bienes, y por 
consiguiente no pueden tratar ni contratar, sino por medio de 
sus tutores (Articulo 594), salvo por supuesto el contrato 
de matrimonio que puede celebrar el mayor de catorce años 
y la mujer mayor de doce, sin otro requisito que el de reca- 
bar el consentimiento de sus ascendientes, cuando lo celebran 
sin haber cumplido veintiún años. (Articulas 164 rf 168.) - 

S4 Por lo mismo que no tienen libertad de enajenar, no 
cabe contra ellos, mientras no tengan tutor, la presunción 
de abandono voluntario en que se funda la prescripción, y 
si corren las prescripciones de veinte años, se necesita la con- 
currencia de ciertos requisitos. (Articulas 1220 á 1226.) 

95. No tienen domicilio propio sino el de sus padres 6 tu- 
tores. (^ríicwZo^ 30 y 31.) 

96. Y es tan poca la consistencia que la ley concede á los 
actos civiles ejecutados por los menores, que pueden revocar 
el reconocimiento que de un bijo hayan hecho, si prueban que 
sufrieron engaño al hacerlo, con la circunstancia de que pue- 
den intentar la revocación de tal reconocimiento hasta cuatro 
añoi después de haber llegado á la mayor edad, (Art, 382.) 

97. Y por último,* tienen el privilegio de la restitución in 
\ integrum en todos los negocios en que hubieren sido perju- 
: dicados, ya sea que Jos hagan por si mismos con aprobaciou 
I de sus tutores, 6 que estos los, hagan en nombre de ellos, (^r- 

«cwfo679'.) . 

98. Por diferencia del sexo, hay también diferencia legal 
ea los negocios civiles, pues la naujer por el mismo hecho de. 
serlo, tiene ciertas prohibiciones de las que' unas son absolu- 
tas y otras solo relativas á la casada. Entre las primeras, te- 
nemos las siguientes: la de no poder ser tutora, sino solo en 
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dos casos. {Articulo 562.) No poder ser fiadora sino concur- 
riendo determinados requisitos. (Articulo 1817.) No poder 
ser procuradora sino por su marido, por sus ascendientes 6 
descendientes estando estos impedidos 6 ausentes. {Articulo 
2514.) Y por último, no poder ser testigo en los testamentos. * 
{Código civil^ art. 3758.) 

99. En cuanto á la mujer casada, por regla general no 
tiene domicilio propio {articulos 32 y 199), salvo la mujer del 
reo sentenciado á confinamiento que no le haya acompafiado 
al lugar de su condena. {Articulo 35.) 

100. En los negocios judiciales, no puede sin licencia del 
marido dada por escrito comparecer en juicio por sí ó por 
procurador ni aun para la prosecución de los pleitos comen- 
zados antes del matrimonio. {Articulo 206.) 

101. El marido es el legítimo administrador de los bienes 
de ella, supuesto que lo es de todos los del matrimonio {ar- 
ticulo 692), y supuesto también que es su representante le- 
gítimo para todo género do negocios. {Articulo 206.) Por lo 
mismo no puede sin licencia ó poder de su marido, adquirir 
por título oneroso ó lucrativo, ni enajenar sus bienes, ni obli- 
garse, sino en los casos especificados por la ley. {Articulo 207.) 
Y no puede aceptar ni repudiar herencia sin aquella auto- 
rización. {Articulo 1941.) Y ni aun siquiera puede pedir la 
partición de la herencia. {Articulo 4045.) La falta de aque* . 
líos requisitos, hacen nulas las obligaciones contraidas por la 
mujer casada. {Artieulos 1779, 2210 y 2211.) 

102. Vistas las prescripciones de la legislación, consulte- 
mos la enseñanza de la jurisprudencia patria y extranjera. 

103. Los autores regnícolas que podemos citar y que en- 
señan una doctrina idéntica á la de nuestro artículo, son : el 
Sala Mexicano, publicado por Gal van ; él Novísimo ilustrado, 
por el Lie. D. José María Lacunza, y Corregido y aumenta- 
dó por los Lies. DablUn y Méndez, y las Instituciones de de- 
recho civil, escritas por los Lies. Calva y Segura. 

104.' Estos dos últimos, ^ propósito de nuestro artículo, 
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dicen que la ley que no es. mas que el precepto del legislador 
ó la expresión de la voluntad soberana en orden al bien de 
la sociedad, tiene caracteres esenciales que constituyen su 
ser, y sin los cuales pierde su vigor; tales son, su justicia y 
su generalidad. La ley debe ser justa, porque en su justicia 
eatriba su fuerza y debe ligar á todos los ciudadanos, porque 
siendo la regla de las acciones humanas, nadie puede excu- 
sarse de cumplirla. 

Í05, Y hablando en otro lugar de las leyes de excepción 
ó privilegio, hacen observar, que entre nosotros, entre quie- 
nes la legislación tiende á la igualdad perfecta de todos, no 
existen con la extensión de otros dias y se han limitado á 
las que premian el mérito de un ciudadano ilustre y á las 
que protegen la industia y comerció nacionales, las cuales son 
siempre por tiempo íimitado y sin ofender los derechos de 
tercero. 



§ 19' 
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106. La calidad de general, está atribuida á la ley por los 

jurisconsultos españoles García Goyena,AguhTe, Montalvan, 
Caravantes, La Serna, Fernandez Gutiérrez, Viso, y Fernan- 
dez Elias; de manera, que todos estos escritores vienen á 
^convenir en la doctrina de la igualdad ante la ley. 

107. Los cuatro primeros escritores, al tratar de la gene- 
mlidad de las leyes, enseñan que el deber dé obedecerUs se 
extiende no solamente á las preceptiva^s y prohibitivas, sino 
también á las permisivas, pues que estableciendo derechos, 
establecen el deber correlativo de observarlas. 

108. La Serna asienta á este propósito, que la doctrina 
de la igualdad ante la ley, no excluye las que determinan 
derechos singulares ó beneficios de ley á toda una clase, por 
razones de justicia á que obedece el legislador, como son los 
otorgados á los menores, á los incapacitados y á las mujeres, 
impropiamente llamados privilegios; y que lo que propiamen- 
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te viene á condenar el principio de igualdad ante la ley, es 
toda la exención que de la ley común se establezca pura y 
simplemente por el deseo de favorecer los intereses de deter- 
minadas personas ó en odio de otras y solamente por .perju- 
dicarlas. 

109. D. Salvador del Viso profesa la misma doctrina que 
La Serna, y solo agrega que tampoco es incompatible con 
el principio de igualdad ante la ley la concesión de ciertos 
privilegios que se otorgan para foníentar la agricultura 6 la 
industria, y esta doctrina es enteramente conforme á nues- 
tro derecho constitucional que ofrece privilegios á los inven- 
tores y perfeccionadores de algunas mejoras. 



§20? 



110. Desde' la famosa declaración de los derechos del hom- 
bre, las constituciones francesas han venido diciendo que 
todos los hombres son iguales en derechos, y que las distincio- 
nes sociales no pueden estar fundadas sino en la utilidad co- 
mún. Haremos notar, sin embargo, que el Código Napoleón 
no trae en su título preliminar una concordancia neta del ar- 
tículo 1*? de nuestro Código, y que ni en la exposición de 
motivos, ni en las " Conferencias del Código francés," se en- 
cuentra doctrina que represente y desarrolle bien la demo- 
crática de la igualdad ante la ley, salvo en cuanto á las leyes 
de seguridad y policía, en lo que dice relación á nacionales y 
extranjeros. 

§21? 

111. La igualdad tan preconizada por nuestro artículo, 
^s la base del derecho constitucional en Inglaterra, y por 
consiguiente, lo es también del derecho civil, sin embargo 
de la opinión muy respetable de Cristhian, comentador de 
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Blackstone, que enseña que la desigualdad de talento y 
de virtudes, cria necesariamente la desigualdad de los de- 
rechos, ♦ 

112. Mas -como al asentar esta doctrina enseña, que los 
hombres tienen un derecho igual á la justicia ó á la posesión 
de sus derechos respectivos, lo que no impide que estos sean 
desiguales, ise comprende que esta contradicción aparente, 
entre la legislación y ía jurisprudencia inglesa, viene d^ que 
frecuentemente se confunde la desigualdad social, apoyada 
en las costumbres inglesas, con la desigualdad que no se en- 
cuentra en los estatutos. 

113. Y por eso dice Eduardo Pischel, que la desigualdad 
en Inglaterra no viene de la existencia de una casta privile- 
giada, sino de los usos aristocráticos y de los grados de ri- 
queza, de modo que de hecho existen allí muy grandes des- 
igualdades sociales, fil mismo tiempo que la mas perfecta 
igualdad en derecho ; en términos que no hay inglesa, j^or 
humilde que sea su cuna, que no pueda casarse, permitién- 
dolo la corona, con un príncipe de la casa real y cuyos hijos 
no puedan subir al trono, ni hay paisano á quien esté pro- 
hibido llegar á las mas altas dignidades de la Iglesia ó del 
justado. Y concluye diciendo el autor citado, que los ingle- 
'les no conocen en el derepho lo que propiamente se llama 
nobleza, y que la nobilitj/ ó patria no constituye una clase sino 
tma dignidad. (La Ferriére. Constituciones de Europa y 
América. Pág. 412.) 

114. , Haciendo, el resumen de todas estas doctrinas, pode- 
ncos establecer.el principio general de que, según la jurispru- 
dencia moderna, toda ley obliga iguá;lmente al nacional y al 
extranjero, al hombre y á la mujer, al mayor y al menor de 
edad, con excepción únicamente de aquellos casos en que por 
ley especial se hiciere alguna excepción expresa ; y eomo es de 
' sentido común que la excepción confirma la regla, lo es igual- 
mente q;ue todo caso que no esté expresado en la excepción, 
está necesaríftOiente comprendido en la regla general por la 
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fuerza atractiva del principio de igualdad ante la ley, sin ex- 
Kjeptuar ni aun la ley penal, cuyo precepto obliga igualmente 
á todos, aunque no tenga para todos la misma sanción penal. 

115. Tales son las prescripciones de la ley y la enseñanza 
práctica de la ciencia sobre el particular, pudiendo estable- 
'Kjerse por vía de generalización, doctrinas de verdad incontes- 
table que la antigüedad apenas acertó á vislumbrar, envuelta 
como estaba por la bruma caliginosa del despotismo de las 
oligarquías que la tiranizaron, levantándose sobre el pedestal 
de las desigualdades, que no pueden sostenerse en el terre- 
no de la razón y de la justicia natural, 

1 16. La primera de estas verdades es, que la igualdad ante 
la ley no es por sí misma una garantía, si todos han de estar 
sujetos al rácero infamante de leyes inicuas y tiránicas. • 

117. Mas si la ley logra sujetar á los fuertes y poderosos 
al mismo yugo impuesto á los débiles y á los desvalidos, al 
sembrar la cimiente fecunda de la igualdad, asegura la espe- 
ranza de cosechar abundantes y riquísimos frutos de libertad ; 
y esta es la segunda verdad que la ciencia no debe perder de 
vista ni un solo instante. 

118. Mas esta igualdad ante la ley tiene que limitarse á 
los derechos y á las obligaciones puramente civiles, sin que 
llegue nunca á ser perfecta y absoluta, como equivocadamen- 
te dijimos en las "Garantías individuales;" pues las leyes 
civiles que deben observar siempre los mayores de ed;ad, no 
son en el todo las mismas que' rigen para los menores, pi las 
impuestas á los hombres son enteramente iguales á las que 
deben observar las mujeres, sobre todo, cuaíido su personali- 
dad está como fundida por el matrimonio en la entidad jurí- 
dica de un hombre. 

119. Reproduciendo las ideas que en otra parte hemos con- 
signado, asentaremos aquí que la legislación criminal, tiene 
que aceptar una desigualdad aparente, precisamente para ha- 
cer efectiva la igualdad que prescribe la justicia. Y para esto 
tiene que establecer distinción en su parte penal respecto de 
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mayores de edad, menores, ancianos, hombres y mujeres, aun- 
que sin hacer ninguna en la parte perceptiva. 

120. Otra verdad, que también consagra la ciencia, es la 
de que entre nacionales y extranjeros, habrá siempre las di- 
ferencias legales que se deriven de los tratados celebrados 
con los legítimos representantes de sus soberanos ó naciones, 
así como las que tenga ya autorizadas el derecho internacio- 
nal; y será siempre una verdad que los ministros diplomáticos 
no están sujetos por regla general á las leyes del país en que 
residen, sino á las de la nación que representan. 

121. Mas al través de tantas teorías, viene la verdad des- 
consoladora de que la desigualdad personal de los individuos 
amenguará siempre la igualdad prometida por las leyes ; y 
la amenguará unas veces por medio de leyes excepcionales, 
y las más por excepciones de hecho, sin que deje de verificarse 
esto aun en medio de las instituciones más liberales. 

Mas á pesar de todo esto, la ley es una para todos, porque 
la justicia no es mas qué una sola para todas las clases de la 
sociedad, sin que se crea por eso que la igualdad ante la ley 
es el racero inflexible que abate las desigualdades salientes 
de la vidapráctica, hasta confundir todas las relaciones del ho- 
gar doméstico de la sociedad civil y de la región oficial del 
poder público. No : la potestad marital, la patria y una espe- 
cie de potestad dominica por ejemplo, bien pueden crecer á 
la sombra benéfica de la igualdad, que solo reclama la nive- 
lación dentro de cada círculo social, sin permitir en él des- 
igualdades individuales. 
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DB LA FOBMACIOK DK. LA LBT. 



caWtülo ünico. 



H? 



1. No es enteramente seguro que las leyes de las Docé 
Tablas reconozcan por origen el material recogido en Greoia 
por una comisión de patricios, enviada de Rcwtna el año 300 
de iu fundación ; y aunque dichas leyes revelan que sus au- 
tores cíonocían la legislación griega, que siguieron en algunos 

' detaBes, ostentan por otro lado, eii eí fondo, toda la dureza 
primitiva del . pueblo romano, en lugar de la molicie y re- 
finamiento del'griegó. {Paid. Matiitt, De legislat, romana. 
Pág. 22. — Gravina, Espíritu de lái leyes rtrnifinúít. Pág^ 
109. — Claudio Ferriére. Historia del derecho romané, Pá- 
giruis 32 y 3S. — Ortblan, Historia del derecho romano. 
Páginas S9 y 116.} ^ 

2. Y la verdad averiguada es, que diez senadores fueron 
investidos de un poder casi dictatorial y encargados de dictar 
las leyes que formaran el Derecho íiasta entonces- solo ■óonl)- 
cido por los patricios. Estos magistrados fueron los autoreis 
de las diez primeras tablas, que concluyeron en el año que 
duró su misión. {Pauh Manut, De legislat. romana, Pdg, 
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22. — Orlolan, Historia de la legislación romana. Segunda 
época, § 26 y siguientes.) 

3. Los decenviros que sucedieron á estos, y que se proro- 
garon el gobierno por tres años, fueron los que redactaron dos 
tablas más, que (jomo las diez primeras fueron publicadas, 
colocándolas en la plaza pública, y fueron confirmadas por 
los comicios en centurias. (Ortolan, Obra y lugar óitado,) 

4. Verificada la expulsión de los decenviros, se publicó, 
bajo los cónsules Valerio y Horacio, una ley que hasta cierto 
punto reconoció en los plebeyos el poder de legislar por me- 
dio de plebiscitos, ley que fué titulada: Valeria-Horatia de 
plebiscitis,^ {Ortolan, Historia de la legislación romana. Se- 
gunda época, § 2?, 29.) 

5. El edicto perpetuo dé Salvio, Juliano es una exposición 
ríietódica del derecho pretoriano, formado de diversos edictos 
de los Pretores, publicados hasta e! tiempo de Adriano, quien 
se cree ordenó su redacción con el fin de fijar el derecho hono- 
rario; y que^faé aprgbado por un Senado-consulto y promul- 
gado, disponiéndose que en lo sucesivo se arreglara:n á él los 
magistradosyár quienes se quitó, en consecuencia, la fi^cultad 
de .publicar edictos; pero se cree que todavía despui^s agre 
gí^on algunas disposicipnes poco importantes y también. al- 
gunas r^gia0^ aunque de purfi rf órmula. {Gradina. É^riiu 
de las leyes romanas. Pág.. 151^, tqnjio 3") j ; ; 

-6. Teai^aos ahora -cóoíLO. se formaban las leyes, plebiscitos, 
Senador^onsultos, const^ituciones, edictos y respuestas de los 
juriscpjisultQs. y .^ / .;^\ . ; V. ,y . 

. 7. Las leyes entre los róndanos m hacian de^ la manera 
siguiente: (GraviiUz, Espíritu de las leyese. romatna^^ Pági- 
nas 88^ 91 y 92,-^ Heijiedo, Recitaciones. Lib, 1?, ~^t, 2% 
^ 46, nofq.^'^Claudio Ferriére, Historia del dereqho roniano, 
Pég. ^Í,—Qzaneaux, Antigüedades romanas, Pág. 66. — 
Gayo. Instituía^ comentario 1?, § 3? — Ortolan, Explicación 
histórica de la Instituía, Lib. 1% tit, 2% §4?) El Cónsul, 
Pretor 6- Dictador escribia la ley y la comunicaba al Senado, 
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el cual, si la encontraba conveniente, expedía un Senado-con- 
sulto para qtie se iniciara la ley; y entonces era cuando, se 
promulgaba, esto es, se proponía públicamente por veintisiete 
días para que cada uno de los ciudadanos la leyera y examina- 
ía. Después de concluido este tértíiino, se convocaban Comi- 
cios para la votación de la ley en el Campo de Marte. Estos 
comicios fueron celebrados primitivamente por curias y des- 
pués por centurias y por tribus. Reunido el pueblo, un prego- 
ñero Ifeía la ley, y el Magistrado que la proponía, se esforzaba 
enfundar su admisión; lo cual podían hacer también otros, 
habiendo derecho para hablar en sentido contrario ; y conclui- 
da esta discusión irregular, y después de ciertas ceremonias 
religiosas, se presentaba la urna para recibir la votación, sor- 
teándose el orden en que habían de votar las centurias, pu- 
diendo interponer el veto los tribunos y también los cónsules, 
los Augures y los Magistrados; y cuando no ló interponían, 
se procedía á recoger la votación en esta fórmula : Quirííes 
hoc^ ita ut dixi^ ita vos Quirites rogo, Y se agregaba : " Si 
vdns videtur discedite Quirites^ Y hecho esto, se reunía 
cada uno á su curia para votar con ella, lo cual se hacía en 
el principio de viva voz, y después por medio d<3 tabletas que 
tenían: unas, las letras F. JS., que querían decit: "Como la 
propones; ". y otras, solo una \4, que significaba: ^^Antíq'tiá^ 
oMiqua sequor^ antiqua probo ; siendo, el sentido de la ma- 
yoría de los votos K i2., la que daba la aprobación de la ley ; 
mas si por el contrario la mayoría era de tabletas que tenían 
i, quedaba reprobada la ley. (Heinecio. Recitaciones, Lib, 1?, 
<il.2?, § 46, nota, — Apiano de BelloxiviH^ ^^pdg* 650. — Dio- 
ni$io de Alicarnaso, Pág, 557. — Cic.filip.^ l'í, 10. — Él mis- 
nioad Qtiinct, Fratr,^ 2^ pág, 6.—Pávl, Manut, De legMat, 
romana, P¿f^Í7w¿5 230, 236,238, 241, 243, 245 y 246. ' 
8. ho8 plebiscitos eran propuestos no solo en el Campo de 
Marte, sino también en el Circo flaminio ó en el Capitolio, en 
donde se reunían al efecto comicios por tribus; de "modo que 
no era necesario dar precisamente Senado-consulto, ni era 
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necesario consultar los auspicios. En las discusiones de las 
leyes hacia generalmente la oposición el tribuno de la pLabe, 
y. en la de los plebiscitos la haqian los patricios y después los 
mi^strados, precediéndose en seguida á la votación. {Gra- 
vina. Espirita de las leyes romanas. Pág, 87. — plaudio 
Fcrriére. Historia del derecho romano. Pág. 44. — Gayo. 
Instituta^ comentario 1?, § 3? — Ortolan. Explicación histé- 
rica de la hisiituta. lAb. 1*?, tit. 2?, § 4*^) 

9. Los Senado-consultos en tiempo de la república U})re, 
no eran leyes, pues el senado no ejercia el poder legislativo, 
y se hacian en lugar sagrado'á propuesta del Cónsul, del Pre- 
tor, del Dictador^ del Interrege, ó del Prefecto de la ciudad, 
que usaba una fórmula, en la cual decía: Qíiod boniim faiis- 
tum^felix^fortunatum s^it^ referimus ad vos paires conscripti; 
y acabada la relación, se pedia á cada uno de los senadores su 
voto, no con palabras de ruego, sino de mando: Dic Sp. Pos 
turne quid censes'^ Quid Jieri placet 1 Quid vobis videtur. Y 
concluida la votación, se declaraba heclia en el sentido que 
tenia á su favor mayor número de votos, y en ese sentido se 
expedía el Senado-consulto, que se cscribia solemnemente, 
comenzando por expresar el dia, en seguida el lugar en que se 
había celebrado el senado, el nombre délos senadores que 
habían concurrido y el del magistrado que habia hecho la 
relación y al fin la resolución del senado, la cual no tenia 
fuerza obligatoria, sino en el caso de que el tribuno no pu- 
siera el veto. Y después de escrito, el Senado-consulto se de- 
positaba en el templo de Céres ó en el Erario. (PaulJ Mánut, 
De legislat. romana. Págiiias 328, 345, 348, 352, 353, 
355, 357, 358, 360, 365, 371, 374 y 376. — Gravina. Espi- 
rita de las leyes romanas. Págitms 48, 53, 55, 57, 68, 60, 
65, 67, 69, 70, 72 y 73. — Heinecio. Recitaciones. Lib. 1 
tit, 2?, § 47, nota. — Claudio Ferriére. Historia del derecho 
romaTW. Pág. 181. — Ozaneaux. Antigüedades romanas. 
Págs, 67 y 7l. — Gayo. Instituta^ come^iiario 1", § 4? — Orto- 
lan. Explicación histérica de la Instituto. Lib. 1*?, tit. 2% § 5.) 
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10. Las constituciones imperiales comenzaron con los em- 
peradores ; y en tiempo de Augusto ya eran un elemento com- 
ponente del derecho escrito ; en tiempo de Tiberio, en que 
cesaron completamente los plebiscitos, continuaron las cons- 
tituciones, formando el derecho escritorio mismo que los Se- 
nado-consultos; y un siglo después de Adriano, es decir, al- 
gún tiempo después del reinado de Séptimo Severo, dejaron 
de existir estos, quedtodo, en consecuencia, con fuerza le- 
gislativa únicamente las constituciones imperiales. (Heine- 
do. Recitaciones, Lib. 1", tit. 2", § 51.— Gayo, Institnta^ co- 
mentario 1?, § 5" — Ortolan. Explicación histórica de la Ins- 
tituía. lAb. 1?, tit. 2?, § 6", y Historia del derecho romano. 
Pág. 278.) 

11. El mismo texto de la Instituta enseña : que estas eran 
expedidas unas' veces por medio de epístolas dirigidas á los 
lugartenientes, pretores ó procónsules, que se llamaban man- 
data^ epistolcB, rescripta; otras, por medio de decretos, que 
eran verdaderos juicios pronunciados por el mismo Empera- 
dor sobre contiendas judiciales, de que él mismo queria co- 
nocer, y otras, por fin, por medio de edictos expedidos es- 
pontáneamente por el Emperador. 

13. Ortolan hace nota-r, que los edictos no se dirigian sino 
al porvenir, lo cual es el carácter esencial de toda ley ; los 
decretos, por el contrario, se dirigian al pasado, pues eran de- 
cisiones de proceísos existentes, lo mismo que los rescriptos 
^le se dirigian á los magistrados con ocasión de las cuestio- 
nes que consultaban con el Emperador. (Heneicio. Recitación. 
lAb. 1?, tit. 2?, §§ 54, 65 y m,— Claudio Ferriére. Historia 
del derecho romano. Pág. 52. — Ozaneaux. Antigüedades 
romanas. Pág. 68. — Gayo. Instituta^ comentario 1", § 6" — 
Ortolan. Explicación histórica de la Instituta. Lib. 1?, tit. 
2?, §7*?) 

13. De los edictos de los magistrados debo decirse : que 
eran las reglas 6 leyes anuales que los pretores y ediles cu- 
rules establecían para el ejercicio de sus funciones durante 
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el tiempo de su administración, y que fueron las que dieroü el 
material del edicto perpetuo de Salvio Juliano. {Heinecio. 
Recitación. Lih, 1", tit. 2?, § 49, nota) 

14. Sabido lo que eran las respuestas de los jurisconsultos 
(Hdnecio. Recitación. Lih. 1?, tit. 2*?, §§ 67 y 68, wo/a.~ 
Claudio Fennére. Historia del derecho romano. Pág. 153. — 
Ozaneaux. Antigüedades romanas. Pág, 68. — Ctayo. Ins- 
tituta^ comentario 1?, § 7? — Ortolaii. Explicación histórica de 
la Instituta. Ub. 1?, tit, 2", ^ 8V — Historia del derecho ro- 
mano. Pág. 283), solo agregaremos con Ortolan, que como 
los patricios eran los únicos que Conocian el derecho civil, eran 
consultados sobre los negocios, y sentados en su atrium y ro- 
deados de sus clientes, daban sobre ellos sus decisiones, á 
guisa de oróculos antes de las leyes de las Doce Tablas; de 
modo que la jurisprudencia era un monopolio de la casta 
privilegiada de los patricios, siendo Tiberio Coruncano el pri- 
mer plebeyo que profesó públicamente la jurisprudencia. 

15. El Emperador Augusto creó una clase privilegiada 
de jurisconsultos, cuyas decisiones autorizó; pero cuya fuerza 
dependía principalmente de la reputación personal de su au- 
tor, hasta que Adriano les dio fuerza de ley, ordenando que 
los jueces se sujetaran á ellas, cuando eran unánimes; y el 
Emperador Teodosio designó ciertos jurisconsultos antiguos, 
á cuyas obras dio fuerza de ley, resolviendo, que si ellos es- 
taban divididos, se siguiera la opinión deia mayoría; en el 
caso de que el número de las opiniones fuera igual* por uno 
y otro lado, se siguiera aquella en cuyo sentido se hubiera 
pronunciado Papiniano; y en el caso de que este no hubiera 
dado opinión i se consultara con el Emperador. ^ 



§2? V 

16. El Derecho canónico reconoce como fuente primitiva 
de sus leyes á los Gonciiios y á la Santa Sede Apostólica, as 
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* 

cómo ios diclLOS de los Santos Padres, sin desconocer el de- 
recho no escrito, á lo cual deben agregarse las reglas de la 
cancelaría romana y los concordatos, debiendo estudiarse en 
los canonistas lo relativo á la formación del derecho escrito 
de la Iglesia. 



§3«? 



17. El derecho español antiguo contó entre sus Códigos el 
Breviario de Alarico, que fué una compilación de leyes roma- 
nas, que por orden suya formó el Conde Goyarico, de los Có- 
digos Gregoriano, Hermogeniano y Teodosiano — de las No- 
velas de los Emperadores — de las sentencias del juriscon- 
sulto Paulo — y de las respuestas de Papiniano, añadiendo Á 
cada ley su correspondiente 'interpretación. Este Breviario 
fué aprobado en las Cortes celebradas en Tolosa el año 506, 
bajo el gobierno de Alarico II, quien lo promulgó ^1 6 de 
Fetrero del mismo año, como Código general, bajo el título 
de : Auctoritas Alarici. (I4a Serna, Elementos de derecho ci- 
vil. Tomo 1*^^ páginas 31 y siguientes, — Viso, Historia del 
derecho civil. Pág, 67.) 

18. El Fuero Juzgo está formado de diferentes leyes da- 
das en los Concilios de Toledo, que contienen disposiciones 
romanas y germanas, perteneciendo á.esta segunda clase las 
relativas á gananciales. El primor aserto está fundado en una 
nota del mismo Código, que dice : /' Esti libro fo fecho de 
sesenta y seis obispoá enno cuarto concello de Toled(j,^ante la 
presencia del Rey Sisenando enno tercero anno que regnó: era 
de 681 anno ; " y el segundo se patentiza por el hecho de no 
encontrarse ninguna ley romana relativa á gananciales. 

19. Los Concilios de Toledo, según las prescripciones del 
Concilio cuarto, se reunían en los tempjos; al rayar el alba, 
los porteros abrían una sola puerta, cuidando de que no en- 
traran los que no tenían derecho de concurrir, como lo tenían 

los obispos, los cuales entraban juntos y tomaban asiento: 

11 
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primero los metropolitanos y después los sufragáneos, por el 
orden de su antigüedad; entraban en seguida Ips presbíte- 
ros, que se sentaban detras de los obispos, y luego los diá<;o- 
nos, que permanecian en pié. Entraban también los aotaxios 
encargados de extender las actas del Concilio, y por ultimo, 
los delegados de la corona, nombrados por el Rey para asistir 
al Concilio, cuyas sesiones comenzaban á puerta cerrada, por 
invocar el auxilio divino. • 

20. Abierta así la sesión, leía un diácono los Cánones que 
decian relación á los asuntos que iban á tratarse. En los tres 
primeros dias solo se trataban materias de disciplina y re- 
ligión, sin la concurrencia de los seculares, y en los siguien- 
tes se examinaban las causas de los obispos y los asuntos 
civiles, para lo cual se leía el ^^Tomo Regio^^^ en el cual se de- 
signaban los puntos que se sometian á la decisión del Conci- 
lio. Estos no eran celebrados sino de tarde en tarde, cuando 
lo exigían los asuntos eclesiásticos y los de mayor importan- 
cia del gobierno; y no tenian el mismo carácter que las an- 
tiguas Cortes, pues sus decisiones en materia civil, recibían 
su fuerza obligatoria de la aprobación del Rey ; siendo por 
otra parte seguro que la asistencia de los magnates no co- 
menzó sino en el octavo Concilio, y eso puramente la de los 
comisionados por el Rey ; y en cuanto al pueblo, su concur- 
rencia no er^ indispensable para prestar un consentimiento 
formal y necesario, 

21. A este propósito enseña el Sr. D. Joaquin Aguirre lo 
siguiente: "Los Concilios de Toledo eran en su época los 
mas sabios, y ocasiones hubo en que ayudaron con su con- 
sejo á los soberanos ; pero es indudable que más bien han sido 
unos cuerpos consultivos que dehberativos, y no admito la 
opinión de los que reputan estos Concilios nacionales como 
unas verdaderas Cortes." {La Serna. Elementos de derecho 
ciml. Tmno 1?, páginas 45 y 109.) 

22. La formación del "Fuero Real" es obra del Rey í). Alon- 
so, quien oido el consejo de su corte y de lo» sabidores del 
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derecho, como dice él mismo en el Proemio de este Código, 
le dio como Fuero común para todos : varones é mujeres en 
su calidad de rey por la gracia de Dios, lo cual patentiza que 
el poder legislativo estaba concentrado en las manos de los 
reyes. El mismo D. Alonso habia concluido el Código titu- 
lado el Setenario^ comenzado por San Fernando, su padre, así 
como también habia formado para Castilla y León el Espécu- 
lo (La Serna. Elementos de derecho civil. Tomo 1", página 
105), con consulta de los Arzobispos, Obispos, Ricos-hom- 
bres y de varios letrados, sirviendo de material las mejores 
leyes dé los Fueros municipales. 

23. A propósito de las Cortes, aparece que las primeras á 
qtte concurrieron los diputados del pueblo, fueron las celebra- 
das en León el año 1188; peio los fueros provinciales que, 
por decirlo así, hablan desleido la población en pequeñas frac- 
ciones, imposibilitaron la representación del tercer estado en 
las Cortes ; de manera que en el reinado de San Femando no 
tenian influencia estas, ni menos todavía el tercer estado, 
pues se ve que se verificaban los actos de mayor importancia 
sin previa deliberación, consulta ó consentimiento de los tres 
estados que formaban las Cortes, que no se hubieran pres- 
tado á la realización de la idea de uniformar la legislación ; 
idea concebida por San Femando é intentada por su hijo D. 
Alonso el Sabio. {La Serna. Elementos de derecho civil. To- 
rno 1?, páff. 117. — Viso, Historia del derecho, Pág. 278.) 

34. El Proemio de las Partidas prueba que ellas fueron 
otea de D. Abuso el Sabio, y no está destituida de funda- 
mento la creencia de que en su formación fué auxiliado por 
el maeirtro Jácome Ruiz, que después fué llamado Jacobo de 
las Leyes, por el maestro Roldan, encargado de formar el Or- 
denamiento de las Tafurerías, y por el maestro Fernando 
Ibrtinez. {La Serna. Elementos de derecho civil, TomoY.^ 
páginas \SÍ y 212,. — VisOi Historia del Derecho, Pág.HQ.) 

^.* Las recopilaciones posteriores vienen también proban- 
do qiie ^ Poder legislativo estaba concentrado en las manos 
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de los reyes ; y para abreviar tanto cuanto pudiera decirse 
sobre la materia, nos limitamos á hacer observar, que en la 
real confirmación de las Ordenanzas de Bilbao, Bé encuentra 
la siguiente declaración: "Y visto por los del nuestro Con- 
sejo con lo que sobre ello informó el doctor D, Domingo Ni- 
colás Escolano, nuestro corregidor de ese sdnorío, teniendo 
presentes los capítulos de las referidas Ordenanzas, que á este 
fin se remitieron con Provisión de 18 de Septiembre de es- 
te año, y lo que en razón de todo se dijo por el nuestro fiscal; 
por auto que proveyeron en 5 de Noviembre próximo pasado» 
se acordó dar esta nuestra carta : por la cual, sin perjuicio del 
derecho de nuestro real patrimonio ú de otro tercero intere- 
sado, aprobamos y confirmamos las Ordenanzas que van inser- 
tas, hechas y formadas por D. Juan B. de Güendica y Mendie- 
ta, D. .Luis de Ibarra y Larrea, D. José Manuel de GoroYdo, 
D. Antonio de Alzaga, D. José de Zangroniz y D. Emeterio 
de ThéUitu, vecinos y comerciantes de esa villa, personas é 
este fin nombradas, &c." 

26. En las Ordenanzas de Minería se ve también expedita 
la potestad legislativa de la corona, que tuvo á bien resolver 
y mandar que el virey de la Nueva España formase las nue- 
vas Ordenanzas del ramo ; y en el número 13 del título 19 de 
dichas Ordenanzas se lee la confirmación de ellas, en estos 
términos: "Últimamente ordeno y mando al Gobernador y 
á los del mi Supremo Consejo y Cámara de Indias, Reales 
Audiencias et Tribunales de la^ Nueva España, ú> su Virey, 
Capitanes ó Comandantes Generales, Gobernadores, Inten- 
dentes, Ministros, Jueces y demás personas á quienes tocare 
6 tocar pueda en todo ó en parte lo dispuesto ó prescipto por 
estas Ordenan2ías, se arreglen precisamente á ellas, ejecután- 
dolas y observándolas con la niayor exactitud en lo que cor- 
responda á cada uno, teniendo todo lo contenido en ellas por 
Ley y Estatuto firme y perpetuo y guardándolo, y haciéndolo 
observar inviolablemente, sin embargo de otras cualesquiera 
leyes, Ordenanzas, establecimientos, costumbres ó prácticas 
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que hubiere en contrario, pues en cuanto lo fueren, las revoco 
expresamente, y quiero no tengan efecto alguno ; proliibiendo, 
; como prohibo, que se interpreten ó glosen en ningún modo, 
I porque es mi voluntad se esté precisamente á su letra y ex- 
preso sentido^ 

27. Haremos mérito, por último, de la Real Cédula de 

D. Carlos IV, sobreda formación y autoridad de la Novísima 

" Recopilación, en la cual encontramos noticias detalladas so^ 

■ 

bre el poder legislativo de los reyes de España, desde los. 
tiempos de San Fernando, de quien dice D. Carlos, que de- 
seando remediar el desorden consiguiente á la multitud efe 
fueros particulares y privativos que regian en Castilla y Leoñ, 
prenteditó la formación de un Código general, que no pudo 
llevar á. cabo ; pero sí su hijo y sucesor D. Alonso el Sabio ^ 
quien en 1255, publicó el Fuero Real^ y en el año siguiente 
comenz(5 las Partidas^ que concluyó en 1263. 

28. D. Alonso XI formó y publicó en 1348 el Ordena- 
miento de Alcalá; y después de corregir y publicar el Código 
de las Partidas, fijó el orden en que debian observarse las 
leyes. 

29. D. Juan II y D. Enrique IV, mandaron formar con 
las leyes dispersas y promulgadas sucesivamente, una colec- 
ción, que no llegó á hacerse. 

30. D. Carlos I,. en el año 1537, autorizó al Lie. D. Pedro. 
L6pez de Alcocer para que formara dicha colección, suce- 
diéudole en#el encargó los Dres. Guevara y Escudero, y los 
Lies. Pedro López de Arricta y Bartolomé de Atienza, que 
lá concluyeron bajo el título de "Recopilación de leyes de 
estos reinos. " ^^ 

31. A^propuesta del fiscal D. Pedro Rodriguez Campoma- 
tt6S, nombró el Consejo á D. Manuel de Lardizábal para que 
formase una nueva compilación con los decretos, cédulas y 
aiítos acordados, publicados desde el año 1745, y mandó que 
concluida la presentara al Consejo para su examen, el cual hi- 
zo presente la necesidad de crear una junta de ministros que 
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conferenciara con Lardizábal. Concluidos los trabajos de la 
junta, pasaron á !a revisión de los fiscales del Consejo. 

32. En tal estado se encontraban los trabajos, cuando D. 
Carlos IV se propuso continuarlos y concluirlos, comisionan- 
do al efecto á D. Juan de la Reguera Valdelomar, con encar- 
go de que formase después las Instituciones del Derecho; 
concluidos los trabajos, pasaron á revisión de varios conse- 
jeros, quienes dieron un dictamen favorable, y en su vista 
üc mandó formar la Novísima Recopilación / y en atención á 
estos antecedentes y á otros que allí también se refieren, D. 
Carlos IV aprobó la Novísima Recopilación y mandó, por cé- 
dula de 2 de Junio de 1705, se procediera á su impresión y 
publicación, distribuyendo ejemplares en los consejos, chan- 
cillerías, &c., para su debida observancia. 

33. La formación de la ley, en los términos expresados en 
los documentos anteriores, fué lá misma que siguió observán- 
dose en España hasta que las Cortes se constituyeron en su 

•carácter de poder legislativo constitucional. 



§4* 



34. En Francia la formación de la ley era de la competen- 
cia del monarca, como lo testifican las capitulares de Cario 
Magno y de Luis el Manso. El Código conocido con el nom- 
bre de las Costumbres^ fué redactado por los mas hábiles ju- 
risconsultos del tiempo de San Luis, quien los comisionó para 
redactarlos antiguos usos de las provincias del Norte de Fran- 
cia. Las diferentes Ordenanzas formadas desde Felipe IV 
Hasta Lui^XIII, que mandó formar el Código que se llamó 
después de Michau ó Marillac, que fué el guarda-sellos que 
presidió su formación, prueba también que los Reyes ejer- 
cían el Poder legislativo. 

35. La época más brillante del antiguo derecho francés 
fué la del tiempo de Luis XIV, que aprovechando las supe- 
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riores luces de los Lamoignon, Coll^ert, Savary, y de otros 
muchos experimentados jurisconsultos, formó diferentes or- 
denanzas, que son otros tantos códigos especiales sobre dife- 
rentes materias. Luis XV y Luis XVI, hicieron también va- 
rias ordenanzas, cabiendo á este último la gloria de haber 
abolido el tormento^ por su declaración de 24 de Agosto do 
1780. 

36. Vino después el derecho intermediario, formado perlas 
leyes dadas por la convención y demás cámaras legislativas, 
y por último, el Código Napoleón^ que autorizado por la ley 
del 30 ventoso año 12, con el título dq Código civil de los 
franceses al avenimiento del imperio el 3 de Setiembre de 
1807, fué promulgado bajo el título de Código Napoleón; y 
en los años da 14 y 16, volvió á ser titulado '^ Código civil, " 
y por último recobró su título de "Código Napoleón, " en vir- 
tud de decreto de 27 de Marzo de 1852. {De Chassat. De la 
interpretación de las leyes. Páginas 47 d ^7,) 
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37. Hoy el derecho constitucional moderno de Europa y 
América, nos enseña el procedimiento que se emplea en la 
formación de la l^y, siendo digno de estudiarse el de la ley 
inglesa, que se lee ú, continuación. {La FerYih^e, Colección 
3e constituciones de Europa y Amérióa, — Arozemena. Cons- 
tituciones políticas de la América Meridional,) 
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38. La jurisprudencia' que admite la ley común lex non 
scrlpta^ no solo como ley general, sino aun también como ley 
particular, que presume publicada en su origen, profesa el 
principio de que la ley, para ser obligatoria, no necesita de 
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una formal publicaGÍoi>, pues que á los ojos de la ley cada 
uno de ios ingleses tiene parte en los actos del parlamento, 
supuesto que asiste á él por medio de sus representantes. 

39. El procedimiento empleado por el parlamento inglés 
en la formación de las leyes, es el siguiente : Si el asunto del 
bilí es puramente privado, un miembro del parlamento pre- 
senta iniciativa, en la cual dé á conocer el mal que quiere 
remediar. Si esta iniciativa está fundada sobre techos con- 
testables, pasa á una comisión que la examine y proponga bu 
dictamen á la cámara después, ó si sus hechos son incontes- 
tables, se admite á discusión la iniciativa. 

Si el asunto es público, el bilí se presenta por simple mo- 
ción y sin formal iniciativa. , 

Los encargados de presentar el bilí lo someten á la cámara 
por escrito, con intervalos repetidos, para hacer en ellos las 
anotaciones que ocurran. 

Cuando el bilí tiene su origen en la cámara de los loqres y 
su objeto es de interés particular, es enviado á dos jueces 
para que examinen los hechos alegados en él y formulen su 
dictamen, el bilí es leido dos veces con intervalos convenien- 
tes. Después de cada lectura, el orador hace la exposición 
del asunto que contiene el ¿í/Z, y pregunta si se toma en 
consideración, habiendo derecho en cada lectura para oponer- 
se á su admisión. * 

Después de la segunda lectura, pasa el bilí á una comisión 
nombrada por la cámara, si el negocio no es de gravedad. 

Mas cuando lo es, la cámara se constituye toda en comisión, 
y entonces el orador, que es como se llama al presidente^ deja 
el sillón y toma parte en los debates como un miembro or- 
dinario, y mientras, preside otro miembro. 

En esta gran comisión el bilí es discutido artículo por ar- 
ticulo, poniéndose en los claros que se han dejado en blanco 
las enmiendas que se hayan hecho á la iniciativa. 

Terminado este trabajo preliminar de la comisión, el pre- 
sidente da cuenta á la cámara con la iniciativa y con las en- 
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miendas que en ella haya hecho la comisión, y entonces la 
cámara vuelve á tomar en consideración el bilí y abre nueva 
discusión sobre cada artículo y sobre cada enmienda. 

Después de la admisión ó reprobación de las' enmiendas de 
la comisión y de las adiciones presentadas en la cámara, se 
escribe el bilí con gi'andes caracteres en hojas de pergamino, 
cocidas juntas. 

Hecha esta trascripción, se lee el bilí por tercera vez, y en 
esta lectura pueden hacerse nuevas enmiendas y adiciones ; 
y después de una nueva exposición del bill^ hecha por el pre- 
sidente, todavía se pregunta : si se admite ; y si es admitido, 
se agrega á los actos pasados en una sesión; y en seguida uno 
de los miembros recibe la comisión de llevarlo á la cámara de 
los loores para pedir su adhesión. 

40. En esta cámara tiene que pasar la iniciativa por los 
mismos trámites y formalidades de la cámara de los comu- 
nes; si es desechado el 6í//, no se vuelve á hablar de él; pero 
si es aceptado, la cámara de los pares hace saber su aceptación 
á la de los comunes. Cuando los loores aceptan el bilí con 
enmiendas, las hacen sabey á la cámara de los comunes, y si 
estas enmiendas no son aceptadas por la cámara de su orí- 
gen, se nombran comisiones de cada cámara que conferen- 
cien sobre ellas. Si las cámaras no ceden, el bilí no pasa, y 
en el caso de que los comunes acepten las enmiendas, de- 
vuelven el bilí á la cámara alta con un mensaje, para hacer 
saber su aceptación. jLas mismas formalidades sobre poco 
mas ó menos tienen lugar, cuando las iniciativas proceden de 
la cámara de los pares. 

Mas cuando se trata de un acto de gracia 6 de perdón, es- 
te es firmado desde luego por el Rey después de leido una 
sola vez en cada una de las dos cámaras, sin nueva trascrij)- 
tíon y sin enmienda. , 

Cuando un bilí ha pasado en las dos cámaras, queda siem- 
pre depositado en la de los pares para esperar allí la real 
aprobación. 

12 
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41. Esta puede ser dada, 6 presentándose el Rey en per- 
sona y en traje de gran ceremonia en la cámara de los loo- 
res reunida con la de los comunes, y allí manifiesta su con- 
fbrmidad 6 por» escrito sellado con el gran sello y firmado por 
el Rey; y desde que es así- aprobado, se tiene por un estatu- 
to 6 por un acto del parlamento. 

42. Este estatuto, así registrado en los archivos del reino, 
no necesita de uilb, formal pro jnulg-aciojí ; pero, sin embargo, 
sé imprime y circula para que sea generalmente conocido. 
(Blackstoiie, Comentario de las leyes inglesas. Tomo 1*, 
páff. 34:1^ frac, VI y siguientes.) 
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43. El derecbo constitucional moderno, con el intento de 
poner un poderoso y conveniente contrapeso á la acción del 
poder legislativo, adoptó el expediente de dividirlo en 'dos 
cámaras que indistintamente pudieran iniciar proyectos de 
ley y á su vez revisar los aprobados en una cámara, como lo 
vemos en las constituciones de Austria, Badén, Baviera, Bél- 
gica, Confederación germánica, Dinamarca, España, Francia, 
Ginebra, Italia^ Noruega, Países Bajos, Portugal, Prusia, Rou- 
manía, Suecia y Suiza. 

Mientras en la mayor parte de Europa es ejercido el Poder 
legislativo por dos cámaras, nos presentan el poder legislativo 
unitario, Grecia, Egipto, Ttrrquía y Rusia, cuyo gobierno de 
U/cases es el modelo mas acabado del absolutismo. 

Y si consultamos el derecho constitucional de las Améri- 
cas, no encontramos concentrado el poder legislativo mas que 
en el Paraguay, cuya constitución no es el tipo de las insti- 
tuciones liberales. 



91 



§8? 



44. Ahora, para tener una idea exacta de la formación de 
la ley en la República Mexicana, es necesario consultar núes- 
tro derecho constitucional, según el cual las leyes pueden ser 
iniciadas por el Presidente de la República, por los diputa- 
dos 6 senadores, ó por las legislaturas de los Estados, siendo 
de lamentar que haya quitado al poder judicial elderecho de 
iniciativa que antes tenia; y es de lamentar esta novedad, 
porque ninguno conoce mejor que el poder judicial, los in- 
convenientes prácticos de las leyes y los remedioij que nece- 
sitan. 

45. Las iniciativas en lo general tienen los trámites si- 
guientes: Dictamen de comisión que se discute el dia que 
designa el Presidente. 

Una vez concluida esta, se pasa al Ejecutivo copia del 
expedienté para que manifieste su opinión ó exprese que no 
usa de esta facultad : si la opinión del Ejecutivo es de confor- 
midad, se puede desde luego publicar. 

46. Cuando el Ejecutivo hace observaciones, vuelve el ex- 
pediente á la comisión, para que con presencia de las obser- 
vaciones del gobierno, examine de nuevo el negocio y pre- 
sente nuevo dictamen, el cual se discute y vota en seguida ¿ 
mayoría absoluta de sufragios. 

47. Según la reforma constitucional que estableció el Se- 
nado, los proyectos de ley ó decreto que no sean de la reso- 
lución exclusiva de una cámara, se discuten en ambas, co" 
menzando naturalmente por la de su origen, y una vez apro- 
bado en la cámara que en el caso haga de revisora, pasa al 
Ejecutivo, quien si no tiene observaciones que hacer, lo publi- 
ca inmediatamente ; y si las hace, se procede como se dijo eil 
el número 45 de este capítulo. 
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CAPÍTULO I. 
Del (lia de la publicación de la ley. 

• 

1.. Leyes de las XII Tablas. — Edicto perpetuo. — Respues- 
tas de los jurisconsultos. 

2 á 3. Constituciones imperiales sobre la publicación de las 
leyes. 

4. Derecho canónico, sobre idem. 

5. Legislación antigua. — Fuero Juzgo. 

6. Fuero JReal. 

7 á 8. Leyea de Partidas.. 

9 á 10. Novísima Recopilación. 
11 á 12. Legislación francesa y sus concordanteSy 
13. Legislación de la Luisiana. 
14 Proyecto de Goyena. 

15. Código de Portugal. 

16. „ del Doctor Sierra y su mérito. 

17. „ del Imperio, 

18. - de Veracruz. 

19. „ del Estado de México. 

20. Derecho constitucional de 1812. 

21. Acta constitutiva. 

22. Constitudion de 24. 
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23. Dereclio constitucional del centralismo. 

24. Constitución de 1857. 

25. En qué consiste la promulgación. 

26. Sanción: qué es. 

27 á 28. Efectos de la publicación en el Diario Oficial. 

29. Texto del Código civil. 

30. EíPposicion del texto. 

31. Circulares? 

32. Disposiciones municipales. 

33 á 35. Cómo se publican las leyes. 

36. Reglamentos : cómo se publican. 

37. Publicación de circulares y bus inconvenientes. 
38 á 40. Promulgación de las leyes federales. 

41. Promulgación de las leyes particulares de los Estados. 

42. Todo el dia de la promulgación está incluido dentro del 

término de la ejecución ? 

43. La publicación precede á la ciencia. 
44 Misión de la jurisprudencia patria. 

45. Promulgación según la jurisprudencia española. 

46 á 47. Publicación según la misma. 

48 á 49. „ en qué consiste. 

50. Jurisprudencia francesa sobre la promulgación. 

61. Cuándo se confunde la sanción con la promulgación. 

52. Antiguo sistema francés de publicación. 

53. Causa de las diferencias que habia eñ el antiguo sistema. 

54. Jurisprudencia inglesa. 

55. Generalización. 
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TITULO . III. 



DE IiA PROMULGACIÓN DE LA LEY. 



CAPÍTULO I. 

Del día de la publicación de la ley. 

1. Si consultamos el derecho de las Doce Tablas, nada 
encontramos que pueda relacionarse con el art. 2^ de nuestro 
Código. En el edicto perpetuo de Salvio Juliano, tampoco 
hay nada sobre el particular; pero lo mas raro es, que en las 
respuestas de los jurisconsultos, no se encuentra una doctrina 
expresamente concordante de dicho artículo ; y apenas Julia- 
no viene á sentar una doctrina en que descansa la inducción 
de que las leyes se publicaban: Nam cum ipsm leges 7iulla 
<dia ex causa iios teneant quam quod judicio populi receptcB 
su7it. Trátase aquí de la publicidad que tenian las leyes en 
virtud de sú aceptación por el pueblo, al cual se proponían ; 
y Ulpiano enseña que deben tenerse por constituciones im- 
periales las resoluciones dictadas por medio de Epístolas sus- 
critas por los Emperadores, por medio áe decretos, por inter- 
locuciones ó por edictos. {Leyeé 32, Jf., tit. 3?, y 1*,/"., Ut. 4*?, 
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2. Los Emperadores •Teodosio y Valentiniano, enumeraron 
en una ley del Código estas diferentes maneras de publicación 
que hacian obligatorias fas leyes, como Veremos en el princi- 
pio del § 3" de este título ; siendo una de ellas la publicación - 
hecha por los mismos jueces: Nam satis est Edicti eas mm- 
cupatione cmseri vel per omnes populas judicum program- 
matibus divulgarL {Ley 3*, C tit,\i^ lib, IV) ' • 

3. De modo que esta legislación, de acuerdo con la razón 
y la justicia, fué la que declaró en muchos lugares que las 
leyes comenzaban á obligar desde su publicación hecha en la 
forma determinada por la misma ley, y no de otra manera, 
sin que sea de este lugar hacer una disertación sobre la ma- 
teria; bastando saber que la voluntad soberana y absoluta de 
los Emperadores que se hicieron dueños del mundo, no era 
reputada obligatoria, sino cuahdo llegaba á ser perfectamente 
conocida por medio de una solemne publicación. 

Por último : el Emperador Anastasio, lo mismo que hizo 
después Justiniano, estableció el principio de que las leyes no 
obligan sino desde él dia de su publicación (Ley 65, iit, 31, 
O. lib, 50 y Novelas 48 y 66). Justiniano en sus novelas dijo 
la última palabra sobre el particular, declarando, en cbnse- 
cuencia, la Authéntica, '' Utfactce novos : " que las constitu- 
ciones comenzaban á obligar dos meses después de su publi- 
cación, cuando ya se pudiera decir que : Paria habentur sdre 
et deberé sdre. (Ley 5% de rebtis, creditis,) 
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4. El Derecho canónico profesó el principio de que una ley 
•ó constitución no obliga como mandato, sino cuando ha lle- 
gado á noticia de los mismos que deben observarla, ó después 
que ha trascurrido un tiempo en el cual no se ha debido ig- 
norar su precepto. (Cap, 1?, de Concess, preben, in 6?) 
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5. El Fuero Juzgo impuso el deber de publicar la ley para 
pe fuera obligatoria, ni podría ser de otra manera; y así lo 
veijies entre otras en la Ley 4', tít. 2*?, lib. 1*? 

6. D. Alonso el Sabio dijo en el .Fuero Real: "que la ley 
debe ser manifiesta, que todo hdme la pueda entender y que 
ninguno sea engañado por ella." {Ley 2% Ht. 6?, lib. V) 

7. Debe tenerse presente que en el sistema de las Partidas 
la ley debe ser escrita y no con abreviaturas {Ley 13, tii. 1% 
Partida 1*); debiendo fazerse saber por la tierra {Ley 17, 
eod) para que ninguno pueda excusarse con la ignorancia de 
ella {Ley 20, cod.), pues es regla general que todos deben sa- 
ber Us leyes et si algunos por non saberlas feciessen contra 
ellas algunas cosas que sean á su daño tórnense por ende ¿ 
su culpa, fueras ende si fuese caballero de nuestra corte ; ca 
los nuestros caballeros mas se deben trabajar en uso de ar- 
mas que en aprender leyes, 6 si fuese mujer ó menor de 26 
a&08,ca estos á tales bien se pueden excusar de tales razo- 
nes cómo ¿stas, diciendo que no sabian las leyes. {Ley 31^ 
Ut 14, Partida 5f) 

8. Las leyes de las Partidas, lo mismo que las de los Fueros 
Real y Juzgo, son menos categóricas que las del Código ro- 
numo en el capítulo relativo á la necesidad de publicar la ley- 
para que se haga obligatoria. {Ley 19, tit. 1?, Partida V) 

9. La Novísima Recopilación nos autoriza á decir, que el 
Consejo real de^España, en ditámen de V. de Abril de 1767, 
y el Eey D. Carlos IV, en la real resolución que dictó á con- 
SQ]ftade 18 de Diciembre de 1804, establecieron que ninguna 
ley^ regla ó providencia general nueva se debe creer ni usar, 
no estando publicada por pragmática, cédula, provisión,- or- 
den, edicto, pregón ó bandos de las justicias ó magistrados 
públicos. {Ley 12, Ht. 2?, lib. 3^) 

13 
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10. Y liace tan necesaria este código la publicación de las 
leyes por los medios expresados, que aun impone el deber de 
denunciar para su castigo á todo el que sin preceder estas 
circunstancias j requisitos se abrogase la facultad de ponei 
en ejecución 6 anunciar de autoridad propia y privada algu< 
na ley 6 regla de gobierno, ya 4© pdabra 6 por escrito, con fir- 
ma ó sin ella, por papeles 6 cartas ciegas 6 anónimas. {Le} 
12, tit. 2?, lib. 3?, Nov. Recop.) 



§4- 



11. En Franjcia las leyes se hacen obligatorias en cada 
parte det reino, desde el momento en que su promulgación 
haya podido ser conocida. Y la promulgación hecha por el 
¡Rey, se reputa conocida en el Departamento de la residencia 
real un dia después de hecha; y en cada uno de los otros de. 
partamentos, después de haber espirado el mismo plazo, au- 
mentando un dia por cada diez myriámetros (18 leguas aproxi- 
madamente) que haya entre la ciudad en que sé hubiere hecho 
la promulgación y la capital del departameüto. {Código Na- 
poleon. ArL 1*?)] 

§ 5? 

12. Lo mismo sucede en Austria, Baviera, Cerdeña, ÍTolan- 
da, Ñápeles y Prusia. {Artículos 2-6-8-1-1-11.) 

13. En la Luisiana las leyes se hacen obligatorias en todo 
el Estado'desde el momento de su promulgación, hecha por d 

r 

gobernador del mifemo ; y se reputa conocida tres diás después 
«n la parroquia donde reside el gobierno, y en las demás se 
computa sobre este plazo un dia más por cada cuatro legñafl 
de distancia, que haya entre el lugar en que se hizo la pro- 
mulgación y el de las sesiones del tribunal de cadíi parroquia. 
(Articulo 4r) 
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' §6? 

14. El Proy^to del St. Goj^ena dice que las leyes solo son' 
obligatorias j sartal su efecto desde el dia que en ellas mis* 
maa se designe ; j en su defecto lo surtirán en h Península 
á los diez dias siguientes al de su inserción en la Gaceta ofi- 
cial del gobierno; en las Islas Baleares ú, los veíate^ y en las 
GánariaiS á los treinta. {Articulo 1?) 



§7? 

15. El Código Portugués hace punto omiso de esta cues- 
tión importantísima. 

. § 8? 

16. El proyecto de Código civil, formado por el Dr. Sierra, 
dice: que la ley solo obliga y surte efecto desde el dia que* 
ella designe, y que si no está designado, obliga y surte efecto 
en la residencia de los Supremos Poderes nacionales, desde 
que se inserte en el periódico Oficial de la Bep^bHca ; en las 
capitales de los Estados, desde que en los respectivos p^ó- 
dicos oficiales se verifique la publicación, y en las demás po- 
blaciones de cada Estado, en los dias siguientes, á proporción 
de la distancia d.e la cietpital, computándose el tiempo á ra- 
zón de cinco leguas por cada dia. {Articulo V.) 

Este artículo es, sin duda, lo mas preciso de cuanto se ha 
dicho sobre el particular; y sobre todo es lo único aplicable 
en su letra y en su forma al organismo político de la Repú- 
l£ca. 



/ 
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§9? 



17. El Código del Imperio previno que las leyes, regla- 
mentos 6 cualquiera otra disposición de observancia general 
emanada de la autoridad, obligaba j surtia sus efectos desde 
el dia de su promulgación en los lugares en que debian promtl* 
garse y en los dependientes de estos en los dias sigui^tes, 
á proporción de las distancias de la capital 6 cabecera én que 
se haya hecho la promulgación, computándose el tiempo á 
• razón de un dia por cada cinco leguas de distancia. Las fac- 
ciones que no llegaban á cinco leguas no se contaban. (Ar- 
ticulo r.) 



§10' 



18. En el Estado de Yeracruz las disposiciones legislati- 
vas, las gubernativas de observancia general y los reglamen- 
tos de la competencia de las municipalidades, son obligato- 
* rías desde la fecha que determinen, si se han publicado opor- 
tunamente en la localidad respectiva; y cuando no determinen 
la fecha en qu^ han de comenzar á regir, surten sus efectos 
desde el dia siguiente al de su publicación en cada cabecera 
municipal. {Artículo 2**) • 



§ 11? 



19. El Estado de México adoptó el artículo del Código del 
Imperio. {Articulo 2?) 



§ 12? 



20. En el Derecho constitucional encontramos la Consti- 
tución de 1812, que estableció que al Poder ejecutivo compe- 
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te la facultad de sancianar y promulgar las leyes; y esto hace 
' necesario recordar desde luego, que hay diferencia muy sus- 
• tancial entre la sanción, la promulgación y la publicación de 
■ las leyes, pues la primera consiste en la conformidad del Po- 
der ejecutivo con la ley enviada á él por" el legislativo; la 
segunda, en el acto legal que practica el Poder ejecutivo re- 
vistiendo» la ley de todas las formalidades constitucionales, 
para que declarada auténtica, pueda precederse á su publi- 
cación ; y por último, esta consiste en el hecho de dar conoci- 
miento á los ciudadanos de la ley sancionada y promulgada 
por el Poder ejecutivo. De manera, que una ley queda san- 
cionada desde el momento en que el- Poder ejecutivo notifica 
al legislativo que no hace uso del veto absoluto ó suspensivo 
que le conceda la Constitución, dueda promulgada cuando 
el encargado del Poder ejecutivo firma y manda publicar la 
ley con la debida y formal autorización del secretario de Es- 
tado, á cuyo departamento corresponda la materia de que 
trata la misma ley ; mientras que la publicación se reitera 
sucesivamente en diferentes lugares. {Constitución de 12. 
Artículos 154-156 y 171.) 

21. Nuestra Acta constitutiva, apartándose del tecnicis- 
mo que corresponde á una ley, revela que sus autores no co- 
nocían muy bien el lenguaje de la ciencia ni la naturaleza de 
las diferentes funciones que ejerce el ejecutivo al sancionar, 
promulgar y publicar una ley. {Acta Constitutiva, Art. 16, 
§ 13. — Constit^icion de 24.) 

22. La Constitución de 1824, hablando de la formación 
de las leyes, dice : que los proyectos de ley 6 decreto que en 
la segunda revisión fueron aprobados por los dos tercios de la 
cámara de su origen, y no desechados por las dos terceras 
partes de los miembros de la revisora, pasarán al Presidente 
para que los firme y circule. En esto tampoco hay la exacr 
titud tecnológica de la, ciencia. {Articulo 59.) 

23. El mismo cargo puede hacerse á los autores de la cuar- 
ta ley constitucional del centralismo, que establecieron ser 
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atribución del Presidente, publicar, circular y hacer guardar 
la Constitución, leyes y decretos del congreso; siendo la ver- 
dad, que la facultad que le corresponde exclusiTamente es 
la de sancionar y promulgar las leyes, mientras que la pQ; 
blicacion es hecHa por autoridades subalternas, y caiisa po- 
sitiva pena el ver autorizado el mismo cargo contra lo» muy 
respetables autores de las Bases Orgánicas, que tatobieñ re- 
solvieron corresponder al Presidente publicar y cireular ks 
leyes y decretos del Poder legislativo. {Ley 4*, Ht, 17^ frac. 4', 
y Bases Orgánicas, Art. 86,/rac. 1*) 

24. Por fortuna el error está corregido en la Consütucion 
vigente, que establece que al Presidente corresponde promul- 
gar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la UbIoii, 
proveyendo en la esfera administrativa á su exacta obser- 
vancia. {Constitución de 57, artículos 70 y 85.) 

25. Entre nosotros la promulgación consiste en la aproba- 
ción auténtica que el Ejecutivo estampa al calce del ejemplar 
original de la ley, diciendo: "Por tanto, mando se imprima, 
publique y circule para su debido cumplimiento. " {Constitu- 
ción de 57, articulo 84.) 

26. En el sistema adoptado por nuestra Constitución, la 
sanción de una ley viene á confundirse con su promulgación; 
y no puede decirse sancionada una ley, por el hecho de ma- 
nifestar el Ejecutivo una opinión confonne á la primera vo- 
tacioii del legislativo, pues hecha esta no hay ley todavía; y 
el artículo 70, lo mismo que el 85 de la Constitución, vienea 
probando que para ser obligatoria una ley, se necesita que 

. haya sido publicada. 

§ 13" 

27. Una circular de 16 de Agosto de 1867, resuelve que 
nuestras leyes se tengan por publicadas desde el momento en 
que Áe hecho lo son en el Diario del Gobierno ; pero esto no 
resuelve las dificultades que pueden suscitarse respecto de los 
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demcusí lugares que no son la capital de la República, pues 
puede preguntarse : ¿ qué dia se reputará obligatoria en Ca* 
lifomias una ley publicada en la capital de la República por 
el Diario del Gobierno el dia 1? de Enero de 1877^ por ejem-- 
pía ? Y esta duda, que también puede surgir respecto de eiial* 
quiera otra localidad, no queda resuelta por la disposición 
contenida en la circular mencionada. 

28^ De modo que si para la capital de la República la re* 
gla es que una ley se tenga por publicada en ella desde la 
fecha de su inserción en el Diario del Gobierno, para los otros 
lloares no puede regir otra regla que la del hecho de la pu- 
blicacion oficial que se acostumbra practicar en nuestras cir-- 
cunscripciones territoriales. Y seria de desear que una lej 
federal nos diera la norma que establece el art. 1*? del Proyec- 
to de Código formado pOT el Dr. Sierra, que contiene el pen- 
samgLento mas completo que puede formarse á este propósito. 

§14? 

29. El texto del artículo relativo del Código, dice: "La» 
leyes, reglamentos, circulares ó cualesquiera otras disposicio- 
nes de observancia general emanadas de la autoridad, obligaa 
y surten sus efectos desde el dia de su promulgación en los 
lugares en que deba hacerse. {Código civü. Art. 2"*.) 

A juzgar por la forma del artículo, seria tal vez permitida 
la creencia de que sus autores se habian propuesto como fin 
principal el fijar el término a quo de la obligación que impone 
toda ley ; y así deberia creerse, en efecto, si no fuera porque 
se relaciona su prescripción con disposiciones que no há sido 
costimibre publicar, pero sí aplicar, sin embargo de su falta 
de publicación. Y siempre ha habido, y, hoy mismo existe, 
conforme á nuestro derecho constitucional y i las prácticas 
del administrativo, un deber estricto de cumplir y ejecutar 
la ley, lo mismo que su reglamento, que también se publica 
solemnemente. 
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Pero como las circulares y demás disposiciones de que ha- 
bla el articulo solo se circulan entre las autoridades adminis- 
trativas hasta la municipal, sin publicarlas de una manera 
que llame la atención del público, ño es aventurado soste- 
ner que el Código no vino á resolver una cuestion.de fecha ni 
á repetir puramente un principio de legislación universal; i 
saber, que la ley no puede obligar mientras no este publicada, 
riño que vino á introducir la novedad de que no se pntóe 
apHcar una circular ni ninguna disposición de observancia ge- 
neral, sino en el caso de que haya sido publicada dé inodo 
que haya podido llegar á noticia de todos. Por lo demás, lle- 
liado que sea el requisito de la publicación, queda fundadit la 
presunción jwm et de jure ^ de que la disposiciones conocida 
de todos, y en consecuencia, nadie puede excusarse de su ob- 
servancia. Mas esto no puede cerrar la puerta á la excepción 
de no haberse podido publicar la ley en un lugar por causa-de 
fuerza mayor. 

Nos ucede lo mismo cuando se cuestiona el mismo hecho 
de la publicación, pues faltando esta base, falta la presunción 
y cesa por lo mismo la obligación de observar la ley, como 
sucedió con la de responsabilidades, alegada en el juicio de 
sentencia de un ex-gobernador de Querétaro. 

A propósito de nuestro artículo, puede surgir la cuestión 
de: ¿cuáles son los lugares en que deba publicarse una cir- 
cular ú otra disposición semejante ? Después de estudiada 
la cuestión, nos atrevemos á aventurar la opinión, que lo que 
es propiamente una publicación por bando, solo puede ha- 
cerse en la capital de la República y en las de los Estados; 
pero que la circulación de las disposiciones de observancia 
general, debe hacerse en donde quiera que haya agentes de 
la administración, que estando encargados de vigilar la ob- 
servancia de tales disposiciones, (deben comenzar por darlas 
á conocer al público, fijándolas en los parajes de mayor con- 
currencia, en las comarcas sujetas á su jurisdicción. ^ 

30. Ahora, para hacer la exposición del artículo, bastará 
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explicar sus ténninosj diciendo: que léyeú son las diisiposióio- 
nes generales dictadas, por el Poder legislativo, para que sir- 
van de norma á la conducta civil de los asociados, así como 
reglamentéis soto las disposiciones del Poder administrativo, 
que contienen ei c^íwo y el duendo á-el ejercicio y cumpli- 
miento de los dereclios y deberes^ consignado» en Jas leyes. 

'31. Girctélares son disposiciones también administrativas, 
ridfttivátfi ftl despacho interior y económico de las oficinas su- 
jetad á la autoridad del funcionario que las dicta, sin que 
ptiedali extenderse nunca á hacer la interpretación de nin- 
guna ley. 

32. Las disposiciones de policía local son de la competen- 
(^del Poder municipal, y por lo mismo su observancia queda 
también circanscrita á la camarca municipal de cada Ayun- 
tamiento ; y circunscrita de tal maneta, que el Poder munici- 
pal no podrá figurar nunca como supremo, supuesto que su 
ftpsraa, libre é independiante, cuanto se quiere, no puede ni 
debeimpulsar mas que la acción doméstica de una admínis- 
teflscÍGn puramente lo<tó. 

Pues bien: las disposiciones municipales, lo nlismo que las 
ciréulares, reglamentos y leyes, no pueden obl%ar á nadie 
mientras no se verifique su publicación de una manera legal. 

33. Las leyes se publican por bando en la capital de la 
República, fijandio los cartelones qué las contienen en los 
patajes mas públicos de la ciudad ; y por regla general, esta- 
U»3ida en el artíctíla 2? de nuestro Código, desde ese mismo 
histmit^ obligan y surteií su& efectos en ese lugar. 

34. El mismo dia de su publicación que hace el Goberna- 
dor del Distrito, se circulan á las autoridades subalternas, 
las que se Iknitan á fijarlas en los parajes mas públicos de 
sus comarcas, • 

35. En un pueblo eíx donde la inmensa mayoría sepa sí- 
«piera leer, bastaría semejante manera de publicación} pero 
en un país en que, coino en el nuestro, es muy cortB, la mi- 
iioría que por la lectura puede imponerse de' los deberes que 

14 
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imponen las leyes, se necesita de toda justicia la pubÜGackm 
por voz de pregonero, como se hada antes en algunos la- 
gares. 

36. Los reglamentos se publican de la misma manera qoe 
las leyes, y de ellos debe decirse lo mismo que de estas. 

37. La publieacion de las circulares tiene todavía más in- 
convenientes ; pues después de publicadas en el Dúuio Ofi- 
cial, nadie se cuida de hacerlas saber al público, sin embaigo 
de que ordinariamente no se limitan, como debieran, ú, t^ak- 
mentar el despacho económico de las oficinas, sino que «e 
avanzan hasta á formular la explicación de las leyes, hadién- 
dolas muchas veces más gravosas. 

38. La palabra '^ promulgación'' que emplea nuei^ro ar- 
ticulo est'á mal usada, pues en lugar de ella debió ponerse la 
palabra '^publicación,'' pues que solo esta es la que debe 
hacerse en varios lugares. 

39. A propósito áe la promulgación, debe decirse que este 
acto oficial solo se verifica en la capital de la República, tia- 
tándose de leyes generales. Su publiqacion posterior es hdck& 
por el Gobernador del Distrito y por los Gobetnadores deles 
Estados, en las capitales respectivas ; mientras que su ciroo- 
lacion fie verifica por medio de las demás autoridades subsl- 
temas, hasta llegar á las municipales. 

40. Be tal manera la promulgación de las leyes federales 
se hace solamente en México; su publicación tiene lu^ur 6B 
las capitales de la República y de los Estados, y su circu- 
lación se verifica en las cabeceas de distritos, partidos y mtt- 
nicipaUdades. 

41. La promulgación de las leyes particulares dé los Es- 
tados es hecha por sus Gobemadcnres, y su primera puUica- 
cion y circulación, es obra de las autoridades subalternas, en 
los mismos términos que la de las leyes federales. 

42. Ahora puede suscitarse la duda de si todo el dia de la 
primera publicación de una ley está incluido dentro del tér- 
mino de su ejecución. Y esta cuestión tan debatida en otras 
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legislaciones, tiene nna solución segura en la nuestra, que 
no queriendo que nadie sea juzgado sino por leyes dadas con 
anterioridad al hecho de que se irata, autoriza á decir que no 
todo el dia de la promulgación de una ley está comprendido 
dentro del término de la ejecución de ^a, ó lo que es lo mis- 
mo, que A se prueba que el hecho se verificó antes de la pu- 
blicación de la ley, tal hecho no puede ser r^do por ella, 
aun cuando se haya verificado el mismo dia de su publica- 
ción; pero si no se prueba esta circunstapcia, entonces si 
debe tener eficacia la ley para el hecho verificado en el dia 
de su promulgación. 

43. Con la publicación de la ley comienza la ciencia, ha 
dicho Lerminier ; y nosotros estamos conformes con esa opi- 
nión, Á ella quiere decir que la ley precede á la jurisprudencia, 
ccmio es necesario que el material exista antes que el edifi- 
cio ; y decimos esto, porque sin leyes positivas no puede haber 
jtiiÍ8|rudencia, que es lo que por medio de procedimien- 
tos científicos hace la aplicación del principio capital de 
la ley. 

44 Después de lo establecido por nuestra legislación an- 
tigua y moderna, no encontramos en nuestros autores reg- 
nícolas ninguna doctrina notable que sea obra de la jurispru- 
dencia patria moderna. 
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45. La jurisprudencia española nos enseña, que á la san- 
CKm de la ley sigue la promulgación, 6 si se quiere la orden 
para su publicación, que es el acto por el cual el Poder eje- 
cutivo imprime á la ley su fuerza ejecutiva, intimando á las 
autoridades administrativas y judiciales la orden de obser- 
varlas y hacerlas guardar. 

46. Y la publicación de la ley es el medio de hacer conocer 
i bs ciudadanos la ley así proinulgadá ; erto es, de hacer que 
la ley que tiene ya fuerza ejecutiva pueda ser ejecutada; de 
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donde se infiere que lo8 ciudadanos no están obligados á cum- 
plir leyes que no conocen ó que no han podido conocer. 

47. Esto es lo que enseñan los Sres. Goyena, Agidrre, M(mi- 
talvan y Vicente y Caravantes. La misma doctrina enseña 
el Sr. La Serna, y hace observar que la ley de desvincula- 
ciones empezó á obligar en España desde el dia de su fecha 
y no desde su publicación. 

48. El Sr. Fernandez Gutiérrez, explicando las palabras: 
"Debe la ley ser manifiesta é non debe ninguno ser engañado 
por ella, " que se leen en la ley recopilada, dice que ellas im- 
ponen al legislador el deber de hacer publicar sus leyes. 

' 49. El mismo autor asienta, que la publicación se hace 
por la publicidad de su misma formación, y ya por la remi- 
8Íon que de un ejemplar auténtico se hace á las autoridades 
locales, cónfiáindo á estas el encargo de su circulación, ya pr 
su lectura pública, ya por su reimpresión, 6 ya, en fin, por edic- 
tos ó anuncios, sin'^ie en ésto haya habido uniformidad. 
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50. Los jurisconsultos franceses enseñan que la sánciofi 
de una ley consiste en la aprobación que de ella hace el Po- 
der ejecutivo, y su promulgación se hace por medio de su in- 
serción en el "Boletín oficial." 

51. Por nuestra parte agregaremos, que como una ley pue- 
de ser aprobada en una pieza oficial que no sea la misma ley, 
en este caso hay sanción, sin que haya todavía promulgación; 
pero si la aprobación se pone de una manera auténtica en la 
misma ley, entonces la sanción se confunde con la promulga- 
ción, que es la aprobación oficial puesta al calce de la misma 
ley que se manda publicar. . - ' 

52. En el antiguo régimen, las leyes eran dirigidas, á las 
Cortés soberanas oncargadas de su verificación y depósito; y 
solo después de discutido y aprobado su resgistro/ se haoia 



109 

obligatorias en la comarca respectiva. Estas Cortes podían no 
solo suspender, sino aun rehusar el registro de una ley, y po- 
dian registrarla con modificaciones que venian á ser parte de 
la misma ley; lo cual, como dice Portalis, era incompatible 
con la unidad, certidumbre y majestad de la obra del legis- 
lador. 

53. Esto dependía de que el Rey no gobernaba con este 
título todo el territorio, pues en algunas partes mandaba como 
duque, y en otras como conde ; sistema viciosísimo que con- 
cluyó el 2 de Noviembre de 1790, en que se resolvió que una 
ley quedaba completa desde que era sancionada por el Poder 
ejecutivo, y que su transcricion y publicación la hacia desde 
luego obligatoria. 
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64. La jurisprudencia inglesa enseña, que una ley puede 
ser conocida por la tradición universal y por un largo uso; lo 
cual supone publicación en su origen, que es lo que sucede 
con la common law; y puede también ser notificada de vivi^ 
voz por personas designadas al efecto, como sucede con las 
proclamaciones y con las actas del Parlamento, que deben 
ser leídas públicamente en las iglesias y en otros lugares de 
reunión pública, que es la manera común y ordinaria de dar 
publicidad á los actos del Parlamento, enseñando Blacksto- 
ne, que cualquiera que sea el medio que se emplee, es un de- 
ber indeclinable el de dar autenticidad á la publicación, en 
lugar de imitar á Calígula, que escribía las leyes con carac- 
teres muy diminutos y las hacia fijar en lo alto de unos pila- 
res, para hacer inevitables las contravenciones. 

55. Todo lo que á este propósito puede enseñar la ciencia 
es, que no hay ley que pueda ser obligatoria mientras no sea 
promulgada, siendo cierto que no es justo ni racional exigir 
el cumplinaiento de un deber que no ha sido posible conocer. 
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CAPÍTULO II. 
JDel dia señalado para que comience á regir la ley. 

1-2. Sistema que segoia la legislación romana. 

3. Sistema del Derecho canónico. , 

4. „ de la legislación española. 
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6. Código de Goyena. 

7. „ de Portugal. 
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9. Código del Imperio. 

10. „ de Veracruz y México. 

11. Texto de nuestro artículo. 

12. Cuestiones que evita. 

13. No da lugar á trabajos de generalización. 



CAPÍTULO II. 

Del (lia señalado para que comience á regir la ley. 

§1" 

1. El artículo 3? de nuestro Código no tiene coücordancia 
en el Derecho romano, pues era otro el sistema que en esta 
legislación se seguía en cuanto á la fuerza obligatoria^ de las 
leyes; y siendo, como fueron, variar las disposiciones relati- 
vas, casi todas convinieron en no seguir el sistema de simul- 
taneidad. {Nov.y 66.) 

2. Pueden verse en el capítulo anterior las Leyes 3! y 9?, 
tít. 14, lib. 1?, 65, tít. 31, lib. 10, C, y las Novelas 48 y 66 de 
Jastiniano, sin que se encuentre seguido el sistema de simul- 
taneidad, sino solo en la lUtima disposición citada. 



§2? 

3. El Derecho canónico, como puede verse en el mismo 
lagar, sigue el sistema de progresión sucesiva. 



§3? 

4. Las leyes del Fuero Juzgo adoptaron el sistema de A 
mnltaniedad para su observancia. {Ley 1*, tit 1*?, /i*. 2^) 

15 
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La legislación j)osterior del Fuero Real y de las Partid 
no dan una concordancia neta del artículo 3" del Código^ 
toda la referencia que podemos hacer, se reduce á las le; 
recopiladas de I" de Abril de 1767 y de 18 de Noviembre 
1804. {Ley 12, iit. 2?, lib. 10, Nov. Recop) 



§4? 



5. El Código francés concuerda con el nuestro sobre eí 
punto en su artículo 1?, que está citado en el Comentario 
artículo 2^, lo mismo que los Códigos Austríaco, Bávaro, 
landés, Luisianés, Napolitano, Prusiano y Zardo. {Ariicui 
2-6-1-4-1-11-8.) 

6. La concordancia del Proyecto de Código de Goyena, 
lee en el artículo 1"?, que puede verse en el capítulo anteri| 
de este título. 

7. El Código de Portugal, como liemos visto, no resueli 
nada sobre el particular. 

8. El artículo 1" del Código del Dr. Sierra, que tambií 
se cita en el comentario inmediato anterior, encierra tods 
las concordancias relativas á la materia, 

9. El Código del Imperio previno que si la ley, reglamei 
to ó disposición difieren el dia de su observancia, obligan 
surten efecto desde el que designen, precediendo siempii 
la promulgación ; y si cuando esta se verifique en los térml 
nos de la fracción precedente, el dia designado hubiere pi 
sado, la observancia tendrá lugar desde el dia de la promi 
gacion. {Articulo Y) ' 

10. En el Estado de Veracruz las disposiciones legislativí 
lo mismo que las gubernativas y los reglamentos municipaleí 
obligan desde la fecha que ellos mismos determinen, si 
han publicado oportunamente en la localidad respectiva. Y' 
en el Estado de México se observa lo que dispuso el Código: 



115 

del Imperio, que es el que está comprendido en el art. 2" del 
Código civil. 

11. El Código civil del Distrito, dice: "Si la ley, regla- 
mento, circular ó disposición general fija el dia en que debe 
comenzar á observarse, obliga desde ese dia, aunque se haya 
publicado antes." 

12. Éste artículo tal como está redactado cierra la puerta 
á multitud de cuestiones relativas á si el dia señalado en la 
ley está ó no confiprendido dentro del plazo señalado para su 
ejecución, por supuesto si se ha publicado antes del dia se- 
ñalado ; mas si lo hubiere sido después, entonces se hará la 
misma distinción que se ha hecho respecto de las leyes que 
comienzan á obligar el mismo dia de su publicación. 

13. De este artículo no puede hacer la jurisprudencia 
ningún caudal, pues no hay trabajo de generalización que 
pueda basarse en el pensamiento de que el legislador puede 
fijar en la misma ley el dia en que esta ha de comenzar á ser 
obb'gatoria. 



m. 



CAPÍTULO III. 

Citando comienza á regir la ley en los lugares en donde 

no reside la autoridad. 

1. Cómo debían publicarse las resoluciones imperiales. 

2. Cómo deben publicarse los Cánones. 

3. Desde cuándo se hacen obligatorias las leyes. 

4. Orden sucesivo seguido por el Código francés y sus con- 

cordantes. 

5. Orden seguido por nuestro Código. 

6. Aplicación de sus reglas en materia de publicación. 

7. Limitación de sus reglas á las leyes del Distrito. 

8. Lugares en que se tiene por hecha la publicación el mis- 

mo dia que en México. 

9. Libertad del legislador para señalar el dia en que co- 

mienzan á obligar las leyes. 

10. Fundamentos del orden sucesivo. 

11. Objeción contra él. 

12-13 y 14. Contestación á la objeción. 

15. Resumen de los sistemas seguidos por el Derecho roma- 

no, Canónico, y Antiguo derecho español. 

16. Desde cuándo se hacen obligatorias las leyes. 
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17. Jurisprudencia constitucional. 

18. Falta de regla respecto de la fuerza obligatoria de leyes 

federales en el Distrito federal. 
19-20. Regla para los Estados. 
21. Doctrina del Sala Mexicano. 
22-25. Jurisprudencia española. 

26-33. Cuestión sobre si debe atenderse al lugar de la re- 
. sidencia ó al del domicilio de un transeúnte para de- 
clarar obligatoria una ley. 



CAPÍTULO III. 

Cuándo comienza á regir la ley en los lugares en donde 

no reside la autoridad. 



§1" 



1. Los Emperadores Teodosio y Valen4;iniano establecie- 
ron que las resoluciones imperiales debian ser observadas 
como leyes generales por todos, si eran enviadas al Senado 
para su confirmación, si estaban mencionadas en el Edicto, si 
se mandaban publicar ,^ si se resol via que los jueces las aplica- 
ran á todos los casos semejantes, si eran expedidas con el ca- 
rácter de generales, y, por último, si se insertaban en el Cuer- 
po del Derecho. En la Novela 66 resolvió Justiniano, que no 
obligaran las nuevas constituciones sino dos meses después 
de publicadas ; de manera que el Derecho novísimo de Justi- 
niano adoptó el sistema de simultaneidad para hacer obliga- 
torias las leyes en lugar del de progresión sucesiva que habia 
seguido el derecho anterior. (iVbv., 66.) 



§2" 



2. El Derecho canónico dice: Leges instiiuuniíir, cum 
promiilgantur. {Graciano, Cap, 3?, dist, 4*) En el sistema 
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sonido por este derecho, la fuerza obligatoria de la ley viene 
del trascurso de un tiempo bastante, para que haya llegado 
ú, noticia de los fieles después de su publicación, la cual, lo 
mismo que sus efectos, varían según las diferentes disciplinas 
de las Iglesias particulares. 

Los Cánones, que versan sobre artículos de fé y de moral, 
deben ser recibidos por la Iglesia universal, cuando se han 
hecho en un sentido general, y los decretos de los Sumos 
Pontífices sobre el mismo objeto, deben ser recibidos igual- 
mente en todas partes, según está resuelto en muchos Cá- 
nones insertos en el Decreto ; y en cuanto á los de pura dis- 
ciplina, unos se observan en toda la Iglesia católica, y otros 
solo en ciertas Iglesias particulares*. La forma de la publi- 
cación no tiene una regla general, y varía según los usos y 
costumbres de cada Iglesia. 

é 

3. El Derecho español hacia depender la fuerza obligatoria 
de la ley, de su publicación sucesiva en cada lugar. {Ley 2*, 
tu. 6?, Kb. 1? Filero Real.— Ley 19, tit 1^, Partida 1"— 
Ley 12, HL 2^, lib. 3? Nov. Recop) 

§4? 

A; El Código francés y sus concordantes siguen este mismo 
orden sucesivo, que también adoptan el Sr. Goyena en su 
Proyecto, lo mismo que el Dr. Sierra en el suyo, y el Código 
del Imperio y los de los Estados de Veracruz y México ; el 
Código de Portugal no dice nada en este sentido. De modo 
que según la legislación moderna, las leyes no comienzan á 
obligar á un mismo tiempo en todo el país para el cual son 
dictadas, sino que viene naciendo su fuerza obligatoria de 
los hechos sucesivos de su publicación en cada lugar. 
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'§5« 

5. Nuestro Código ha venido siguiendo en este punto el 
espíritu ilustrado de la legislación moderna ; y á propósito de 
SH artículo 4% volvemos á decir que aquí se ha confcpidido 
la promulgación con la publicación, pues dice : " Para que se 
reputen promulgados y obligatorios, la ley, reglamento, cir- 
cular ó disposición general en los lugares en que no reside 
la autoridad que hace la promulgación, se computará el tiem- 
po á razón de un dia por cada cinco leguas de distancia; si 
hubiere fracción que exceda de la mitad de la distancia in- 
dieada» se computará un dia más. ^^ Es evidentemente justo 
que la obligación de observar una ley, no nazca sino pasado el 
tiempo bastante para fundar la presunción de que ella ha 
llegado á noticia de aquellos que no viven en la Capital de 
la República ó en las de los Estados, que son los lugares en 
donde hacen la publicación el Gobernador del Distrito y los 
de loa Estados, creyéndose que debe tomarse en cuenta la 
distancia que á estos separa de los lugares que forman su 
comarca para dividirla en trechos de á 5 leguas, y computar 
uu dia más después de su publicación por cada trecho de á. 
5 leguas y por una fracción que exceda de la mitad. 

6. Haciendo aplicación del texto de nuestro artículo, de- 
cimos: que en un lugar que diste, por ejemplo, cinco leguas 
de la Capital de la República donde se haya promulgado y 
publicado una ley, se tendrá por obligatoria al dia siguiente 
4e haberse hecho su publicación en esta; tiempo que la mis- 
ma ley supone necesario para su circulación material, ó por 
lo menos para que se presuma conocida en aquel lugar la pu- 
blicación hecha en la capital. 

7. Esto se entiende naturalmente, de leyes relativas al Dis- 
trito, pues tratándose de las generales de la Federación ó de 
las particulares de los Estados, no bastará calcular la distan- 

16 
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I 

cia, sino ademas será necesario la publicación que debe hacer 
su Gobernador en cada Estado. {pojistitucionde57^art. 114.) 

8. La última parte del artículo quiere decir: que en los 
lugares que disten menos de cinco leguas se tiene por lieclia 
en ellos la publicación en el mismo dia en que se haya he- 
cho en la capital. 

9. Bueno es que la jurisprudencia tenga presentes las re- 
glas relativas á la publicación de las leyes para fijar la época 
precisa en que se hace obligatoria, en términos de que su ig- 
norancia no pueda ser admitida como excusa legal; re^as 
que consisten en que la ley se hace obligatoria desde su pu- 
blicación, salvo el caso en que ella misma señale la fecha en 
que haya de comenzar á obligar : y como sobre la materia na- 
da ha resuelto la ley fundamental, en el arbitrio del legisla- 
dor está señalar ó no la fecha en que cada una ha de co- 
menzar á regir, siendo de esperar que el legislador cuando 
señale fecha para que se repute obligatoria una ley, tenga 
muy en cuenta las circunstancias de lugar y de tiempo. 

10. Y aunque no es dudoso el sistema que en la práctica 
debe seguirse en la aplicación de las leyes, no es por demás 
dar á conocer las razones que en el caso se han tenido pre- 
sentes para decidirse por el sucesivo establecido en el Códi- 
go, comenzando por exponer los argumentos presentados en 
apoyo del sistema contrario. 



§6? 

11. Objeción. El sistema de simultaneidad es el mas sen- 
cillo, el que mas armoniza con la dignidad de la ley y el que 
evita el repugnante contraste de que lo que es ley en uno de 
sus lugares, no lo sea en otro que solo diste una legua, me- 
dia, ó un cuarto. 

12. A este argumento puede contestarse, que nada tiene 
de complicado, y que, por el contrario, es muy sencillo el sis- 
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tema que enseña que la ley no obliga sino desde su publica- 
ción, mientras que el sistema contrario se presta fácilmente 
á la complicación de que llegue la fecha señalada para la 
observancia de la ley, sin que de hecho se haya verificado su 
publicación, lo cual no tiene nada de imposible. Y por otra 
parte es el mas natural, como observamos todos los dias en 
los fenómenos de la naturaleza. 

13. En cuanto á la dignidad de la ley, creemos que esta 
consiste principalmente en su armonía con la libertad y se- 
guridad individual, que evidentemente están mas respetadas 
en el sistema sucesivo. 

14. Por último: el contraste que se califica de repugnan- 
te, deja de parecerlo desde que se vea, como debe verse claro, 
que siendo sucesivos los hechos de la publicación, tienen que 
serlo también sus efectos. Y como no sea racional dar fuer- 
za obligatoria á una ley que no está publicada, la razón y la 
justicia, exigen que solo el hecho material de la publicación 
de las leyes sea el origen de su fuerza obligatoria, y que así 
como en los negocios de la vida práctica no tiene nada de 
repugnante que las órdenes de una administración doméstica 
vayan produciendo su efecto sucesivamente conforme se van 
comjiínicando á los encargados de su ejecución, tampoco haya 
inconveniente en que suceda lo mismo en la administración 
pública ; y estas son sin duda entre otras, las razones por que 
la legislación y jurisprudencia modernas se han pronuncia- 
do por el orden sucesivo en la observancia de las leyes. Vemos 
por esto que el mismo Portalis dijo, que la publicidad de he- 
cho necesita estar garantizada por una publicidad de derecho, 
que es la que produce la obligación, y es la que fuerza á la 
obediencia después de la promulgación. Y agrega que en con- 
secuencia son necesarios nuevos plazos, durante los cuales la 
ley promulgada en el lugar en donde reside el Gobierno, pue- 
de llegar sucesivamente hasta las extremidades del Estado . 

Y si se conviene, como debe convenirse, en que el conoci- 
miento efectivo de la ley, es un hecho que no se verifica, ni 
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puede verificarse sino sacesiYamente en el orden constitucio* 
nal á que en todas las naciones civilizadas está sometido el 
poder legislativo, preciso es que el efecto de su observancia 
obligatoria sea también sucesivo, como la causa que lo pro- 
duce. 



§ r? 



15. En resumen, tenemos : que la legislación romana siguió 
primero el sistema de progresión sucesiva, y Justiniano adop- 
tó después el de simultaneidad. El Derecho canónico mas 
bien sigue este segundo sistema. El Antiguo español seguia 
el sistema de simultaneidad que boy está generalmente adop- 
tado en la legislación moderna. 



§ 8? 



Ahora vamos á tratar la materia en el terreno constitu- 
cional. 

16. ¿Desde cuándo se hace obligatoria una ley según nues- 
tra jurisprudencia constitucional? 

El artículo 70 de nuestra Constitución marca los trámi- 
tes á que deben sujetarse las iniciativas ó proyectos de ley, 
y nos lleva hasta la aprobación definitiva de ella. 

Y el 64 dice : que las resoluciones del congreso que ten- 
gan el carácter de ley, se comunicarán al ejecutivo, firmadas 
por el presidente y por dos secretarios ; y por último, el ar- 
tículo 85 de la misma Constitución, enseña que el ejecutivo 
tiene obligación de promulgar las leyes que expida el Con- 
greso de la Union, proveyendo en la esfera administrativa á 
su exacta observancia. 

17. Los Sres. Castillo Velasco, y Rodríguez^ en la exjH)- 
sicion de los artículos 70, 64 y 85, frac. 1% no dicen nada que 
pueda formar jurisprudencia sobre el artículo en cuestión ; 
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y sin embargo, es de todo punto cierto : que uoa resolución 
del congreso, aun cuando tenga el carácter de general y por 
consiguiente de ley, á nada puede obligar á los habitantes de 
la República Mexicana, mientras no haya sido comunicada 
al Poder ejecutivo y promulgada por este en la forma acos- 
tumbrada, según muestras tradiciones y prácticas constitu- 
clónales. 

§ 9 • 

18. Respecto de la legislación particular del Distrito fe- 
deral, tenemos la norma que da el artículo 2" de nuestro 
Código ; pero respecto de las leyes federales no tenemos to- 
davía norma alguna, pues aunque conforme á la fracción 1' 
del artículo 85 de la Constitución, al Presidente corresponde 
promulgar y ejecutar las leyes que expida el Congreso de la 
Union, no está allí resuelto desde cuándo se hacen obligato- 
rias en el Distrito federal las leyes promulgadas por el'Eje- 
cutivo de la Union. Y discurriendo por los principios gene- 
rales de derecho público, debe decirse que en la capital se 
hacen obligatorias desde que las publica el Gobernador del 
Distrito, si en la ley ó en el reglamento no se dispone otra 
cosa, y fuera de la capital desde que son circuladas por las 
autoridades subalternas. 

19. En los Estados, las leyes federales adquieren fuerza 
obligatoria desde que conforme al artículo 114 de la Cons- 
titución, son publicadas por los Gobernadores de los Estados, 
con la diferencia de que para las capitales tienen tal fuerza 
desde el dia de su publicación hecha por los Gobernadores, y 
para los lugares foráneos desde el dia de su circulación, hecha 
por las autoridades subalternas. 



§ 10? 



20. Mas esta, que solo puede presentarse como doctrina 



j¿^;;.-l. 



126. 

costenible según los principios generales de la jurisprudencia, 
necesita de la norma de una ley especial. 

21. Sobre este punto, únicamente en el Sala Mexicano en- 
contramos una doctrina, que dice: ^^£n la República es in- 
diapensaUe en las leyes, la cireonstaacia de estar escritas, 
pues no se pueden pasar de otro modo del cuerpo legislativo 
al Ejecutivo sea de la Union en las leyes federales, sea de los 
JEstados en las que son de su resorte, y sin la publicación no 
tienen el carácter de leyes. " ' 



§11' 



22. Los Sres. Goyena, Aguirre, Montalvan y Caravantes, 
después de enseñar que en la Península española se hacen 
obligatorias las leyes en las capitales de provincia el dia de 
su publicación, y en los otros lugares cuatro dias después, 
advierten en una nota, que la simple inserción de las leyes 
en la Gaceta oficial las hace obligatorias para los tribunales 
y para todas las autoridades civiles y militarea y eclesiásti- 
cas, y que las respectivas autoridades y funcionarios tienen 
el deber de hacerlas insertar en los Boletines oficiales de pro- 
vincia, así como el de librar las órdenes convenientes para 
su debido cumplimiento. 

23. El Sr. Fernandez Gutiérrez asienta, que en las cues- 
tiones relativas al tiempo en que comienzan á hacerse obli- 
gatorias las leyes, hay que deferir por complemento á la pru- 
dencia del legislador, agregando muy acertadamente, que el 
deseo de que se conozca una ley, no puede aumentar la jk)- 
sibilidad de conseguirlo, pues el clima, las costumbres y la 
estación, producen dilaciones que la voluntad sola no puede 
remover, y concluye advirtiendo: que decir, como algunos au- 
tores, que para exigir el cumplimiento de la?i leyes, basta la 
promulgación de las civiles en la metrópoli y de las panóni- 
cas en Roma, es una exageración insostenible. 
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24. £1 Sr. La Serna asienta, que las leyes se hacen obli- 
gatorias en las capitales de provincia desde el dia de su pu- 
bUcácion y cuatro dias después en los demás pueblos ; y para 
fundar la justicia de esta disposición, enseña que en la ina- 
posibilidad de probarse que la ley ha llegado á noticia de 
todos, se ha introducido la presunción legal de que es uni- 
versalinente conocida después de trascurrido el término ex- 
presado. 



§ 12? 



25. El Sr. Fernandez Elias, dice: que la ley no es ni pue- 
de ser obligatoria, sino desde el momento de su promulgación, 
porque solo desde ese momento es conocida; y es condición 
esencial en el hombre, que no pueda obligarle nada que no 
sea conocido. 

26u Sobre este punto promueven los autores una cuestión, 
4 saber: sí para decidir si determinado individuo tiene el de- 
ber de conocer y observar la ley promulgada, deberá atenderse 
al lugar de su residencia actual ó al de su domicilio. Para 
hacer palpables las dificultades que en este caso se presen» 
tany supongamos que se trata de decir si un sonorense resi- 
dente en México el dia 1? del año por ejemplo, tenia el de- 
ber de ol;)servar una ley federal publicada en México el dia 
anterior; y que por lo mismo no era ni podia ser conocida en 
el lugar de su domicilio. Los que defiendan la opinión de que 
debe atenderse á la residencia, razonarán diciendo: que la 
ley publicada en México es desde luego una ley general para 
todos los mexicanos, y la única duda que puede existir rola 
sobre el hecho de si es ó no conocida por ellos. Siendo esto 
asi, la ley publicada en México el dia último del año de 76, 
se reputa legalmente conocida en México el dia 1? del año 
de 1877 ; mientras que en ese dia no está, ni puede reputarse 
conocida legalmente en Sonora; de consiguiente, debe repu- 
tarse conocida por el sonorense residente en México en aquella 
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fecha, á la vez que es naturalmente desconocida para el me- 
xicano residente en Sonora en la misma República. Y para 
comTjatir la opinión de los que sostienen que debe ateiijtorse 
al domicilio, deben agregar que esta opinión debiera ea ese 
caso estar fundada en la doble presunción de reputar ccoo- 
cida la ley en un dia determinado para cada lugar, y de re- 
putar ademas presente á cada uno en el lugar de su domi- 
cilio el dia en que comienza á reputarse conocida la ley en 
el lugar. 

27. Los que defienden esta segunda opinión, dicen que la 
ley fija un término preciso para que ella se reputé conocida, 

á fin de evitar las cuestiones irresolubles sobre si tal 6 eoal 

persona conoce 6 no la ley ; y siendo este su fin, no puede 

obtenerse sino haciéndola obligatoria desde un dia dado pan 

todos aquellos que tienen su domicilio en cada lugar. 

28. Demolombe, que se propone resolver esta cuestión, ofá- 
na que hay un medio entre estos dos extremos, y este medio 
consiste en que se atienda á la residencia actual, siempre ^ 
se trate de leyes de policía y seguridad, 6 de leyes relativas i 
las formalidades de los actos ó de los contratos, pues dice que 
el imperio de estas dos clases de leyes es en lo general pura- 
mente territorial; pero que si se trata de leyes que formaxtd 
estatuto real, por ejemplo de la ley de sucesiones ab ütUs- 
tato^ entonces se atienda al lugar del domicilio. Y poniendo 
un ejemplo, dice : Si un leonés muere en Paris el 3 de Fe- 
brero, su sucesión se arreglará no á la ley nueva que esté ya 
en vigor en Paris, sino á la ley antigua que rija todavía ^ 
León ; y dice que esto tiene dos razones : siendo la priidera, 
que el estatuto real rige- para los inmuebles situados '^ d 
lugar donde él esté vigente, y segunda, que en materia de 
sucesiones intestadas debe atenderse á las leyes del domicilio 
del autor de la herencia. 

29. El mismo autor confiesa que no es tan fácil resolter 
la cuestión relativa á las leyes que forman el estatuto perso- 
nal ; y para no apartarnos de su mismo texto, vamos á copian 
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literalmente sus ejemplos. La cuestión es muy difícil si se 
trata de una ley- que retarde ó anticipe el término de la me- 
nor edad. Yo propondria, dice, que en este caso se aplicara la 
ley del lugar en que pasa el hecho ó se realiza el acto, 6 en 
que obra la misma persona. Suponed que la ley nueva, pro- 
mulgada en Paris el 1*? de Febrero, declare que en adelante 
nadie será mayor de edad sino á los veinticinco años ; y su- 
poniéndolo asi, ¿permitiréis que un leonés de veintidós i^os 
pueda hacer un préstamo en Paris el dia 1? de Febrero? Sí, 
responden los mantenedores del primer sistema, y dají por 
lazon, que se trata de una persona que no está domiciliada en 
Paris. Pero contra esta resolución puede argüirse, diciendo: 
¿No es verdad que esta ley vigente actualmente en Paris es 
la única que rige en la materia? 

30. ¿No es verdad que ella es la ley general, la ley común 
del país, y está destinada á regir para todos los franceses 
desde que se pueda presumir legalmente que ellos la cono- 
cen? Pues siendo esto así, debe presumirse legalmente que 
la conoce el leonós residente en Paris. 

31. Cambiando los términos de la hipótesis, supongamos 
que el 3 de Febrero un parisiense residente en León, y que 
^ene veintidós años, celebra un contrato de préstamo con un 
leonés 6 con otro parisiense, i En este caso se declararía nula 
su obligación siguiendo el sistema del domicilio ? Si se dice 
que sí, el argumento que contra esta resolución deba hacerse 
es, que no hay ni lugar á presumir que tal ley deba ser co- 
nocida en León. Y después de tanto decir el autor citado, 
deja; la cuestión en pié ; y todo lo que agrega es, que estas di- 
ficultades prueban lo defectuoso del sistema de la publica- 
ción de las leyes, y que á su juicio deberia adoptarse el de 
simultaneidad, en vez del de progresión sucesiva. 

32. En nuestro foro es un principio indiscutible que las 
leyes personales rigen en el Distrito y en la California, aun 
para las personas residentes en el extranjero, siempre que 
se trate de actos que deban ejecutarse en aquellos lugares 

17 



130 

{Art. 13 del Código civil) ; por consiguiente, si el sonorense 
reódente en México á la vez que se publicó una ley nueva, 
ejecuta un acto que debe tener su cumplimiento en Sonora, 
deberá estar á la ley vigente en Sonora, cuando lo ejecutó; 
p^X) si ha de cumplirse en México, se aplicará» la ley do este 
lugar. 

33. La jurisprudencia francesa profesa la doctrina de que 
las leyes se hacen obligatorias en fuerza de la promulgación 
que de ellas hace el Poder ejecutivo, y que el deber de cum- 
plirlas comienza desde el momento en que ha podido ser co- 
nocida tal promulgación. Para quitar la vaguedad quede 
aquí podría resultar, se agrega que por presunción legal la 
promulgación hecha por el Rey se reputa conocida en el de- 
partamento de su residencia un dia después del de su pro- 
mulgación ; y en los otros, después de pasado el mismo plazo, 
aumentando un dia por cada diez myriámetros (cerca de 20 
I^uas francesas antiguas) que haya entre el lugar donde se 
haya hecho la promulgación y la capital del departamento. 



TITULO III. 



CAPÍTULO IV. 
Im promulgación quita toda excusa de igttorancia, 

1, 2 y 3. Legislagion romana en cuanto á la ignorancia del 
derecho. 

4, Fuero Juzgo. 

5, „ Real. 

6, 7 y 8. Partidas. 

9 y 10. Leyes recopiladas. 

11. Código francés. 

12. „ de Luisiana y Austria. 

13. „ de Baviera. 

14. „ de Prusia. 

15. „ de Goyena. 

16. „ de Portugal. 

17. „ del Distrito. 

18-21. Exposición del artículo relativo. 

22 y 23. Cuestión. 

24. Derecho romano. 

25-27. „ español. 

28 y 29. Explicación del artículo 21. 

30 y 31. Extranjero recien llegado. 
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32. Matrimonio controido en el error de ser disoluble. 

33. Deberes recíprocos de padres é hijos. 

34. „ de menores. 
35-37. Error sobre las cosas. 

38. „ sobre contratos. 

39. „ sobre disposiciones testamentarias. 

40. Resumen. 

41. ¿Será obligatoria la ley publicada durante la estancia 

de uno fuera del país ? 



CAPÍTULO IV. 



Lu promulgación quita toda excusa de i§^noranda. 



N 



§1- 



1. La legislación romana, qne enseñaba que es lo mismo 
saber la ley que deber saberla, como se deduce de la 5* de 
RtAus Creditis^ después de establecer que la ignorancia del 
derecbo no aprovecha á los que quieren adquirir pi daña á 
los que defienden lo suyo, así como el error de hecho no da- 
ña ¿i á los varones en lo que les perjudica, mas el error de 
derecho no aprovecha ni ú, las mujeres, siendo regla general 
que á ninguno daña para el efecto de perder sus cosas, vino 
á formar la regla que enseña que la ignorancia del derecho 
daña á todos, mas no así la del hecho. {Leyes 7*, 8" y 9*? #., 
tu. 6?, lib. 22.) 

2. Con tales antecedentes, los intérpretes del Derecho ro- 
mano, sostuvieron la tesis de que la ignorancia del derecho 
perjudica para adquirir lucro, mas no para evitar daño. 

3. Las constituciones imperiales, tratando de la ignoran- 
cia del derecho, comienzan por establecer que la primera no 
peijudica á loa militares para oponer excepciones, diciendo 
en segundo lugar que tal ignorancia no puede ser motivo qije 
juBtífiqüe la revocación de la renuncia de una herencia hecha 
por un mayor de veinticinco años, ni para pedir la posesión 
de los bienes que dejó de pedirse dentro del año señalado al 
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efecto por la ley, ni para repetir contra la paga indebida he- 
cha por error de derecho. Y á propósito del sexo y de la edad, 
establecen que aunque cuando se trata de lucrar, la igno- 
rancia de derecho no favorece ni á las mujeres, no sucede lo 
mismo respecto de los menores de edad ; y respecto de aque- 
llas declaran por punto general, que la ley debe ayudarles en 
BUS contratos para evitarles daño solamente, estando sinte- 
tizada la doctrina en la Constitución de los Emperadores 
Valentiniano, Teodosio y Arcadio, que en tesis general resol- 
vieron lo siguiente : Ootistitutiones Principnm nec ignora- 
re quemquam nec dissimulare permittimus. {Leyes 1, 2, 3, 
10, 11 y 12. C, dejuris etfacti igmn^antia. 



§ 2« 



4. Tal era la enseñanza de la jurisprudencia cuando el Rey 
D. Flabio Recesvinto, declaró que todos deben saber las leyes, 
diciendo: '' Toda ciencia, por derecho desama ignorancia, ca 
escripto es : El orne non quiso entender por bien fazer. É 
por ende ninguno non asme de fazer mal por decir que non 
sabe las leyes ni el derecho. Ca el que mal fiziere, non debe 
seer sin pena maguer que diga que non sabie las leyes ni el 
derecho." (Ley 3% tit. V, lib. 2? Fuero Juzgo,) 



§3^? 

5. D. Alonso el Sabio, en su Fuero Real extracta la ley 
citada, diciendo que todos deben saber las leyes, y por las no 
saber ninguno se puede evitar de culpa. La ley en su parte 
preceptiva dice: " establecemos que ninguno no piense de mal 
fazer : porque diga que no sabe las leyes ni el derecho, ca si 
£ziere contra ley non se puede excusar de la culpa que fiziere 
por decir que no sabe la ley. " 
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6. Sin las tradiciones del Derecho romano acaso pudiera 
limitarse la ley á la parte penal; pero consideraciones de in- 
terés social hacen inadmisible tal limitación, supuesto que 
ningún precepto puede quedar expuesto á ser hurlado con 
solo alegar su ignorancia. 



§4- 



El estudio que venimos haciendo, pudiera fundar alguna 
excepción en el sentido de que el autor de las Partidas es- 
tuvo poco lógico, estableciendo una premisa limitada á la 
parte penal para fundar una tesis que tiene aplicación tam- 
bién á la civil, como parece que lo hace en la ley 20, tít. 1?, 
Partida 1*, cuyo sumario poco exacto dice: Nemo excusatur 
á pcena pretextu ignoranticB legis. 

7. La ley siguiente está todavía mas ligada st la parte pe- 
nal, y su sumario es más inexacto que el de la anterior, in- 
duciendo en el error de que la ley solo habla de delitos, cuan- 
do la verdad es que después de hablar de las penas que es- 
tablecen las leyes para los que yerran faziendo contra ellas, 
nos habla de posturas y de pleitos, es decir, de contratos y 
de juicios ; respecto de los cuales dice, que la ignorancia de 
derecho sirve de excusa á los locos, á los menores y á los ca- 
balleros ó soldados — estando en campaña — lo mismo que á 
los aldeanos, á los pastores y á las mujeres que viven en los 
montes y en los yermos. {Leyes 20 y 2\^tU. 1?, Partida 1' — 
Ley 6% tit. 14, Partida 3») 

8. Otra ley que es de la Partida 5% dice : Que todos deben 
saber las leyes, y que si alguno por no saberlas hiciere algo 
que les perjudique, tórnense por ende á su culpan fueras ende 
si fueren caballeros, mujeres ó menores. {Ley 31, tii. 14, 
Partida 5") 
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9. La legislación recopilada, siguiendo las pregcripciones 
de los Fueros Juzgo y Real, dijo: "Y establecemos que nin- 
guno piense de mal facer porque diga que no sabe las leyes 
ni el derecho; ca si hiciere contra ley que no se pueda excu- 
sar de culpa i)or no la saber." ( Ley 2', tit, 2**, lib, 3" Ñor. 
Recop.) 

10. Los términos de la ley pudieran acaso fundar una li- 
mitación relacionada con la pai*te penal; pero la igualdad 
establecida por leyes anteriores, y repetida nada monos que 
en la primera del mismo título, cierran la puerta á toda in- 
terpretación en este sentido; y debiendo ser la ley una mis- 
ma para los varones y mujeres de cualquiera edad y estado 
que sean, y para los sabios como para los simples, y lo mismo 
para poblados como para yermos, quedaron desde luego de- 
rogadas las leyes de Partida, que establecian las excepciones 
de que ya hemos hecho mérito. (Leyes 1* y 2", tit. 2", lib. 3? 
Nov. Recop.) 

11. El Código francés no hace declaración especial sobre 
el particular, y dice el Sr. Goyena, que esto .sea acaso porque 
considera resuelto este punto por su primer artículo, que de- 
clarando que todos tienen el deber indeclinable de observar 
la ley, establece así el de imponerse de ella; y como debe su- 
poner que todos cumplen con este deber, debo igualmente 
suponer que todos conocen la ley. 



§ 7? 
12. El Código de la Luisiana y el de Austria declaran que 
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•yo 



la ignorancia de las leyes no sirve de excusa. ( Articulos 7 

13. El de Baviera, dice : ''La ignorancia de la ley no pue- 
de aprovechar sino en los casos especificados, ó cuando lia- 
lia1>ido imposibilidad de conocerla." {Ai^tiado 7?) 

§ 9" 

14. El Código de Prusia permite á los jueces admitir como 
excasa la ignorancia de la ley, cuando se trate de actos que 
estaban permitidos hasta su publicación, si por otra parte 
no lia habido negligencia en el contraventor. {Afiículos 11 
á 13.) 

§ 10" 

15. El Proyecto de Código del Sr. Goyena, dice: "La ig- 
norancia de las leyes no sirve de excusa:" y después de dis- 
currir sobre la legislación romana y española antigua, explica 
que el artículo no se limita á la materia penal, sino que se 
extiende también á la civil. • 



§ 11? 

16. El Código portugués dice literalmente : "Nadie puede 
eximirse de cumplir las obligaciones que la ley le impone, so 
pretexto de ignorarla ó de haber aquella caido en desuso. 



§12" 

17. Nuestro Código civil, dice: "La ignorancia de las le-' 
yes no sirve de excusa y á nadie aprovecha.'^ 

18 
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18. Los términos de la ley son tan generales, que autori* 
zan la doctrina de que el deber impuesto por una ley eivil 
no puede quedar ilusorio por el hecho de decir que se ignora 
la ley que lo impone. Este efecto tan general y tan positiyo 
estaba acaso obtenido plenamente con decir que la ignonmcia 
de las leyes no sirve de excusa; pero como nuestro artículo 
agregó "y á nadie aprovecha," tal vez hubiera sido conve- 
niente invertir los términos, diciendo : ^^ La ignorancia de las 
leyes á nadie aprovecha, ni tampoco sirve de excusa." 

19. Redactado asi, debia entenderse muy naturahnente 
en el sentido: de que la ignorancia de la ley no puede apro- 
vechar para el efecto de adquirir el derecho que se cree poder 
obtener, fundándose en un error legal, así como tampoco 
puede servir de excusa para no cumplir con un deb^ q^e 
nos imponga la ley civil. 

20. En cuanto á la penal, ningún habitante del Disfaito 
federal ó del Tenitorio de la Baja-California, puede alegar 
ignorancia de las prevenciones del Código penal, y sus dis- 
posiciones obligan á todos aun cuando sean extranjeros, me- 
nos en los casos exceptuados por el derecho de gentes ó cuan- 
do una ley especial ó un tratado hayan establecido otra cosa. 
{Articulo 2? del Código penal.) 

21. Y allí mismo se es^blece que esta regla se extiende 
á todos los habitantes de la República respecto de las pre- 
venciones que en ese código ó en las leyes generales se hagan 
sobre delitos contra la Federación, ó cuyo conocimiento esté 
cometido á la justicia federal. 



§ 13*? 



22. Volviendo á la materia civil, la cuestión que bayq^c 

examinar con relación á. ella, es si hay algún caso en que 

'pueda dejar de hacerse ejecutivo el cumplimiento de un ¿tel)^^ 

impuesto por la ley civil, por ignorarse la ley que lo imponía- 
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23. Antes de contestar á esta pregunta, y para autorizar 
la ^^ctrina que en el particular debe observarse, vamos á 
hacer una recapitulación de las del Derecho romano y espa- 
ñol antiguo. 



§14^? 



24 El romano decia: '^ A nadie aprovecha la ignorancia 
del derecho natural ni la del civil á los que tratan de adqui- 
rir lucro ; pero no daña á los que piden lo suyo para evitar 
daño," 

25. El Derecho español dijo en el Fuero Juzgo y Real, 
que los actos contrarios á las leyes, no se excusan con la ig- 
norancia de este, y este fué un principio general que asentó 
sin excepción alguna. 

26. El mismo Derecho dijo en las Partidas, que todos tie- 
nen el deber de guardar las leyes, sin que puedan excu^ürse 
con su ignoranciai con excepción únicamente de los caballe- 
ros, la mujer, el menor de veinticinco años y el labrador. 

27. Pero la recopilación que hizo general la guarda de la 
ley, para todo el mundo, sin excepción alguna, acabó con las 
excepciones del derecho de las Partidas ; de modo que cuando 
86 redactó nuestro código, la verdad era que la ignorancia de 
la ley á nadie excusaba en la parte penal ni aun en la civil. 

28. Y en este sentido debe entenderse nuestro artículo 21, 
cuyas diferentes aplicaciones vamos á examinar rápidamente, 
relacionando su aplicación con los tres objetos capitales del 
derecho: personas, cosas y acciones. 

29. Los deberes que la ley impone á las personas en su 
calidad de hombres libres, casados, de padres, ó hijos de fa- 
luilia, de menores ó tutores, no se hace ilusoria porque llegue 
^ mcurrirse en un error, cualquiera que él sea con relación á 
^les deberes ; y no pudiéndose alterar los deberes de ese gé- 
íiero, tampoco los derechos correlativos pueden ser alterados 
por un error de derecho. 
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§15' 



30. Por ejemplo: el que ignorando las leyes que entre no- 
sotros han abolido la esclavitud, quisiera conservar en su ser- 
vicio un esclavo, i podrá excusarse con decir que siendo ex- 
tranjero en el país no le obliga la ley á emancipar su esclavo? 
Evidentemente que no, porque la ley fundamental ha dicho: 
Los esclavos que pisen el territorio nacional, recobran por 
ese solo hecho su libertad y tienen derecho á la protección de 
las leyes. (Consiitncion de 57, articulo 2?) 

31. Y siendo evidente que la ley se ocupa principalmente 
de esclavos recien llegados al país, lo es igualmente que se 
pone en el caso de que las más veces no solo los esclavos, sino 
los mismos amos ignoran la prevención liberal de nuestra' 
Constitución respecto de esclavos. 



§ 16» 



32. Si se contraía aquí un matrimonio creyéndolo disolu- 
ble, ¿se podrá alegar esta circunstancia para pedir su diso- 
lución, ya en el país, 6 ya fuera de él? Por seguro que no! 
porque la ignorancia de las leyes no puede excusar á nadie, 
y los deberes contraidos y los derechos adquiridos en virtud 
del matrimonio sobre la mujer el marido, y sobre este la 
mujer, afectan el mismo carácter de perpetuidad que tiene 
el contrato. 

§ 17"? 

33. Los deberes que el hijo tiene que cumplir para con su 
padre se derivan del derecho natural, y no pueden por lo 
mismo desvirtuarse ; de modo que prescindiendo de la mayor 
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ó menor malicia moral de la falta, los que están sancionados 
for la ley civil, no pueden excusarse con la ignorancia de la 
ley; lo mismo debe decirse de los que el padre tiene que lle- 
nar para con su hijo. 

• § 18" 

34. Los deberes recíprocos de menores y tutores tampoco 
están sujetos á pérdida 6 modificación de ningún género, 
porque se ignoren menos ó más las leyes qué relativatmente 
los imponen. 

§ 19" 

35. Respecto de las cosas debe decirse, que el error de de- 
recho no puede excusar para el efecto de que deje de per- 
derse un derecho que, según la ley, se encuentra en ese caso, 
ni mucho menos aprovechar para adquirir un derecho que, 
según la ley que se ignora, no puede adquirirse ; por ejemplo, 
no pueden ser objeto de aprobación aquellas cosas que se ig- 
nore pertenecer á la clase de las que están fuera del comer- 
cio. {Articulo 778.) 

36. Otro ejemplo : Los que por error de derecho estorben 
el uso de las cosas comunes, no pueden excusarse del pago de 
danos y perjuicios por decir que ignoraban la prohibición 
de la ley. ( ArtícAilo 803. ) 

37. El que retiene en su poder bienes mostrencos por más 
de 24 horas, falta á prevenciones reiteradas del Código , sin 
que se haga excusable la falta por decir que ignoraba aque- 
llas. (Articulo S{)7 y siguientes.) 



^ 20" 



38. En el libro 3" del í código civil, no se encuentia nada 
<iue pueda servir para sostener que por ignorancia de la ley 
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pueda dejar de tener cumplimiento alguna de las leyes con- 
tenidas en él ; y si bien el error de hecho anula los contratos 
por cuanto que no hay consentimiento donde hay error, no 
sucede lo mismo con el error de derecho, pues quieran ó no 
los contratantes, debe cumplirse siempre con la soberana ro- 
Inntad de la ley. Dijo por esto muy bien el Sr. Goyena, cuan- 
do asentó en su Código, que el error de derecho no anula el 
contrato de matrimonio. 

Nuestro Código, á propósito de error en el matrimonio, dice: 
que el que se comete respecto de la persona anula el matri- 
monio solo cuando entendiendo un cónyuge contraerlo ct)n 
persona determinada, lo ha contraido con otra ; y en tesis ge- 
neral, aplicable á los demás contratos, resuelve el mismo có- 
digo, que el error de hecho anula el contrato: IV, cuanllo es 
. común á ambos contratantes : 2*?, cuando el error recae sobre 
el motivo ú objeto del contrato, declarando el engañado, 6 
probándose por las circunstancias de la obligación, conocidas 
también por la otra parte, que el contrato se celebró en el 
falso supuesto que motivó el contrato, y no. por otra causa; 
y 3*?, cuando el error procede de dolo ó mala fé de alguno de 
los contrayentes ó de un tercero interesado en el contrato. 
(Código dvil. Articulo 1413.) 



§ 2r.* 



39. Respecto del libro 4? del Código, debe decirse en tesis 
general, que las disposiciones testamentarias contrarias á las 
leyes, no deben observ'^arse aun cuando ellas reconozcan por 
orígenun error de derecho por parte del testador, sea en cuan- 
to á las solemnidades internas ó externas del testamento. Y 
si se trata de sucesiones intestadas, como estas se arreglan 
única y exclusivamente por la voluntad de la ley, comprén- 
dese desde luego que no hay ni ocaíiion para figurar un caso 
en que el error de derecho pudiera scivir de excusa, ni menos 
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ato aprovechar para que aquel que lo tiene pueda adquirir. 
{Vécmse los artictilos 3363 y 3364 del Código civil) 



§22? 



40. Debemos decir, por tanto, que la ignorancia de las le- 
yes á nadie aprovecha para el efecto de adquirir algo en vir- 
tud de un error de derecho, y ni aun siquiera para excusarse 
de no haber cumplido con el deber impuesto por una ley, di- 
ciendo' que se ignoraba esta. 

Y la razón es, porque obligando la ley á todos indistinta- 
mente desde su publicación legalmente hecha, 6 desde el dia 
que ella misma señale, la eficacia de esta obligación viene 
de que por ima presunción /í/m et de jure ^ se da por sentado 
que todo el mundo conoce las leyes á que tiene obligación de 
sujetarse. 



§ 23" 



41. Algún autor ha suscitado la cuestión de si será obliga- 
toria la ley publicada durante su estancia fuera del país. Y 
aunque el autor citado la resuelve por la negativa, haciendo 
una excepción de la regla general, nosotros creemos al con- 
trario, que debe resolverse por la afirmativa en nuestro foro. 
Y la razón es, porque siendo cierto, como lo es, que nuestras, 
leyes sin distinción alguna surten sus efectos desde el dia de 
sfPpromulgacion, 6 desde el dia que ellas mismas señalen 
(Código civil. Atticulos 2 y 3), no hay razón para que dejen 
de surtir sus efectos solo porqua se trata de una persona au- 
sente en el momento en que comienzan á ser obligatorias. 
Por otra paii^e: ó se trata de una ley que viene á ser parte 
del estatuto personal, en cuyo caso es un principio expreso 
en nuestro Código : que la residencia en el extranjero no im- 
pide la fuerza obligatoria si se trata de actos que deban eje- 
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cutorse en el Distrito ó en la California ( Código civil. Ar- 
ticulo 13), ó se trata de una ley que sea parte del estatuto 
real ; y en este caso es sabido que su aplicación es obligatoria 
desde el dia de su promulgación ó desde el que ella misma 
fije aun cuando el poseedor de los bienes inmuebles, sitos en 
el^ Distrito ó en Ja California, sea un extranjero que nunca 
hubiera venido al país. (Código civil. Artictilo 14.) 

En cuanto al estatuto formal, es verdad que debe regir el 
del lugar en que se verifica el acto; pei*o si este pasa en un 
buque mexicano que está en alta mar, no hay el recurso de 
guardar las formalidades de la ley extranjera, y obliga por 
lo mismo la mexicana. 



9» 



CAPÍTULO I, 

• De la interpretación- de la ley, 

1. Opinión de ülpiano sobre la interpretación y arbitrio ju- 

dicial. 

2. Interpretación de las leyes privativas. 

3. Clué es saber las leyes. 

4 y 5. Interpretación: debe ser benigna. 

6. Leyes antiguas* 

7. ISp toda ley puede razonarse. 

8. Arbitrio judicial. 

9 y 10. Interpretación doctrinal, usual: reglas de Derecb» 
romanó que deben seguirse. 

11, 12 y 13. Reglas de derecho español. 

14, 15, 16 y 17. Antinomia de varias leyes sobre interpre- 
tación y su solución. 

18 y 19. Silencio de la legislación moderna. 

20, 21, 22 y 23. Código portugués y su crítica. 

24. Código del Dr. Sierra. 

26. Código del Imperio. 

26, 27 y 28. Ley de Santa-Anna y su crítica. 

5S9, Ley del año de 61 y su crítica. "* 

19 
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30 y 31. Censura del artículo 20 de nuestro Código. 

32. Jurisprudencia que se deriva del Código. 

33 y 34. Primera parte del artículo 20. 

36. Interpretación gramatical: cóhk> debe hacerse. 

36. Interpretación lógica: cuál es la mejor. 

37. Conocimientos necesarios para la interpretación. 
38.* Cuándo no hay lugar á interpretación. 

39. Principios generales para hacer la interpretación. 

40. Cuándo basta la interpretación gramatical. 

41. 42, 43, 44 y 45. Segunda parte del artículo. — Espíritu 

de la ley. — Ejemplos, 

46. Cómo se conoce el espíritu de la ley. 

47. i Nuestro Código rechaza la interpretación por añalygía? 
48 y 49. Fundamento de la interpretación por analogía. 

60. 51, 52, 53, 54, 55 y 56. Reglas de la antigua legislación 

española. 

57. Principios de derecho. 

58. No pueden ser los- de Derecho romano. 

69 y 60. Opinión del Sr. Lafragua sobre principios genera- 
les, tradición de los tribunales, opiniones de juriscon- 
sultos y conciencia propia del juez. 

61. Qué fuerza tiene la explicación de la comisión de Código. 

62. ¿Cuál es la de la tradición de los tribunales? 

63. ¿Cuál la de las opiniones de jurisconsultos? 

64. Conciencia privada del juez. 

65 y 66. Mala aplicación de un texto romano. 

67. Intervención de la justicia. 

68. Refutación de la opinión anterior. 

69 y 70. ¿La letra de la ley obliga siempre? 

71. Cuándo debe ocurrirse á la interpretación auténtica. 

72. El artículo 20 autoriza la interpretación por analogía, 

73. Opinión del Sr. Lafragua sobre el arbitrio judicial. 

74. Opinión del mismo sobre la anti-constitucionalidad del 

artículo 20 del Código civil. 
76. Opipion del mismo sobre el adverbio " exactamente " que 
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usa el artículo 14 de la Constitución, — Rectificación 
de efita opinión. 
76- Auto acordado sobre que se apliquen las leyes con la 
mayor exactitud. • 

77. Exposición del artículo 14 de la Constitución. 

78. Análisis del mismo artículo. 

79 y 80. Artículo 14 de la Constitución de 1857» 
81, 82 y 83. Falta de ley. 
84 y 85. Principios de derecho. 



/ 



TITTJLO I"V. 



,I>S LA APLICACIÓN DB LA LET. 



CAPÍTULO I. 



De la interpretación de la ley. 



§r 



1. No Imy ley ni Senado -consulto que pueda extenderse 
con tal generalidad que abrace todos los casos que se verifican 
de cuando en cuando ; y basta por lo mismo que contenga 
a^Uos que suceden frecuentemente ; y por esto resuelve Ul- 
piano, que lo que falte á la ley, debe suplirlo la interpreta- 
ción 6 el arbitrio judicial, extendiendo á los casos semejantes 
lo que ia ley resuelve expresamente para el asunto de que 
ella trata. {Leyes 10, 11, 13 y 13,/., Ut. 3?, lib. 1?) 

2. Y para evitar los inconvenientes dé una amplia exten- 
^on de la ley por analogía, enseñan á renglón seguido Paulo 
y Ulpiano, que ninguna disposición legal admitida contra la 
razón del derecho, es decir, ninguna ley que se aparte de las 
reglas generales y de los principios comunes del derecho, pue- 
de aplicarse nunca por analogía á otros casos semejantes á 
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los expresados en la misma ley de privilegio, de derecho sia- 
gular 6 privativo. {Leyes 14, 15 y 16,/., iit. 3% lih. ir) 

3. Conviene recordar la doctrina de Celso, que asentó: 
^^ Scire leges non est verba eum tenere sed vim acpotesta 
tem^^^ es decir^ para saber una ley no basta entender sus pa- 
labras, sino que ademas se necesita poder apreciar la fuerza 
y extensión que haya querido darle su autor. ( Ley 17, /., 
tu. 3% líb, 1?) 

4. El mismo jurisconsulto enseña,^ que para interpretar 
una ley, no basta formar juicio de una parte de ella, sino que 
•ea necesario examinarla toda; dice, ademas, lo mismo que el 
jurisconsulto Gayo; que en caso de duda debe.inierpretarse 
Ift ley benignamente, adoptando una significación qué no ten- 
ga vicio. ( Leyes 24 y 18, /., tit. 3?, lib. V—La ley. 56 de 
R. /., y 19,/., tit 3?, lib. 1?) 

5. Para evitar las libertades de una interpretación arbi- 
traria, enseña el jurisconsulto Paulo que de ninguna manera 
debemos apartarnos del sentido que se ha dado siempre ala 
ley. {Ley 23,/., tit. 3*?, lib. 1?) Y á renglón seguido resuelve 
Modestino, que ni la razonMel derecho, ni la benignidad de 
la equidad permiten que una ley establecida saludablemente 
para la utilidad de los hombres, por efecto de una interpre- 
tación más dura, se lleve hasta la severidad en perjuicio de 
los mismos. {Ley 25,/, tit. 3?, lib. Y.) 

6. Los jurisconsultos Paulo y Tertuliano enseñan que las 
leyes antiguas son una guía segura para interpretar las nue- 
vas, fuera del caso de que sean contrarias. {Leyes 26, 27 y 
28,/., tit. 3?, lib. V.) 

7. Neracio y Paulo advierten que no debemos empeñamos 
siempre en desentrañar las razones del derecha antiguo, por- 
que hay ciertas instituciones de él, cuya razón no puede darse. 
{Leyes 20 y 21,/., tit. 3?, lib. Y.) 

8. Papiniano^ tratando de los casos omitidos por la ley, 
dice: "Qiíoc? legibíis omissum est;^ non omittetur rdigiom 
jvdicantium.'*^ Respecto del arbitrio judicial, él existe y exis- 



* 
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tirá siempre; pero con el contrapeso que le puso el auto acot^* 
dado, de que se hará mérito un poco más adelante, 7 el del 
artículo 14 de nuestra Constitución en la parte en que dice 
al juez : que no juzgará sino con arreglo á leyes que sean exac- 
tamente aplicadas al caso que sirve de materia al juicio. Por 
lo demás, el Código civil deja al arbitrio del juez la calift- 
cacion de la culpa en la materia civil, y en la penal la aplica- 
ción del máximum y del mínimum de la pena, según las cir- 
cunstancias del caso. (Código civil. Articulo 1563. — Código 
penal. Articulo 66.) r 

9. La legislación de los Emperadores sobre este punto, se 
encamina principalmente á establecer la necesi4ad de la in- 
terpretación auténtica en los casos oscuros, sin cerrar por eso 
la puerta á la doctrinal ; de manera que aun en la nueva ju- 
risprudencia romana tienen aplicación las leyes relativas á la 
interpretación, que en primera línea son las siguientes : 

1* La ley debe interpretarse de manera que el acto sea máft 
bien válido ^que nulo {12 de Rebtis dubüs), pues siempre es un 
deber explicarla en el sentido mejor y más benigno. (2 y 13 
de lib. etposth. — Leyes 9, 56, 168 y 90. R, /. — Leges 32 y 
42 de pcenis, — Lex 51 de cond. et demonst, — I^iCX 66 dejíi- 
diciis.—Lcx 8, § 3? de ieg. 2. — Lex 11 de jure dot.) 

2* Las palabras de la ley deben entenderse en un sentido 
natural y nq figurado (Lex fin, C, de his qui hen, etat, impetr.)^ 
y por lo mismo debe desecharse toda interpretación sutil y 
que se aparte mucho de la consideración del hecho (Lex 9, ff,^ 
quid, caus. frig.), y que por tanto no tiene aplicación á log 
negocios comunes. (Arg, I, 2, § his Legibus. de O. /.) 

3* En donde existe la misma razón por que se dio la ley, 
debe aplicare la misma disposición de derecho {Lex fin, C, 
de lib, etposth,)^ sin que sea permitido adivinar la razón para 
adivinar la interpretación. (Lex 29, C, § 1" de lib et put,) 

4^ No, debe entenderse la ley en un sentido tal que no pue- 
da ser aplicada sino á casos que no se presentan, sino raras 
veces (Leyes 3*, 4* y 5*rfe legibus) \ debe, por el contrario, 
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^aeoipQd&rcie la^interpretaecion á un genti4o que tenga ^licar 
cían á los caeos que suceden fácil y frecuentemente. {Le¡^ S! 
de legibus.) 

5? Y como no se establecen las leyes en consideración 4 
personas singulares, deben entenderse en un sentido geneiaL 
(Zr^64y 114. jR. /.) 

6? Cuando la ley estaUece claramente un derecho singu- 
lar, dribe interpretarse en un sentido tal, q^ue no tenga más 
i^Ucacion que á los casos expresados en la misma ley. (Z>«. 
yes 14 y 15 de legibus. — Ley 141. jR. /.) 

7! Cuando son ambiguas las palabras de la ley, se les de- 
be dar una significación que carezca de vicio. (Ley \9 de le- 
gikus) 

8* Cuando la ley perdona por el pasado, se debe entender 
que Teda paja el porvenir, {Ley 23 de legibiis,) 

9* No debe alterarse el sentido que á la ley ha dado siem- 
pee una interpretación cierta. (Ley 23 de legibus.) 

JO* La costumbre y la práctica perpetua y uniforme d^ 
los tribunales, debe servir de guía para la interpretacioa 
de las leyes. {Ley 37 y 38 de legilms.) 

1 1* La interpretación de los beneficios imperiales debe ser 
amplísima. (i>y 3* de constit prindp.) 

12* La ley especial deroga á la general salvo quo esta de- 
rogue exj)resamente á aquella. {Ley 80, jB. /.) 

13* En la interpretación de la ley debe consultarse prin- 
cipalmente la equidad. {Ley 90, R. J,) 

14* Las prestaciones ^ue son de uso y costumbre en ú 
lugar en que se contrae la obligación, deben entenderse com* 
prendidas en el contrato de buena fé. {Ley 31, § 20, ^., 

m. 1?. tiu 21.) ^ 

10. Tales son las reglas principales que según la legisla- 
ción romana deben tenerse presentes, para la interpretación 
de las leyes, y su exposición puede v^rse en la multitud de 
autores que han tratado de la materia; y en cuanto á las 
leyes que figuran en el título de R. J., puede consultarse prin- 
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eipajmente á Bronchorst, Decio y Gothofredo, debiendo de- 
cicse: que en nuestro foro hay una completa libertad, para 
s^oir 6 no la interpretación de los autores ; y que la obliga- 
ción de seguirla solo puede venir de la evidencia de ias ra- 
zones en que se apoye y del concepto que en el foro disfrute 
¡ ea autor. En cuanto á la interpretación usual, ella no llega á 
fonnarse sino en virtud de las ejecutorias que, uniformándose 
en la aplicación de ]^ ley, lleguen á dar consistencia y láK- 
formidad á una sola doctrina respecto del punto en que ha- 
yan venido recaj'endo las sentencias de los tribunales. 



§2? 



y. El Derecho español de las Partidas enseña : que las 
leyes deben entenderse déla manera más sana y provechosa, 

* 

atendidas las palabras y razones de las mismas ; y que cuan- 
do hay duda de ley, debe apelarse á la interpretación autén- 
tica. {Leyes 3* y 4*, tit. 1?, Partida V.) 

12. El mismo Código enseña, que cuando sea dudoso el 
derecho que deba aplicarse, se consulte primero la opinión 
de los sabidores del derecho, como dice la ley ; y que solo en 
el caso de que estos no puedan resolver las dudas del juez, 
deba este ocurrir á la interpretación auténtica. {Ley 11, tit. 
22, y 16^ tit. 23, Partida 3») 

13. Y es regla general, que no debe ocurrir el juez á la 
interpretación auténtica, por excusarse de trabajo, ni por alon- 
gamiento del pleito, ni por amor ú odio que tenga á alguna 
de las partes, sino porque realmente haya duda de ley. {Ley 
11, aljin, tit. 23, Partida 3!) 

14. No debe olvidarse que la ley 4% título 33, Partida 7* 
resuelve que: "Espaladinar nin esclarecer non puede nin- 
guno las leyes si non el Rey quando dubda acaeciere sobre 
las palabras ó el entendimiento dellas 6 costumbre antigua 
que siempre hubiesen los homes usado de la así entender.'* 

20 
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La contradicción que parece haber entre esta ley y las que 
van citadas, se salva diciendo': que la ley 4* del tít. 33, Par- 
tida 7% habla de la interpretación auténtica que solo puede 
hacer el legislador, y las leyes 3* y 4*, tít. 1?, Partida 1"; la 
11, tít. 22, y la 15, tít. 23, Partida 5% hablan de la doctriDal 
que pueden hacer los jurisconsultos y de la usual que resulta 
establecida en las ejecutorias de los tribunales. 

i5. La legislación Recopilada, dice:- "Y mandamos que 
quando quier que alguna duda ocurriese en la interpretación 
y declaración de las dichas leyes de Ordenamientos y poe- 
máticas y Fueros ó de las Partidas que en tal caso recurran, 
á Nos y á los. Reyes que de* Nos vinieren para la interpreta- 
ción de ellas porque Nos vistas las dichas dudas, declaremos 
y interpretemos las dichas leyes como conviene al. servicio 
^de Dios Nuestro Señor y al bien de nuestros Subditos y ea- 
turales y á la buena administración de nuestra justicia. Y 
revocamos la ley de Madrid que habla cerca de las opinio- 
nes de Bartulo y Baldo y Juan Andrés y el Abad, qual de- 
Uas se debe seguir en duda á falta de ley ¡y mandamos que 
no se use dellas. {Ley 3% tíL 2", lih, 3? Novísima Recopk- 
don,) 

16. Los autores de derecho español, teniendo á la vista ' 
la ley citada de la Recopilación, han admitido no solo lain- 

' terpretacion usual, sino también la doctrinal para el efecto 
<ie fijar el sentido de la ley, como veremos al hacer la expo- 
sición de la última parte del artículo 20 del Código civil. 

17. Siguiendo sus doctrinas, debe sostenerse que la leyS'j 
tít. 2?, Partida 1*^ ; la 1 1 , tít. 22, Partida 3* ; la 3*?, tít. 33, Par- 
tida 7^; el auto acordado de 4 de Diciembre de 1713, y 1^ 
7% § 7% tít. 40, lib. 12 de la Novísima Recopilación, no ex- 
cluyen la interpretación usual ni la doctrinal, y únicamente 
significan que para que una interpretación sea obligatona, 
^es necesario que proceda del Poder legislativo. . 



J 
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J3* 

18. El Código francés no da reglas para la interpretación . 
de las leyes, y se advierte que los demás códigos modernoa 
tampoco las dan; de modo que puede decirse que la legisla- 
ción moderna no cree que este punto sea de la competencia 
ú.e la ley civil que solo da reglas en materia de interpretación 
-j^txa los contratos, como se ve en el artículo 1135 y siguien- 
tes del Código francés. 



§4? 



19. El Sr. Goyena, en su Código, tampoco da reglas para 
la interpretación de las leyes. 



§5* 



20. El Código portugués, que es de donde está tomado 
nuestro artículo, resuelve que cuando las cuestiones sobre 
derechos y obligaciones, no pueden resolverse ni por el texto 
.de la ley, ni por su espíritu, ni por casos previstos en otras 

leyes, serán decididas, según los principios del derecho natu- 
ral^ conforme á las circunstancias del caso. {Articvlo 16.) 

21. Este artículo no podrá tener aplicación en nuestro foro, 
en el cual es una verdad de derecho constitucional que nin- 
guno puede ser juzgado ni sentenciado, sino por leyes dadas 
con anterioridad al hecho que sirve de materia al juicio. 
^Constitución dé 57, articulo 14.) 

22. Pero en el foro de Portugal, sirve de regla inequívoca 
para que el juez, antes que todo, consulte el texto de la ley; 
si en este no encuentra la decisión expresa del caso que tiene 
que resolver, apele á examinar el espíritu de la misma ley; 
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7 81 ni aun así puede aplicar la ley especial de la materia, 
debe consiiltar otras leyes que tengan anal<^a con ella y en 
el caso de que ni por este medio encuentre la decisión de la 
cuestión que tiene que resolver, entonces y solo entonces pue- 
da apelar á los principios del derecho natural, 

23. Esto es más preciso que lo que prescribe nuestro Có- 
digo en el artículo 20; pero tiene el inconveniente de que 
habiendo muchas cuestiones en que no están confcmneslos 
autores de derecho natural, no hay en ese caso una reglase- 
gura, y solo queda el arbitrio judicial para dar preferenda á 
determinada doctrina. 



§6? 



24. El Drr Sierra dijo en su Código : " Cuando no se pueda 
decidir una controversia judicial ni por las palabras, m por 
el sentido natural 6 espíritu de la ley, deberá decidirse según 
los principios generales de derecho, tomando en cpnsideracioD 
todas las circunstancias del caso. (Articulo 10.) Este artícu- 
lo es menos científico que el dd Código portugués, y da mu- 
chas largas al arbitrio judicial, pues desde luego lo saca del 
terreno sólido y estrecho de la ley civü para llevarlo á la re- 
gión de los principios generales del derecho, sin sujetarlo A 
las graduaciones establecidas en el Código portugués. 



§7? 

25. El Código del Imperio y el de Veracruz siguen paso 
á paso al Dr. Sierra, de modo que pueden hacerse respecto de 
ellos las mismas observaciones. El de México solo dice: "La 
ley puede interpretarse auténtica, usual y doctiipalmente;" 
y si bien esto es cierto, la verdad es que debia invertirse el 
orden, supuesto que no debe ocurrirse á la interpretación au- 
téntica, sino á falta de las otras dos. 
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§ 8r 



26. Debe hacerse presente, que en el año 1841 podían los 
jaeces fundar sus sentencias definitivas, ó interlocutorias, ea 
ley, en canon, ó en doctrina de autores. Y esto quiere decir, 
que las cuestiones judiciales debian decidirse, en primer lu- 
gar; ajustándose á las decisiones de la ley civil ; en segundo 
lugar, fundándose en canon si no habia ley civil que pudiera 
aplicarse, y en tercero y último lugar, fundándose en doctri- 
na de autor si no habia ley ni canon aplicable al caso. 

27. De esta manera la doctrina de w autor civilista ó ca- 
nonista podia em]|learse no solo como medio de interpretación 
de una ley existente, sino también como medio de decisión 
á falta de ley y de canon. 

28. Tamaña monstruosidad es de todo punto injustifica- 
ble, sobre todo teniéndose en cuenta los precedentes de la 
le^slacion romana, que si admitía entre los elementos com- 
ponentes del derecho escrito las doctrinas de los jurisconsul- 
tos, al menos daba la fuerza decisoria á la mayoría de opinio- 
nes, y cuando habia empate, se decidla expresamente por la 
opinión de Papiniano ; y teniendo también en cuenta los de 
la legislación española, que solo admitió como medios deci- 
sorios las doctrinas de Bartolo, BaMo, de Juan Andrés y del 
Abad, expresamente designados en una ley de Madrid, que 
los Reyes D. Femando y D* Isabel tuvieron el buen senti- 
do de abrogar en las Cortes que celebraron en Toledo el año 
1502. 

29. En el año 1861 se declaró por punto general, que los 
tribunales y juzgados de la Federación tuvieran el deber de 
fundar sus sentencias precisamente en ley expresa. De esta 
manera, de la libertad amplísima que existia según la ley de 
1841, se pasó á la estrechez impracticable de exigir ley expre- 
sa para la decisión de los casos ocurrentes, si por ley expresa 
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había de entenderse ley que contuviera in terminis la deci- 
sión especial del caso controvertido. 



§9? 



30. Nuestro artículo merece la misma censura que el del 
Dr. Sierra al decir lo siguiente: "Cuando no se pueda deci- 
dir una controversia judicial ni por' el texto ni por el sentido 
natural, deberil decidirse según los principios generales de 
derecbo, tomando en consideración todas las circunstancias 
del caso." {Articiilo 20.) 

31. Un ligero análisis de este artículo bastará para poner 
en evidencia su inferioridad respecto del relativo del Código 
portugués, como vamos á ver. Nuestro artí<nilo dice : "Cuan- 
do no se pueda decidir una controversia judicial ni por el 
texto ni por el sentido natural de la ley; " j expresándose así 
el Código, se comprendo que mira como. dos cosas distintas 
las que realmente no son más que una sola y una misma cosa, 
á saber: el texto y el sentido natural de la ley. Y ^ste defec- 
to que notamos en el Código mexicano, no lo tiene el Código 
portugués, que dice: "Cuando las cuestiones sobre derechos 
y obligaciones no pueSan resolverse por el texto de la ley," 
es decir, por el sentido natural de sus palat)ras, supuesto que 
no deben usarse metáforas en las leyes. 



§10^ 

32. La enseñanza jurídica que debe sostenerse conforme i 
nuestro Código, es la siguiente : La aplicación de una ley 
debe hacerse : primero, tomando sus palabras en el sentido 
natural: segundo, pero si la ley no pudo decidir la controver- 
sia tomándola en ese sentido, entonces se desentrañará su 
espíritu, y conforme á él se fundará la deciiiion del caso en 
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cuestión : tercero, y en el evento de que ni aun así pueda en- 
contrarse en ella la resolución que se necesita, entonces, y 
solo entonces,' podrá ocurrirse á aplicar los principios gene- 
rales establecidos en alguna otra ley dada con anterioridad al 
hecho que motiva la controversia. 



§11« 



33. La primera parte de la regla que del artículo citado 
saca la jurisprudencia, es que antes que todo debe aplicarse 
toda ley en el sentido natural de sus palabras ; y que esto es 
lo que quiere el artículo citado, se prueba con el hecho de 
que solo cuando no puede hacerse tal cosa, es cuando debe 
apelarse al arbitrio de desentrañar el espíritu de la ley. 

34. ¿dué es lo que debe hacerse para cuimplir con la pri- 
mea parte de la regla? Recordar que si los Proculeyanos se- 
gnian exclusivamente la interpretación gramatical y los Sa- 
binianos la lógica, nuestro Código manda que se comience por 
la interpretación gramatical, sin excluir por eso la lógica. 

35. Un autor moderno ha dicho : " que para hacer una bue- 
na interpretación gramatical, es necesario examinar si hay 
exactitud en las declinaciones y en las conjugaciones; si 
hay barbarismos ó solecismos ; atender ú, la etimología de las 
palabras y tener muy en cuenta las reglas de la sintaxis: 
debe en seguida examinarse si el texto está ó no alterado, y 
apreciar las degradaciones y refinamientos del lenguaje, se- 
gún la decadencia ó el avance de las ciencias y de las artes." 
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§13? 

36. La interpretación lógica es la que por medb delniO' 
namiento descubre el sentido más probable de la lej. Y i 
este propósito debe decirse, que de la síntesis, la diéresis 7 di 
an^disis, el mejor método de interpretación es el tLltimo ^ 
por la descomposición del todo presenta las diversas psrtei 
que forman el pensamiento genuino de la ley. 



§14^? 

37. De aquí se infiere que no hay ni puede haber ley pt- 
sitiva que sirva siempre de cartabón á la interpretación gn- 
matical ñi á la lógica, y que la gramática, la retérica y b 
ló^ca son los guías que pueden marcamos el sendero ^e 
debemos seguir para interpretar bien una ley. 



§ 15* 

38. Si por estos medios llegamos á descubrir la verdadm 
inteligencia de la ley, no tenemos más que inclinamos vM 
su majestad para cumplir con su voluntad soberana, letoc- 
dando el célebre dicho de ^^Ideo legum serví sumus nt likri 
esse possimus^''^ y el principio de que aun cuando la ley sei 
dura, debe ser aplicada por el juez que tiene el deber de jua- 
gar según la ley , y no propasarse á j uzgár de la ley. IM verha 
non siint ambigua non est locus interpretatiom. 



§16" 

39. Mas como sea posible que á pesar de tenerse el sentido 
natural de las palabras de una ley, permanezca esta oscturai 
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flÍB que se Bepa cuál haya sido la roluntad del legislador, en- 
tonces deben consultarse los principios de justicia natural 
para tomar como más verosímil aquel sentido que«más se 
acerq^ue á los principios en que está basada la legislación de 
todos los países civilizados; y como estos principios están en 
8u mayor p^trte formulados en la legislación romana, que sirve 
de base lo mismo á la legislación inglesa de otros tiempoe, 
eamo á la del Código Napoleón y sus concordantes del nues- 
tro, hay necesidad de apelar á esos principios, no como pre- 
ceptos peculiares de la legislación romana, sino como la ma- 
nifestación común de la justicia natural, desarrollada en las 
leyes civiles de las naciones cultas. 



§ 17? 

4Ó; . A propósito de la interpretación, debemos recordar una 
doctrina de Paulo, que enseña que en caso de duda, lo mejor 
és atenerse á las palabras del edicto. {Ley. 1% § 20,^., de 
ezerc, act,) Conformo con este principio, aplicado en nuestro 
Código, antes que todo debe consultarse el sentido natural 
de las palabras de la ley, sin que sea permitido apelar á la 
interpretación lógica de su espíritu, sino cuando la ley es in- 
SfAicable en el sentido natural de sus palabras, por no armo- 
lazar estas con la intención conocida del legislador. 



§ 18? 



41. La segunda parte de nuestro artículo dice : que cuan- 
do una ley no puede decidir la controversia, tomándose sus 
palabras en sentido natural, entonces se desentrañará su es- 
píritu, y conforme á él se fundará la decisión del caso en 
cuestión. 

21 
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42. La doctrina anterior puede comprobarse con varios 
ejemplos. Sea el primero, tomado de las "Instituciones de 
derecBo»del Dr. Alvarez:" Prohibe una ley que se extraiga 
trigo de un lugar, sancionando su precepto con la pena de 
confiscación; pues bien, un mercader no extrae trigo sino ha- 
rina, y con este motivo se consulta si ha quebrantado 6 ñola 
ley. El autor citado resuelve que en este caso no se debe to- 
már la ley en el sentido literal de sus palabras, sino atender 
á la intención que tuvo, al hacer la prohibición ; en lo cual á- 
guió el tratadista el principio, que dice: '' Nmi enim estlex. 
quod scríptum est^ sed quod lej^slator voluit^ quodjiídiciosm 
probavit et recepit; '' que es lo que se llama espíritu de la ley, 

43. El autor mencionado, razonando su doctrina, dice: "Y 
se debe afirmar que sí, porque aunque la ley no habla de ha- 
rina, pero la razón de la prohibición, es evitar la escasez, la 
cual igualmente amenaza, sacando la harina como el trigo." 

44. El mismo autor pone otro ejemplo, en estos términos: 
"Dicen que en Bolonia habia una ley que condenaba á muerte 
á cualquiera que hiciese alguna efusión de sangre humana en 
la plaza pública. Supongamos que un barbero se vio en la 
necesidad de sangrar en el mismo lugar á un hombre acome- 
tido de apoplejía: pregúntase si habrá faltado á la ley. Y. re-, 
solviendo la cuestión el autor repetido, dice que no, á pesar 
de ser tan generales las palabras de la ley, siendo el funda., 
mentó de esta resolución, que la. razón de la ley es la segu* 
ridad pública; y esta no se perturba con la sangría que sedié 
por necesidad. 

45. Baldo, en el comentario de una ley romana, fundando 
el principio de que la ley debe interpretarse benignamente, 
supone que castigando una ley á los raptores con la pena de 
muerte, se consulta si es acreedor á ella el que hubiere robado 
nna mujer que se encontraba en un lupanar. Y resuelve la 
cuestión por la negativa aun cuando la mujer sea esposa ó 
mujer de otro por cuanto que habiéndosa propuesto la ley 
penal amparar la castidad de la mujer y dar garantías áb 
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ranquilidad del hogar doméstico, no se contraría el fin del 
Bgislador con el rapto de una mala mujer que se encuentra 
n un lugar público de corrupción. 



§19* 



4&. Los ejemplos citados, bastan para comprender lo que 
debe entenderse por espíritu de la ley, debiendo solo agregar 
pe este, 6 lo que es lo mismo, la intención de! legislador se 
conoce, atendiendo al hecbo que dio motivo á la expedición 
de la ley y á la razón con que se haya querido justificar la 
prescripción que ella hace. 



§20* 



47. El Código civil portugués, después de establecer que 
las cuestiones judiciales deben resolverse por el texto de la 
ley 6 por su espíritu, agrega que cuando la cuestión no pue- 
da resolverse ni de una ni de otra manera, se ocurra á re- 
■olverla por analogía con casos previstos en otras leyes ; y 
como nuestro Código omitió este extremo, puede suscitarse 
la duda: de si esta omisión significa que rechazó el argumen- 
to de analogía para decidir las cuestiones judiciales. Y desde 
wego debe decirse que no, porque el código que admite como 
lio de decisión los principios generales de derecho, no pue- 
rechazar el principio de intei^retacion : de que donde hay 
xolsma razón, debe haber una misma decisión. Ubi eadem 
ratio eadeih, esse debetjuris dispositio. Y no debe recha- 
^T la regla, pues toda legislacion^debe aceptar la identidad 
pl principio para dar también identidad á la resolución. 



,^2. — 
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§2r 



48. El fundamento de este argumento, como dice StáiA- 
Albin, Be encuentra en las leyes 12 y 13 de legibus. Y agn- 
ga que para que haya lugar de razonar de un caso á otro, ei 
necesario que concurra el mismo motivo de decidir. Y un- 
tando el autor de comprobar su doctrina, dice que si uoi;^ 
manda ^ue sea restituido aquel que ha ádo despojado,»! 
personalmente por el autor de la violencia 6 por el esclan^i 
msmdatario de este, la ley es aplicable al caso en que el d^ 
pojo baya sido cometido por un liberto, por un arrendalacift 
6 por cualquiera otro que obre á nombre del autor de la vio- 
lencia. Pone otro ejemplo, que consiste en que las leyes qii» 
deciden que la mujer puede reclamar durante el matrinuB^ 
á su marido la dote que se encuentre en peligro propter «!•• 
piam marili^ es aplicable al caso en que la dote se efDffoeor 
tre en las manos del padre político, siempre que ella pdi|p, 
por la inopia de este. 

49. El autor citado enseña : que en el argumento por »d»* 
logia no debe precederse por la semejanza de los casoí^fi 
por la identidad que determina la consecuencia y le dft 
autoridad de la ley; y agrega que el argumento de 
es vicioso, siempre que el motivo de la ley que se quie^.l 
cer extensiva, sea contrario á la equidad ó al derecho 
y que tampoco pueda invocarse, cuando los casos que se 
ren sujetar á una misma decisión, corresponden i, diferan 
óidenes de cosas. A propósito de nuestra legislación, de 
recordar que la regla 36, tít. 34, Partida 7*, dice: "Et 
dijieron que- non se deben facer las leyes si non sobre 
cosas que suelen acaecer á menudo ; et por ende non 
ron cuidado los antiguos de las facer sobre las cosas que 
nieron pocas veces porque tovieron que se podrien judgar 
otro caso de ley semejante que se fallase en escripto. " 
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§22? 



50. Una vez justificada l^a aplicación de la interpretación 
I^^, viene naturalmente el uso de las diferentes reglas de 
intigrprétacion que encontramos en el Derecho romano, y que 
lia empleado la jurisprudencia de las naciones, basada en 
aqtiélla legislación. Y respecto de nuestra jurisprudencia^ 
ifebe sostenerse que los principios de legislación que se en- 
ettéütran en las antiguas leyes españolas, tienen muy justa 
apKcacion en nuestro foro, no como leyes de derecho civil^ 
fino como fundamentos legalizados de nuestro derecho públi- 
co, siempre que no estén contrariados por alguno otro que se 
haya aplicado en nuestros códigos modernos. 

61. Por ejemplo: una ley de Partida dice: "que los man- 
íatóentos de la ley deben ser leales et derechos et complidos 
íeguntDíos et segunt justicia." Pues bien, si una ley se pres- 
ta á dos 6 más versiones, de las cuales, u7ia^ líenelas condi- 
tíones dichas, en el sentido de esta debe entenderse la volun- 
tad del legislador. 

52. La jurisprudencia española, de acuerdo con la romana, 
émúd, que' en caso de duda, se presume razonable la ley, si 
I ito «e prueba lo contrario ; por consiguiente, cuando la ley 
■^ftt un sentido razonable y justo, y otro ú otros que no lo 
9^ en aquel sentido debe entenderse y no en ninguno de 
^Bw, como lo enseña el Sh Gregorio López en el Comentario 
íe& ley 8% tít. 1% Partida 1* 

ro. Cuando la ley en un sentido puede cumplirse según lá 
naturaleza, en este sentido debe exigirse su cumplimiento. 

54. Otra regla es, que no debe darse á la ley una inteli- 
gencia muy sutil que esté fuera del alcance de la inteligencia 
común de las gentes. 

65. También es regla de interpretación, que cuando la ley 
tiene un sentido en que no hay error moral ni religioso, y sí 
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el pro y bien de los hombres, en ese sentido debe tomarse mái 
bien que en otro. 

56. Por todo esto, una ley posterior, que es la 13, tít. 1*, 
Partida 1% establece las reglas siguientes: 

1? Deben entenderse las leyes bien et derechamente, pa- 
rando siempre mientes en el verdadero entendimiento deBaí 
á la mas sana parte — et mas provechosa — segunt las pala- 
bras — et las razones que hi fueren puestas. 

2* No deben escribirse las leyes con abreviaturas ni (m 
palabras ambiguas ó equívocas, que según el tenor lit^ 
puedan inducir en una inteligencia que no sea conforme ala 
intención del legislador. 



§23? 



57. Llegamos ahora á la última parte del articulo, ^ae 
dice : "Las controversias judiciales deben decidirse segu^ loí 
principios generales de derecho, cuando no puedan serio ni 
por el texto ni por el espíritu de la ley." 

58. Desde luego ocurre preguntar : ¿ qué es lo que nuestro 
artículo entiende por principios generales de derecho? Sino 
existiera el artículo 14 dé nuestra Constitución, tal vez pu- 
diera dudarse si el artículo del Código civil autoriza para de- 
cidir una controversia judicial según los principios geneíaleí 
del derecho común, como se llamó el romano por ser común 
á la gran multitud de naciones que llegaron á observar la 
legislación romana ; pero siendo esta para nosotros una legis- 
lación extranjera, ninguna de sus disposiciones cabe dentr» 
del artículo 14 de nuestra Constitución. 



§24? 
59. El Sr. Lafragua, en la exposición que trabajó parad 
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Proyecto de Código civil, dijo lo siguiente: "El artículo 20 
fué objeto de largas discusiones. Como es de una importancia 
verdaderamente vital, se expondrán con más extensión los 
fundamentos en que descansa. " 

"Noble y digno es el sacerdocio de la justicia; como que 
d© su buen desempeño de'penden la vida, la honra, la liber- 
tad y la fortuna de los hombres; esto es cuanto hay de más 
santo y de más caro en la sociedad. Pero al mismo tiempo 
es el ministerio mas difícil y de más trascendentales conse- 
cuencias ; porque estando fuera de la posibilidad humana, la 
previsión de todos los actos, que pueden ser materia de con- 
troversia, son de todo punto inevitables, la insuficiencia de 
la legislación y la necesidad de suplirla, ora con los princi- 
pios generales de derecho, ora con la tradición de los tribu- 
nales — ya con las opiniones de los jurisconsultos— ya, en fin, 
con la propia conciencia fundada en el sentimiento íntimo 
de justicia y equidad que Dios ha inspirado al corazón del 
hombre y que casi siempre se abre paso aun en paedio de la 
lucha de los intereses y de las pasiones. " 

60. En vista de esta explicación, si autoridad decisoria 
tuviera la opinión de la comisión que formó el Código civil, 
podria sostenerse en nuestro foro que el artículo 20 de nues- 
tro Código civil debia entenderse en el sentido de que á falta 
de ley puede decidirse una controversia judicial : primero, por 
loa principios generales de derecho; segundo, por la tradición 
de los tribunales; tercero, por las opiniones de los juriscon- 
sultos^ y cuarto, por la propia conciencia del juez. 



§25? 



,61. Pero, como no hay necesidad de probarlo, la explica- 
<ñon de la comisión, si bien es una de tantas fuentes de in- 
terpretación, no tiene evidentemente autoridad decisiva y 
•obligatoria. Y es necesario decidir que en la presente ma- 



168 

teria, la exposición expresa la opinión particular éú St* 
ÍNLgaa. y no la calectiya de la comisión. Y podemos asegoralr' 
que la mayoría de la comisión, ha tenido 0Íein|M presosfl^^^ 
que el articulo 14 de nuestra Constitución no ocmie^d la éí^. 
cisión ni aun la tramitación de ninguna controversia judk^ál^' 
sino £ leyes dadas con anterioridad al hecho, que sirra d#^ 
materia á la misma controrersia, como tral^rén;»^ de ñmdasr* 
lo en el capítulo 7? de este título. 
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62. La tradición de los tribunales, si bien es una buena 
guía para interpretar la ley existente, no es ley según el 
artículo 9? del mismo Código civü para el efecto de derogar 
la existente, ni conforme al artículo 14 de la Constitución 
para el de llenar un vacío que no se ha llenado con una lej. 
dada con anterioridad al hecho. 



§27" 

63. Las opiniones de los jurisconsultos tampoco puede» 
gervir para fundar en ellas, á falta de ley, la decisión de xto^' 
controversia judicial; pues como veremos en el título citado» 
solo pueden servir como explanaciones ó comentarios de rmeB- 
tras leyes. 

§ 28? 

64. Por último: la conciencia privada del juez tampoco 
puede servir para decidir una controversia judicial que no 
esté decidida pOT la ley; porque, como ha dicho Bacon, la 
conciencia del juez debe estar foraaáda sobre el libró de la ley 
que debe tener siempre en las manos, y por el espíritu ^lá^* 
misma ley que debe traer en el corazón ; y esto prueba q^u^ 
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euaikdo la controvensia judicial es promovida, sin que la ac- 
ción del que la promueve se funde en ley, esto solo basta para 
que el demandado deba ser absuelto, sea cual fuere la opi- 
uten particular que el juez haya formado de la justicia natu- 
ral de una denáanda que por otra parte no esté fundada en 
tmá ley positiva. 



§29? 



65. Prosigo el Sr. Lafragua diciendo : '' Este es el funda- 
mento por desgracia demasiado robusto de la interpretación 
y del arbitrio judicial. Han pasado los siglos : han cambiado 
de forma las sociedades : las revoluciones religiosas y políti- 
cas han alterado los dogmas y las constituciones : las artes 
ian adquirido un desarrollo extraordinario : las ciencias todas, 
inohisa la del derecho, han progresado y progresan todos los 
dias; y sin embargo, todavía hoy, como en tiempo de los ro- 
inanos, Prcetor siiplet in eo quod legi deest.^^ 

66. El autor de esta opinión no vio desgraciadamente que 
el fragmento que cita no dice que la opinión del Prsetor sirva 
para decidir una cuestión judicial^ cuando no hay ley que la 
decida; pues lo que dice el fragmento es, que el Prsetor debe 
niplir con la interpretación lo que no dice expresamente el 
texto de la ley, siendo este mismo el sentido en que debe en- 
tenderse otro texto, que dice : " Quod legibus ommissíim est 
non omittetur religione judicantium, " 



§30? 

67. El mismo señor continúa diciendo: " Los códigos mo- 
dernos hau llenado muchos vacíos ;- han hecho que la ley, ese 
ojo de láfiociedad, vigile con más precisión los intereses eo- 
iimáe» del pueblo y los peculiares del individuo ; pero no han 

22 
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previsto, porque no han podido prever, todos los casos en qtte 
debe intervenir la justiciad 

68. Esta opinión particular del Sr. Lafragua no está basa- 
da en el principio de derecho público moderno, que enseña 
que todo poder público dimana del pueblo; de donde la ju- 
risprudencia ha deducido el canon de que los funcionañoi 
públicos no pueden hacer sino solo aquello para que los au- 
toriza la ley, infiriéndose muy bien de aquí, que la justicia 
humana no puede intervenir sino en aquellos casos que la ley 
ha sometido en principio á su vigilancia y resolución; á dife- 
rencia del individuo privado, que en virtud de la libertad na- 
tural que tiene todo hombre, puede hacer todo aquello que 
no le prohiba la ley. 



§31? 



69. *'Es por lo mismo, continúa diciéndose en la Exposi- 
ción citada, una verdad incuestionable, que no siendo posible 
un Código que comprenda todos los actos humanos, el juez 
tiene la indeclinable necesidad de obrar frecuentemente fuera 
de la letra de la ley. '^ 

' 70. Con todo el afectuoso respeto que profesamos á la me- 
moria del autor de la Exposición, debemos decir que á nues- 
tro juicio la doctrina sostenible es, que el juez no tiene el 
deber preciso de sujetarse siempre á la letra de la ley ; y esto 
solo quiere decir, que debe tomarla unas veces en sentido 
restrictivo y otras en sentido extensivo. 



§ 32? 



71. Continúa la Exposición ; "Pedir al legislador la inter- 
pretación para cada caso dudoso, ademas de entorpecer de u& 
modo extraordinario la administración de justicia con posi- 
tivo perjuicio de los ciudadanos, seria exponer ó, estos al in- 
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gente peligro de ser juzgados por una ley retroactiva, hábil- 
mente disfrazada de interpretación auténtica. " 

Lo que así dice la Exposición, no autoriza la conclusión dfe 
que la opinión particular del juez pueda servir para resolver 
una controversia judicial que no esté resuelta por la ley, pues 
las premisas que establece, solo prueban que no hay necesidad 
de ocurrir á la interpretación auténtica de una ley, mientras 
baste la usual ó por lo méiios la doctrinal. 



§33? 



-72. Continúa la Exposición: "Inclinóse alguna vez la co- 
misión á establecer una serie de medios supletorios, previ- 
niendo: que á falta de ley expresa para un caso, se apelara 
á la que se hubiera dictado para otro semejante; y después, 
y por su orden, á la legislación española, á las demás extran- 
jeras, á la tradición de los tribunales. Pero este sistema está 
comprendido en gran parte en las reglas generales de inter- 
pretación^ que siendo de derecho común, están reconocidas 
por todas las legislaciones." Respecto de esta doctrina he- 
laos manifestado ya nuestra opinión, que reproducimos aquí, 
sin agregar otra cosa, sino que si obligara la tradición de los 
tribunales á falta absoluta de ley, evidentemente debería con- 
sultarse aquella antes que las legislaciones extranjeras. 



§34? 



73. Continúa la Exposición : " Por estos motivos y conven- 
cida la comisión de que no es posible^ por hoy á lo ménos^ 
llenar ese vacio^ redactó el artículo 20 en términos generales, 
dejando á la ciencia y conciencia de los jueces la manera de 
Buplir el defecto de la ley. . . •" 
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74. " Mas á pesar de las razones expuestas, la comisión dtt- 
da no de la necesidad y conveniencia del artículo, sino de Stt* 
legalidad. El artículo 14 de la Constitución, contiene el pré^ 
cepto más justo en principio ; pero el más irrealizable en ík 
práctica. Nadie, dice, puede ser juzgado ni sentenciado sino 
por leyes dadas con anterioridad al hecho y exactamente apli- 
cables á él por el tribunal que previamente haya establecido 
la ley. Mucho puede decirse respecto del tribunal ; pero no 
siendo este punto la materia de que hoy se trata, se limitar& 
la comisión á examinar la exacta aplicación que previene el 
precepto constitucional. " 



§3€? 

76. '* Si por la palabra exactamente se entiende la racio- 
nal aplicación de la ley, la dificultad es menos grave ; pero 
el artículo será siempre peligroso por prestarse á varia inte- 
ligencia. " Nosotros creemos que debe rectificarse esta doc- 
trina, diciendo que si por exacta aplicación se entiende como 
debe entenderse la aplicación racional de la ley, no hay en- 
tonces dificultad ninguna en el artículo constitucional por 
trabajosa que sea la interpretación racional de una ley que 
contiene diversos sentidos. 

76. Antes de emitir el fundamento de nuestra opinión, per-4 
mítasenos recordar que en una nota de la Ley 11% título 2?, 
libro 3? de la Novísima Recopilación, se lee lo siguiente : " En 
auto acordado del consejo pleno de 4 de Diciembre de 1713, 
se dispuso encargar á las Chancillerías y Audiencias y demás 
Tribunales el cuidado y atención de observar las leyes patrias 
con la mayor exactitud^ pues de lo contrario se procederia con- 
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tra los inobedientes. Y para esto tuvo presente q^ue en contra- 
vención de lo dispuesto por la Ley 1* de Toío y en la ptigmA- 
tica de 1567, puesta por principio de la Recopilación, se subs- 
taijtcían y determinan muclios pleitos en los tribunales, va- 
liéndose.para ello de doctrinas, de libros y autores extranjeros, 
y resultando despreciada la doctrina de nuestros propios au- 
tfíres^ que con larga experiencia explica? on, ifiterpretaron y 
glosaron las leyes ^ ordenanzas^ fueros^ usos y costumbres de 
estos reinos: añadiéndose, que con ignorancia ó malicia de lo 
dispuesto en ellas, sucede regularmente, que cuando hay ley 
clara y terminante, si no está en las nuevamente recopiladas 
se persuaden muchos sin fundamento á que no está, en obser- 
vancia ni debe ser guardada; y si en la Recopilación se encuen- 
tra alguna ley ó pragmática suspendida 6 reyocada, aunque 
no haya ley clara que decida la duda, y la revocada ó suspen- 
dida pueda decidirla 6 aclararla tampoco se usa de ella ; y aun 
lo que 08 nfiás intolerable, creen que en los Tribunales Rea- 
les se debe dar mas estimación á las Civiles y Canónicas, que 
á las de estos Reynos ; siendo así que las Civiles no son ni 
deben llamarse leyes en España, sino sentencias de sabios 
que solo pueden seguirse en defecto de ley en quanto se ayu- 
dan por el dereóho natural y confirman el Real que propia- 
mente es el Derecho Común y no el de los Romanos, cuyas 
Uyes ni las demás extrañas no deben ser usadas ni guarda- 
das, según dice expresamente la Ley 8, tít. 1?, Ub. 2 del Fue- 
ro Juzgo ; y la glosa de su comentador Villadiego refiero hubo 
ley en España que prohibía con pena de la vida alegar en 
juicio alguna ley de los Romanos." {Auto 1?, tit, 1?, líb, Vi^ 
S^cop) 



§37* 



77, De esta manera se ve que no es una novedad el decir, 
como dice nuestra Constitución á los jueces, que tienen el 
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deber de aplicar de las leyes existentes la que mejor se amól- 

* 

de á la naturaleza del caso que tengan que resolver. Y esto 
no es lo mismo que si se hubiera prevenido al Poder legisla- 
tivo que no diera sino leyes q\ie fueran exactamente aplica- 
bles á cada casó, que es lo irrealizable, y no lo primero, que 
consiste en decir al Poder judicial que no aplique leyes que no 
vengan al caso. Entendido así el artículo de nuestra Consti- 
tución, está de más cuanto sobre el particular se sigue di- 
ciendo en la Exposición. 

78. La prevención constitucional tiene dos partes: launa 
que se dirige al Poder legislativo, á quien dice : No podrá» 
expedir ninguna ley retroactiva. Y la otra que se encara al 
Poder judicial, á quien previene no juzgue, ni sentencie á 
nadie, sino por leyes dadas con anterioridad al hecho, y que 
respecto de estas ha de aplicar la que más exactamente ven- 
ga al caso. 

Entendiéndose así el artículo constitucional, no tiene nada 
de nuevo ni de peligroso. 



§38? 



79. Para cerrar la puerta á toda cuestión sobre el particu- 
lar, es necesario insistir en la exposición analítica del artícu- 
lo 14 de nuestra Constitución, que dice lo siguiente : " No se 
podrá expedir ninguna ley retroactiva. — Nadie puede ser juz- 
gado ni sentenciado, sino por leyes dadas con anterioridad al 
hecho y exactamente aplicadas á él, por el tribunal que pre- 
viamente haya establecido la ley." 

80. Esto supuesto, el juez que con la Constitución en la 
mano quiera estudiar la cuestión de lo que deba hacerse 
cuando no se encuentra ley expresa que literalmente la de- 
cida, se encuentra con el artículo 14, que en su segunda parte 
le señala el camino que debe seguir, á saber : no debe confor- 
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marse con aplicar cualquiera ley existente, sea ó no anterior 
al heclio que sirve de materia á la controversia judicial, sino 
que desde luego debe descartar como inaplicables todas las que 
lean posteriores á tal hecho ; y en seguida debe estudiar las 
leyes existentes para fundar su resolución en aquella que más 
exactamente sea aplicable á la naturaleza del caso controver- 
tido. Y esto que estaba preceptuado literalmente desde que se 
dio el auto acordado, copiado arriba^ tiene mucho de justo y 
no tiene nada de impracticable, pues todo el deber que impo- 
ne, repetimos que consiste en fundar las decisiones judiciales 
cnaquella ó aquellas leyes que con la mayor exactitud puedan 
aplicarse al caso controvertido. 



§39? 



81. Pero puede suceder, se dirá, que no haya ley anterior 
que decida la cuestión ni por su letra ni por su espíritu, ni 
por los principios generales en que esté basada la resolución 
dada sobre una materia diversa de aquella á la cual pertene- 
ce el hecho que se controvierte ; y en ese caso para que la 
justicia no quedara burlada, convendria ocurrir bien á la tra- 
dición de los tribunales, ó bien á los principios del derecho, 
aun cuando no fueran los que sirvieran de base á la legisla- 
ción patria, pero sí á la extranjera. 

82. El argumento que así se hiciera, vendría suponiendo 
justicia natural y no civil, pues á haber esta última, era por- 
que existia una ley que la fundara; de consiguiente, verifi- 
cadas las condiciones del supuesto, en último resultado no 
habria ni acción civil para promover la demanda, y entonces 
procedería la excepción: de sine aclione agis; áe manera que 
la verdadera dificultad solo puede presentarse para precisar 
en una f entencia el cómo^ el cuándo y el cuánto á que deba 
circuaLcribirse el cumplimiento de una obligación jurídica 
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que «e demanda con una acción civil realmente exist^ijj^ 
asi es que lo que en último resultado viene i exigir 
Constitución b^jo este aspecto es, que los jueces no adi 
sino solo aquellas controversias que se promueven con 
legalmente fundada en una ley anterior al hecho, aua 
do solo sea aplicable por analogía. 

83. Y esto quiere decir tanto, como que cuando no hajili^ 
en que pueda fundarse la gestión que se hace, tampoco Im^ 
obligación cuyo cumplimiento sea civilmente exigibid <3|l/^ 
foro. {Ley 11, UL 1?, /i6. 3?, Fuero Juzgo, y 1% tU. 6?, UJk,^^ 
Filero Real, ) 
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84. Esto supuesto, los principios generales de derecho qme- 
el artículo 20 del Código civil hace de aplicación obligatoria, 
cuando falta ley que por su letra ó por su espíritu sea apli- 
cable para la decisión de una controversia judicial, no puedc^ 
ser los que se funden en la tradición de los tribunales que 
en último análisis no son más que prácticas ó costundnss 
que evidentemente no tienen hoy fuerza de ley, según loe lor- 
tículos 8? y 9? del Código civil y el 14 de la Constituoio» 
de 1857. Tampoco pueden ser los inventados por los yoiám- 
consultos á falta de ley especial, ó de ley comprensiva por 
la generalidad del principio en que esté fundada, supues- 
to que no hay entre nosotros, autores cuya opinión ten|^ 
fuerza de ley. Ni pueden ser por último, los que haya exco^ 
gitado la inventiva de la conciencia privada de un juez, ^- 
puesto que en la índole de las instituciones fundamentáíps 
que nos rigen, la libertad natural debe hasta cierto pimto 
hacer sacrificios á la ley, pero nunca á la voluntad ni á Ift 
opinión del gobernante que no hable á nombre de aquelIíL 
Siendo esto así, es evidente que el artículo mencionado no 
ha podido hablar de los principios en que esté fundadla una 
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ley extranjera, supuesto que las mismas leyes de este géne- 
ro no tienen aplicación en nuestro foro, sino en pocos y de- 
terminados casos. 

85. Hecha esta eliminación, resulta que por principios 
generales de 'derecho^ debemos entender aquellos que estén 
consignados en alguna de nuestras leyes, teniendo por tales 
no solo las mexicanas que se hayan expedido después del 
Código, sino también las anteriores ; de modo que para bus- 
car principios de derecho de una justa y legal aplicación, se- 
gún loa términos del artículo 20 de nuestro Código y 14 de 
la Constitución, existe el anchísimo campo de la legislación 
mexicana que nació con nuestra independencia; y el más 
ampÜo todavía de la legislación española que comenzó en 
el Fuero Juzgo. 



28 



TTTTJLO I"V. 



CAPÍTULO II. 

De las leyes que establecen excepciones á las reglas 

generales, 

1. Principios de derecho, lo mismo que reglas. 

2. Legislación romana. 

3. Derecho canónico. 

4 y 5. Derecho español, y mérito de su definición. 

6. El decreto de á de Diciembre de 1870, que autorizó el 

Código civil, no derogó las reglas de derecho. 

7. Punto de partida. 

8 á II. Elementos componentes de las reglas de derecho. 

12. Faltan concordancias en la legislación moderna. 

13. Leyes que establecen excepciones. 

14. Modificación en la redacción del artículo. 
16, Descomposición del mismo. 

16. Nunca se han tenido por reglas de derecho únicamente 

las contenidas en el título especial de este nombre. 

17. Lo son todos los principios generales estampados en nues- 

tras leyes. 

18. Reglas de derecho contenidas en nuestro Código. 

19. La excepción confirma la regla. 



CAPÍTULO II. 

De Ids leyes que establecen excepciones á las reglas 

generales. 



kv. 



1. Visto ya en el capitulo anterior lo que debe entenderse 
por principios de derecho que puedan servir para fundar la 
resolución de una controversia judicial, se habrá comprendido 
que vienen á ser lo mismo que lo que en el sistema de Ituí 
leyes de las Partidlas se han llamado reglas de derecho; de 
donde viene la necesidad' de explicar en el presente capítulo 
la doctrina que en nuestro foro tiene aplicación á la materia. 
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2. La legislación romana enseña á este propósito, que re- 
gia de derecho es una breve narración de la bosa, no para que 
la misma regla forme derecho, sino por el contrarío, la regla 
debe dimanar de la legislación preexistente; debiendo por lo 
BUffmo ser una relación sucinta de la cosa, 6 oomo dice Sa- 
Iñno, un compendio de ella, que deja de llenar su objeto 'des- 
de el momento en que adolece de algún defecto. ( Ley 1^ 
de R. /.) 
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^ Tal es la definición que el Derecho romano da de la re- 
gla de derecho, mientras que el canónico dice : " Regula ditía 
est eo quod rede ducit^ nec cUiquando aliorsum irahü. Mn 
vqro dixerunt regulam dictam vel quod regat vel quod ñor- 
fnam recle vivendi prebcat vel quod dislortum pravtimque cor- 
rigat:' 
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4. El derecho español enseñó muy acertadamente lo si- 
guiente : " Regla es ley dictada brevemente con palabras ge- 
nerales que muestran aina la cosa sobre que fabla, et ha fueiza 
de ley, fueras ende en aquellas cosas sobre que fablase alguna 
ley señalada deste nuestro libro que fuesse contraria d^; 
ca estonce debe seer guardada lo que la ley manda et no&lo 
que la r^la dice.'' 

5.. La simple lectura de estas definídones, pone >en evid^- 
cia la fiuperíoiidad de la que se ve en el proemio áelMílo 
34, Pítrtída 7?; debemos por lo mismo fijamos en esta pira 
establecer la doctrina que, partiendo de la legislación esta-" 
blecida por D. Alonso el Sabio, sea conducente para la apli- 
cación de los preceptos de nuestro Código. 

6. Decimos esto, porque el decreto de 8 de Diciembre de 
1S70, que autorizó nuestro Código civil, dijo en su artictdo ? 
que quedaba derogada toda la legislación antigua en lasaia- 
terias.que abrazan los cuatro libros de que se compone d ex- 
presado Código. T como este no tenga un titulo espectal^ 
reglas de derecho^ se comprende que no quedaron derogadas 
las reglas de derecho de nuestra legislación antigua^ ni pocBan 
quedarlo, salvo que se hubiera hecho en el Código civil ima 
refundición minuciosa y completa de todas las reglas dedr 
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recho de la legislación antigua. Mas como no se hizo tal re- 
fundición, ^s por lo núsmo de derecho cierto, q[ue las reglas 
,de derecho de la legislación anligua española^ tienen aplica- 
ción obligatoria, en nuestro foro,. á no ser aquellas qut estén 
en abierta pugna con algún precepto fundado en un princi- 
^ conjtrario a1 de la legislación antigua ; de otra manera la 
regla de derecho de la legislación antigua habrá conjservado 
toda su fuerza y eficacia aun cuando en cierta manera se ha- 
ya modificado su aplicación. 
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7. Para caminar con toda seguridad, hemos tomado por 
guía la mencionada ley de Partida y su comentario. 

8. Y haciéndolo así, debe sostenerse en el foro español, y 
por consiguiente en el mexicano: 1", que toda regla debe ser 
de derecho escrito, supuesto que la regla es "Zey dictada;''^ 
lo cual supone precisamente que toda regla de derecho es 
obra expresa del legisladpr ; 2?, que debe ser breve y estar 
conc^bi^ en palabi^as genersüles que e2;pliquen fácilmente la 
inat^ia; S?, qije su, fuerza obligatoria es general, extendién- . 
dose á todos aquellos casos que no estén expresamente ex- 
^ptua4í??.de eUa, y 4? y,t^in¥>^ que en el conflicto entre una 
y^la dC; jderechp y una ley especial que la cpntrÉ^ríe, debe 
<^ai;se en loa casos expresados en esija última á Ifis excepcio- 
Bg» que ella haga y no 4 la prescripción general de la regla. 

d« Xa primera conclusión está fondada nada menos que en 
las palabras de la ley, que dicen: ^\Reglaes ley c?icto¿a," lo 
cual^n^Pl^f^idad de comentario prueba la verdad de la tesis. 

.^0. .La jsegunfla también está fundada en las palabras de 
la ][§y ; pero debamos. a^ve^tir que aun cuando alguna regla 
.dp.4fi(recdhjo deje de presentar :l]or^vedad en su ÍM^a, no por 
.^dejar* de^ ser obligatoria la prevención que haga en la 
materia. 
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11. La tercera conclusión es igualmente cierta y está re- 
producida en un artículo de nuestro Código, como vamos á ver. 

Y la cuarta y última es una consecuencia de la anterior, 
porgue si es cierto, como lo es, que el género es derogado 
por la especie, se infiere muy bien que la generalidad del 
precepto que envuelve una regla de derecho, queda derogada 
en la parte á que se refiera la ley especial que la contraríe. 
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12. Es de lamentar que en este punto no tengamos por 
guía ni al Código francés, ni á sus concordantes, ni á los pro- 
yectos de Goyena y Sierra, ni á los Códigos de Portugal, del 
Imperio, de Veracruz ni al del Estado de México. 



- § 7? 

13. Dicho esto, veamos lo que en la materia resuelve nues- 
tro Código: "Las leyes que establecen excepciones á las re- 
glas generales, no son aplicables á caso alguno que no esté 
expresamente especificado en las mismas leyes." (Código 
civil. Articulo 10.) 

14. Haciendo una ligera modificación en la redacción de 
nuestro artículo, podemos presentarlo en estos términos : Las 
reglas generales establecidas en nuestras leyes, no quedan 
limitadas sino solo en aquellos casos que estén expresamente 
especificados en las mismas leyes que establezcan excepcio- 
nes á las reglas generales. 

15. El texto de nuestro artículo puede descomponerse di- 
ciendo: 1?, que para que sean obligatorias las reglas genera- 
les, es necesaria que estén contenidas en una ley; 2% que las 
reglas generales solo dejan de tener aplicación eñ aquellos 
casos que, como excepciones expresas, figuren en alguna ley 
^speqial. 
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16. La legislación española, lo misjno que la romana, traía 
un titulo especial de reglas de derecho j y sin embargo, no se 
tenían por tales únicamente las contenidas en este titulo, co- 
mo lo prueba el mismo proemio del título 34, Partida 7% que 
en lo conducente dice: "Et como quier que la fuerza et el 
entendimiento de las reglas hayamos puesto desuso ordena- 
damente en las leyes deste nuestra libro, segunt conviene; 
pero queremos aquí decir los ejemplos que mas cumplen al 
entendimiento dellas segunt los sabios lo mostraron, porque 
la nuestra obra sea por ende mas cumplida." 

17. Asi, pues, la jurisprudencia ha sostenido siempre, que 
en el foro español, lo mismo qué en el mexicano, son reglas 
de derecho^ no solo las leyes que figuran en el titulo que lle- 
va este nombre espebial, sino todos los principios 6 reglas 
generales estampados en cualquiera de nuestras leyes. 
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18. Partiendo de este seguro principio, son reglas de de- 
recho en la legislación moderna, las de que hemos hablado 
con relación á la legislación antigua y las que trae nuestro 
Código civil en su titulo preliminar, en el capitulo 1?, titulo 
4*; én el capitulo 1?, titulo 9?; en el capitulo 7?, titulo 13?, 
Ubre 1?; en el titulo 1?; en el capitulo 1*, titulo 6?, y en el 
capitulo 1? y 2?, titulo 7?; en el capitulo V. y 7?, titulo 8? 
del libro 2? ; en el titulo 1?, capitulo 1? ; en el capitulo 1?, titu- 
lo 3*; en el capitulo 1?, titulo 5*; en el capitulo 1?, titulo 6*?; 
en el capitulo 1*, titulo 8?; en el capítulo 1?, tituló 9?; en el 
capitulo 1?, titulo 10?; en el capitulo 1?, titulo 11?; en el ca- 
pitulo 1?, titulo 12?; en'el capitulo 1?, titulo 14?; en el capí- 

24 
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tulo 1% titulo 15 ; en el capitulo 1?, titulo 16?; en el capitulo 
1*, título 17?; en el capitulo 1% titulo 18*; en el capítulo 1*, 
título 20? ; en el capitulo 1?, titulo 21?; en el capitulo 1?, tí- 
tulo 23? del libro 3?; en el título 1?; en el capitulo 1?, titu- 
lo 2? ; en el capítulo 1?, titulo 3?; en el capítulo 1?^ título 4**, 
y en el capiitulo 1?, titulo 6? del libro. 4?, que hemos recapitu- 
lado en una obra, titulada: ^[Reglas de Derecho hispamy- 



mexicano.^"* 
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19. La segunda parte del articulo 10 del Código no ne- 
cesita explicación ; pues siendo claro q^ue solo las excepcio' 
nes expresas en las leyes son las que quedan fuera d^ al- 
cance de las reglas generales establecidas en otras leyes, se 
infiere muy bien que la excepción confirma la regla en twto 
en cuanto prueba que esta tiene aplicación en todos los 4e- 
mas casos que no están expresamente exceptuados de ejla. 
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TITTJLO I"V. 



CAPÍTULO III. 



Conflicto de derechos. 



1. Razón por qué se trata la materia. 

2. Causa de utilidad pública. 

3. Cuestión : ¿la falta de ley orgánica impedirá la expropia- 

ción por causa de utilidad pública? 

4. Resolución de la cuestión anterior. 
6 á 11. Principios- aplicables. 

12. Constitución de 1857. 

13. Carácter de la última ley sobre expropiación. 

14 y 15. Legislación romana sobre derechos contrapuestosT. 
16. Actor que no prueba su intención. 
17 y 18. Es mejor la condición del reo. 
19 y 20. Debe evitarse el daño emergente más bien que fa- 
vorecerse el lucro. 

21. Código de Portugal. 

22. Falta de concordancias. ^ 

23. Texto de nuestro Código. 

24. Coireccion que se propone. 

25 y 26. Acreedores que no entran en concurso. 
27. Acreedores que entran en concurso. 
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28. Razón de preferencia de los acreedores de primera cla- 

se. — Crítica. 

29. Razón de preferencia de los de segunda clase. 

30. Razón para preferir en el pago los créditos de confianza. 
31 y 32. Legatario? 

33. Acreedores hipotecarios. 

34. Regla general para los demás acreedores. 

35. Francia. 

36. Heredero. 

37. Legatario. 

38. Donatario. 



CAPÍTULO III. 

Conflicto de derechos. 

1. ]Ss muy posible que el dereclio que uno tiene según la 
ley civil, se encuentre en pugna con otro derecho favoreci- 
do también por la ley positiva, por lo cual es necesario exa- 
minar qué derecho debe prevalecer en este caso. 

2. Si el derecho contrapuesto al de un individuo particular, 
es un derecho del público^ fundado siquiera en una causa de 
utilidad pública, este derecho es el que debe prevalecer se- 
gún el espíritu del artículo 27 de nuestra. Constitución que 
resuelve que cuando la utilidad pública lo exige, puede ser 
ocupada la . propiedad particular de las personas, previa la 
indemnización de su valor. 
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3. jpista facultad constitucional no está reglamentada por 
ma ley que 'pueda llamarse orgánica del citado artículo 27 
[e la Constitución ; pero si una necesidad pública, 6 siquiera 
a utilidad de la misma naturaleza, exige la expropiación de 
in particular, ¿ quedará nugatoria esa facultad, solo porque 
o 86 ha dado su reglamento? 
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4. Evidentemente que no : debiendo en ese caso procéderse 
wegau los principios consignados en leyes anteriores, siempre 
que tales principios no pugnen con el artículo Constitucio- 
nal á que se quiera sirvan de reglamento. 

5. ¿Y cuáles son los principios aplicables en la materia? 
¿Serán por ventura los de las leyes de Partida, que otorga- 
ban al Poder ejecutivo la facultad de expropiar á los partí- 
culares, siempre que necesitase las propiedades de estos para 
facer castillo, torre, puente ó alguna otra cosa semejante de 
estas, con tal de que ella tomase á pro ó amparamiento de to- 
dos 6 de algún lugar señalado, sin otra taxativa que la de 
entregar previamente al expropiado, la cantidad que imp(»rta- 
ra la indemnización? Por seguro que no, porque esta ley que- 
dó reemplazada por la declaración hecha en la fracción W. 
d^^urtteula 172 de la Constitución de 181ÍÍ, que en^ lo^^ 
du^nte dice : '^ No puede el Rey toínar la pi^opiedad <k#B*' 
guB particular ñi corporación, üi turbatlé «i la|K>0eBÍoJB,iSBi^ 
y aprovechamiento de ella; y si en iilgun caeo fufeW^íiwBi?'' 
sario para un objeto de -conocida ntítidad coman totátir^ 
propiedad de un particular, no lo podrá^ hacer, fiiá^^é^iÜ^ 
mismo tiempo sea indemnizado y se le dé el buen eaoá)^^ 
bien ti^ta de hombrea buenos. 

Y esta circunstancia qué limitaba la facultad qne^^Met ' 
era libi^e y expedita en el Ejecutivo, y sobre todo, la n*tt*^' 
leza de fundamental que tenia esta última ley, le dié«B*^ 
preferencia incontestable sobre la ley citada de Partida. 

6. Pero la doctrina que del año de 12 al de 24 pudo fun- 
darse en la Constitución española vino jwr tierra, desde qne 
en la Constitución de 24 se resolvió que la expropiación acor- 
dada por el Ejecutivo, no podia ser llevada á cabo, mo^ 
via la aprobación del Senado 6 del Consejo de gobi€afI«^ «^ 
los recesos de aquel, y previo el pago de la indemnización fi* 
jada por los peritos nombrados por el gobierno y por el w* 
teresado. 
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7. Garantizándose mejor la propiedad en el aflo 1836, se 
declaró ser derecho del hombre, el que ninguno pudiera ser 
privado de su propiedad, ni del libre uso y aprovechamiento 
de ella en todo ni en parte ; y que cuando algún objeto de 
general 7 pública utilidad, calificada en la capital de la Re- 
pública por el Presidente 7 sus cuatro ministros, 7 en los de- 
partamentos por el gobierno 7 su respectiva junta departa- 
mental, exigiera la expropiación de Ojlguno, no se verificara^ 
8Ín en^bargo esta, sino previa tasación hecha por dos peritos 
nonihrados, uno por el gobierno 7 otro por el interesado. En 
otro artículo de la misma Constitución, se declaró que el mis- 
mo Poder legislativo no podia privar á nadie de su propiedad, 
¿¡recta ni indirectamente. Este derecho fué el que rigió has- 
ta el año 1843 en que se dieron las Bases Orgánicas. ( Ar- 
<<cttfo2", § 3*, 1» leí/ constitucional, y articulo 45, § 3?, 3? ley 
vmHitwwiuil.) 

8. Estas vinieron á proclamar el siguiente principio : " La 
propiedad es inviolable, sea que pertenezca á particulares ó 
i corporaciones ; 7 ninguno puede ser privado ni turbado en 
«1 libre uso 7 aprovechamiento de la que le corresponda se- 
Sttn las le7es, 7a consista en cosas, acciones ó derechos, ó en 
el ejercicio de una profesión ó industria que le hubiere ga- 
rantizado la 107. Cuando algún objeto de utilidad pública 
exigiere su ocupación, se hará esta, previa la competente in- 
demnización, en el modo que disponga la 107." 

9. Siendo esto así, es seguro que si después de. dadas las 
^ases Orgánicas se hubiera pretendido hacer una expropia- 
<íion, sin consultar la opinión del Consejo de Ministros ó de 
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la Junta departamental en bu caso, sin la valuación de la 
indemnización que debia pagarse al interesado, y más que 
todo, sin el pago efectivo de esta misma indemnización, ha- 
bría procedido muy legalmente la queja de violación de ga- 
rantía, fundada aquella en las reglas del derecho público, 
que sobre la materia se habian establecido desde el año de 36. 
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10. Verificado el restablecimiento de la Federación, no pu- 
do llenarse fuera del Distrito federal y los Territorios de^la 
Federación el requisito de oir la opinión de las juntas de- 
partamentales que no existian; pero no habia fundamento 
constitucional que se opusiera á la petición del que reclcuDara 
la audiencia de la corporación ó funcionarios que en los Sb- 
tados forman una especie de Consejo de gobierno, ni mfym 
lo babia, para que en la capital de la República dejara de 
oirse el dictamen del Consejo de ministros ni para que peritos 
nombrados por el gobierno y por los interesados, no hicieran 
la tasación de la indemnización previa que debia pagarse. 
Así es, que era de toda justicia la observancia de aquellas 
reglas de derecho público, que no estaban en pugna ni con 
la letra, ni con el espíritu de las instituciones federales. 
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11. Con posterioridad se dio uua ley que contiene los si- 
guientes principios : 

1*? Toda propiedad es inviolable, sea que pertenezca Á par- 
ticulares ó corporaciones; y nadie puede ser privado ni tur- 
bado en el uso y aprovechamiento de su propiedad, ya con- 
sista en 'cosas, acciones ó derechos ó en el ejercicio autorizado 
de alguna profesión ó industria. 
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2? La expropiación solo puede verificarse por causa de uti- 
lidad pública. 

3? Para que proceda la expropiación, se neceiátaley 6 de- 
creto que autorice los trabajos ú obras de utilidad común que 
la hagan necesaiia. 

4? La autoridad administrativa es la que tiene facultad de 
liacer la designación especial de las propiedades particulares 
á que deba aplicarse la expropiación. 

5? Es necesaria la intervención de la autoridad judicial 
para la declaracbn de expr(^iacion, si se han observado las 
formalidades que constituyen la garantía otorgada á la pro- 
piedad. 

&t 8e neceeita el juicio pericial para, fijar el monto de la 
indemnización. 

7? La indemnización designada por lo& peritos/ será en- 
tregada á los interesados, ó consignada legafanente antes de 
tomar posesión de las propiedades. 
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12. Tales eran la» r^las de nuestro derecho público, cuan- 
do se ^expidieron los artículos 16 y 27 de nuestra Constitución 
que han venido á operar el efecto de derogar aquella regla que 
sea (entrarla á las declaraciones de estos; y como la única 
que se encuentra én esas condiciones es la que garantiza la 
propiedad cc^respondiente á las corporaciones^ estausola regla 
^ la que resulta derogada, sin que haya razón constitucional 
para no aplicar las otras, mientras no se expáda la ley orgá- 
í¿ca de dichos artículos de la Constitución. 
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13. Para prevenir otro género de argumentos, debemos de 

25 
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cir que la ley citada «obre expropiación, no es una ley. de ad- 
ministración de justicia, pues de los ochenta y* un articaloD 
en que está dividida, muy pocos sonólos que se refieren á 
procedimientos en que tenga que figurar la autoridad judi- 
cial, la cual se limita á examinar, si se han observado lu 
formalidades que constituyen la sustancia de la garantía otor- 
gada á la propiedad ; en cuyo caso sin forma ni figura de jui- 
cio declara la procedencia de la expropiación. Y como esta 
parte de la ley no sea sino especial, especialisima de un pío- 
cedimiento que en el fondo no es judicial porque reahnente 
no hay juicio; de aquí es, que según las reglas de interpre- 
tación, entre las cuales se encuentra la de que la espede de- 
roga al género, resulta que la derogación que se ha h^^de 
las leyes generales de administración de justicia, no ha de- 
Indo alcanzar á una 1^ especial que en último análisis no vie- 
ne á ser más que una taxativa tutelar contra las arbitrari^ 
dades de la acción administrativa. 

14. Ahora, si la oposición es entre derechos de dos ó más 
particulares, sin presentar, como reglas obligatorias las de- 
cisiones de las leyes romanas, veamos qué era lo que sobre 
este punto determinaban. Ulpiano, en la ley 21 de R. J., dice: 
''Aquel que tiene derecho para hacer lo más, inconcosámeote 
lo tiene para hacer lo menos ; '^ y en otro lugar : '^ £1 que puede 
hacer una enajenación, á pesar de la oposición díe un texosfo^ 
mucho más podrá hacerla sin consultarle y aun durante bu 
ausencia ; '^ dice también '^ que el que tiene derecho de douff) 
lo tiene también de ceder y de vender, y que eL qué puede 
enajenar, puede consentir también en la enajenación.^' (¿^ 
yes 21, 26, 110, 163 y 165 de R. J.) 
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15. La misma legislación dice en otro lugar, que no delxJ 
ser lícito al actor lo que no se permite al reo, y que en los 
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casos dudosos, es mejor favorecer al que* reclama lo suyo, que 
al que intenta lucrar. Como esta regla contiene una concor- 
dancia neta del artículo 11 de nuestro Código, no está por 
demás reproducir la doctrina que á este propósito enseña el 
jurisccmsulto Bronchorst, por medio de varios ejemplos. Sea 
el 1? : si el actor ha obtenido privilegio para que el juicio pro- 
movido por él termine sin apelación y él ha sido reconvenido 
por el reo en el propio juicio, la sentencia que en virtud de 
la reconvención ee dé contra él, será también inapelable. — 
2? El reo no podrá, después de la contestación de la demanda, 
revocar el nombramiento de procurador, sino con conocimien- 
to de causa, y por el principio de reciprocidad, tampoco podrá 
hacerlo el actor. — 3? El reo no podrá presentar testigos des- 
pués de la publicación de probanzas, y por el naismo princi- 
pio tampoco podrá presentarlos el actor. 
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16. A propósito de otra regla que también viene. al caso, 
enseña: que cuando el afrtor no prueba su intención, debe 
ser absilelto el reo aun cuando no haya probado nada ; y que 
lo mismo debia hacerse en las causas criminales cuando las 
pwebas no eran tan claras como la luz del medio dia. El 
autor mencionado advierte, que en lo que se refiere á la de- 
c¡«i<m de la <^ausa, es mejor la condición del reo que la del 
actw; pero que en los actos preparatorios es al contrario, por- 
que al principio del litigio, el reo está obligado á caucionar 
que comparecerá en juicio y pagará lo juzgado y sentenciado, 
y que también es de mejor condición que el reo en cuanto á 
la interpretación del libelo de la demanda. 

17. A renglón seguido agrega: que en materia de pruebas 
y de decisión del juicio, la condición del reo es más favore- 
cida que la del actor, quien está obligado á exhibir al reo los 
instrumentos que puedan servirle para fundar su excepción, 
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mientras que el reo no está obligado á presentar al actor los 
que puedan favorecer su intención. Y ppr últimsOj que cuando 
las pruebas son dudosas 6 iguales^ se favo?ecia mÁ^ al reo que 
al actor, advirtiendo el mismo autor» que en k^ caufias pá- 
vilegiadas de libertad» dote, n^atrimonio y testam^ito, se ía* 
vopece en caso de duda mis Inen al ^tor que^ al reo. 
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18. £n el sistema de la^ lejQs de Partida j también m ^1 
de laf recopiladas, es mé^ la condición AA demandado^que 
la del actor, pues i este es 4 quien inetimbe la prueba» hse^- 
do al reo negarla intención del actor. .{Le^, I*, Ut. 14, Par- 
tida Z^'.—Ley 12, tit. 14, Paréida Z"".-^ Leyes del tit. 6?, hb, 
4? — Ley 14, tit, 8?, lib, 2?, di la Recopilación de Castilla; j 
cuando las pruebas rendidas por ambas partes fueren iguales, 
deberá ser absuelto el demandado. {Ley 40, tit. 16. — Ley 17, 
iit, 22, Partida 3" ) 

19. Bropchorst, expUps^o la regla 4Vde derecíbiQ roi]pdiio, 
que dice : ^^ que en ca^os dudosos es mejor favorecer al cyie 
reclama lo suyo que al que intenta lucrar,'' enseña lo siguien- 
te: "Siempre que hay controversia entre acreedores dfedi- 
verso género sobre .preferencia de pago, debe favorecerse i 
aquellos que piden lo suyo, es decir, á los que reclaman en 
virtud de un contrato ó titulo oneroso, más bien que á aqn^' 
Iloa que lo hacen en virtud de una causa lucrativa, como tes- 
tamento, donación 6 legado ; y cuando se duda si la herenci» 
será 6 no bastante para pagar las deudas del difmito, est^s 
deben ser cubiertas antes que los legados, porque seria mju^ 
to no atender á los acreedores que para evitarse daSio deman- 
dan lo suyo, y sí á los legatarios que solo tratan de lucrar; J 
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por tanto, si el heredero hubiese pagado á los legatarios an- 
tes que á los acreedores, estos podrán reclamar á aquellos 
jsus créditos por la condición indebiti; y que de aquí ha de- 
ducido la jurisprudencia que siempre que se promueve cues- 
tión entre dos personas privilegiadas, debe ser favorecida la 
causa de aquella que trata de evitar un daño con preferencia 
á la de aquella que intente adquirir un lucro, y se pone por 
ejemplo la causa de un menor dé 25 años que pidiera resti- 
tttcion contra otro menor á quien hubiese prestado dinero que 
hubiera malgastado este, en cuyo caso debe favorecerse al 
mutuario, negándose la restitución al mutuante. 

20. En el comentario de dicha regla está citada una ley 
departida, que terminantemente dice que el heredero no tie- 
ne obligación de pagar las mandas que hizo él testador, sino 
hasta que haya cubierto todas las deudas del mismo ; y qué 
después de pagadas estas, de los bienes que queden, podrá 
sacar la cuarta falcidia, en el concepto de que si los bíeiaes 
libres no alcanzaren á cubrir esta cuarta, podrá sacarla á pro- 
rata de cada una de las njandas del testador, hasta comple- 
tarla. (Ley 7% tit 6?, Partida 6") 

La misma ley resolvía, que si el heredero antes de pagar 
las deudas entregase los legados, sin que le quedara más que 
la cuarta falcidia, entonces los acreedores deberian deman- 
dar stis créditos á los legatarios, sin conservar mes que el de- 
recho de repetir contra el heredero para pagarse íntegramente 
BUS créditos aun con la cuarta falcidia ; y la razón que da la 
ley es, porque él se debie guardar de non fazer pagamiento 
de las mandas antes que pagasen las debdas. — Legata enim 
debentur cere alieno deducto, Le±, Creditorihiis ff, de separa- 
tionUms, Lex, Si universce C. de legat. — ^Así, pues, conforme 
árld l^áléidioñ de las Partidas, cualquier acreedor del testa- 
fe é dtel intestado era preferido á los legatarios, fueran de 
cantidad, dé género 6 de especie. 
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21. El Código de Portugal tiene varios artículos que pue- 
den presentarse como concordantes del 11 de nuestro Código 
civil, y son los siguientes: "Toda ley que reconoce un de- 
recho, legitima los medios indispensables para su ejercicio." 
(Articulo 12.) — "El que conforme á la ley ejerce su propio 
derecho, no es responsable de los perjuicios que de ello re- 
sulten.'' (Articulo 13.) 

El texto dice literalmente: "El que ejerciendo su propio 
derecho procure sus intereses, debe en caso de conflicto y á 
falta de providencia especial, ceder al que trata de evitarse 
perjuicios. " (Articulo 14.) 

'' En concurrencia de derechos iguales ó de la misma es- 
pecie deben los interesados hacerse concesiones recíprocas 
que produzcan el efecto de conciliar los intereses, contraba- 
lanceando los sacrificios." (Articulo 16.) 



§ 14? . 

22. Se nota que en este punto no tiene concordancia nues- 
tro Código, ni en los proyectos de los Sres. Goyena y Sien», 
ni en los Códigos del Imperio, de Veracruz y México. 
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23. Nuestro Código civil dice en su artículo 1 1 lo siguien- 
te: "El que ejerciendo su propio derecho, procura sus inte- 
reses, debe en caso de conflicto y á falta de providencia es- 
pecial, ceder al que trata de evitarse perjuicios. " 

24. Con un espíritu, que nadie puede echar á mala parte, 
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podemos decir qne nuestro Código debe ser corregido ponien- 
do el gerundio "ejercitando" en lugar de "ejerciendo," y 
agregando que el supuesto del artículo es que se ejercitan 
derechos de dos ó más personas colocadas en diferentes con- 
diciones, pues mientras alguna ó algunas hacen valer dere- 
chos encaminados á adquirir lucro en virtud de un título pu- 
ramente lucrativo, otra ú otras hacen valer derechos que al 
no ser atendidos, producirían no solo perjuicios, sino daños 
positivos que vendrían á menoscabar el monto del patrimo- 
nio que estaba ya adquitido, y para este cago resuelve que si 
no hay una providencia especial que dé preferencia al dere- 
cho fundado en un título lucrativo, se posponga este al de- 
recho fundado en el título adquirido en virtud de una causa 
onerosa. 
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25. En consonancia con el principio establecido en el ar- 
tículo 11 de nuestro Código, está resuelto que no entran en 
concurso: 1*?, los dueños de bienes no fungibles existentes 
en poder del deudor : 2?, los dueños de bienes fungibles que 
se hubiesen entregado bago sello, cerradura ó costura y que se 
encuentren en el mismo estado, y 3", los acreedores hipote- 
carios. {Códia-o civil Articulo 2057 .) 

26. Respecto de esta clase de acreedores, está resuelto se 
fes entreguen las cosas de que son dueños ó que les están hi- 
potecadas, aun cuando queden insolutos los otros acreedores 
q^ue figuran en el concurso {Código civil. Articulos 3058 jr 
2063); y la razón es, porque el deudor no debe pagar con la 
que realmente es ajeno, como lo es parcial ó totalmente lo hi- 
potecado. 

27. En cuanto á los acreedores que entran en concurso, 
se establece que del fondo de este se paguen con absoluta 
preferencia y con cualesquiera bienes: 1", los acreedores por 
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gastos judiciales. — 2" Los acreedores por gastos de conserva- 
ción y administración. — 3° Los acreedores por la última anua- 
lidad vencida, y los que lo sean por razón de seguro de los 
bienes conculcados. — 4? El erario por las contribuciones ven- 
cidas en los últimos cinco años anteriores al concurso^ pues 
las contribuciones que se vayan vencieodo después, deben iise 
cobrando, desde luego sin consideración á que son causada» 
por bienes concursados. — 5" Los acreedores por gastos ero- 
gados en formal reconstrucción de los bienes inmuebles del 
concurso, siempre que aquélla haya sido indispensable; que 
el crédito se haya contraído expresamente para hacerla y 
que el dinero en que consistió este crédito se haya empleado 
en su objeto. — 6" Los acreedores por pensiones, réditos, y de- 
mas prestaciones vencidas en los últimos cinco años. 

28. La razón en que está fundada la preferencia de los cré- 
ditos que figuran en los números 1, 2, 4 y 5, se toma delin* 
teres social que debe haber en favor de la buena administra- 
ción de justicia, en favor de la administración pública, que 
no puede existir sin los consumos públicos sostenidos perlas 
contribuciones ; y en los créditos de los números 3 y 6 en 
que figura el interés privado, hay la raSM)n de que pueden 
conl^iderarse como prestaciones alimenticias^ aparte de la pro- 
tección debida á las empresais de seguros, no siendo cierto 
que todos los créditos de la 1! clase afecten los bienes en ge- 
neral, sino solo los gastos judiciales y» los generales de atoi- 
nistracion, pues, los demás solo afectan determinados tíenes 
que son los gravados con los capitales cuyos réditos se adeo?- 
den con la prima adeudfida por el seguro de determinadofi 
bienes, con las contribuciones causadas por bienes igualmente 
de^nninados y con los gastos de la finca ó fincas reconstnii- 
das; pero las razoneé expresadas arriba, evidentemente fen- 
dan la justicia con que deben ser pagados de preferencia con 
el fondo común del concurso. 
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29. En la segunda clase figuran: 1?, el acreedor por el pre- 
cio de los muebles vendidos : 2?, el acreedor por gastos he- 
chos para la conservación de dichos muebles : 3?, el acreedor 
prendario: 4", el acreedor por pago de hospedaje : 5?, el acree- 
dor por fletes : 6**, el acreedor por simiente dada para hacer 
la riemlara: 7?, el acreedor por gastos de cultm; y &?, el ar- 
retidador por el precio del arrendaimento, indemnización de 
dafios y perjuicios, y por cualesquiera otros gravámenes decla- 
rados en la escritura. Todos estos acreedores tienen prefe- 
rencia r^pecto de los de clases ulteriores, en los términos si- 
guientes: el 1? tiene privilegio en los muebles que vendió, 
siemjflre que estos estén en poder del deudor y demande su 
precio dentro de los tr^ meses silentes á la vetita ; el 2? 
como' refaccionario, tiene también derecho para ser pagado 
de ^íeferenda, con dichos m^uebles aun cuando se encuen- 
tíeu en poder del acreedoí si presenta su demanda dentro de 
los tres meses siguientes á la fedia en que hizo los gastos ; el 
3?, x[ue ^ el prendario, tiene también derecho para ser paga- 
do de jMjeferencia coli el valor de la prenda, pues bajo derto 
aiap^to le está enajenada, como la hipoteca lo está al hipo- 
tecario; el 4?, que tiene el derecho legíJ de prenda sobre los 
DmeMes introducidos en su habitadon por el huésped, tiene 
por la misma razón que el anterior un derecho incontestable 
para ser pagado de preferencia con el valor de dichos mue- 
Wes ; el 5?, que es el acreedor de simiente invertida ya en siem- 
bra, por un favor debido á la agricultura y á fin de que este 
tenga facilidades de encontrar semillas para sus siembras, de- 
l>e ser pagado de preferencia con los frutos que provengan de 
Biembra hecha con aquella simiente : el 69 tiene por razones 
dialogas, privil^o sobre los frutos cosechados en virtud de 
cualquier gasto hecho por él para su cultivó, y por último, el 

26 
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arrendador tiene preferencia de pago sobre los frutos y precio 
del subarrendamiento de su finca, preferencia que le dala 
ley para facilitar los arrendamientos garantizando el interés 
del propietario con aquella preferencia. 
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30. Respecto de los bienes que no estén hipotecado» ni 
dados en prenda, tiene privilegio sobre los demás acreedo- 
res el que lo es por gastos del funeral, por los hechos en la 
última enfermedad del deudor, por alimentos fiados al mis- 
mo, por los salarios de servicios familiares ó domésticos, por 
deudas contraidas con menores en la adtninistracion de sus 
bienes, por lo que la mujer casada puede reclamar en pago 
de su dote, bienes parafernales, 6 donaciones ante-nupcia- 
les, el que tenga á su favor sentencia ejecutoriada, el que 
es acreedor por razón de legado, el erario por sus contribu- 
ciones que no sean de los últimos cinco años, el deponente de 
cosas fungibles entregadas sin marca y que están consumidas, 
y por último, el erario y los establecimientos públicos, que 
reclamen deudas provenientes de la administración de sus 
bienes. Esta preferencia está fundada en el favor que debe 
darse á aquellos créditos de confianza que viene naturalmente 
en las relaciones de familia y del hogar doméstico, y está tam- 
bién fundada en el favor que se debe á los intereses del erario. 
{Código dvil. Articulo 2090.) 
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31. Entre los acreedores que figuran en el artículo 3090, J 
con relación á la fracción 10* del 2000, encontramos á los le- 
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gataorios, respecto de los cuales debe decirse que una vez cons- 
tituida la hipoteca á que le da derecho el articulo 2000 de 
nuestro Código, nada más legal que darle preferencia sobre 
el acreedor testamentario que venga á figurar después sin hi- 
poteca y cabe cuestionar : si contrapuestos los derechos de un 
legatario con los de otro acreedor que lo fuera por causa onero- 
sa, debería ó no ser preferido este último por consecuencia de 
lo establecido en el artículo 11 de nuestro Código; cuestión 
(jue debe resolverse, atendiendo á que la herencia no consiste 
ni puede consistir más que en el acerbo liquido de los bienes 
del difunto que queden después de cubiertas todas sus obli- 
gaciones y responsabilidades. {Código civiL Articulo 3364.) 
Poi consiguiente, la verdad esijue un acreedor por causa one- 
rosa debe ser preferído á un acreedor por legado, donación ó 
herencia, en virtud -de lo prevenido en el artículo 11 de nues- 
tro Código. 

32. Y esto es tan cierto, que el mismo Código civil resuelve 
pe el acreedor, cuyo crédito no conste más que por el tes- 
tamento, se tendrá para los efectos legales, como legatario 
preferente ; es decir, que aun este crédito debe ser preferido 
en su pago al de los demás legatarios, de donde se infiere muy 
bien que estos deben ser pospuestos á cualquier acreedor cuyo 
crédito por causa onerosa esté plena y legalmente compro- 
bado. {Código civil. Articido 3531.) 
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33. Entran en cuarto lugar los acreedores hipotecarios por 
la parte que no haya podido cubrirse con los bienes hipote- 
carios, en seguida los escriturarios y también los que tenien- 
io preferencia sotee determinados bienes solamente, no ha- 
yan sido pagados en la totalidad de sus créditos. 

34. Y por último, vienen los deooaas acreedores que no 
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están comprendidos en ninguna de las categorías c[ue van 
expresadas, á quienes se paga á prorata indistintamente. 

35. Ahora, veamos lo que la ley dispone en lo particular 
respecto del heredero, legatario y donatario. 
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36. El heredero, según el artículo 3503 del Código civil, 
responde de todas las deudas realed y personales áél testa- 
dor, y por consiguiente, contrapuestos sus derechos á los de 
cualquier acreedor por causa oberosa, debe ser este preferido 
en el pago. 

Cuando un legatario concurre con un acreedor que tiene en 
prenda ó hipoteca la cosa materia de su legado, deberá el 
heredero desempeñarla 6 redimirla para que sea entregada 
libre al legatario {Arñcnlo 3554), si no es qtie disminuya su 
legítima, en cuyo caso no vale el legado en la parte eñ cpie 
la disminuya. {Artículos 3460 á 3574 Código civil.) 

37. Si el legatario concurre á cobrar su legado con el acree- 
dor á quien se deban pensiones que graven el legado, se pa- 
garán por cuenta de la herencia las atrasadas, y las otras se- 
rán de cuenta del legatario (Código civil, Ariicnlo 3566); 
entendiéndose por atrasadas las pensiones que se adeudaban 
antes de que el legado pasara al legatario, supuesto que este 
pasa desde la muerte del testador. {Artículos 3602, 3603 y 
3604. Código civil.) 

38. En cuanto al donatario, este adquiere un derecho irre- 
vocable desde que se hace saber al donante su aceptación {Có- 
digo civiL Artículo 2721 ) ; esto por lo que hace á las dooa- 
cioi\j^ irtíer vivos ^ y én cuanto á las que se hacen pata despties 
de la muerte del donante, rigen las mismas leyes a^^^bles 
á los legados {Articulo 2720) ); sin que haya una sola declara, 
cien del Código que autorice la revocadon de la donación 



.205 

aceptada, y recibido el objeto que la constituye por crédito 
6 créditos contraidos con posterioridad á ella, pues en el ca- 
pítulo 3?, título 15, libro 3", que trata de la revocación y 
reducción de las donaciones, solo se habla de la revocación 
qjXG se verifica por la superveniencia de herederos forzosos 
(Artículos 2753 á 2761), causa que también ocasiona la 
reducción de las mismas donaciones. {Articulos 2772 á 
2784.) 
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CAPÍTULO IV. 

Dt las leyes en que se interesan el derecho público y las buenas 
costumbres, — De los pactos celerados contra ellas y de los 
actos ilegales en general, 

\ 

1. Axioma. 

2. Transición. 

3. Teoría de Gayo. 

4 i 6. Teoría de Papiniano. 

7. Teoría general. 

8. Declaración de Teodosio y Valentiniano. 

9 y 10. Extensión de la teoría de Papiniano y SU9 causas. 

11. Sistema de las Partidas. ^ 

12. „ del Código do Napoleón. 

13. Comentario de Rogron» 

14 á 17. Código del Illmo. Sr. Goyena. 

18. Teoría del Dr. Sierra. 

19. Código del Imperio. 

20. „ de Veracruz. 

2i. „ del Estado de México. 
22 á 24. Análisis del artículo 16 del Código civil. 
25. Cuáles son las leyes á que se refiere el artículo 16 del 
Código. 
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26. dué era derecho público según la legislación romana. 

27. dué es derecho público según la jurisprudencia espa- 

ñola. 

28. Cuáles son las leyes de derecho privado. 

29. Convenios contrarios al derecho público. 

30. Acto contrario á leyes prohibitivas. 

31. dué es derecho público. 

32. Leyes del Código penal y del de procedimientos. 

33. Pactos contrarios á las buenas costumbres. 
34 á 36. Primer precepto de la justicia. 

37 y 38. Ley 3% título 1?, Partida 3* 

39. Cuestiones de moralidad. 

40. Remisión del dolo futuro. 

41. Los actos ilícitos están declarados impoábles por núes-' 

tro Código. 
42 y 43. Derecho público, según Sala. 

44. Derecho público, según la jurisprudencia española. 

45. Dejecho de gentes : qué es. 

46. „ privado. 

47 á 54. Título 6? del Código Napoleón. 

55. Actos ilegales en general según la legislación romana. 

56. Legislación posterior de los Emperadores. 
57 á 61. Legislación de Justiníano. . . 

62 á 64 Cuestión: ¿será nulo ipsojure todo act^ contiano 
á la ley? 

65. Derecho canónico. 

66. Ley 59, título 18, Partida 6* 

67. Diferencia entre la ley 28, título 11, Partida 5*, y la ley 

anterior. 

68. Ley 1% título 8% Partida 3* 

69. Regla general. 

70. Código de la Luisiana. 

71. Jurisprudencia española. 

72. Código de Portugal. 

73. Código del Dr. Sierra. 
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74. Código del Imperio. 

75. Código del Estado de Yeracruz y del Estado de México. 

76. Sistema de la comisión de Código. 
77* Excepción que admite el sistema. 

78. Pena impuesta á los que celebren convenios contrarios á 

la ley. 
79 y 80. Leyes prohibitivas. 
SI. Generalizaciou. 
82. dué son leyes prohibitivas. 
83 y 84. dué son leyes de interés público. 

85, Actos practicados contra leyes renunciables. 

86. Referencia. 

87, Toda ley prohibitiva produce la nulidad del acto i»o- 

hibido. 

88. Transición. 

89 á 91. Glosa de Gregorio López. 

92. Jurisprudencia extranjera. España. 
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CAPÍTULO IV. 

De las leyes en que se hrieresan el derecho público y las buenas 
costumlrss. — De los pactos celebrados contra ellas y délos 
actos Urales en general, 

1. Ss un lipoma incontroyertible en la legislación moder* 
oa, lo ihisüio que en la antigua, el que los partioulares no 
pnedéii, por medio de pactos 6 convenciones que celebren 
^tre Éií, impedir que las leyes en que se interesan el derecho 
público 7 las buenas costi^mbres produzcan todo el efecto le- 
P¡- (fde están destinadas á producir ; en consecuencia, tales 
partos son coitnpletamente ilegales, lo cual nos hará entrar 
^ el examen del valor que en derecbo puedan tener los actos 
ejecutados contra la prevención de la ley. 

2. Porahora veamos las diferentes doctrinas que ¿este 
Propositó se encuentran en el Derecbo romano. 

3- El jurisconsulto Gayo, que floreció á principios del si- 
glo II de la Era Cristiana, «n el ** Comentario d^l Edicto Pro- 
^M " enseñó que los pactos celebrados contra las reglas 
*el derecbo civil no son válidos ; y después de establecer este 
PWíicipio general, pone el ejemplo del pacto de liberación ce- 
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lebrado por el pupilo sin autoridad de su tutor, diciendo lo 
mismo del pacto de la misma especie celebrado por el hijo 
de familias 6 por el siervo. (Ley 28, Jf., tit, 14, líb. 2*?) 

4. Yino después Papiniano, y á fines del siglo II ensefif 
que el Derecho público no puede ser alterado por los paetei 
de los particulares. {Ley 38, tit, 14, Jf., lib, 2*?) 

5. La enseñanza de Papiniano está probando que en sh 
tiempo estaba ya relajada la doctrina de Gayo; y acaso p(Nr 
la extensión que se diera á la doctrina de Papiniano, fué ne- 
cesario que Ulpiano, comentando el edicto de los Ediles, hi 
ciora la aclaración de ser válidos los pactos que contra tal 
edicto se celebraran, sea que forinaran parte de un contrato 
de venta 6 que se estipularan separadamente. 

6s La doctrina de Papiniano es la que figura como caÉW* 
dante de nuestro artículo, y debe advertirse que DionifiSl^ 
tbofredo enseña en sus Anotaciones, que por derecho pAho- 
debe entenderse el que es útil al público; lo cual es inexacto^ 
pues no hay ley que no deba ser de utilidad pública, cómelo 
resolvió Ulpiano, diciendo : " Jura non in sing-tdcts persowu 
sed generaliter constituuntur, {Ley 8*» tít. 3?,j^.^ lik, V) 

7. lios jurisconsultos en diferentes c^sos reprobaron hi 
pactos ilegítimos, tales como aquellos que alteraban la for- 
ma del derecho fiscal {Ley 42,^. depactis) ; los que ca|(«- 
nian alguna causa torpe {Ley 27, § 4?, de pactis^\ ^^¡jP^ 
ganaban el derecho de los demás {Ley 3%^. de trai^m^^ 
y por último, aun las cauciones que contenían algún JBPÍQ 
{Ley 6% ff, qui satisdare cogantur)^ llevando su justares- 
peto á la ley, hasta el extremo de declarar que ni anfi Iftifr 
cho por el Pretor nodia derogar eLderecho. . . 

8. Los Emperadores Teodosio y Valentiniano resqlvi^ 
que todo lo que se hace contra las leyes no solo es in^til^^ 
no que se tiene por no hecha {Ley 5f, tiU 14, C, fíe» 4*) 

9. De manera que, según la tópica legal, el princifá^^»® 
Papiniano estableció con relación al derecho público, se la*^ 
después extensivo á todo pacto contrario á las leyes, faeiw 
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6 no de dereclio público, en virtud de la resolución posterior 
de los Em{)eradore8. 

10. A lo dicho contribuyó eficazmente él mismo Papiniano, 

diciendo en otro lugar, en términos muy generales : Nam qti<B 

fñ€ta ledrint pietafemy €TÍs(ifnáiio)iefn veriecundiam nostram 

ef ut generalüer discerim cotiira bonos mores jhmt nec faceré 

msposse cred&ndum est. (L.filius \^ff. de condit instit.) 



§2' 



11. Y tal era en efecto la extensión que tenia el principio 
del derecho romano cuando apareció el Código de las Parti- 
das, que insistiendo en los de la legislación imperial romana, 
vino proclamando que " todo pleito que es fecho contra nues- 
tra ley é contra las biíenas costumbres non debe ser guarda- 
do; maguer pena ó juramento fuere puesto en él. " {Ley 28, 
titU, Partida b"") 
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12. JEl Cód^o Nap€)leon dice literalmente : " No se pueden 
derogar por convenios particulares las leyes que interesan al 
^ídfia público y á las buenas costumbres." Este oánon de la 
lepsbcion moderna tiene sus concordancias en el Código Na- 
pdeon, artículo 7? ; en el Sardo, artículo 13 ; en el feolandés, 
í^rtíaulo 14; en el de Vaud, artículo 4*?, y en el de la Luisía- 
II», íartíould 11. 

13. El comentador Rqgrom nos enseña, que las leyes del 
6rden púbEcó á que se refiere el artículo 6? del Código Napo- 
león, son aquellas que tienen por objeto el ínteres general de 
la sociedad ; y que como ellas no se refieren únicamente á los 
uHiereses'de los particulares, no pueden por lo mismo ser re- 
liunciadas válidamente ; que por este principio no puede un 
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marido renanciar la potestad marital, ni uñ padce la 
potestad, y que las estipulaciones que hicieran á este reí 
fieiián nulas: ^^Privatorum canventio jurí púbfico non 

Y después de poner otro ejemplo, que es el relativo 4 Jal 
apelación irrenunciable de una sentencia de interdicción, 
asienta que se pueden derogar, por medio desconvenios par* 
ticulares, aquellas leyes que tienen por objeto los intereses 
privados; por ejemplo, una sucesión abierta y una presc»^ 
cion consumada, según el principio de: Caique licet rei|tm-| 
tiaj^ejuri infavorem suum introducto. 
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14 £1 Código del Illmo. Sr. Goyena dice : que no podito 
derogarse las leyes en cuya observancia están interesados €Í 
orden público y las buenas costumbres. (Articulo 11.) 

16. En la explicación de este artículo dice : que encuentra 
más propia la \ocyx(A(mjus publicum que la de orden públi- 
co. Agrega que la ley romana es mucho más lata que la fran- 
cesa, pues comprende casos que rigurosamente no deberían 
entenderse comprendidos en la francesa, y sin embargo lo 
están. 

16. Y da por razen, que aunque en la acepiácm t^^ 
^* orden y sosiego püblico'^^ son sinónimos, no es tan mesq^sátm 
el sentido del artículo 11, sino que, por el contrario, se dis- 
tiende á todo lo que las leyes romanas c<Hnprendian en la lo- 
cución "Derecho público;" es decir, que se extiende i toda 
ley que tenga por objeto la moral pública, la forma y sóí^mr 
nidades de los actos ó instrumentos y de los juicios. 

17. Y concluye, que aunque por regla general pueden de- 
rogarse los pactos privados ó renunciarse las leyes que tienen 
por objeto primario la utilidad de los particulares, no sucede 
así con las que al mismo tiempo envuelven utilidad pública 
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y suelen concebirse en términos prolúbitorios, como son las 
relativas á pródigos, meaores 7 mujeres casadas. 
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18. El Código del Pr. Sierra decia : Las leyes en cuya oIk 
enrancia está, interesado el orden público y las buenas eo»- 
tumbres, no pueden alterarse por ninguna clase de conVenkw 
particulares» {Articulú 9*?) 



*r 



§6? 



19. El del Imperio d\jo : Las leyes que afbctan el árdea 
público y las buenas costumbres, no pueden alterarse por 
ninguna clase de convenios privados. {Articulo 9?) 
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20. El Estado de Yeracruz hizo una modifícadon, pu^ ál 
establecer la insubsistencia del convenio particular que jfvtg- 
ne con leyes en cuya observancia estén interesados el órd^i. 
público y las buenas costumbres, agregó : que cuando el eim- 
trato principal pueda subsistir sin el convenio contrario á^Ia 
ley, se tenga este por no puesto, subsistiendo en lo deinas él 
contrato; modificación que no creyeron necesaria loa otros 
Código? por el principio de que: Utite iion dAetper imátte 
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91. El Estado de México, en jSu Código, hizo lo mismo qae 
el de yera^ruzi^ 



. •■ í i- J 
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22. Haciendo el análisis de nuestro artículo, tenemos que 
son objeto de su prescripción las leyes en que se interesan é 
derecho público y las buenas costumbres ; que de estas h^ 
dice que no pueden ser alteradas ó nulificadas an cuanto á 
8U8 efectos por convenios celebrados entre particulares* - 

23. Después de hecba la descomposición d^ nuestro 8irtieit> 
lo, cabe preguntar: ¿ cuál es la pena con que e«tá sancionada 
8u prescripción ? Y si nos fijamos en la palabra ** no pued^" 
de que usa la ley, desde luego ocurre que esta palabra, con 
una ligera inversión de redacción, nos da el siguiente precep' 
to: El convenio celebrado entre particulares, no puede alte- 
rar 6 nulificar los efectos que deben producir las leyes ea^ 
se interesan el derecho público y las buenas costumbreSí- 

24. Esta redacción, que en ^nada altera la' sustancia de 
xmestro artículo, funda la calificación de ser legalmente im- 
posibles los convenios privados que sean contrarios á leyes de 
la especie expresada ; y xjomo los convenios, cuyo objeto es le* 
galmente imposible, son nulos {Articulo 14l21). lo efr induda- 
blemente el convenio privado á que se refiere nuestro BÚtt^ 
lo 7*? 

26* Ahora, ¿ cuáles son las leyes en que se interesan el De- 
reciio púbiieo y las buenas costumtyes ? • 

26. El Derecho público, según la legislación romana, ^ 
el que se refería al estado romano., 

íS7. Según la jurisprudencia española, derecho público %í 
el que se compone de leyes establecidas para la utilidad «o^ 
mun de los pueblos ; y si bien esta definición no da toda h 
luz que es necesaria en la materia, puede disminiiirse mucb^ 
la oscuridad que reina en este capítulo, si se dice que son le- 
yes de derecho público aq[tiellas que en su aplicación práctíca 
no ponen el interés particular de un individuo legalmeste 
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completo, frente al interés priviuio de otro indiriduo que se 
encuentra en las mismas condiciones legales ; de modo que 
ejecutada su presonpcion venga á afectar intereses, que no 
son los componentes del patrimonio privado de dos ó más in- 
dividuos, sino que aunque sea de un solo lado, afecta algo 
más que el interés privado del ifndividuo, ya sea el domés- 
tico de las familias 6 el público de la sociedad, 

28. Ckyn esta explicación puede decirse : que son de derecho 
pritado las leyes que aplicadas d. las opetaciones de la vida 
piáctiCa, poD^i desde luego y de una manera primaria, inme- 
cUata y directa, el inteires privado del individuo en contacto 
coa el interés igualmente privado de otro ü otros individuos^ 

29. Tomando como punto de partida estas conclusiones^ 
debe decirse, que en cumplimiento de nuestro artículo no 
pueden celebrarse convenios que contraríen el derecho público 
internacional, constitucional 6 administrativo, y que en cuan- 
to fd derecho civil la regla debe ser, que no valen los conve- 
nios que contraríen aquellas leyes que en su aplicación prác- 
tica afecten no solo el interés privado del individuo, sino a^o 
más, sea que este algo más consista en el interés colectivo de 
la sociedad 6 en el doméstico, pero también colectivo de la 
familia. 

30. Con estas reglas podemos decir que el individuo que 
tiene capacidad jurídica, puede, en materia de convenios, ha* 
certodo lo que no contraríe las leyes dd derecho público. Y 
liaeiendo la aplicación del artículo 7?, puede decirse que si 
el acto que se ejecuta contratía leyes prohibitivas, tal acto 
seria nulo, aun cuando las leyes contrariadas ó infringidas 
no fueran de derecho público; y á propósito del artículo 6? 
debe asentarse que aun cuando se quiera *dar validez y con- 
sistencia al acto ejecutado, haciendo expresa y especial re- 
nuncia de las leyes que están en pugna con él, esa misma 
remmda será nula si \$ib leyes son prohibitivas 6 de interesa 
público. ' 

31. ün escritor muy conocido;oti nuestro foro^ enseña quep 

28 
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el desecho púl^Iico comprende la ley fhndapiQntal 6 ctmrii' 
iocioD, las lejas idatÍTas i la oiganizaekm de las autovi^^ 
y tribunales, las que tíenen por objeto /einrimir at^otedoi 
contra la moral y afianzar el buen orden y la s^oridad id 
Efl/tado y de los ciudadanos, las que establecen las congrio- 
nes del matrimonio, la patria potestad, la cualidad de lü 
personas, &c. 

32. De esta doctrina debe coiicluírse que forman partiiel 
derecho público las leyes del Código penal y del de pioco^ 
mientos; de manera que si na fuera expiesa la resolueioaáe 
algunos artículos de nuestro Código de i«t>cedimientos (ir 
ticulos 891^ 10?, 911 y 912), deberíamos decir que no hj 
ley de procedimientos que sea r^iunciable. 

33. La segunda parte del articulo enseüa que los padoe 
de los partkmlares no pueden alterar ni modificar los eftc- 
tos de las leyes en que se intffl*es»i las buenas costumbiaa 

34. La legislación romana enseña que el primer preoe|ih> 
de la justicia obliga á vivir honestamente ; y uno de los^ 
mentadores de sus leyes, explica que con este precepto W 
veda la íusticia todos los actos que pugnan oon las bosAis 
costumbres y con la pública honestidad. 

36. Y para dar idea de la extensión de este precepto, eHft 
un pasaje de Cicerón que dice : '' Est oHquid quod non afor- 
iet etiamai liceat. '' 

36. A este propó^to nos dice Paulo: ''No todo lo que » 
licito es lK)nesto.^' Esta regla de derecho comentada por Bktft- 
ch(»rst, trae doctrinas de muy justa ajdicacion en esteliigiur. 

37. La ley 3% título 1*, Partida 3% que se cita como «(»- 
cordante déla regla de detecho romano, dice: ^'Et los afl»- 
damientos de la justicia, et del ^derecho son tres; el j^inliEOí 
que home viva honestamente quanto en si ; el segundo, <ip^ 
s^on faga ínal nin dafio i otrí : el tercero, que dé su deredio 
á cada uno: et aquel que cumple efttos tres mandamieoM} 
face lo que debe á Dios et á sí mismo, et 1 los homet ton 
quien vive, et cumple, et mantiene la justicia. " 
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38. En el comentario d« dicha regla, se ve que Bartolo 
d\je muy elegantemente, que debemos obrar no solo según la 
obligación, sino tapibien según lo aconseje el pudor, y que 
por esto se ha,establecido que en materia de matrimonios se 
atienda al pudor y á. la vergüenza; estoen efecto tiene apli^ 
cacion en las leyes relativas al matrimonio, de que tratan los 
primeros títulos de la Partida 4* 

39. Se comprende que las cuestiones de la moralidad 6 
inmoralidad de un acto, no se resuelven por las prescripciones 
de las leyes positivas, sino por las de la ley natural, de la 
cual nos ha dicho Cicerón, que no es una en Roma y otra en 
Atenas, sino que es una misma en todo el universo, y de la 
cual está también dicho no menos elegantemente : " Scrijp- 
tum est in tabulis quod in cordibus non legebant non quod 
scriptum non kabebant sed quod legare nollebanU " 

40. La antigua legislación española que profesa el prin- 
cipio de s^r nulos los pactos contrarios á las leyes ó buenas 
costumbres, resuelve que no vale el convenio en que se haga 
remisión del dolo futuro porque daría ocasión á pecar ; pero 
Bí la remisión del dolo pasado (Ley 29, tit. 11, Partida 5!,); 
ni el de volver más de lo recibido fuera de los casos permiti- 
dos por derecho {Ley 31, tit. 11, Partida 6% y 21, tit. 1?, lib. 
10, Nov, Recop.)] ni el de quota-litis {Ley 14, tit. 6?, Parti- 
¿a 3f ) ; ni el de recibir parte por la victoria en el pleito {Ley 
22, tit. 22, lib. 5% Nov. Recop.) ; ni el relativo á la prescrip- 
ción de salarios de abogados y procuradores ; ni el pacto de 
heredarse recíprocamente {Ley 33, tit. 11, Partida 6?); ni 
el que hacen entre sí los que creen que se les deja algo eñ 
«Q testamento que no esté abierto, (tey 1% tit. 2*?, Parti- 

41. £$to era lo establecido en la antigua legislación espa- 
ñola; y dicho esto -debemos recordar que nuestro Código civil 
resuelve que son legalmente imposibles los actos ilícitos {Ar* 
ticulo 1423, § 4"), y que poco antes nos habia dicho ser nulo 
^1 contrato, cuyo objeto es física ó legalmente imposible {Ar* 
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tieulo 1421) ; de manera que conforme á estos artículos, e» 
legalmente nulo todo pacto, cuyo cumplimiento conista en 
la ejecución de un acto ilícito; siendo de^d vertir, que en k 
apreciación que de actos ilícitos hace nuestro Código, estáa 
comprendidos los moralmente reprobados aunque no sean po- 
nibles conforme é, la ley. {Articulo 1786.) 
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42. El Sala Mexicano, citando á Fritot, ensefia que el de- 
recho público ó social, es el que establece las relaciones, loa 
derechos y deberes de cada hombre para con el pueblo á que 
pertenece, y las obligaciones del pueblo para cada uno de sus 
miembros. {FrüoL ^^Espiritu del derecho^ Pág, 3, tom, V) 

43. El Sala Novísimo, confundiendo el derecho político 
que es la especie, con el derecho público que es el género, 
dice que se llama derecho político ó público, el qué' establece 
los derechos y deberes del gobierno para con los asociados, y 
recíprocamente los de estos para con los poderes públicos; 
y dice que toma también el nombre de derecho constitucio- 
nal con relación á la ley fundamental de cada Estado. 
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44. Los Sres. GrOyena, Aguirre, Mental van y* Caravantes 
enseñan que derecho público es el que concierne al gobierno 
del Estado ó á las relaciones de los ciudadanos con el poder 
social. Y después de esta definición, lo dividen en tres partes 
distintas, á saber: derecho internacional; — derecho público 
exterior; — derecho constitucional ó político, y derecho admi- 
nistrativo. Advierten en seguida, qué los autores refieren al 
derecho público, el derecho canónico y el penal ; pero los pu- 
blicistas mencionados, opinan que estps dos últimos parti- 
cipan del derecho público y del privado. 
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46. Del derecho de gentes dicen que es la colección de le- 
yes que arreglao. los derechos y deberes recíprocos de las na- 
^^iones; derecho político constitucional es el que establece las 
leyes y determina la forma de gobierno, esto es, el que fija 
Xas relaciones y los intereses que existen entre una nación y 
los individuos que la componen; y derecho administrativo es 
el que fundándose en el derecho político, establece las rela- 
ciones de los gobernantes'y de los gobernados. 

46. Y hablando del derecho privado, %ue es el extremo con- 
trapuesto, dicen qud se compone del eonjimto de ley ey que 
imreglan las relaciones de los ciudadanos entre si, haciendo 
aJbfitraGcion de la forma de gobierno en que viven : tales mm 
las reglas relativas á la familia, á los contratos, á las suce- 
siones, á los modos de adquirir. 
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47. En la jurisprudencia francesa encontramos una fuesr 
te purísima de interpretación del artículo 6? del Código Na- 
poleón que tiene concordancia con el nuestro^ y es el discurso 
en. que Mr. Portalis hizo la exposición de los motivos de la 
ley relativa á la publicación y efectos de las leyes en generaL 

48. Este documento dice en la parte conducente lo »- 
guíente: '*E1 último artículo del proyecto de ley establece 
que no pueden ser derogadas por convenios particulares las 
leyes que afecten al orden público y á las buenas costumbres, 
supuesto que si hay gobiernos y leyes, es precisamente pa^a 
mantener el orden público." 

49. *' Es, pues, imposible autorizar convenios privados, c^ 
paces de alterar 6 de comprometer el orden público." 

60. " Los jurisconsultos han llevado el delirio hasta creer 
que los particulares podían tratar entre sí como si viviesen 
en lo que ellos llaman estado de naturaleza, y consentir en 
contratos que pueden afectar sus intereses co;mo si no estu- 
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viesen enjetos & ninguna ley, Tales contratos, áioen, no pue- 
den ser protegidos por las leyes que ellos ofenden ; pero co- 
mo la buena fé debe ser guardada entre las partes (jue sé hwi 
empefiado reciprocamente, seria necesario obligar á la pám 
jg^e rehuse ejecutar el pacto, á dar por equivalente lo qué Íbb 
leyes no permiten ejecutar naturalmente.'* 

61. '* Todas estas peligrosas doctrinas, fundadas én sutSé» 
zas trastomadoras de máximas fundamentales, deben dai- 
aparecer ante la santidad de las leyes." 

62. " El mantenimiento del orden público en una sociéátó 
es la ley suprema, en términos que proteger las convencionet 
contrarias á ella, seria poner la voluntad particular del ínol- 
viduo encima de la voluntad general, lo cual seria destruir 
el estado." 

63. " En cuanto á los convenios contrarios á las buenas cos- 
tumbres, están proscritos en todas las naciones civilizadas. 
Las buenas costumbres pueden suplir á las buenas leyes: 
ellas son el verdadero cimiento del edificio social. Tod© lo 
que las ofende, ofende también á la naturaleza y á las leyes.** 

54. "Si las pudiese herir por convenciones, bien pronto la 
honestidad pública tío seria más que un nolnbre vano, y todas 
las ideas de honor, de virtud y de justicia, serian teempk- 
zadas por las cobardes combinaciones del interés personal y 
por los cálculos del vicio." 

55. Lo dicho nos obliga á examinar qué valor pueden te- 
ner, según nuestra legislación, los actos ilegales en genewJ, 
siendo de lamentar el que no se encuentre en las respuérffcM 
de los jurisconsultos romanos, la concordancia exacta de la 
regla general que contiene el artículo 7** de nuestro Código 
civil, pues como enseñan los jurisconsultos Paulo y XJlpiano, 
las leyes antiguas son una guía segurísima para interpretarlas 
nuevas. La razón que da Papiniano a! decir: QucBfactaltBr 
dunt pietatem existimationem veriecundiam nostram etutg^ 
neraliterdixerim contra honos moresjiunt: nec faceré nos posse 
credendum est; si bien es el fundamento científico dé una 
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resolución de jiiris(K>nsalto, no es la misma disposición legis- 
latirá y obligatoria. 

56. La legislación posterior de los Emperadores resadve 
en principio genefal, que los actos prohibidos por la ley ^ si se 
ejecutan, no solo son inútiles, sino que se tienen por no he* 
choB, aun cuando ú legislador se haya limitado á prohibirlos^ 
sin expresar que sea inútil lo que se haga en contravención 
de la ley, {Ley 5% C, Ht 14, lib, 1?) 

Otra ley éú Código dice: Ser indudalde que todo lo que 
se hace contra derecho, no tiene firmeza ninguna. Úuimm 
nmestid quod contra jus gestum videtur^ firmiUdem^ nei» 
tnere. {Ley 6% C, quemdo provocare nofi est necease.) 

T es i& lamentar que la g^ieíalidad de tal principio haya 
dado lugar ú la cuestión de si todo acto, án excepion alguna, 
sea, ^99 juro nulo, por el solo hecha de s^ contrario á la ley. 

Sí. £1 Emperador Justtniaiio resolvió Á propósito de los 
pactos : 4ue deben (mmpiii^ee religiosamente aquellos que no 
sean contía las leyes ni se hayan celebrado oqn d^lo malo* 
(% 29, O., <t¿. 8^ m ir) 

£8. Dos meses después resolvió el imsmo Emperador que 
deben reprobarse completamente los pactos que sean contra* 
rios i Ifts buenas eosttpnbres. Y es de. advertir, qué eñ* el 
^as^tesueltopc»: el Emperador, ie trataba de un pacto relativo 
i la herencia de una persona viva^ el cual no tenia de inmo* 
ittl lÉkñ q^ él presenta! la tentaci(Hi' de cometer nn crimen 
oontta la persona de cuya sucesión futura se trataba ; de ma- 
nera, que según la legislación romana^ se tiene como inmoral 
el acto que puede servir de ocasión,, mis ó menos pró:!áma, 
pftra llegar á cometer un* acto contrario á las buenas costum- 
bres; y de estos pactos dice el Emperador: " Omnímodo hu- 
P^^fnódi patta^ puB contra botiQS mores intía sunt, repelK ei 
nihilex ktspactfonibus obsermri.'^ {Ley 30, C, tU. 3?, /í6. 2?) 

69. Tomando en cuenta las prescripciones* de estas leyes, 
podia sostenerse en princij^o general, la nulidad de todo acto 
4^e fuera ctmti^o á la ley y á las buenas costumbres. 
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Mas la mUma jnríspmdenoia que ostentaba este pñiid|ño, 
«ostenia por otro lado el de que en derecho es peligrosa Hda 
piescripokm absoluta.* Omnis definitio perioulosa ühjmre; 
lo cual por una filiación perfectamente lógica, produjo el tib- 
ma de que : no Imj regla sin excepción ; y el de que : SMkí 
fieri vetantur qum iamenfacta teneni. — Y á estas leyea^b- 
mába Ulpiano::méno8 perfectas. 

60. El principio enunciado tuvo en la legislación íomaa^ 
toultítud de aplicacione8,iComo se ve, por ejemfdo, en Ifcde- 
olar»;ion que hace la Instituta : de ser imlo el m»tmmm 
«ontraido por el hijo de familia sin el consentimientodt fin 
padre. Lo mismo sucedm oon la doiiaeion que el^ maridoréih 
4á& á la mujer, simulando venta, para eludir la pr-ohil^ioD 
de la ley; asi como también estaba declarada nula I$4ttft^ 
Jenaeion que sin au^rizacion judúnal se hacia de biei^s |89- 
licnecientes á menores ; y á pesiur de que los testMoe^ítos.Mii 
respetados como leyesen el derecho romano, estaba d^laá9# 
nulo el que se otorgaba sin las solemnidades de la 1^. (^&. 
tídversus 12, List, de nupt, — L. Si sporisiis^ § drca &.ff^ 
donat int vir. ei va. — L. propen.ff. de lib, etposth^ y Ikl\ 

Jf. de injus. rt^t) 

61. Tal vez la expresión de oasós particulares influyó pii» 
que se cteyera que la regla de la ley 6Vno era taxi genenlj 
absoluta como parecia por sus términos literales. 

62. Mas sea de esto lo que fuere, la jurisprudenda lomsM 
ha venido debatiendo la cuestión de : si será, sin excepción al- 
guna nulo, ipsojüre^ todo acto contrario á la ley. 

63^. El jurísoonsulto Amcddo Yinio, examinando esta ooes- 
tion, resuelve : que si la ley contrariada por el acto es «a»- 
plómente prohibitiva y no sanciona su prohibicáon con pw» 
alguna, en ese caso el acto ejecutado se tiene por nulo; ¡weB 
se debe su|)6nér entonces que la voluntad del legislador es 
que se tenga poraó hecho. 

Resuelve tatiibien, que si la ley isanciona su preacripdktt 
con pena, como agregada á-la nulidad del acto, el efecto q^ 



225 
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produce la contravendon de la ley no es disyuntivo, sino po- 
pulativo. 

y asieniá, por tiltimo, que^cuftndo la ley sanciona su pro- 
hibición con una pena, sin expresar que deba ser nulo el actp 
ejeeutado-en su contravención, creando por otro lado un re- 
eorso legal para obtener su revocación 6 la imposición de la 
pQna, en este caso el acto no debe ser tenido por ipso jure 
nulo. 

64. Nada hay que objetar á las dos primejus conclusiones, 
y ni aun á la tercera, conservándole Integra la forma que le 
di6 d jurisconsulto Amoldo Vinio; pero como- en su aplica- 
mfü ha sido adulteradli algunas veces, truncatido. el pensar 
;niento del jurisconsulto, es necesario hacer observar qtxe 
<aiando la ley no solo prohibe algo sino que sanciona su jpro- 
hibicion con pena expresa, sin decir otra cosa^ entonces /el* 
autor del acto es castigado no solo con la pena impuesta por 
la ley, sino también con la nulidad del acto ejecutado; sien- 
do la.razotí, qne si la simple prohibición hecha por una le^ 
30 entiende siempre sancionada con la nulidad del acto que ae 
ejecuta en su contravención^ con mayor razón debe operarse 
el efecto de la nulidad del acto, cuando por los términos de la 
ley se patentiza la mayor eficacia de la voluntad en prohibhr, 
siendo así que la infracción de la ley se convierte en un vfflr* 
dadero delito. 



§ 13? 



66. El l)erecho canónico dice en sus reglas: Qu(b contra 
jusfitirU debent ulique pro infectis haberi, ( C 64 de R^ Jt, 
m6.) ^ ^ . 

• 

.66. La Ley 59, título 18, Partida 3% habia autorizado 

la doctrina de que la yenta hecha por el mayor de catorce 

29 
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afios 7 menor de veintioinco, vale si está confinxiada con jidra- 
mentó. 

67. Entre esta ley y la 28, título 11, Partida 6?, hay una 
antinomia, pues esta fMsienta la regla general de que tóáo 
convenio hecho contra las leyes 6 contra las buenas ookbs^ 
Inres, es nulo aun cuando se le agregue pena 6 jurameaihif^ 
todo lo que puede decirse es, que* la primera habla de n¿ktím 
especial' que debe ser mirado como excepción de la re^» 
neral establecida en la segunda. ^,; 

68. La Ley 1% título 8?, Partida 6% da lugar á esl^k^M 
en principio, que la infracción de las leyes relativas & teg- 
mentos, ftinda la nulidad del acto ejecutado en su eoaÉa- 
vención. 

69. La regla general sobre nulidad, fundada en la legaja- 
ron espiAola, está limitada por el famoso glosador dé íu 
Partidas á las leyes prohibitivas solamente ; y en efectow éitá 
emitido en el foro espafiol y en el nuestro el principirg.^ 
Tal de que las leyes prohibitivas traen implícita cláusula ¿6- * 
logatoria y anulativa del acto ejecutado en su conttavemÉm. 



§16? 



70. El derecho moderno de la Luisiana, sigue en artíctilo 
expreso de su Código, la prevención de la legislación romana. 



§16? 



71. En España está vigente l^ legislación de nuestros an- 
tiguos Códigos y por eso, en la reforma intentada en nues- 
tros dias, se pensó en establecer un artículo que diga que no 
fl|urte c^fecto la renuncia especial de leyes |)rohibítiyas, y ^e 
lo hecho contra estas es nulo, si en las mismas no seüispoodlo 
contrarío. {Proj/edo del Código civil. Articulo 4?) 
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72. En Portugal los actos consumados con infracción de 
la ley prohibijiya ó preceptiva, llevan en sí nusmos el vicio 
le imlidad, salvo el caso en que la misma ley disponga lo 
contrario ; y el articulo que tal cosa dice, expresa también 
que puede subsanarse la nulidad de tales actos mediante el 
consentimiento de los interesados cuando la ley infringida 
no es de interés y orden público. (Articulo 10.) 



73. SlDr. Sierra en su Código^ ensefia, que no tiene e¿ca« 
cia mngxma la renuncia especial de. leyes prohibitivas, y que 
lo que se haga contta estas es nulo, si en las mismas no se ^ 
dispone lo contrario. {ÁrHcuh3*t) 



§19? 



74; El Código del Imperio dijo que los actos ejecutados 
contra el tenor de las leyes prohibitivas 6 de interés público, 
son unios si las mismas leyes no disponen otra cosa. {Articu- 
io3?) 



§20? 



75. En nuestro Estado de Yeracruz se varió la redacción 
fc la prohibición relativa, al resolverse en su Código que los 
Ictos contrarios á las leyes de interés público ó prohibitivas, 
P^ nnlos siempre que ellas mismas no dispongan expresa- 
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mente otra cosa ; y lo mismo se dijo en el Código del Estado 
de México. 

§ 21» 

76. Con tales antecedentes, la comisión delCód%o#rilf 
apartándose de las tradiciones del derecho antiguo y/égám^ 
do las luminosas indicaciones de la legislación modemaf'éita' 
bleció el principio general de que todo acto ejecutado eoiira 
el tenor de las leyes prohibitivas es nulo. Be esta mmm 
quiso significar que sancionaba con la pena de nulidad^ 9» so- 
lamente los actos qilfe fmerün abiertamente contrarios áJa 
letra de la ley, sino aun aquellos que pareciendo ajustados á 
sus palabras venian á contrariar su espíritu; de cuya manera 
quedaron comprendidas, dentro de la prescripción de nuestro 
arttculo, las dos clases de infracción de que ^blan 1?«éo y 
ülpiano en dos fragmentos del título de las leyes quíi.trae 
el Digesto, y adoptado el principio de que is cQmmitti{Jml^ 
ffem qui legis verba complectens contra legis nititur v^un^ 
tatem, 

77. Y según nuestro artículo, no deja de opefarse la nuli- 
dad de tales actos sino solo cuando las mismas leyes dispo- 
nen lo contrario ; lo cual cierra por completo la puerta á to- 
das las cuestiones que debatia el derecho antiguo. {Código 

civil. Articulo 7^.) , • 

* . . , ... ... 

78. Firme nuestro legislador en el propósito dé no retoño- 
cer validez ni consistencia inatacable en los actos cbntñtrios 
á la ley, declara que cuando la ilegitimidad de uq coff^to 
viene de su objeto ó materia y esto constituye un delito 6 
falta común á ambos contrayentes, entonces ninguno deelloa 
tendrá acción para reclamar el cumplimiento de lo conv0mdo 
ni la devolución de lo que haya dado, y ambos quecten «oje- 
tes á las responsabilidades del Código penal ; pero si unQ soIa 
fuere culpable, el otro podrá reclamar lo que hubiwe presta- 
do, sin iener obligación de cumplirlo que hubiere prometido. 
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Todavía dice algo más, y es qwa si el objeto del contrato fuere 
algún hecho que aunque moralmente reprobado nó fuere ci* 
vilmente punible y del cual fueren responsables ambos con- 
tratantes, nihguno de ellos pueda reclamar el cumplimiento 
de lo prometido ni la restitución de lo que hubiere dado ; pero 
á tpio solo de los contratantes es responsable del hecho repro- 
badO) el otro puede reclamar lo que dio, sin estar obligado á 
cumplir su promesa; y por tdtimo, nos dice en .principio ge* 
ner^l, que son legalmente imposibles los aptos ilidtos. {Códi- 
gQchiL Artículos 17Si, 1786 y 1423.). • 

7d. De esta manera la jurisprudencia, ajustada á los prin- 
cipios de nuestro Código, no puede ver nunca validez y ccm-f 
sistencia en los actos ejecutados contra la prevención de)aa 
lej^es prohibitivas; «pero supuesta la deolai-acion del articu- 
lo ,6?, que resuelve no ser válida la renuncia especial de laa 
feyeü profaibitivaa ni la de las leyes de interés público, la in- 
dncekm lógica es que un acto practicado contra la prevención 
de una ley de interés público, ea también inválido, supuesto 
que uo puede impedirse la aplicación de tal ley ni aun ^r 
medio de una renuncia especial de ella* 

80. Y así como* el articulo 7? resuelve qué loa actos con- 
trams á las leyes prohibitivas solo pueden dejar de ser nulos 
cuando ellas mismas disponen otra cosa, por una raz9n fun- 
dada en el artículo 6?. del mismo Código, debemos decir que 
los actos ejecutados en contravención de las leyes de interés 
püüco tanqioco pueden dejar de ser ilegítimos, y pueden ser 
redamados por los interesados. (Artículos 6? y 7? del Código 
eivii) ' ' f 

81. El tra.bajo de generalización que tiene -que emprender 
la cienjcia de la jurisprudencia, se reduce á poner en claro : 
I"» qué son leyes prohibitivas: 2", qué son leyes de interés 
ptibUco: 3", qué son leyes en que se interesan el derecho pú- 
'^líco y las buenas costumbres. 

82. Respecto del primer punto, henaos asentado ya, que 
kyes prohibitivas son : las que de una manera material y for- 
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mal prohiben algon acto, ja, mandaiido que no se haga 6 pro- 
hibiendo que se ejecute, 

83. La verdadera dificultad en la materia está en precisar 
cuáles son las leyes de interés público. 

84. En el comentario del artículo anterior hornos asenta- 
dO| que por leyes de interés público deben entenderse las que 
no vienen á crear un derecho valorizáble que entre á aumen- 
tar en su aplicación el monto del patrimonio de un particulAr, 
sino que primaria y principalmente vienen á establecer, ffli 
interés de la familia y de la sociedad, ciertos derechos que no 
están sujetos á la misma valuación que puede hacerse d6 un 
bien material, y que son por lo mismo intrasmisibles bajo tG4o 
aspecto. 

85. Pero es necesario advertir, que si bien la infracción de 
las leyes de interés público funda la reclamación del acto eje* 
cutado contra ellas, y si bien son por lo mismo irrenunciaÚes 
tales leyes, no por eso se puede decir que todas las leyes ir- 
renunciables produzcan el efecto de hacer nulos los actos 
practicados contra ellas ; por ejemplo : ás ínrenunciable el ar- 
tículo 3789, que previene que cerrado y autorizado un testa- 
mento ponga el notario razón en el protocolo del lugar, ex- 
presando el año, el mes, el dia y la hora en que el testamento 
fué autorizado y entregado al testador {Articulo 3789 ) ; y sin 
embargo, la infracción de este articujo no anula el testa- 

. mentó. 

86. En cuanto al tercer punto, la doctrina relativa á las le- 
yes en que se interesan el derecho público y las buenas cos- 
tumbres, está ya expuesta. 

87. En la doctrina relativa á nuestro artículo, la jurispru- 
dencia canñna á paso igual al de la legislación, sin haber he- 
cho ningún trabajo de generalización y se reduce á enseñar 
que toda ley prohibitiva produce necesariamente la nulidad 
de todo acto practicado en su contravención, menos en los 
casos en que la misma ley prohibitiva disponga otra cosa. 

€8. Nuestros prácticos regnícolas no dicen nada que pue- 
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da formar jurisprudencia en este capitulo, de modo que no 
encontrando en ella la jurisprudencia moderna, que es la que 
de hecho consultamos preferentemente, vamos á ocurrir á la 
muy respetable autoridad de nuestros antiguos tratadistas. 

89. Y pdhi no aglomerar citas de Covarrubias, Larrea, Mo* 
lina 7 Pareja, que traen alguna doctrina conducente á nuestro 
propósito, nos linutarémos á la que trae Gregorio López en el 
Comentario de la ley 32, titulo 9?, Partida 6t 

90. Ija ley dice: " Non puede ningunt testador facer man- 
da en ninguna manera que por el derecho de las leyes deste 
nuestro libro, non deba seer judgada; et por ende magñer 
él defendiese señaladamente que ninguna ley nin ningunt 
derecho non pediese ^ntrastar nin embargar la manda que 
facie, con todo eso si la ficiere contra derecho ó como non debe 
en alguna manera non valdrá et debe seer revocada et jud- 
gada por las leyes deste nuestro libro. Otrosi si el testador 
niandase facer de su cuerpo ó de sus huesos ó en fecho de su 
sepultura alguna cosa que fuese contra ley ó contra costum- 
bre usada de la tierra ó contra su fama ó deshonra de los pa- 
rientes del non debe ser guardado tal mandamiento. 

91. De esta ley infiere el Sr. Gregorio López la doctrina 
de jurisprudencia de que las leyes prohibitivas no pueden ser 
derogadas por el testador ni por los contratantes, y da por 
razón que, con excepción del soberano, todos tienen deber de 
cumplir con lo prevenido por la ley. 

92. El Illmo. Sr. D. Florencio García Goyena enseña á 
este propósito lo siguiente : Y aunque por regla general pue- 
dan derogarse por pactos privados ó renunciarse las leyes que 
tienen por objeto primario la utilidad de los particulares, no 
sucede asi con las que al mismo tiempo envuelven utilidad 
pTiblica y suelen concebirse en términos prohibitivos, como 
^vl Us relativas á pródigos menores y mujeres casadas. 

^3. BUs^ktone, al hablar de las condiciones contrarias á. 
la ley, viene á autorizar la doctrina de que en el foro inglés 
los actos ilegales se tii^nen ppr so y^rificados, es decir, son 
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nulos 7 no producen efecto alguno. {Comentario de las ley ti 
inglesas, lAf), 2*?, cap, 10.) 



94. Para perfeccionar el estudio relativo á este asunto, ño 
está por demás decir que la legislación romana tenia una ge- 
neralidad tal, que dio Ipgar á multitud de cuestiones, p<»r lo 
enal la jurisprudencia se esforzó en limitar su presctípctbn 
A las leyes prohibitivas. 

95. La legislación española se expresó con la misma gene- 
lalidad que el Código romano; pero la jurisprudencia imitiV 
los esfuerzos de la romana en la doctrina relativa á laff leyes 
prohibitivas. 

* La jurisprudencia moderna de Espafia se afanó por esta- 
blecer un canon limitado á las peyes prohibitivas ; y la le* 
^lacion de Portugal extiende su mirada á las leyes precep- 
tivas. 
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CAPITULO V. 

Contratos celebrados y testamentos otorgados 

en el extranjero. 



1. El contrato vale, cualquiera que sea el lugar de su cele* 

WioD. 

2. CoiKIikto : dónde se entiende celebrado. • 

3. Contrato celebrado en el extranjero: cuándo valia. {Có- 

digo dvil. Articuló 3331.) 

4. Legislación francesa sobre esta clase de contratos. 

5. Código del Imperio sobre la materia. 

6. Ley de Santa- Anna sobre contratos notariados en el ex- 

tranjero. 

7. Código de Veracruz sobre lo mismo. 

8. „ del Estado de México sobre idem. 

9. „ del Distrito. 

10. Transición. 

11. Matrimonio de extranjeros. 

12. Legislación francesa sobre matrimonios de extranjeros. 
13. , „ inglesa sobre idem. 

14. ,, de los Estados-Unidos sobre idem, 

15 i 18. Principios del derecbo internacional sobre idem. 

80 
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19. Admisión de las leyes extranjeras en nuestro forp sobre 

matrimonio. 
20 a 22. Leyes extranjeras sobre tutela y cúratela. 
23 á 39. Ley extranjera sobre contratos en general. 
4a Téris general según nuestra jurisprudencia. ' 

41. Libertad del extranjero respecto de contratos. 

42. Regla general para juzgar de la validez de un contitto 

celebrado en el extranjero. 
43 y 44. Testamentos otorgados en el extranjero. 
46 á 48. Derecho de aubana. 
49 y 50. Jas detractas. ^ 

51 y 52. Legislación inglesa sobre ti^smision de propiedad 

á extranjeros. 

53. Sucesión testada ó intestada de extranjeros. 

54. Conflicto de leyes sobre sucesión. 

55. Jurisprudencia mexicana sobre la materia. 

56 á 60. Testamento de mexicano otorgado en el extranj^:a 






CAPÍTULO V. 

'i 

Contratas celebrados y testamentos otorgadas 

eti el extranjero. 



H^ 



1. El Jurisconsulto Paulo resolvió en principio general, 
<][ue toda obligación tiene eficacia legal, cualquierse que sea el 
lugar en donde se haya contraído. (/>y 20.,jf., tit. 1?, Hi. 6*) 
La generalidad de esta doctrina pudiera presentar alguna 
dificultad en el foro romano, en donde no siempre que se 
pactaba, se contraía una obligación civilmente exigible ; y 
sin eirtrar en distinciones que son de otro lugar, nos aten- 
drémos al principio que establece : que vale la obligación, cual- 
quiera que sea el lugar donde se contraiga. 

2. Y á propósito del lugar de la obligación,, Juliano resol- 
vió que se entiende contraída en aquel lugar en que ha de 
ejecutarse. {Ley 21, f.ylU. 7% lib. 44) Nuestro Código dice 
sobre el particular: que cuando en un contrato no se desigtoi^ 
el lugar de su cumplimiento, debe entenderse por rfcal aquel 
en que. se .hallaba el objeto, al celebrarse el contrató, sí trf 
objeto es un mqeble^ determinado; y que en cual^^ier otio 
caso, se tiene como lugar del contrato el del domicilio "del 
^eudor, á no ser qué esteno tenga domicilio fijó; pues'en-' 
Wpces preferirá él lugar en que se celebró el cóntwito, cu^an- 
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do la acción sea personal; y cuando sea real, prefiere el de 
la ubicación de los bienes, salvo por supuesto el caso en que 
haya ley^especial que disponga otra cosa. {Código dvü. 4^- 
Heñios 1634 y 1635.) 

3. La legislación de las Partidas daba eficacia legal á los 
contratos celebrados en el extranjero, siempre que fuesen 
extranjeros los contendientes, 6 que tuviesen por objeto al- 
guna cosa mueble ó raíz ^^daquel lugar ^^^ es decir, que es- 
tuviese en el extranjero, y entonces permitia que se pudiesen 
alegar leyes extranjeras, sin embai'gofle4ue por regla general 
estaba mandado que tales leyes no tuvieran fuerza de prueba 
en nuestra tierra." {Ley 16, tit 14, PariidaSt) 



§2? 



4. El Código francés y sus concordantes no tienen u^ 
prescripción que pueda compararse con el artículo 17 de nue)^ 
tro Código que expresamente da fuerza obligatoria á los con- 
tratos celebrados y á los testamentos otorgados en el extran- 
jero, cuando están arreglados á las leyes del lugar en que se 
hacen. {Código civil. Articulo 17.) 



§ 3- 



6. El Código del Imperio dice sobre la nsatetia, qm te 
obligaciones nacidas de los ccmtratos ó últimas voluntades 
pasados en el extranjero, se rigen ^por las leyes del país^ 
que dichos actos deban cumplirse, á menos que los amiba- 
tantes ó el testador hayan designado la ley á que. hayan qtsM- 
rido* sujetarse, salvo en todo caso lo dispuesto en los artfea* 
los 6?, 7® y 9?, que son los relativos al estado y capaeida4ie< 
las personas, á los bienes raices, sitos en el territorio mexicsr 



*N 



237 

no j á las formfts y solemnidades de los coatrato3, testamen* 
tos é instrpmemfcQS píáWiuos. {Aríiculo 10.) 



* * 






':/ i4! 



- 6* üaa ley del geaeiral Sai^ta-rAiina dispuso c^ue ios con- 
tratQ§i y. demás -aefeo^ públicos potoriados en país extrapijero 
t^tíciü^ran sns efeotos ^nte, los tribunales de la Repúbli|ca, 
síenipje.qQ.e ájmásde lolí<^to déla materia de ellos y déla 
aptitud y capacidad de los contrayentes para obligarse segftn 
las leyes del país en que aquellos se celebraron, tuvieran los 
águientes requisitos : 1?, que el contrato no estuviera pro- 
hibido ni aun en cuanto á sus formas por las leyes de la 
República: 2?, que en el otorgamiento se hubieran obser- 
vado también las fórmulas del país en que hubieren pasa- 
do: 3?, ciiando figurando en ellos hipoteca dé bienes ubicados 
en la Reí)ública, el registro de aquella se hiciera en el liígar 
de la ubicación de los bieneá hipotecados, dentro de cuátto 
meses, si loS contratos se habían celebrado en Europa, den- 
tro de seis, si se hablan celebrado en Asia ó en algún p\into 
de la América que no fuera dejos Estados-Unidos 6 de la 
América Central, pues para estos, se señalaban tres meses; 
y 4**, que en el país del otorgamiento se reconozca igual fuer- 
za j eficacia á lo^ actos y contratos celebrados en el territorio 
de la Jlepiiblica. {Articulo 21 de la ley de 30 de Enero d$ 
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§5? 
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' 7* El Código 4e Ver^cgruz tambien^^recoaoo^^ eficacia ep las 
díligaíH9nes contraídas en el extranjero y resuelve que el in- 
*^re«adqque apoye sus gestiones en leyes extranjeras, debe 
F^^ntar su texto y probar que es el rigente y aplicable al 
caso, 8i la contraria lo exige, ó el juez lo dispone. {ArticulQ 13.) 



838 

Sste es el artículo concordante del 17 de nuestro Código; 
diremos, ademas, que el artículo 14 del de Yeiucruz manda 
se dé entera fé y crédito á los actos públicos, registros y pro- 
cedimientos judiciales de las otras partes integrantes de la 
Federación conforoie al articulo 115 de la Constitución fe- 
deral 7 disposiciones consiguientes, j el 16 resueive qua cuan-. : 
do se demande el cumplimiento de obligaciones que se funden 
en doc\pnentos comprendidos en el articulo anterior se jaro- 
ceda, y se decida la contienda conforme á las leyes del Bo- 
tado en tqdos los casos que no sean de la competencia de la 
Federación. 



§ 6- 



8. £1 Código del Estado de México manda que' los actos 
de los dudadanoí^ del Estado, pasados en el e;iLtranjero, se 
rijan para su validez por lo que dispongan los tratados res- 
pectivos ó la ley general de la República, y á falta de unos y 
otra j9or los principios del derecho irnternadonal^ 
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9» Tales eran los precedentes que existían, cuando los au- 
tores del Código civil formularon el pensamiento de que las 
obligaciones y derechos que nazcan de los contratos ó testa- 
mentos otorgados en el extranjero por mexicanos del Distrito 
y de la California, se rigieran por las disposiciones del Código 
dvil mexicano en todos los casos en que dichos actos debieran 
tener su cumplimiento en las referidas demarcaciones ; pero 
que si el otorgante era extranjero, quedaba en libertad para 
elegir la ley á que hubielra de sujetarle la solemnidad inter- 
na del acto, cuando el interés material de este consistiera en 
bienes muebles; mas que cuando consistiera en bienes raices, 



«39 

se rigieran precisamente por las leyes mexicanas. {Cádigo 
chif. Artículos 17 y 18.) 



§8? 



10. Una materia que tiene tanto que hacer con el derecho 
internacional, debe por fuerza estudiarse en los autores que 
han escrito sobre él. 

11. Respecto del contrato más importante, que es el de 
matrimonio, dice Wheaton lo siguiente : *' Huber enseña que 
el oontratodel matriiponio debe arreglarse á las leyes del país 
donde se celebra, excepto el caso en que se contraiga con írau- 
de de las leyes del Estado á que pertenecen los contrayentes : 
como serian los que en una nación extranjera contrajeran, 
según las leyes de ella los menores ú otras personas incapa- 
ces de contraerlo conforme á las leyes de su propio país. Sin 
embargo, las leyes de Inglaterra han establecido, como regla 
general, que los matrimonios clandestinos, celebrados en Es- 
cocia por personas domiciliadas en Inglaterra donde las leyes 
exigen el consentimiento de los padres 6 curadores, mientras 
que las leyes de Escocia no lo exigen, son válidos en toda la 
extenáon del reino; y agrega que ha sido adoptada esta ju- 
risprudencia, para evitar la confusión que de- otra manera 
resultaria con relación á las sucesiones, á las cuestiones de 
le^timidad y á todas las demás que se refieren á las perso- 
ñas y á sus propiedades ; y por último, dice, que el mismo 
principio está reconocido en los diversos Estados de la Union 
Americana en consideración á las mismas razones de conve- 
niencia y de política. 



§9? ^ 

12. La jurisprudencia francesa, según el mismo autor, con- 
ridera la edad exigida para contraer matrimonio como una 
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cmtlidad personal de los franceses que les sigue adonde ^oid- 
ra que vayan; y por eso un matrimonio contraído jenj^ 
extranjero por personas que no tengan la edad requerida por 
la ley francesa, no ^s válido ante los tribunales franceses aun 
cuando los contrayentes ^ayan tenido la que al efecto exigen 
las leyes del Estado donde se celebró el matrimonio. 



§ 10. 



13. La ley inglesa da tal consistencia á la ley del í!(j^ 
de la celebración del matrimonio, que reconoce aun los éÉle- 
bres matriinonios de Gretna-Gren, precisamente porque i¿n 
conformes á las leyes del país ; y el bilí del parlamento de 31 
de Diciembre de 1856, todo lo que ha becbo e6 exigir ^ae 
una de las partes que lo Contraen baya residido en Eic^ 
veintiún dias antes de la celebración del matrimonió cpie, 
como se sabe, se celebra enOretna-Gren sin traba ni í^yÉfila- 
lidad de ningún género. 



§11? 



14. La misma libertad bay en los Estados-Uuidos parala 
celebración del matrimonio, que' sin necesidad del consmifi' 
miento de sus padres pueden contraer los hijos de fainffia 
con tal que paseti de catorce años los varones, y las lüújflM 
de doce. Tampoco hay necesidad de publicación de yajuifi, 
ni de testigos, ni aun de la firma de las partes, bastancfó b 
autorización de un juez de paz, 6 de un piinistro delctítto, 
cualquiera que sea su residencia, pues no se exige qué'í*» 
en el domicilio de los esposos. El autor de donde tomamos 
esta relación, exclama muy justamente : En Francia estos 
principios chocan con las j^eas más elementales que tenemos 
en derecho, y se necesita toda la consideración de un heclio 
consumado, para admitir la aplicación posible de semejantes 
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teorías; y en efecto, la legislación francesa exige multitud de 
formalidades para la celebración del matrimonio y exige el 
consentimiento de los padres, cuando los contrayentes son 
menores, aun cuando el matrimonio sea celebrado en el ex- 
tranjero. 



§ 12* 



15. El Dr. Calvo, en su "Derecho internacionaP' en com- 
pendio, enseña : que el matrimonio es considerado en unas na- 
ciones como puramente civil, en otras como puramente religio- 
so, y en otras co^ao civil y religioso á la vez ; y que esta consi- 
deración tiene una importancia decisiva en las cuestiones 
relativas á. la validez 6 nulidad de este acto. 

16. Blunscbtli enseña, que cada Estado iiídependiente tie- 
ne facultad para fijar las condiciones con que reconoce en fía 
territbrio la validez de los matrimonios que sus- subditos con- 
traen en el extranjero. 

17. Su anotador, el Sr. Covarrubias, dice : que el matri- 
monio celebrado en un país por sus nacionales, y conforme á 
sus leyes, es válido para los demás, y que todas las naciones 
reconocen la validez del matrimonio de los extranjeros que 
Uegan casados á su territorio ; asentando algunos publicistas, 
que el matrimonio contraído en el extranjero por subditos do 
^u país, no es vilido para el mismo, si se ha contraído, sin 
sujetarse á la legislación de este, en punto á capacidad per- 
sonal; y otros enseñan que será válido siempre que -se haya 
contraido con arreglo á las leyes del país en que se celebr6, 
siendo la verdad que sobre este punto no hay un sistema uni- 
fonne, pues en unos países se observa lo primero, como son 
Bélgica, Dinamarca, España, Francia, Grecia, Noruega, Pru- 
sia, Suecia, Suiza y en la mayor parte de los Estados alema- 
J^es, así como en el imperio del Brasil y en las repúblicas del 
Peni y otras, mientras que en otros países como Austria, 
%ipto, Estados-Unidos, Hamburgo y otros países alema- 

^ 31 ' 
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Bes, Holanda, Italia, Marruecos, Portugal, Rio de la Plata, 
Rusia, Turquía y otros países de América se observa lo se- 
gundo. 

18. El Sr. Azpíroz ensefia, que el matrimonio celebrado 
entre extranjeros fuera del territorio mexicano, que sea vá- 
lido con arreglo á las leyes del país en que se celebró, es re- 
conocido y surte todos sus efectos civiles en la República ; y 
que también surte sus efectos el matrimonio contraido en país 
extranjero, siendo mexicano uno de los contrayentes, si se ce- 
lebró con las formas y requisitos legales de aquel país, sin 
contravenir el consorte mexicano á las leyes do la República, 
respecto á impedimentos, aptitud de Tos esposos y consenti- 
miento de los ascendientes. 



§ 13? 



19. Con tales antecedentes, la pregunta relativa á (males 
sean las leyes extranjeras que en nuestro foro deben admi- 
tirse con relación á un matrimonio celebrado fuera de la Re- 
pública, tiene la siguiente contestación : Si el íuatrimonio 
fué celebrado entre extranjeros, serán admitidas como reglas 
para juzgar de su* validez, las leyes del país en que se cele- 
bró ; mas si alguno de los contrayentes fuere mexicano, «!• 
tónces serán admitidas las leyes extranjeras relativas á las 
formas' y requisitos 'necesarios para la celebración del mató- 
monio; pero con la obligación de hacer constar que no se ban 
infringido las leyes mexicanas que establecen los impedi- 
mentos matrimoniales, las que sisteman la capacidad perso- 
nal de los contrayentes, ni las que imponen el deber de re- 
cabar el consentimiento de los ascendientes cuando los con- 
trayentes son menores. {Código civil. Artículos 19, 183 y 
Í6Í.— Véanse los artículos 2131 y 2132.) 

20. El mismo Código declara ser válido el matrimonio con- 
traído fuera del Distrito ó de la California por personas que 
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vengan después á domiciliarse en ellos, siempre que haya sido 
celebrado con arregló á las leyes del país en que se conírajo, 
salvo en cuanto á las capitulaciones que se refieran á bienes 
inmuebles que deberán regirse por nuestras leyes, y en las 
que se refieran á bienes muebles, tendrá, libertad el extran- 
jero para elegir la ley á que hayan de sujetarse {Código ci- ^ 
vil. Artículos 2131, 14 y 18.) 

Mas en cuanto á los naturales y vecinos del Distrito y de 
la California que contraigan matrimonio fuera de estas de- 
marcaciones, tienen el deber de observar las leyes mexica- 
nas relativas á la sociedad conyugal, á la capacidad jurídica 
de los contrayentes, á los bienes inmuebles y á las obh'gacio- 
nes y derechos que nazcan de contratos celebrados en el ex- 
tranjero, y en cuanto á la forma y solemnidades externas del 
matrimonio, tienen que sujetarse á lo que dispongan las le- 
yes del lugar caque se celebró. (Código ciyiL Artículos \2^2^ 
13, 14, 17 y 15.) 



§ 14? 



21. En cuanto á la tutela y cúratela dicernida en el ex- 
tranjero como acto de jurisdicción voluntaria, está sujeto á 
lo que sobre este punto está admitido entre las naciones civi- 
lizadas ; y lo admitido por uso general, es reconocer la auto- 
ridad de tales actos por la recíproca utilidad que de ellos 
resulta, en términos que hasta la Francia, que rehusa recono- 
cer la autoridad de la cosa juzgada que se funde en sentencia 
pronunciada en país extranjero, reconoce la de los actos de 
jurisdicción voluntaria, como lo atestiguan l¿)s autores citados 
por Fcelix en su "Derecho internacional privado," libro 2?, 
título 7?, capítulo 4?, número 454. 

Blunschtly enseña, á este propósito, que los actos de juris- 
dicción voluntaria de los tribunales 6 de otras autoridades 
de un Estado, son válidos y producen sus efectos legales en 
d territorio de los demás. . 
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23. Ahora, supuesto que el artículo 19 del Código civil 
admite en principio general las leyes extranjeras respecto de 
actos verificados fuera del país, sin que haya ley especiíd que 
lo prohiba respecto de la tutela 6 cúratela, no hay razón para 
que no se haga én nuestro foro^ lo mismo que se practica en 
el de las demás naciones civilizadas. Por consiguiente, el 
nombramiento de un tutor, la legitimación, la apertura de un 
testamento, la aprobación judicial de un contrato, tienen va- 
lidez en la República, si en el lugar en que se practicaron; 
son válidos tanto en la forma, como en la sustancia, y si por 
otra parte no perjudican los registros del país en que van i 
ejecutarse, ni los derechos de los naturales de este. {Anota- 
don del articulo 909 de BlunschtlL ) 



§ 15? 



23. En cuanto á los contratos en general, enseña Wheaton 
que la validez é interpretación de ellos, se rige por la ley del 
lugar del contrato, y que su ejecución debe arreglarse á las 
leyes del país donde deba verificarse aquella. (Elementos de 
Derecho internacional. Tomo J?, Partida 125.) 

24. Faelix, en su "Derecho internacional privado," trae 
abundante doctrina sobre la materia que vamos á condensar 
todo lo posible : Los contratos en cuanto á la sustancia, vali- 
dez intrínseca y el vinculum juris que producen, deben ajus- 
tarse á las leyes del país en que se celebran, en términos que 
su sentido y consecuencias deben entenderse conforme á las 
leyes.del país de su celebración ; y tratando de apoyar su doc- 
trina, dice que este principio está admitido por los autores 
y por la jurisprudencia de los tribunales de diversas naciones, 
fundándose al efecto en el interés común de las naciones y en 
el sistema de las presunciones, y cita en su apoyo á Rocco 
Kent y Story. 

25. A renglón seguido enseña, que todas las legislaciones 
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están de acuerdo en establecer, que siempre que se trata de 
un convenio, el juez debe atenerse principalmente á la común 
intención de las partes, ya sea expresa ó presunta, y que este 
principio se encuentra eji el derecho romano, en el Código Na- 
poleón y en los de Badén, las dos Sicilias, Gerdepa, Cantón 
de Vaud, Haití, Países Bajos, Baviera y Austria, así como 
también en las leyes de Inglaterra y de los Estados-Unidos. 

26. Esta regla, dice el autor citado, no presenta dificultad 
alguna, cuando se trata de personas que pertenecen á un mis- 
mo país y que tienen un mismo domicilio ; peto cuando se 
trata de persona» de diversos países y domicilios, se presume 
que su intención ha sido sujetarse á la ley del lugar del con- 
trato que debe seguir el juez, no como precepto obligatorio, 
sino como medio de interpretación; y después de citar en 
apoyo de su opinión varias leyes romanas y la opinión de Mer- 
lin, agrega : que el mismo principio ha sido reconocido por 
todos los autores, entre los cuales cita á Gothofredo, Dumou- 
lin, Dónelo, Pavro, Mevio, Boet, Christin, Sando, JBurgundo, 
Rodemburg, Coccello, Hubero, Hert, Glück, Thíbaut, Weber, 
Mittermayer, Zacarías, Eichhorn, Nuhlenbruch, Seuffert, 
Goeschen, Henry, Story, Burge, Rocco, Tabulier, Heink, Sin- 
tenis, Schoefner, Woechiter y el Guía del legista español. 

27. Pone como primera excepción de la regla el contrato, 
cuya ejecución haya de verificarse en otro lugar distinto del 
de ju celebración, en cuyo caso dice : que debe estarse á la 
ley de aquel lugar en cuanto á las formalidades de la delibe- 
ración y del pago, en cuanto á la medida de tierras, en cuanto 
á los muebles enajenados, en cuanto á» la manera en que deba 
pagarse y en cuanto á la indemnización de daños y perjuicios ; 
y cita en su apoyo una? ley romana y á varios de los autores 
mencionados en el párrafo anterior. 

28. La segunda excepción es ^ contrato contrario á las 
buenas costumbres, 6 á las instituciones ó prohibiciones del 
país donde debiera ejecutarse, en cuyo caso los tribunales 
de este no pueden autorizar su cumplimiento. 
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29. La tercera excepción es la del contrato, que producien- 
do una acción expedita según las leyes del lugar donde so ce- 
lebró, tenga contra sí una excepción fundada en las leyes del 
lugar donde debe ejecutarse, pues en este caso la excepción 
impedirá la ejecución del contrato. 

30. La cuarta excepción es la del contrato celebrado por 
dos ó más personas de un mismo país, en términos que la 
sustancia del acto verificado por ellas sea conforme á la le- 
gislación de su patria común y no á las leyes del lugar en 
que celebron^l contrato, pues en este caso no se aplican estaa 
sino aquellas. ^ 

31. La quinta excepción es la del contrato celebrado en 
país exti-anjero, con la intención de eludir una prohibición 
hecha por las leyes del país de los contratantes, en cuyo caso 
tampoco debe seguirse la ley del lugar del contrato, sino 
atenderse á la prohibición hecha por las leyes de la nacioa 
•de los contratantes. 

32. Presenta como observaciones adicionales las siguien- 
tes : Sucede á veces que los negociantes contratan mientras 
recorren juntos diversos lugares, y en este caso puede dudarse^ 
cuál es el lugar del contrato. El autor citado enseña, que 
deberla tenerse por tal el lugar en que se haya perfeccionado 
el contrato, en lo cual dice que están conformes la mayor 
parte de los autores. 

33. Otra consideración adicional es la que se refiere al qon- 
trato celebrado por medio de mandatario, y en este caso 4ice 
que se tiene por lugar del contrato, no siquel en que se otorgó 
el mandato, sino el lugar en que se celebró el contrato, su- 
cediendo lo mismo con las operaciones del gestor oficioso, que 
necesita la confirmación del principal. 

34. Dice también que las convenciones concluidas por me- 
dio de cartas se consideran celebi:0das en el lugar en don^e 
se recibió la primera carta y se dio la respuesta, aceptando 
la proposición. * 

35. Si se trata, dice el mismo autor, de convenios que ne- 
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cesitan de confirmación de una tercera persona 6 de la au- 
toridad pública, debe hacerse una distinción, á saber: si la 
confirmación no agrega nada al yalor intrínseco del contrato, 
se considera este celebrado en el lugar donde se concluyó; 
pero si el contrato es de aquellos que no producen efecto sino 
en virtud de la confirmación, se considera celebrado en el 
lugar donde esta se haga. 

36. Respecto de los contratos condicionales, establece que 
cuando la condición se cumple en lugar diverso del de la ce- 
lebración del contrato, se atienda á las leyes de este lugar ^ 
y no á las de aquel; pero que si se trata de la ejecución de 
un hecho cierto, se aplique la legislación del lugar donde de- 
ba verificarse este y no la del lugar donde se celebró el coa- 
trato. 

37. Y, enseña, por último, que cuando la l^y del lugar en 
donde se celebra un contrato, autoriza á las partes á cambiarle, 
morcarle* ó rechazarle, los tribunales extranjeros, an*e los 
cuales $G siga cuestión sobre él, deben reconocer á los con- 
tratantes todos los derechos que se refieran á, la mutualidad 
de sus contratos; y por vía de ejemplo dice, que la donación 
entre marido y mujer, verificada en un país cuyas leyes la 
dieran el carácter de irrevocable, no seria revocada por una 
de los esposos, aun cuando en virtud de su naturalización en 
Francia se encontrasen sometidos al artículo 1097 del Código . 
civü. (FoeUx. ^^ Derecho internacional pj^ivad^.''^ Libro 2^, ti^ 
Mo l?j capitulo 1?, sección P, números 96 á 108.) 

Sobre este punto solo falta agregar, que en cuanto á-las 
^e^das^ los peáos y las monedas, lo natural es que se ten- 
gan en cuenta las disposiciones relativas del lugar en que ha 
de secutarse el contrato. 

38. D, Garlos Calvo, en su "Derecho internacional teórico 
y práctico, " dice que el principio de que los contratos se 
deben regir por la ley del lugar en que se celebren, se aplica 
^ todas las convenciones humanas; hay más aún: así coma 
es válido todo contrato que sea conforme á la legislación de 
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la localidad en que se verifique, del mismo modo será nnlo^ 
de ningún efecto todo aquel que se celebre faltando á dicha' 
regla. Pero no se crea que la lex loa cantractus^ se puede 
aplicar al status y capacidad personal de los ciudadanos de un 
Estado, ni á casos en que de aplicarse, tuvieran que viokrse le- 
yes terminantemente adoptadas por otros. Inútil es, pues, que 
se trate de fundar en la lex loci la validez de un contrato ctiyos 
efectos para aquel con el cual se pretendiera esa validez fue- 
ran subversivos ó inmorales. El deber recíproco de las na- 
xuones no llega hasta el punto de permitir ó tolerar la viola- 
ción de sus leyes particulales. Por esto son nulos en todos 
los Estados los contratos contra el orden público ó contra la 
moral 6 las buenas costumbres, 6 contrarios á las ordenanzas 
de policía. Cita -en apoyo de su doctrina, la autoridad de va- 
rios escritores americanos y europeos, y en seguida pone las 
Husmas excepciones que establece Fcelix. 

Blunschtly enseña, que el contrato celebrado en un país 
por subditos del mismo y conforme á las leyes que rigen su 
capacidad, es válido en los demás. {Número 879) 

39. Por último, el Sr. Azpíroz, en su Código de extranje- 
ría, dice : que los actos y contratos notariados en país extran- 
jero surten sfts efectos ante las oficinas y tribunales de la 
República, siempre que tengan los requisitos siguientes: T, 
que el acto 6 contrato no esté prohibido ni aun en cuanto á 
sus formas adicionales por leyes de la República: 2?, queeu 
el otorgamiento se hayan guardado las formalidades prescri- 
tas por las leyes del país en que pasó el acto ó contrato: 3", 
que cuando por ellos se hubiese constituido hipoteca de bie- 
nes existentes en la República, haya sido registrada esta con- 
forme al Código civil, debiendo practicarse este registro si el 
contrato fué celebrado en Europa: dentro de tres, si lo fué 
en la América Central 6 en los Estados-Unidos, y dentro de 
seis, si se celebró en algún otro país; y 4?, que la escritura 
esté debidamente legalizada. (Véase la ley de 30 de Uñero 
de 54.— Código civiL Artículos A5, 18 y 2038.) 
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40. La jurisprudencia, que puede fundarse en todos estos^ 
antecedentes, se reduce á que en tesis general son válidos, 
según nuestra legislación, los contratos celebrados en cual- 
quier país extranjero, cuando su celebración sea arreglada á 
las prescripciones de la ley vigente en el país en que se ce- 
lebró ; mas cuando los otorgantes sean mexicanos del Distrito 
federal ó de la Baja-California, y el contrato haya de cum- 
plirse en algunas de estas demarcaciones, entonces deberán 
observarse las prescripciones del Oódigo civil del Distrito. 
(Código civil. Articulo 17.) 

41. Pero si el contrato que ha de ejecutarse en el Distrito 
federal ó en la Baja-California ha sido celebrado por un ex- 
tranjero, entonces tendrá libertad para elegir la ley á que ha 
de^ujetarse la solemnidad interna del acto, cuando el objeto 
6 materia de dicho contrato consista en bienes muebles, pues 
8Í consiste en bienes raices,, ^e observará, en cuanto á la so- 
lemnidad interna, lo prescrito por el Código civil. {Código 
dml. Articulo 18.) 

42. Y esto quiere decir, que segim la regla general se debe 
juzgar de la validez de un contrato celebrado en el extranjero 
por lo que dispongan las leyes del lugar en que fué celebra- 
do, y en cuanto al cumplimiento de la obligación resultante 
de tal contrato, debe atenderse á la legislación del país en 
que ha de ejecutarse ; y respecto de esto dice nuestro Código, 
que deben regir sus disposiciones cuando los. otorgantes sean 
niexicanos y el contrato haya de ejecutarse en el Distrito ó- 
en la Baja-California, es decir, que se les deben aplicar las 
leyes relativas á la propiedad raíz en cuanto á la adquisi- 
ción, conservación, uso y aprovechamiento de ella, lo mismo 
q^e la relativa á bienes muebles en todo y por todo; mas si 
^guno de los otorgantes es extranjero, en este caso la vali- 
dez del contrato y todos los capítulos relativos á bu ejecución 
y cumplimiento, lo mismo que los que digan relación á su 
rescisión é inejecución, pueden á su elección sujetarse á la 
íey del lugar en que se celebre el contrato ó al Código civil 

32 
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del Distrito, lo cual debe entenderde asi, siempre que entre 
la legislación extranjera y la nuestra, haya diversidad acci- 
dental, pero no contrariedad, por ser claro que si los actos eje- 
cutados contra el tenor dé las leyes prohibitivas son nulos, 
los que están por ejecutar, no deben ejecutarse, según el ar- 
ticulo 7"? de nuestro Código. {Véase el articulo 3331.) 
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43. En cuanto á los testamentos otorgados en el extran- 
jero, el derecho internacional enseña lo siguiente : L^ regla 
según la cual, la sustancia del testamento y su interpreta- 
ción, dependen de la ley que rija en el lugar del domicilio 
del testador, se encuentra expresada en diversas legislacio- 
nes, si no en términos esplícitos, si en términos implícitos— 
así el Código de Baviera manda que en la interpretación de 
un testamento, el juez se atenga á la significación que seda 
á las palabras en el país, lo que indica abiertamente el lugar 
del domicilio — disposiciones semejantes á esta se encuen- 
tran en el Código general de Prusia. — Y elartículo 655 del 
Código de Austria, prescribe que en las disposiciones de ul- 
tima-voluntad, las palabras son también tomadas en su acep- 
ción ordinaria, enseñando M. Koenigswarter que aquí se trata 
de la acepción usada en el lugar del domicilio del testador 
{Foilix, ''^Derecho internacional privado,^^ Lib, 2*?, tít, V* 
cap, 2?, sec, 7*, § 2?, núm. 123. — Wheato7i. Tomo 1?, pági- 
na 116.) 

44. Sobre esta materia es conveniente echar una ojea(k 
sobre la doctrina del Dr. Calvo, que dice: " En la época feu- 
dal fué reconocido un derecho que se denominó de aubana, 
en'cuya virtud el extranjero que habla adquirido bienes raí* 
ees en un Estado, no podia disponer de ellos ni á favor de 
sus legítimos herederos, si es que los tenia, ni en el de nn 
extraño, el derecho eminente del Estado sobre su territorio, 
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evalecia en este caso á pesar del interés opuesto del ex- 
ffljero y de su .familia. " 

45. "Se comprende que en la organización feudal, la pe- 
sien d« la tierya diera origen á los grandes privilegios que 
racterizan esta época de la historia. El derecho de aubana 
a, pues, lina consecuencfe lógica é imprescindible de la idea 
neral que servia de base á las instituciones feudales. Pero 
la vez formadas las nacionalidades modernas y estableci- 
18 las relaciones constantes.de pueblo á pueblo, y levanta- 
i la personalidad humana y definidos los derechos del hom- 
*e y del ciudadano, tenia que desaparecer la aubana como 
mtradictoria y opuesta al nuevo principio dominante en la 
'ganizacion de las naciones. " 

46. ^"Por el derecho de aubana^ el soberano de un Estado 
fa el legítimo sucesor de todos los bienes que mortis causa. 
ejara un extranjero dentro del mismo territorio. Este de- 
ícho recibió en la época feudal el nombre de Jw* albinagii. " 

47. ''En Francia fué abolido, en 1791, por un decreto de 
i asamblea constituyente. Sin embargo, el Código Ñapo- 
ion esíableció en 1803, acerca de este punto, el principio de 
i reciprocidad vigente hasta 1819 en que una ordenwiza 
oncedió á los extranjeros el derecho 4^ poseer bienes mue- 
les en Francia y de heredar por sucesión y por testamento, 
orno si fueran ciudadanos franceses. " 

48. " Lo mismo que Francia han hecho acerca del derecho 
e aubana todas las naciones. Story no vacila en afirmar que 
emejante derecho no es hoy reconocido por ninguna de las 
laciones civilizadas de la tierra." 

49. "SAjus detractus, por el cual se cobraba un impuesto 
obre toda propiedad adquirida en un Estado, ya fuera por 
ucesion ó testamento y trasladado á otro, ha sido igualmen- 
e abolido." 

60. Muchos tratados celebrados entre los Estados de Eu- 
^Pa y los del Norte de América han estipulado que los ex- 
fanjeros, que por sucesión ó testamento adquieran bienes 
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raíces situados en los Estados-Unidos, podrán venderlos en 
un plazo determinado y retirar el dinero que provenga déla 
venta, sin pagar ningún derecho de detractus. Tal es la le- 
gislación engente acerca de este punto en casi todos \o8 Es- 
tados. 
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51. La legislación inglesa, acerca de la propiedad qué pue- 
da pasar á poder de extranjeros por herencia ó sucesión, ha 
conservado en cierto modo el carácter feudal. Así como coDse- 
cuencia del derecho que se llama escheat^ siempre que muera 
en Inglaterra un extranjero que deje bienes y no tenga los 
herederos que las leyes inglesas reconocen, pasarán i^ una 
especie de reversión á la familia feudal á que debieran perte- 
necer. Pero cuando no hay tenencias feudales, ni ninguna per- 
sona que suceda á la herencia por escheat^ el Estado ocupad 
lugar del señor feudal, en virtud de su soberanía, como pro- 
pietario eminente, de todas sus tierras y bienes que están bajo 
su jurisdicción. • 

52. El exclusivismo d^ la legislación inglesa acerca déla 
sucesión de bienes poseídos por extranjeros dentro del terri- 
torio inglés, ha sido modificado por la mayor parte de los Es- 
tados que forman la Union norteamericana ; allí las cuestoes 
sobre herencias, testamentos, sucesiones, tenencia de bienes 
raíces ó* muebles, se resuelven por las leyes especiales dp cada 
Estado. Por lo demás, y como ya hemos dicho, los Estados- 
Unidos han decidido en muchos tratados, que no admiten 1* 
legitimidad del derecho de esckeat ni del de avbana, Algflnos 
publicistas han pretendido que sobre esta legislación general 
de los Estados-Unidos prevaleciera en este punto la parti- 
cular de cada uno de ellos. Sin embargo, la Corte se ha 
opuesto á esta doctrina, declarando la fuerza superior 1^ 
de los tratados. 
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53. El Sr. Ramírez, en su Cíódigo de los extranjeros, en- 
seña que sobre las sucesiones en general, ya por testamento 
6ab intestato^ hay gran disidencia entre los autores.de de- 
recho internacional, acerca de si en ellas debe regir el esta- 
tuto real 6 el personal : y á renglón seguido enseña, que la 
práctica más general y conforme á los buenos principios es, 
que toda sucesión testamentaria 6 intestada se rija por el 
estatuto personal del difunto ; pero que si entre los bienes 
mortuorios los hay raíces, ubicados en país extranjero, sigan 
estos la ley del Estado de su situación, y que-en cuanto á la 
trasiaision de la herencia por la qapacidad ó incapacidad del 
heredero, se atienda por regla^ general al estatuto personal 
del causante 5 y en cuanto á la de bienes raíces situados en 
el extranjero, se atienda á lo que dispongan las leyes de este 
país. • . 

54. Y por último enseña lo siguiente:-- Si ocurriese con- 
flicto de leyes opuestas, es decir, que el heredero fuese, por 
ejemplo, el fisco, y que por la ley del Estado del testador 
pudiese serlo y por la del Estado extranjero en que estaban 
parte de los bienes inmuebles, el fisco no pudiese heredar, 
entonces el fisco heredaría la parte existente en el Estado del 
causante, y la del extranjero Ja heredaría el llamado al intes- 
tado por la ley del Estado de la situación. De este modo se 
ve cómo concurren los estatutos á la resolución de todos los 
casos, salvándose siempre el señorío jurisdiccional del terri- 
torio. Por último, se debe observar en materia de sucesiones, 
<iue cuando un individuo fallece en país extranjero, su tes- 
tamento puede abrirse en el lugar del fallecimiento, si en él 
existen interesados que tengan derecho á conocer su última 
voluntad, y los testigos que lo hayan autorizado; pero si nin- 
guna de estas personas se encuentra en el punto en que ocur- 
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rió el fallecimiento, se debe remitir cerrado dicho testamento 
al lugar de la naturaleza del extranjero, para que en él sea 
abierto por el juez del domicilio y en presencia de los tes- 
tigos. 
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55. Veamos ahora la doctrina qué conforme á tales antece- 
dentes debe sostenerse en nuestro foro respecto de testamentos 
otorgados en el extranjero- Sobre este punto debe precederse 
con distinción á saber: si el testamento fué otorgado por un 
extranjero tiene libertad para sujetarlo á las leyes del país 
en que lo otorgó Ó á la ley mexicana, siempre que solo se 
trate de bienes muebles ; pero si se trata de bienes raíces, si- 
tos en el Distrito federal ó en la Baja-California, tendtá que 
sujetarse precisamente á las leyes mexicanas. {Artículos 18 
y 14. Código civil.) 

56. Si el otorgante es mexicano del Distrito federal ó de la 
Baja-California, en ese caso deberá otorgar su testamento se- 
gún las formas y solemnidades externas que establezcan las 
leyes del país en que lo otorgue, y en todo lo demás debe su- 
jetarse precisamente á la ley mexicana. {Artículos 15 y 17. 
Código civil.) 

57. Esta ley, á propósito del testainento otorgado en país 
extranjero, dispone que produzcan efecto en el Distrito y en 
la California cuando hayan sido formulados auténticamente 
conforme á las leyes del país en que se otorgaron, en cuyo 
caso los secretario» de legación, los cónsules y los vicecónsu- 
les, podrán hacer las veces dé notarios en el otorgamiento de 
los testamentos hechos por mexicanos, con la precisa obli- 
gación de sujetarse á las prevenciones del Código civil, de- 
biendo advertirse que en este punto nuestro Código tiene el 

• carácter de ley general, como lo patentiza el hecho de impo- 
ner un precepto obligatorio á las legaciones y á los ministros 
de relaciones. {Código civil Artículos 3834 y 3836.) 



265 

68. Una vez concluido el testamento, el funcionario me- 
xicano que lo haya autorizado, remitirá copia legalizada del 
testamento, si fuere abierto, al Ministerio de Relaciones para 
^ue por los periódicos se publique la noticia de la muerte del 
testador, á fin de que.los interesados puedan promover la 
aperturia del testamento. Mas si el testamento fuere cerra- 
do, solo remitirá copia del acta de su otorgamiento; y si fuere 
confiado á su guarda, hará mención de esta circunstancia y 
dará recibo de la entrega, debiendo advertirse, por regla ge- 
neral, que tales testamentos deben extenderse en papel que 
Ueve el sello de la legación ó consulado respectivo. {Código 
civil. Artículos 2836-2839.) 

69. Debe agregarse, que conforme al Código de procedi- 
mientos, el secretario, cónsul ó vicecónsul mexicano que au- 
torice en el extranjero un testamento abierto, debe cuidar de 
legalizar inmediatamente las firmas de los testigos para hacer 
BU remisión al Ministerio de Relaciones ; y si él testamento 
fuere cerrado, inmediatamente después de su otorgamiento, 
el secretario, cónsul ó vicecónsul que lo autorice, ratificará y 
legalizará las firmas de los testig98, levantando al efecto una 
acta pormenorizada de esas diligencias. (Código de procedi- 
mientos. Artictdos 2155-2157 .) 

4 

60. El Ministerio de Relaciones, luego que reciba un tes- 
tamento otorgado en el extranjero-, y después de hechas las 
publicaciones que previene el artículo 3831^del Código civil, 
si el testamento hubiere sido abierto y vinieren ratificadas y 
legalizadas las firmas, podrá disponer se proceda á su proto- 
coUzacion, en los mismos términos que se hace la del testa- 
mento común. (Código de procedimientos, A7iicidos 2158 
y 2159.) 
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TITULO I"V.. 



CAPITULO VI. 

/)e las leyes extranjeras, 

1. ¿El dereolio civil romano so cxtendia á los extianj^xisP 

2. iftué era el extranjero entre los romanos? 

3. Pretor peregrino. 

4. ¿Ctué era el derecho honorario? 

5. ¿Hué prescribía el Fuero Juzgo respecto- de leyes ex- 

tranjeras? í 

6. Prohibición que hacia el Fuero Real respecto de leye» 

extranjeras. 

7. Código de las Partidas: obligatorio hasta para los extran- 

jeros. • 

8. Prohibición que de las leyes extranjeras hizo el Código 

de las Partidas, 

9. Excepción establecida en el mismo Código. 

10. Nueva prohibición hecha en las leyes de Toro. 

11. Prescripción del Código franco^ respectp á obligaoione» 

contraidas en el extranjero. 

12. Actos del estado civil, verificados fuera de Francia. 

13. Valor del matrimonio verificado fuera de Francia. 

83 ' 
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14. Legislación francesa sobre testamentos otorgados en el 

extranjero. 

15. Legislación francesa sobre la hipoteca resultante de wsir 

tencias extranjeras. 

16. Código del Imperio. 

17. „ de Veracruz. . , ♦ 

18. „ del Distrito. ' « 

19. Remisión al derecho internacional. 

20. Por qué se admite la aplicación de leyes extranjeras. 

21. Tesis general de nuestro Código. 

22. ¿En qué casos deberán admitirse en nuestro foro las le- 

yes extranjeras? 

23. I Será solo en loií^ contratos y testamentos? 

24.. ;Ciué limitaciones pueden ponerse á la admisión delefes 
extranjeras? 
■ 25. Principio de reciprocidad. 

26. Derechos inherentes á la calidad de ciudadano. 

27. Ley extranjera que sea contraria á los artículos 6? y ?' 

de nuestro Código. 

28. No están precisadas las limitaciones de la admiáoa áe 

leyes extranjeras. 

29. Dos limitaciones capitales. 

30. Transición al derecho internacional. 

31. Leyes extranjeras aplicadas á la capacidad de sos res- 

pectivos nacionales. 

32. Fundamento de la doctrina anterior. 

33. Extensión de las cuestiones relativas á. capacidad per- 

sonal. 

34. Establecimientos extranjeros: ¿podrán adquirir inmue- 

bles sitos en territorio mexicano? 

35. Razón de la decisión negativa. 

36. Razonamiento de Portalis. 

37. Bienes muebles. 

38. Legislación del Distrito sobre inmuebles. 

39. Contratos celebrados en el extranjero. 
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40. Actos jadiciales. 

41. Demanda. — Sentencia. 

42. Censura de un artículo del Código de procedimientps. 
43 á 49. Crítica del artículo 14 del Código francés. 

50. Contestación de la demanda. 

51. Única cuestión posible con relación á ella. 

52. Transición á lofi exhortes. 
63. Reg^a general. 

54. Los exhortos extranjer<fs son admitidos aun en el foro 

francés. 

55. Código de Cerdeña. 

56. Diversos Códigos extranjeros. 

57. Transición. 

58. Legislación mexicana sobre exhortes extranjeros. * 

59. Requisitos para admitir en nuestro foro los exhortes ex- 

tranjeros. 

60. Exhortes extranjeros en materia criminal. 

61. Exhortes de nuestros jueces para el extranjero. 

62. Providencias precautorias. 

63. DoctKria de Foslix sobre ellas y su fundamento. 

64. Legislaciones extranjeras. 

65. Derecho común alemán. ' ' 

66. Revista de legislaciones extranje'ras. 

67. i Nuestros tribunales estarán obligados á reqi^tar los 

exhortes extranjeros? 

68. Arresto provisorio. 

69. Aseguramiento de bienes. 
'0. Regla general. 

'1. Exhortes relativos á pruebas. 
'2. Doctrina de Fcelix sobre la prueba de testigos. 
'3. Derecho común alemán sobre la misma prueba. 
' *• í^slacion de diversos países. 
'^' „ inglesa sobre prueba escrita. 

'6* ^, francesa que en ciertos casos prohibe la {«rae* 
ba testimonial. 
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77. Prohibición del cantón de Vaud sobre lo mismo. 

78. „ en los Estados Pontificios. 

79. Cuestión propuesta por Foslix sobre cuál ley deba apfi- 

carse para la prueba. 
80 y 81. Resolución de la cuestión anterior. 

82. Distinción que establece en cuanto & la prueba escrita. 

83. Documentos privados* 

84. • • „ públicos. 

85. „ otorgados én la República para qtte hagan 
fé en el extranjero. ' 

86. Fé que en la República debe darse á los documentos otor- 

gados en el extranjero. 
' 87. Actos de registro público extranjero. 

88. Legislación mexicana sobre contratos y sentencia^ ex- 

tranjeros. 

89. Cuándo deberán registrarse los documentos otorgados «i 

el extranjero. 

90. Traducción que debe acompañarse á ellos. 

91. Intervención necesaria de la autoridad judicial paro la 

ejecución de sentencias extranjeras. 

92. Examen previo y su objeto. 

93. Reciprocidad necesaria según el derecho internacional 
94 Doctrina de Wheatgrí, 

95. Reciprocidad que exige nuestro Código. 

96. ExálSen previo según nuestro Código. 
, 97. Legalización necesaria. 

98. Juez competente para la ejecución de sentencias extran- 

jeras. 

99. i Qué debe hacer el tribunal de revisión cuando se inpeb 

de la declaración hecha sobre exhortes extranjelwit 

100. Exhortes en materia penal. 

Wl. Buques extranjeros en alta mar, y; buques ancteAa en 
los puertos. 

102. Excepción del delito de piratería. 

103. l>elito cometido por un regnícola eit país extranjcrOi 
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04. Diversidad de doctrinas. 

06. Debe aplicarse la legislación del domicilio. 

06. Se puede castigar precediendo queja del agraviado. 

07. Se puede, tratándose de hechos mirados como delitos 

por la legislación universal. 

08. No se puede castigar. 

09. Opinión negativa de Story. 

10. Legislación de Inglaterra, Escocia y Estados-Unidos. 

11. Legislación de la edad media. 

12. RegnicoU puede ser castigado conforme & la legisla- 

ción de su país. 

13. Delito cometido por un extranjero en el país en que es 

procesado 6 en otro distinto. 

14. Ünico caso dudoso. 

15. Opinión aifinnativa y sus autores» 

16. Legislaciones que fundan la afirmativa. 

17. Código de Austria. 



18. 
19. 
20.' 
21. 
22. 
23. 
21 
25. 
26. 
27. 
28. 



de Badén. 

de Baviera. 

de Brunswich. 

de Cerdeña. 

de Francia. 

de Hanover. 

del Ducado de Hesse. 

de Noruega. 

de Prusia. 

de Sajonia. 

de Wurtemberg. 

29. Doctrina contraria. 

30. Legislaciones que la fiindaa. 

31. dué ley debe aplicarse. 

32. Transiciqn. .^ 

33. Delitos continuos. 

34. „ contra la independencia. 
36. Desertores de buques extranjeros. 
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136. Nueva división de delitos especiales. 

137. Piratería. 

I3é. Trata ó tráfico de esclavos. 

139. Violación de inmunidad. 

140. „ de los deberes de humanidad. 

141. Reglas generales para el delito cometido en el extraft- 

jero. 

142. Delito cometido por extranjero contra extranjero. 

143. Extradición. 

144. Primera regla. 

145. Segunda regla. 

146. Tercera regla. 

147. Transición. 

148; Doctrina de Wheaton. 
149.f „ del Dr. Calvo. 

150. Extradición de militares y marinos desertores. 

151. Reo refugiado en buque extranjero. 

152. Doctrina de Blunschtli. ^ 

163. Derecho constitucional mexicano sobre extradición. 
154. Libertad de estipulación fuera de los dos casos expr^ 
sados. 
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CAPÍTULO VI. 

f 

\ 

De las leyes extranjeras. 

1. El derecho romano en su marea alta inundó, pcfr de-^ 
«irlo así, todo el mundo conocido entonces, y en donde quiera 
fué tal derecKo una prerogativa del ciudadano romano, que 
era el que exclusivamente disfrutaba de sus ventajas, así 
como por otro lado solo á él obligaba, siendo un axioma jurí- 
dico que : leges ab imperante latee solos obligant subjectos non 
exteros^ 

2. Podría por esto creerse que el extranjero estuviera suje- 
to á leyes que fuesen extranjeras para los romanos, y sin em- 
bargo, no fué así. El extranjero era para el ciudadano, 6 un 
bárbaro que estaba fuera no solo de su comunión pública, sino 
fuera de los límites de la civilización y geografía romanas, 6 
era un enetnigo mientras no estaba ^sometido á su dominación, 
y fué el nombre con que en el principio se conoció á todo ex- 
tranjero en Roma, ó era^ un peregrino^ como se' llamaba á 
todo extranjero que se encontraba ó residía en Roma, ó cuya 
nación estuviera bajo la donünaoion: de Roma, sin gozar en 
toda «a ^enitud 4^1 deredio de ciudad. 
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3« El gran número de extranjeros que afluían á Roma 
desde que se verificó la anexión de la Italia, hizo necesaria 
la creación de una nueva magistratura que se encargase de 
ejercer su jurisdicción en los negocios de los extranjeros en- 
tre sí 6 con los romanos, pero sin aplicar el derecho civil que 
era exclusivo de los ciudadanos, ni las leyes extranjeras para 
los romanos, pero peculiares respectivamente de los intere- 
sados, sino el derecho de gentes que, formulado en edicto», 
llegó á formar la parte principal del derecho honorario. 
. 4. Este derecho no reconocia por base el rigorismo délas 
leyes escritas, y, por el contario, consiitia en atenuaciones 
equitativas, demandadas por loS progresos de una civilización 
que no armonizaba con la dureza del derecho antiguo, pero 
sin ser nunca una legislación extranjera, lo cual estaba en 
abierta pugna con el espíritu de aquellos tiempos, que cuan- 
do llegó á admitir diversidad de leyes, no fué sino en It^ ca- 
lidad de leyes personales, de diferentes razas, como suce^6 
con el Código de Eurko^ que regia en España para las nacio- 
nes invasoras, y el de Alarico que se aplicaba á la raza in- 
dígena. ^ 
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5. Después, cuando los visigodos quisieron dar unidad á 
* su legislación, dijo el Rey Z). Flabio Recesbinto : que si bien 
peiDoitia el estudio de las leyes extranjeras por vía de ins- 
trucdón, no podia permitir se fundara en ellas la decisi(m 
de los pleitos, y concluyó diciendo: '^fíin queremos que da* 
quí adelante sean usadas las leyes romanas ni las estrannas.'' 
De manera, que la juriqmidencia visigoda no tuvo que to- 
mar eñ consideración ninguna legislación extranjera. (i>y 8^, 
tu. í% Kk 2t Fuero Juzgo.) 
Qé El eq>íritu que dictó el Código del Fuero Real^ se le- 
. yeüa en la ley que permite el estudio de las legislaciones ex- 
tranjeraSi pero prohibe su aplak^acáon en^ la éei^AÍoa d* h» 
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juicios ; mandando que todos se sujeten á las leyes del Ftie- 
To Real^ bajo la sanoion df una fuerte multa en que se in- 
curría, siempre que se alegaran otras leyes ; prohibición ^uo- 
por ser tan general, pudiera hacerse extensiva hasta á las 
leyes del Fuero Juzg-o^ con tanto mayor fundamento, cuanta 
que las leyes de este Código están refundidas en su mayor 
parte en qj Fuero Real; mas sea de esto lo que fuere, la ver- 
dad es, que Z>. Alonso^ inspirado por el espíritu reformador 
de su padre, tuvo intención de cerrar la puerta á las leyes 
romanas y á las demás extranjeras y nacionales, que formu- 
ladas en fueros provindales^hdXÁs^Ví acabado con el espíritu 
de nacionalidad, haciendo lugar á las pequeneces de pro- 
vincialismo. {Ley 5*, Ht 6?, lib, 1? Fuero Real) 

7. Poco después, en lugar de la legislación más 6 ménoa 
original del Fuero de las leyes^ se presentó el Código de la» 
Partidas^ que sin dejar de tener mucho de nuevo, sobre todo 
en mateda de decisión de puntos cuestionables en el foro ro- 
mano, está sustancialmente calcado sobre el tipo de la legis- 
lación de Justiniano, En ese Código está mandado que ob- 
serven sus leyes no solo los nacionales, sino también los ex- 
tranjeros. {Ley 15, tit. 14, Partida V.) 

8. Otra ley del mismo Código manda que los jueces procu- 
en, entre otras cosas, que los pleitos que vinieren ante eilos 

que los libren bien et lealmente, lo mas aina que pudieren 
ct lo mejor que sopieren, et por las leyes deste nuestro libro 
cí non por otras ^ <^c, {Ley 6% tit. 4?, Partida 3*) ' 

9. Mejor estudiado el punto, se dijo en otra ley del mismo 
^^go: *^Et por ende decimos et mandamos que toda ley 
deste nuestro libro que alguno alegare delante el Judgador 
para probar et averiguar su intención, que si por aquella ley 
se prueba lo que dice, que vala et que cumpla. Et si por 
aventura alegase ley afuero de otra tierra que fuese fuera de 
muestro seliorío, mandamos que en nuestra tierra non haya 
J^^^ de prueba^ fueras endA si contienda fuese entre los 
hotabreridé aquella tierra sobre pleito ó postura que hubiese 
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fecho en ella 6 en razón de alguna cosa mueble 6 raíz daqael 
logar; ca estonce, ¿lagúer estos vtraños contendiesen Bobn 
aquellas cosas ante el juez de nuestro señorío, bien puede» 
receHr por prueba la ley ó el fuero de aquella tierra que ale- 
gare antel: et débese por ella averiguar et delibrar el pleito," 
10. Una ley de Toro, dice : que la intención del legidador 
español, es que los letrados se instruyan principalmente en 
las leyes españolas, pues por ellas y no por otras han deju;^' 
gar. {Ley 2* de Toro^ que es la 5% tit. 2?, lib, 3? Nov. Recop.) 
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11. £1 Código Napoleón dice literalmente : que un extAa- 
jero, aun cuando no resida en Francia, puede ser citado ante 
los tribunales franceses, para exigirle el cumplimiento de 
obligaciones contraidas p^ él en Francia con un francea^y 
que podrá ser iraido ante los tribunales de Francia por Iw 
obligaciones contraidas por él eu país extranjero, para ccm 
un francés, así como este podrá ser traido ante un tribunal 
de Francia por las obligaciones contraidas por él fuera de 
Francia aun con un extranjero. {Artículos 14 y 15.) 

12. En la misma legislación está» admitido que todo aeto 
del estado civil de franceses y de extranjeros, ejecutado fuera 
de Francia, hace fé, si ha sido redactado en la forma usada 
<5n el país; y que el acto del estado civil, que solo se refiera 
á franceses, será válido, si ha sido ejecutado, conforme á Jas 
leyes francesas, por los agentes diplomáticos y por los cónsu- 
les. {Arlicidos 4l7 y 48.) 

13. Y á propósito del matrimonio, establece el misma Có- 
digo que el contraido en país extranjero, será válido, si ha 
sido celebrado en la forma acostumbrada en el país, con tal 
de que hayan precedido las p^licacione6 de que habla el ar- 
tículo 63, y con tal de que eArancea no haya contjwr^ipd^ 
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á las disposiciones que detallan las cualidades j condiciones ' 
necesarias, para poder «contraer matrimonio. {Articulo 170.) 

14. En cuanto á los testamentos, el francés que se eii- 
cuentre en país extranjero, puede conforme á la Iqj francesa 
hacer sus disposiciones testamentarias, por medio de un es* 
crito ológrafo, fechado y firmado de< su mano, 6 por medio de 
un acto auténtico, siempre que en este segundo caso se su- 
jete á la forma usada en el país extranjero en donde otorgue 
su testamento; j los hechos así, no pueden ser ejecutados en 
Francia con relación á bienes situadol3 en este país, sino des- 
pués de haber sido registrados en la oficina respectiva del do* 
micilio del testador, si lo conservó, ó en la oficina de su último 
domicilio conO(DÍdo en Francia; y en el caso.de que contenga 
disposiciones relativas á inmuebles^ se registrará también en 
el lugar de la ubicación de estos. {Artículos 999 y 1000.) 

15, En cuanto á la hipoteca que resulte de sentencias pro- 
nunciadas en el extranjero, ella no se hará efectiva, sino pre- 
via declaración, que al efecto haga un tribunal francés, sin 
perjuicio de las disposiciones contrarias que pueda haber en 
las leyes políticas ó en los tratados {Articulo 2123) ; y en ge- 
neral establece el mismo Código, que los contratos celebrados 
en país extranjero, no pueden constituir hipoteca sobre bienes 
situados en Francia, si no es que otra cosa dispongan las leyes 
políticas ó los tratados. {Articulo 2128.) 



16. Según el Código del Imperio, el que fundara su dere^- 
cho en leyes extranjeras, deberla presentar al tribunal su tex- 
to y probar ser el aplicable al caso. 



17. En el Estado de Teraoruz, todo el que apoye sos ges- 
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tíones en ley extranjera, tiene el deber de presentar su texto 
j de probar que está vigente j es aplicable al caso, si la con- 
traria lo exige ó el juez ^o dispone. {Articulo 13. Código 
dvil.) 



§6- 



18. Con presencia de estos antecedentes, dijo nuestro Có- 
digo muy lacónicamente, en su art. 19, que el que funde ^u de- 
recho en leyes extranjeras^ debe probar dos cosas ^ á saber: la 
existencia de estas y que son aplicables al caso; lo cual en ins- 
tancia viene á decir lo mismo que á otro propósito estableció el 
articulo 14 de nuestra Constitución, al prescribir que las psa- 
tencias judiciales deben fundarse en ley anterior al hecho qpie 
sirve de materia al juicio, y que cuando existan dos ó más, 
se decida la cuestión conforme á la que sea ritas exactamenk 
aplicable al caso. 



§7- 



19. En esta materia debe hacérselo mismo que se hizo á 
propósito de los artículos 17 y 18 de nuestro Código civil, ea 
decir, consultar la doctrina de los autores de derecho inter- 
nacional. 



§8' 



20. Supuesta la independencia de las naciones entre sí, no 
hay razón que pueda hacer obligatorias en un país las Icye» 
que rigen: en otro en la calidad de derecho civil ; dé moda^he 
si en el derecho internacional está admitida la aplicación de 
las leyes extranjeras, esto solaipente puede ser así, porque de 
un modo expreso ó tácito lo consiente un país. (Faslix. "2?^ 
rechoiniernacionalprivadoy — WIwE^on. ^^ Elementos de dfe- 
cho internacional,^^ — Ccdvo. " Derecho internacional.^^ — Ba- 
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mirez. '■'■ Código de los extranjeros."-^ Azjpiroz. *'■ Código 
deextranJBfia?^ — Blunschtli. ^^ Derecho internacional!*^) 

Contra el deber de admitir leyes extranjera^ en nuestro 
foro, pudiera objetarse el inconveniente de que esto impor- 
ta tanto como el imponer á nuestros jueces la obligación de 
saber la legislación de tofto el Universo. Pero esta objeción^ 
de que se encalca Fcelix en su ^^ Derecho internacional pri- 
vado^''^ queda contestada con que la cuestión relativa á leyes 
extranjeras es cuestión puramente de hecho, de que solo pue- 
de encargarse el juez cuando la promueva el interesado á 
quien incumbe el deber de justificar el hecho ; y para asentar 
esta doctrina cita á Pardessus^ Pinheiro-Ferreira^ Martens^ 
Siory^ Mittérmayer^ Schefnery Sintenis^ Putter^ Kluher y al 
autor del Jurista americano, 

21. Respecto de nuestro país está, como hemos visto, re- 
suelto en principio general, que pueden fundarse gestiones 
judiciales en leyes extranjeras. {Código civil. Articulo 19,) 

22. ¿Pero en qué casos deban admitirse las leyes extran- 
jeras como fundamentos de una gestión judicial? El mismo 
Código civil resuelve, que en los contratos celebrados íUera 
del país con un extranjero, rijan las leyes del en que se ce- 
lebró, aun cuando hayan de ejecutarse en el Distrito 6 en la 
Baja-Cahfbrnia; y que lo mismo deba observarse respecto dé 
testamentos otorgados fuera de la República por un extran- 
jero, en el supuesto de que en uno y otro caso el extranjero 
hay»- manifestado su voluntad de sujetarse á aquella- legis- 
lación mas bien que á la nuestra, salvo por supuesto el caso 
en que se trate de bienes raíces situados en nuestro territorio, 
pues entonces debe observarse la ley mexicana precisamente, 
(CHigo civil Artículos 19 y 14.) 

23. Mas, ¿serán estos los únicos casos en que las leyes ex- 
tranjeras deban ser admitidas en nuestro foro ? Sin duda que 
^\ porque á ser así, no habría habido necesidad del artículo 
19, que en principio general admite la aplicación de las leyes 
extranjeras {Código dvil. Articulo 19 ), ni del 576 del 06- 
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digo de procedimientos civfles, que habla muy en general del 
modo de probarlos. 

24. Ahora, por lo mismo que hay perfecta libertad en hfl 
naciones, para admitir 6 no el principio mencionado, la haj 
también para ponerle las limitaciones que se crean conve- 
nientes, como la que pone nuestro Código á propi^to de Im- 
nes raices situados en el territorio mexicano. {Código dvU. * 
Artículos 14 y 18.) 

25. Unos países han adoptado él principio de que sea^ 
aplicadas las leyes extranjera9, como las suyas lo sean res- 
pectivamente en los otros países, siendo esto lo que estable- 
cen los Códigos de Austria, Baviera y Prusia. 

26. Otras naciones excluyen á los extranjeros del gócele 
ciertos derechos por mirar estos como inherentes á la calidad 
de ciudadanos, y esto han hecho Francia é Inglaterra. 

27. Y algunos han rehusado la aplicación de leyes extran- 
jeras que ^tén en pugna con ciertas instituciones, como sa. 
cede entre nosotros con la aplicación de toda ley extranjeza 
que «ea contraria á los artículos 6"? y 7"? de nuestro Có<£|go 
cítíI, que siendo anteriores á los artículos que en témmiQs 
generales admite la aplicación de leyes extranjeras, no B(m 
por seguro la medida de la extensión que deba darse al pii]|^ 
cipio consignado en el artículo 19, 

28. Esto supuesto, el principio de la aplicación de lejw 
extranjeras entre nosotros, no tiene limitaciones precisan eA 
nuestros Códigos ; y debemos por lo mismo buscarlas en el d^ 
recho internacional, á cuyo dominio pertenece la materia een 
cuestión. 

29. Este derecho enseiía que el principio tiene dos 
taciones: la primera es que no se aplique ninguna ley e 
Jera que perjudique los derechos de la a^beranía nacioua|¡ T 
la segunda, que no se aplique ley extranjera que perjudijp^ 
los derechos de los nacionales. 



m 
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30. Si lo dicho por nosotros sobre este punto constituyera 
una regla segura, no habría más que decir sobre el particu- 
lar^, pero no siendo así, tenemos que apelar todavía á las doc- 
trinas de los autores de derecho internacional para saber lo 
que deba hacerse en difereiites casos que pueden ocurrir fre- 
cuentemente. 

31. En el Distrito federal y en la Baja-California pueden 
sui^r cuestiones sobré el esta¿o y capacidad jurídica de un 
español, de un francés, de un inglés, de un ruso, de un ame- 
ncano del Septentrión ó del Mediodía, 6, en fin, del origina- 
rio de cualquiera otro país ; y en este caso debe atenderse á la 
legislación del país á que pertenece la persona de cuyo estado 
y capacidad se trata. Pues así como la ley mexicana es la 
que deben aplicar nuestros tribunales para juzgar del estado 
y capacidad de un mexicano, aun cuando se trate de actos 
ejecutados en el extranjero, de la misma manera y por el 
principio de reciprocidad deben aplicar la ley extranjera, 
cuando haya necesidad de juzgar del estado y capacidad del 
extranjero, aun cuando sé trate de actos verificados en Méxi- 
co, lo cual tiene el carácter de ley general, como todo lo que 
atafie á relaciones exteriores. {Código civil. Artículos 13 
y 70.) 

32. El Dr. Calvo^ refiriéndose á otro publicista, enseja, 
para razonar su doctrina : " que seria contradictorio que un in- 
dividuo cambiase de estado y de condición, siempre que un 
viaje le llevase á otro sitio; que en un mismo momento fuese 
mayor aquí y menor allí ; que la mujer estuviese á un tiempo 
sometida al poder marital y libre de él; que im individuo 
fuese considerado en un fugar cómo inhábil y en otro como 
capaz de todos los actos de la vida civil. Pardessus dice res* 
pecio de esto, que el consentimiento general de las naciones 
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civilizadas ha querido que lo que concierne á la capacidad de 
un individuo se regulase siempre por las leyes del país & que 
pertenece." 

33. Ahora debe decirse con el Dr. Calvo, que las cuestio- 
nes que pueden ocurrir sobre el estado y capacidad de iiaa 
persona, son las relativas á la ciudadanía, á la legitimidad, 
6 ilegitimidad, á la minoría 6 mayoría, ál idiotismo, locairf^ 
al casamiento y al divorcio. Lo mismo que se dice del indi- 
viduo, debe entenderse respecto del estado y capacidad de Ias 
personas morales, y sin embargo, esto tiene sus restriccioiies, 
como lo enseña el mismo publicista, que reproduciendo una 
doctrina de Savigni, dice que: Cuando las leyes de un pi^ 
limitan la facultad de adquirir de los establecimientos ecle- 
siásticos, estas restricciones alcanzan á los de los países cor 
tranjeros. Por el principio de reciprocidad, los de un Esta^ 
donde estas restricciones existen, no están sometidos d dUaa 
en aquellas donde no las hay. Así en los dos casos la capjib- 
cidad se juega, no según el derecho donde tienen su asieuto 
esos establecimientos, sino según el derecho del Estado ^d. 
cual depende el juez llamado á pronunciar su fall^. 

34. De esta manera una cuestión promovida entre noso* 
tros sobre si un establecimiento inglés habia podido 6 no ad» 
quirir una propiedad raíz, seria resuelta en sentido negativo, 
sirviendo de fundamento el artículo 27 de nuestra Constítur: 
cion que quita á la mano muerta, civil 6 eclesiástica, la facot 
tad de adquirir bienes raíces, situados en territorio mexicaaiv 
mientras que en Inglaterra seria resuelta de muy distñia 
manera la que se promoviera sobre si la mano muerta mexi^ 
caña habría podido hacer una adquisición semejaifte. 

£n el derecho internacional está admitido .que los estaUd- 
cimientos ó personas morales gocen en pais extranjero de los 
mismos derechos que les pertenecen en el país donde esUn 
domiciliados, salvo lo dispuesto coi? relación á bienes innuift- 
bles; pues respecto de estos /es un principio general^^qite ^¡s^ ' 
adoptado en nuestro Código, que ellós^están sujetos 4 lo d¡^ 



puesto p(»r bs \ejpB del lugar de «a sitaacion. (PobHt. ^ De- 
n^ internacional.^^ Númerodl. — YarHculos li y it8. Cá- 
ügo civÜ,) 

36. Decimos más todavía: y es que si el artículo 14 del 
(Migo ciiril exige que respecto de bienes inmuebles, sitos en 
el ierritorio mexicano, rijan las leyes mexidanas, aun cuando 
se trate de un extranjero, es porque á prop68Íto de propiedades 
territoriales, no pueden regir más que las leyes del terri^rfo 
de que forman parte esas mismas propiedades. 

36. Poríalis^ hablando de las leyes relativas á inmuebles, 
enseña: que ellas son obligatorias aun respecto de actos ve- 
rificados fuera del territorio de cada país, y que lo son en 
virtud del dominio eminente que cada soberano tiene en el 
temtorio nacional formado por el conjunto de las propieda- 
des territoriales de los individuos. 

37. Respecto de las operaciones practicades en el extran- 
jero, con relación á bienes muebles, se establecerá lo que en 
ese caso debe, observarse, cuando se trate en el título Y del 

Estatuto {>ersonal. ' 

, • 1 , , ... " . ■ . 

3$*. En (manto á los bienes inmuebles, tenemos la regla 
establecida en el artículo 14 de nuestro Código, la cuál re* 
8udve*qne respecto de los bienes de esta clase, sitos en el 
Distrito federal y en la California^ rijan las leyes mexicanas, 
aunque sean poseidos por extranjeros; regla cuya exposición 
se hará en el mencionado título T, al tratar del Estatuto 
real ^ 

§ 11? 

39. Pasiindo ahora á la materia de los contratos en gene» 
^1» recordaremos que en el capítulo 6? de este título, hemos 
dicho ya que el <lerecho internacional reconoce yaUdes en 
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los oantrato3 celebrados en el extraojpip,.4^eiDpTe que s^ la#(* 
yan hecho eaajki:^eglo 4 la^ I^yi^s del\país\de su (elol^iacipi^ 
con laAtaxativa de que su eyecucion se ajuste á la legidacjg» 
del lugar eu que haya de verificarse esta. Semejante áoctdtift 
tiene^ como se ha visto, cinco excepciones que van expr^oei»- 
das en el mencionado capítulo b% al cual nos refirmas 
este punto. 



. « 
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40, La materia de testamentos está también tratada ea^ 
expresado capítulo 5", al cual debe ocurrirse. 

41. Debemos pasar ahora á los actos judiciales^ .paia ¿L 
efecto de examinar si tienen valides entre nosotros» los ^gh 
cutados en país extranjero. 



• Ms? , . 
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42. Demanda — contestación — prueba y sentencia son Ins 
partes principales de un juicio^ isíendo evidente que en cn^ 
to á la primera, ningún efecto produce la siihple demanda 
inst^turfida^ fup^ .del país ; y la misma seAtencia proi^Enoicá» 
c^íi ^.^jsti^^j^ero, nq tiene xnas autoridad que la que. se Je d^«QL 
^s tratadps^^irespectivos. (Código de gfocedmiefUQf. dmí^ 




Articido , , , , .,..«. 



i Oi ^ ;.i { /" ".í ■ , j ^ ' , .4} 
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43. Si se consulta el texto del artículo citado, se verá qoe 
tiene una lim^acíon inconveniente, coíno si los tratados ce- 
lebrados con naciones extranjías pudieran dejar de obser- 
varse fuera del Distrito federal y de la California, - 

44. ,Mas iq (jue principalmente ya á ocuparnos^ ea^el^e^t 
inén del, artículo 14 del Código Napoleón, que dice : " T^L^- 
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tni&|ero^ffmn(iiie tioü^sida en Framh^ podrá ser. pitado unte 
kiá tribtifi^les franceses sobre el camt)limíento de la^ obliga- 
€kmest contraídas por él en Francia, 6 en país extranjero, á 
&vor ida "on franoes.^ 

^45. Sobre ei^é pianto. Vamos á oir la mny autorízala voz 
del Sn Peña y Peñu, que á propósito de este artículo, enseña : 
"que ninguna nación puede ejercer autoridad sobre subditos 
sxtratoS'éTesidentes en otra, y aunque el contrato 6 cuasi- 
eontmto son causas justas ptu^ surtir fuero en sus lugares 
respeotA^oa, esl^ Be entiende precisamente cuando en ellos se 
haUasea Jos^ responsables.^' Fundado en esto niega autoridad 
é la Eftarma pe^ra emplazábante sus tribunales á un extrai>- 
jcsro ípemdente-en otro país, y hace notar que aun los autores 
qoe escriben «n fator 4el articulo, confiesan que este se des- 
vié de los principios generales, conteniendo una ex<irbitancia 
que se hace más* palpable en la materia penal. 

46. ^ Dice el Si\ Peña y Pefía que los. publicistas e:i^minan 
esta cuestión : *' Los que por haber violado las leyes de su pa-r 
ti^ ban incurrido en la persecución de. la justicia y logradp 
sostraerse de ella, yendo á otro país, id§ben ser acogidos en 
^^ y puestos al abrigo 4b toda persecución ? ¿El derecho 
de gentea obliga al pueblo, en el cual «e han retirado á ne- 
gáis á t&í^ r^cfomacion de la nación ofendida ? Y citando á 
Ür,^ íViMi enae^^ft^que lo9 publicistas hacen una distinción, 
ásab^: que Bi.;$fe trata de ^itos que túiicamente lo son^ 
1^ estairasi declarado «n las leyes peculiares de'un país,'en- 
tíeoQfíBningmnjmebh puede negar un^'emlo á los que se lo 
reetínutn^ mnmeho nidios, ctunndo seles ha concedido^ falr 
tar á las leyes y deberes de la hospitalidad; pero, que si se 
trata de delitos que consisten en infracciones de las leyes pri- 
mitivas y generales dt la naturaleza y de la humanidad, en- 
tonces es muy natural y también de uso, ^ue sus autores seip 
pres^ jf ettÉxe^gados 4 la potenza ofi^^ida que I09 reclama. 

:47»:^^l^erido ISr, P^ña y Pe^ wguye, diciendo que si 
^ jmteiia de delitos .^u^ solo lo sean conforme á las leyes 



vn 

firantesas, no pa«de un extranjero ser armiitmdo^'lM 
mAes franceses, sin embargo de que en este caso M tüMtfé 
un interés públke, mucho nrónos pueden serte pordttmMiii 
civfles ane solo afectan el interés privado de nai néí n i q a :^ 
dice que tal artícnld no es jnsto ni mcnonal) porque ¿o INi 
qne alguno sea juzgado por quienes no eean sos jtMCiaiÉilrii 
tnrales, j arrancado de sn domieilio 7 fnere natural, 
serlo en otro lugar 7 por jueces extrafios ; qne tampoo»*^ 
justo ni racional que el fhinces no esté obligado á 
fuero del reo, 7 por último, que dicho articulo «taca ki' 
ranía é independencia de las otras naeiones, ea^yitt«d 4)fli 
<mal, ningún subdito de ninguna íMÁún puede eer ettUtf 
ju2gado por los jueces de otto, cuando ni por razón der#tf4i» 
sidencia, ni por la del Ingaí del contrato, ni pe»* la nbfelMÉM 
de los bienes que se litigan, ha7a sido prorogada 8it^«^ 
dicción. ''^' 

48. El mismo Sr. Peña y Peña eafifibK de imprá^idAie 
él articulo, supuesto que en ningún pttfs extrtmj^xl pl^odtii 
Francia emp\éw poi^stad armada, pAt& haeerjefeotáv¿-lMÍI^ 
tacion de sus tribunales ; 7 ademas, porqtie %e dMctútMiMi 
Francia el esclarecimiento 7 prueba de hechos pasado^eMI 
extranjeto. - •" * 

49. Y dice ^ue es cefft¥ai4e ú las l^^rei, ¿'lo»*m$af'¡/^m^ 
tuttibres die las ná<áones, ^siendo lésitis lAJl9taeoBM f ^ ^rl^l j í 
con que Combate el aiUcníl^ «ftado ; y'Mniadoff'neeéIiilN» 
autoridad lan respetable, dé^més deéifv^ ía 

residentes tn el téftúóña meícicanó, ya ^tl^Mncfen^erfii^ #\w* 
trargétos. 
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m. .Ahotia, t\íL eeilil«9ÍtM)ten^'nna demaiuiifr^ia» 
anjero, stírtirá effe^AM <^ i\ nSuMtf^ -feta ^poéirt^ 
romorerse en el t^i^p^heslo'^e ^que^^iMiDiovidar'^ 



Wtk étítmmd» en pMf wirai^eto^ el demandado vínki a á ve- 
ndír'eixtoe ^oaotro», j0^ por aar mtand del país^ ya pot na- 
tiutatízane en él» 6 y», eo fiii,.poi^ *^^' ^ simple trunfieunte^ 
T tato, e^ivab á arerigiiikri si el jiiea 6 tribunid extran^i^^ 
ante quien ce hay» conteatado ima demanda^ puede dietar 
figsmí^ provideneia para impedir- q^e queden ilu8orio9 lo» 
«eios practícados ante él. A nu^ro juicio.esta cuestión deW 
Mobrerse en el misn») sentida que la relatira á la dema^dji. 
pic^vida en pato extianjero;.p«€yi ai como es cierto, el de 
mmIími internaeional no hace (>Migat<«ia la Citación que 'se* 
kigtt para «^oaaaparecer en pais estrauj^o á contestar la dor 
iiMHld» pRHi^cmda anle eue iribtinales, cierto es taanbien que» 
tsB^oco e» €d»l%»toria la ciiacicaEi <pe se haga pam que com- 
laresea en pais ettraii|ei0 á continuar hk demanda contení- 
Mar^ él por el namonid éextranj^^so residente entre noso^ 



' 61. Y todo lo que en el easo podíia euestíofiarse» es : si 
(ieae ftiersa probatorii» la cohesión quo el d^ool^ndado hu- 
biera keeho, ai contestar la deoaasida prómoyida contra él 
aiiteun jue¿ 6 tribimal extranjero. Esta cuestión se resui^ire» 
siuy fácilmente diciendo : que si cooiformfi al articulo 6291 
del €ód%o 4e procedimi^itos, la eonfesion judicial no Jbace 
FRid[% ¿Bo cuando eUa ha sido ¿eolia aüte jues competíate,, 
ss evidfibte que^ no siendo {compet^ite el juea extranjera j 
teafcniHite no siencfo ni avm autoridad pora el nacional 6 ex** 
tranj^e residente én Mé^áee^ Ift eonfesionque se hiciera ant» 
^1 iS contestar una demanda, no tencbria fuerza probatoria.. 
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tSL iEBfog^de trat^'de la prtteBa recibida y de la senten** 
^ptwuneiada^eaa el ^etrMJ^po/debémos ocupamos de los; 
^^iMo» fue tengan^ del extranjera/ 

AS. B^reg^a general que el ju«st de tm pala na está obU^ 



gado á requísitar los exhortos qm vengan dd exlttwi^m^'} 
pero también está recilHdo^€[uéde' heobo se reqoisiteo, 
pre que no perjudique ni á la soberai^ del país ni4i 
derechos de los nacionales, tn^^ios etí InglcUerra j en los 
todos-Unidos^ que cuando tienen necesidad de 'practicar idt- 
guna diligencia en el extranjero, lo hnoen cdmiskmaajb^i; 
algún juez ó magistrado inglés 6'americano, para que psM 
al país extranjero á efecto de examinar testigos^ reeibir^ 
juramento de una de las part^, 6 ejíSfíáD^BX k>s objetos fit 
sirven de materia al litigio, 6 bien comisi(»iar. para el 
efecto á sus nacionales que se eneuentren en el paíai^ 
naturales del mismo país que quieran aceptar eeta coi 

54. Fcelix^ al tratar esta materia, hace una revisto 
ferentes le^slaciones, y dice á propómto de la franoeea, j 
aunque no habla expresamente de éxhodK» despachadoerM 
extranjero, sin embargo son de uso diario entre los tribunate 
franceses y los extranjeros; y hace notar que el i^bm^^ 
lencio guardan los Códigos calcados sobre eVtipo del 

55. Hace mención dicho axrtor del G6dig^ de Cerdeña 
cordante del trances, y advierte que en este país están ^dr 
mitidos los exhortos extranjeros. 

66. Y hablando de los Cóftigos que no concuerdan cón'd 
francés, refiere que el de Priisia trae disposiciones extiiiiwi 
sobre la materia. Dice que aunque en Austria n^ faá3r-di^ 
posiciones expresas sobre exhortos venidos del extmaqáei, 
por regla general están adoHtidos y son despacñéados pwla 
vía diplomática. £1 Código /de procedimientos de JB uémk 
reglamenta el procedimiento en materia de exhortos; y áiee 
FobHx que esto mismo se observa, cuando el exhorto procede 
de un tribunal extranjero. El (Jodigo de procedimientos tí- 
viles de Baden^ habla expresamente de los exhortos exterim- 
jeros. En el gran'ducado dé flesse^ f (X)nforme'ádw^orféfc» 
expresa, se requisitaalois exhortes extranjeros qt^titiniiisinii 
objeto hacer una citación, recdbír uíi juramento^ pre oélie tf 4 
una información y aun hacer comparecer ^los ^est^dÑs iíftte 
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un tribunal extranjero; y esto ha sido arreglado por diversos 
tratados celebrados entre diversos países alemanes ; y agrega 
^ue en los otros Estados alemanes, regidos por el derecho co- 
mún, son de uso general los exhortes extranjeros. ^ 
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Í7; BSMppues ''de^srta revira, establece varias reglas que 
«eftícpoKdrán ál tratar^dó la prueba recibida en el extranjera. 
* w. una ley mexicánia eiítabtece ^ que nuestros tribunales 
twpíhiten lo» exhortes de los extranjeros en materia civíl^ 
<aé^nária 6'CÓmerciál, -siempre que vengan por el Ministerio 
4é 'Relaeiones y teiügati las inserciones necesarias por la'le- 
^ítetífem mexicana y la protesta de reciprocidad; en cuyo 
ícasoel Mínist^io de Relaciones tiene el deber de trasmi* 
ürkw éon la traducción correspondiente al Minístetkí de Juie- 
^c», el cual defeerá pasarlos & los tribunales. (Ley de 20 í(fe 
^Híwro deí 54, fír^ieíífcá" F y a*) 

" 60. 'i^tos deberán proceder coü la siguiente distinción: 
Si los exhortes son para que se reciban informaciones dé tes- 
tigos 6 fie practiquen otras diligencias, se cumplimentarán, 
si el objeto ó coiwrencion á que ee refieran ó que trata de pro- 
barse no está proidbido expresamente por las leyes mexica- 
TSBÁ\ mas si 86 dirigen á la ejecución de sentencias ó de pro* 
^Hideacias dé^mbargo é aseguramiento de bienes en materia 
<íÍYÍl ordinaria é conferoiál, sé cumplimentarán, siempre quo 
«€««1 precisamente defclaradbs ejecutivos por el Tribuntf su- 
píetno de la nación en sala plena y con audiencia del fiscal, 
<5ofe excepción del caso en qué la sentencia no haya causado 
ej«0utoriíi^ de qué lá providencia no tenga estado para poder 
*«p%jeoíii&da oonfc^me á nuestras leyes; 6 cuándo una ú 
^^Péf^Béisin oóbtrasrias^ las teye? prohibitivas del país, proce- 
•áiend^ «H" ÍSdo con an*eglo á ?a forma establecida éttlás leyes 
»icioniilfeff.í * (Ley tíe 20 éé En^to <fe 64, artículos 3?, *^ y W) 
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60.. Caando los exhortos quc^veDgan del extranjero ae 
fieran á la materia criminal, nuestros tribanalea se limitaite 
á la, precisa ejecución de lo expresamente prevenido en k» 
tratados. {Ley de 20 de Enefv de 64, ourticuio 6?) 

61. Nuestro Código de ptx)edimiento8 civiles Basada f oe 
81 alguna citación 6 notificación kuHere df hacerse en j^ 
extranjero, se dirija el deqiacbo 6 exhorto por coudmct^d^ 
Ministerio de Justicia, el cual legalizará las firmas de Iw^M- 
letrados, jueces, secretarios y escribanos que lo aol<mocBm 
los remitirá al Ministro de Relaciones^ (joitalegal^KaiA )aft^ 
ma fiel de Justicia^ y con este requisito se enviará.á la lc^ga«i$a 
é consulado que la nación tenga en el lugar á que se dir¡igs e) 
exhorto» ; y en caso contrario, á la legación ó cónsul de la M- 
ci(m que tenga relaciones con la Eepáblica, salvas aierapre 
las reglas establecidas por los tratados«y la^ del derec^ia- 
temacional. (Oódigo de frocedimientas cm/é#, ariicml<m 146 

y U7.) 
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62. Lo dicho da ocasión para tratar de h> qpe el dereolio 
internacional llama medidas conservatorias, y que q^ nuestio 
derecho civil se Vidsoasi previiencia^.fffecc^ 

63.. A ^pósito de ellas dÁxi^Fcüix .en su ^' Depeck^ nUtoh 
nacional privado : ^^ que tales medidas pueden tener p<Mrd^ 
jjetOy ya la persona del deudor 6 ya sus bienes muebles^ oiq» 
ocultación trate de impedirse, y agrega que fdgunas l^^- 
«iones autorizan iguidmente medidaaconserva^oriasiaaB esi- 
tra los inmuebles del deudor, advirláen4o^^e taleajaedtfhi» 
ee arreglau en su forma á lo q^e la ley tenga e»]te]iVytd» <p 
^ lugar donde hayan de ejecutarse; doctrina que antooss 



Ciy^les rei^t^bleB nombreft de Christüi^^ Vhci\ Siori y Bueg^;- 
j ¡prnida después á hacer una revista de hs legislacione»^ 
extranjfsras, enseña que la fmiaoesa autoriza el arresto pro»^ 
visianal^^ deudor extranjero «antes de la sentencia condes 
naturia: que en cuanta á los Inenes inmuebles no adnjite otra, 
isyidida que la rels^vo» bX reconocimiento de documentos pri^ 
Yadoft que tengají relación con ellos ^a eLefecto de Tenká 
eoostituir hipoteca, y en cucmto á los muebles admite cootra 
el e^Ltrai^c^o lo mismo que eoatra el francés su aséguramien^ 
te jf^visiooftl. 

H R69|^o de Bálgim y de los PaisesSé^ asejpn» 
^oei sigue una l4gÍBlacion pai^ida i la franeesa lo mismo que 
94 ]^Pru^ Benifinm^ la ^ot^'era Jíenúma,. las eio^ Sieiliar 
]^ lia ffas0e Remana^ aunque con algunas módtficadionea em 
esí^íúltimapaís. 

. 6g. £q tesis general ens^^ que el derecho ceiluin álemaii^ 
s^ite las projfideocias precautorias í paca el as^ummient»^ 
4íf» Jbs bienes muet)les del deudor» pam «ptí^bklNS su auge^ 
v»í^fisí^ SN^ como también admite éí arresto pro¥iaonál del 
^¡ommí deudor — cuando esté se dispone á fugarse — cuatido 
áiaípa su' fortuna — cuando, el tribunal extranjero compon 
teí%iíeh^a hacer justicia — onandolos heredetos del deu- 
;doí ne disponen á dividir la herencia — y en fin, cuajido el 
^rm deudor no puede mt demandado, sino en el lugar eu 
que se le encuentra* . 

Mé £& Austria eslía autmií^o el aseguramiento previ- 
ÓOHal de l^s bieues «muebles del deudor»y aun el arrestd de 
ükpersonai cuando hay motivo piura temer que por medip 
de la fi^ se sustraiga al pago de sus deudas. — £n Fr€mcia 
l^ede taambiea i«rx)ced^se ^1 aseguramiento de los muei>les 
y- de la persoM á$í deudcor, siempre que hay pel%ro ioim- 
Mito de que, eate burle á siia apreedores pot^ la fiíg» ó^por 
k^UltaeiiQn de sus m^b^--JSl Código de Bamra ^te- 
rástteíaifáeii el aaepiramieiiiQ de los inueblea ó la.pi^sio]^ d^ 
4l9idof,^m)de este na peseeí biem^ iumuiddei^y tÁsnemisi)^ 
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f^ma j Quando esti dispuesto á fugarse.-^IÍl Código AeSf/h 
npver aftmite también el asegummiento de Iqs mu^ebi^^ái 
la; persona del deÍKiér: l^cuaado^steidkipa «íifértunarír, 
<3Üando 8e sospecha su fugík y no tiene bienes inmuebles: 
3?, cua|ido sus herederoflf. estto próxima á ^vidirjse* íálé- 
rencia j no. 'ge !les puede desuardar sino en diversos iribiUM^ 
le»: 4?, cuando el poseedor' de un obgeto liti^oso' se' dk|iWB 
á enajenarle: 5?^ cuando el inquilino est4pr(3^diliO'á mote 
dé habitación sin. pagar el arrendamiento : 6t, cuatíd^ «1 ém- 
dor puede ser demandado ante el tribunal naeíerúri por ü- 
20a dei Qo^rkto ó de la administou^on; j T% onioidd^-d jiw 
natural del 4líeudor exltai^ero ha Tebusadobacer jdBt^^^ 
en otros casos idénticos 6 análogos.-«-^Ei Código de JBi^unmmk 
iadmite la prii9Íon p(»* deuda, y el de Badén admite ^1 ase- 
guramiento de los muebles ó la prisión del deudor.' — lEtté 
gran ducado de Hesse ne signen los piincipies d^l deteébo 
«omim alemán. -^£a la ciudad libre do #V^k^€ir/pue^ pe- 
dirse el asegui^iento de los mueblas y abn^ de la peckena 
del detxáor. ^-^ En IMnamarea y en los dueoiks d&J^klt^mig 
7 de Hohttífn púode pedirse el asegummento de l^e&fii4*d 
«rresto (k U persona, cuando aquellos no son bastanteisfs^ 
^u&rir la deuda.-*— En el ducado de LQmnbourg- pued#pe* 
dírse el as^uramiento ds^la persona ó de los bienes doim 
«xtrapjero: 1", cuando sin dejar bienes bastantes para r^ 
. pender por sus deudas, se dispone á salir del lugar: 2?, enafido 
se trata de obligaciones contraídas en «I dentado: 3*?^ omanio el 
tribunal -del dí)micilio del deudor rehusa hacer justicia: 4?, 
^O^ando el extranjero ha recibido una herenoia en el dudid»; 
j d?, ütianda es deudor de un posadero ó del larendalsieiiio 
dé Bnca titbana ó rtbitica. — En el reino de Cerwhñmfmíiifi 
pedirse el secuestro de los muebles del deudor^ p^R) noelie- 
ouestro d« su persona. — Sn los Estados Potsiéifhi»» fmÜfi 
-pedirse nfio y otro;^ pero el deudor puede ^evitarki ^éjB¡ítíé0i^i»r 
i^n. ^^S{i' í^scatM páede peditse la priaion por 4eiii4a€i6NiMa 
^l e^tta%j#o ><^ue^ no tei^ cinco a&os d^ residmoia. ^^Sn 
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<hma pue<}e tambíea pedínié.bl ¿eegoxaimeiitó de loi^Üie&es 
ddl "deudor, así eoma también el arresto provisional de sup^p- 
«8n«w-s^Etí Portugnl puede el acreedor, dandp caución,' i^oce»- 
der á la captura de su deudor que sé ha fugado ó que esti 
prdtimb á ftigarsc^^En Ingíé^érrfi ptiede pedirse la prisión 
por deuda anee unaeotte superibrfJ ln pix)lribicion de salir del 
reino ááte« de pagar las deudas^ — En Escoda puede obte- 
ner ú arresto provisional de su deudor todo acreedor que juro 
ten^ motivo para creer que yla esté dispuesto á ausentarse 
d^ reino. — l&nlonEitad&s ^Unidos sé siguen estas mismán 
reglas. -*- Y en España todo ék que presente un ^documento 
público, 6 el rec(Jnocimiento formal de la deuda, 6 una sen- 
tencia de arbitros, puede pedir el aseguramiento de bienes. 
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6f i Oon tales doctrinas xeiativas al desedlio ititema(^iui|v 
W cuestión que puede promoverse es : Á nuestros tribunales 
CBtai^n eMigados á reqnisitar nn-^xhórto def(pai$kulo 6ll^6l 
extranjera para él aseguramiento provisional* dé la pieroofia 
de un deudor enjuiciado en el extranjero, 6 para^l asegum^ 
miento de sus bienes muebles 6 raices. . ^ 



68* Eq el primer caso, ee decir, cuando se trate del arresta 
proviscMio de un deudor, no debe requisitarse el exhorto, poí- 
^ne no paédie permitirse á una autoridad extratíjera^ ló^que 
^ es permitido i las niismas d«l país en ^mde está {nro)ú- 
bida la prisión por dewhb. {Qsnstítueion de 57, arHcíth 21^ 

^'ÜRícSj'^dgiiMo^^aso: <}ue es^ouondo \9sngan exb^iítos 
del^tsEtiAnjeirc^pdrael endbaí^ ó aseguramiento dft^bM»cfciM 
Virtud de providencia que no sea una sex^ieaeühdeflnitívtti ílD 



v^ptisittrá, siempitt fue el Tiibanal loptemo, qne es I»- Ai- 
preina Corte, declare qae procede la ejeoooioB o(m&KDe 4 ki 
lejes del paít, pues de <ftra manera no proeede. {Ley lia 99 
de Enero de 1854. ArHcuh 4?) 

70. TápEop66HodejNií»lUmeJMpreea«larMi^ 
general hacerse la dedamoton en ese eentide, siempra^ 
no liaya temor de que se aasente á oculte el dendory é dt 
fue ocaHe 6 dilapide loe bienes Utigiosos^ en Yhrtod de m- 
tionreal, ó cuando ne tenga ftiáa que loe litigiosoeipie en ^ 
timo resaltado sean los que afectan la acción personal 
tanrada. (Oédigo de proeeditmeniee ^mkek áfii€ui^4m^ 
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71. Ahora si se trata de praéba por medio de testigos, nnse- 
tras leyes establecen que tienen valor legal las infbrmaeitwes 
que ^1 nuestros tflÜMinales se reciban en wtud xle «odiMoi 
despachados del extoanjero. ( IjCf de 9% de Enero dm 64 
ArUcida 3^) Porcons^uiente, y siapuerto A principia «b i» 
¿proddad, hay obligación de reconocer íuena proln^oija es 
laa informaciones de testigos recibidas en los tribunales^ ex- 
tranjeros, siempre que en el país respeotiTO sea admisible b 
prueba á propósito del asunto de que se trate. 

78. FobIíx^ en su Derecho iniemacional privado^ dice: qae 
según el Derecho romano, la prueba de testigos tiene la mis- 
ma fuerza que la prueba escrita, que por lo mismo es adnd- 
tifib en concunencia erai eeta, y que lo miimo praa^ntod 
Berecho cantoico. • ■ ■ ' * ' 

73. SI Derechp cpmun alemán sostiene loe mtsauMipH» 
eipios. — £1 Código de proaodknientoB de Batiera &jiomk 
prueba testimonial en la misma clase que la escrita., 

74. Admiten, indisttntamente la pmeba testimoitía]^* los 
CMHgoe de Aueírbí, Pruria^ Dinemarca^ Suedm^ ÜBtmege^ 
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t&. En fngiaterrm sé exige la proe'ba esoríla partiotSai^' 
uaake fmn oemprebar la eDajenadon de inmuebles. ' 
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7& £q iVúffieia esU prohibida la prueba de testigos eñ 
todo» los caaes en qtte el interés pase de 150 francos ; 7 esta 
misma disposición está admitida en los Cédigos de Baden^ 
las do9 ShUims^ tíetUi^ CerééfU^ Paise^-^Bcges y Bélgica. 

Tt\ SI eant<m de V^raMÍ i«ohibe k prueba de testigoi9 oiuufr- 
do el interés «[ue^ media excede dé ^800 francos. 

76. En los Estados Pont^ieiosi^ admite la prueba de t«K 
%0s, ménos-ouando la ley e^éige expresamente la prueba M«» 
crita, 6 0aaná<í los heebos y eonvencienee qiie M tivrte ds 
probar; debeh resvdtaT de aetas publicas si oo^es porkMURa 
de «nerf de dolo, do fraude y de llénela. 

i 25* 

79. El autor citado, después de hacer esta leyista, dice: 
que la diferencia que hay sobre este punto en las legislacio- 
nes europeas, ba dado lugar á dificultades sobre si para ad- 
mitir esta clase de prueba, deba apliciurse la ley del liagar 
tñ que se sigue <el juicio 6 la del d^nicilio del demandado 6 
bien la de la situación del inmueble, 6 en fin, la del hjugur 
del "contrata 

SO. Plantoalla asi la cuestión, resuelve que la fc^ma del 
pree^miento debe ajustarás á la ley del país en que se si- 
gue «1 jui(»o, ettalquiera que sea la legislación que rija 4011 



aqu€l en que se verificaron los hechos ; pero que en cilaato 
al fondf) de la cuestión, deben regir otras leyes, á saber: len 
enante á la forma exterior de ted actos, debe estarse á lo ipe 
prevengan las leyes del lugar én donde ellos se verifícaion . 
^m duanto-á la materia 6 sofitanoia da los miemos actíos, ^^ 
unas veces el estatuto personal, otras el red, algunaR ve^es 
la ley del lugar en que se ajustaron 6 perfeccionaron los con- 
tratos ; y si se trata de un acto de última voluntad, debe apli- 
carse la ley del domicilio del testador. 

81. Y decide que la cuestión sobre la admisibilidad d»b 
prueba testimonial, debe resolverse confom^ i la.l^^dd 
U^r en que se celebró el contrato, en términos que cxmtíio 
esta ley admite tal prueba, deberá dársde valor por loo tít 
bunales del país extranjeros aun cuando las leyea da «áe 
np.Ia autoricen para casocí semejantes al de que se trattf^ 
el juicio; y autoría i^u doctrina con las oiÓBiooes de 

lifk^ Pardes^ms^ Stary^ Boceo y Bw^gé^ (Fmtí^ .^\ 
rntennadoml privadQ.V Lib.2'^^'tii.^'li,c€^l%r ru^. 

m imsmo autor- ense&a^ que en easo de qqh^^í^ á0h^,§^ 
carse la ley del lugai^ del contrato y que se juzga deia G9§(mt 
dad del testigo con arreglo ú, la ley del lugar en que Be v^á- 
ficó el hecho sobre el cual se invoca su testimonio. ( jlosttr, 
*^ Derecho internadonaV^ Ñamaros iZZ-^b.) * 
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Sjit Considerando la. pruQba te^imonial en c<HitraposiMb 
con la que resulta de aptas ofíciaJes, resuelve que la cu^^iw 

■ 

relativa debe decidirse con arreglo i latley«del lug9Jr.4(#ÍR 
se verificó el acto de que se trata, y agrega que si se tmtiiift 
atacar la acta escrita, ^\ juez, no-puede a4uútir,ooi9PCipíM 
d^ recision sino nacamente Ja«i ^utorieSadi^s por ldt:1^^4rt 
lugar en que se celebró el contrato ; y c^pcluye diciei^^ ^m 
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sisé bnata de apreciar la capacidad 6 incapacidad del te8t%i>y 
el juei; debe atenerse á lo que decida la fey del luga^en (|aQ 
pasó el hecho que se trata de probar. {FíbIíx, ^'' Derútho'ifiA 
khMcmMiy Números 234 y 236.) - * 
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83. En cuanto á la prueba que Consiste en documentos pri¿ 
vados, establece que cuando han sido reconocidos con la» 
formalidades que exige la ley del lugar en que han sido ex- 
toiididos, tienen el valor legal que les dé esta legislación; y 
poi vía de ejeittplo dice : que el contrato de matrimonio com* 
probado con un documento privado conformen á la legislación 
de un país en q^e esté emitida esta forak¿, debe surtir su» 
efaotos en Fronda i, pesar de lo prescrito en el artículo 1,394 
ddCtóigOícivil; y que al contrario, si el docuntentoprivadd 
w eitá wrreglaáo 4 las fonms prescrita» porlaá leyes díll hi* 
^en que ix^ entendido^ zm> surtid efe^o Ife^efi nh^glXí!)» 
pailiff* Poi¿ei^Oi\<)tro ^qjenfplo, dioé : ^que k*ídect&ta6tbii> Sfe 
ÚívEOSk voluntad hecha en J^cnicia ante tesligód din ifiteíí^íií^ / 
cien de un notario, no hace prueba qh Fi^ncia ni en el ex- 
tranjero. 

El Derecho internacional ensc^ que en cuanto á los libros 
de los comerciantes, debe estarse á la ley del lugar en que 
haajsido llevados. {Fcelix. '^Dvreche internacional.^^ íiVSinc- 
ro286.) I ; 

Y q|ie las formalidades relatiyas.al timbre, ó al registro dé 
los docuDOjentos privados, d^ben ajustarfee á lasr leyes del' te* 
g&r en^que se otorgan, á la vez que i las del lugar en tju^hati 
de ejecutarse. ,(fb/ir. ^Derecho iniernacionaV- Núm, 28A.} 

84. En cuanto á Ips documentóos públicos, el Derecho in¿ 
ternadcmal establece que su valor depende de lo que pres- 
cribaaias* leyes del lugar en que han sido redactados, en tér- 
omm que si estas lo miran como auténtico, esa násma ci^' 
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4ni tengan m pato extranjeto; y que estoque ettá ém^k 
]^ U 1^ francesa, Ib está también por la de Au9tvi» f 4||É 
{PíbIííp. ^^ Derecho iniernaámcd.^^ Número 227;) « * * 

85. Una ley mexicana dice : que los documentos otoipriif 
^én la República con el objeto de que hs^n fé en el ^rteiioi^ 
tendrán la que les conceda el derecho, si fueren aut^^pAl 
por alguno de los Secretarios del Despacho, Ministros él h' 
Corte, ó Gobernadores ; en cuyo caso la firma será lejoSall 
por el <^cial mayor de la Secretaría de Relaciones* 1^ i^ 
«umento fuere autorizado por alguno de los Secretaiiosisb 
Crorte 6 de otro Tribunal de la nación 6 por alguno de lotUn* [ 
eionai'ios judiciales del Distrito, su firma ser& <»>mpnAA 
por el Ministro semanero de la Oorte ; y si el funcionafÜ^ 
lo extiende faere del orden gubernativo, su firmA MRl'IÉI 
probada por el Gobernador del Distrito, y i»nto la áAWíl$ 
tro senmneto de la Corte, (H>mo la del Distrito, BelM'tlI 
Ii2ad|u3 por el oficial maycnr de la Secretarte^ áe RdhídMpf 
j'if £|lf^.refrelLdada por el agente diptrnnátieo 6 ^amSúieMM 
Bf^péMica, riesldente en él lugar 6 Distrito de la Da^^kMM» 
4fi deba presentan» el doeumento. {Ley de ^ ^ IMM(I 
deM. Artícuios 1 é 6.) •v- 

■'-.". í:..-. $29? 
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86. Una veis admitido que los documentos otorgadditt^ 
República hacen fé según el Derecho internacional en #tf' 
tranjero, nada más natural qué establecer el derecho ip¿4e- 
ht> observarse con relación á los documentos exten^Kdos'Afl 
extranjero; y por esto dice la misma ley, que los é&c^BtH^ 
^cfes defuera de la República tienen en esta la féq«e9é|it^ 
o^de el (ferecho, siendo otorgados en la forma fíosallllfi' 
las.j^yes del país en que se extiendan y autorízadNil fff^ 
f^ocienaríbs á quienes ellas cometan tal encai^^'f'iiÑi'* 
€M9»ias firmas que los autorizan, deben ser oomprdb^tef 
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que el fimcionuio está expedito en el ejercicio de sus atii- 
bnciones. La firma del Mini^tto 6 agente consolar de la Re-* 
pública que baja hecho la comprobación, debe ser legalizada 
en Slé^co ppr el oficial mayor de la Secretaría de Relación^ 
{[^ ile 28 de Octubre de'SS. Ártiath &*) '' 

■ ■ ■■■ ^igV! 

87. 'Utfl aiótaS'de reglitto púbUca;extrai|j««o,ylo5 dboo- 
meotoai otorgados por faofitñas enelextoaDJem^ ¿oando ellú 
bfta sido aatoriMdas pw kS'^jntw di^ooulticoa y óinanla- 
tsb de la ReirAblioa; /merecen toda la fó y cr^to «loe-lea ooft* 
céffliel derecho ÍDteni4eiOMd; 7 ti hubiens d^iniiiijij.jni^ 
«feotes en Ja RepiIbUésii'sM^ admitidaB al efet^ñmpve 
qoe éti él'pafs dé BQ piecedeotia sé baga otro- tfHíto coa laq 
e^mKAsH en- la Itei»Ablicav l^«R.par convemo tkpKiO; ftpor 
coufimnidad del respectivo representante díplom&tico C[d« así 
oeitipnlare. X^oeactoa de compiobaciún que ejerzan los agen- 
es diplomáticos 6 consolares, silo tendrán plena fé coando 
recaigan sobro la firma de funcionarios públicos en instramen- 
to^dft la misma da«e &«Bdooamentosoñoiate4. {f^eyáe^ 
fléOetitbretk'l&id. Jrttéu¡»r6'y7í) 

" j 30r' 

6$. £1 Código civil & proposito del registro público de ACtqs 
ejecQtados en el extranjero, establece en tesis general que 
estos, los contratos otorgados y laft sentenciaB prononcia&'s 
en ^Is extranjero, .deben inscribbse en d registro piÜb^co, 
si conforme A la ley mexicana es necesaria U ioscrípoion «tt 



MUBO d^ qu« hubieran aido otpigadAf en el XH^üriío 6,i^ I» 
lifamia; y si las finoas que los cobien estia coftTü^eoA^ 
ate legalizadas^ {Código eUñl. Articuío 331.) 



. * 
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SO. £1 reglamauto d,el reg^tro publico jnrescribe, %ne los 
documentos otorgados en el extranjero no pueden inscribaÉse, 
uno cuando, concurriendo loa requisitos de que se ha hablado 
en el párrafo anterior, bajan má9 traducidos oficiidm^ate, ya 
por pmtos nombrados por el Tribunal superior, 6 por los jue- 
ces de l^ instancia, O ja por }a seciáon con*t9^midieate ddl Ifi- 
nistmo de Relaciones. (Rfglam^^ 4d r^gi^a. Art^, 22.) 

90. Debe advertirse que síOgiUL ia l^j<l»cy>n ¥Í|jp)pte^ tedo 
instrumento redactado en el ejLtia<ijf¥o debí» pjFQSQiltiuaiMP- 
l^nalt aoo mp a n e do de siji traduc«ÍAa ají «MMIa^* ^ la^^i^ 
oontraiia «stá. ^^oinfonne, sc^dmit^ 1% lindiMicion pi:«6eniéds 
pcnr el interesado ; mas si no lo eitét se n(»nbm pm|K> ^e 
haga la traducción* (O%0 d$ proc^cUi^^inío^^cm^uL M- 
Il«ito679,) f 

91. A propósito de sentencias, ¡^lonunciadas en jiala#x* 
trastero, es un principio de estricta 4erQeho que na pueden 
producir efecto en otro país, parque la autoridad pública qae 
las pronuncia.no puede hacerse obedecer fuera de su temtO' 
rio; pero es también cierto que las relaciones de buena amis- 
tad {cémitofiyj la conveniencia reciproca de las naciooes, hsn 
fundado la necesidad de poner excepciones á este principio, 
excepciones con^gradas ja en los tratados, ja en las leyes 
deJ^Q naciones ó ja por el uso fundado ep el princij>io de 
rec¿pro6idad ;. debiendo advertirse con Fa>/fr, que los Beta- 
dos que permiten en su tenitQr.'o la ejecución de sentencia! 
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de mkm^ m^ tj^oxmm^] de «ipéb^qoe ^es un principio de 
d^reoba in<#inkAcioM}^ f^e niapiM se&teicift pirada 4K^ «je* 
ciitiu}a>3m 1a «it(»i«aekm do tos jaeces éú kigar dcmde.dla 
T8^ 4 Tedfic^Mrse ; ]r 1a eaerticm sesedwQfáaAbersiel jnezdel 
lu^pareii que hade CQocrntarte tmasenteB^ extranjera (wr* 
gara su autodUacáon al efeetoi en TÍrtud de un rimple exlior* 
io^i^mmo lo.etoiígaará síao fnñivia ir^ráá^ del fondo de la 

92* La necesidad de este examen previo Tiene de que sien* 
dot indépetldientes los Estados, intes qué todo debe exami- 
oar^e, si la sentencia extranjera contiene 6 no alguna dis- 
posición contraria & la soberanía del país,' Á los intereses de 
la nación 6 al deveolio pábKbo del imsmo Estado. M autor 
eitftdo, defi{»aes^de hftoer una ktga explicación soibre la juiis- 
prqd^icia ^fi?anóiea^ títa^ WáMO^ Martené^ I&éber^ Sch- 

coQsio autora de la doctrina que dice:. que la s^itfentía pi»- 
BiuM»ada en un .país, orirrefoteblemente ()M%atona óon la 
aut^ridid de cosa juBgada ^re las partes, y di^e recil^ su 
cjeo«i€¿Q¿ bfyo la Mitcmdad do> las i^rílitmalea de un |)ais ex- 
trai^erof sieiss^re que reúna estas tres eondioioii^s: 1% que 
iuifa ndo dictada por juez ^iopetente: 2% que el juicio esté 
arreglado é las lejes da proQedknientoB del paás en que se 
úgmÁ^ y ^í V^ 1^ Guertion haya 8Íd<l decidida en el fondo « 
aegask hm teyes d^ pató en ^e ee dictó la sentencia, y que 
esta sea defimtiTa j de ültiitía instüicia ; j sostienen que reu- 
nidas ^aa oondieioiies, debe emrrarse la puerta á un nuevo 
pripeepo oon la exoepeion ffi jftld^íceil». 
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93. No contento con esto, asegura Faslis que este pcindr 
pió eat4 adoptado, ya por las leyes 6 ya ^ la pi^kctíta dé la 








poeír A-faiberitM MMfe Ai^iiréigM»a*»r ^iM l a¿^ 
MBS w 8^md>Aiifcbto»teMam^ 

inlÉMsdo 46 Ja jimi|M^^ 

pectb delAfi éfÉilcSi envfiiit'^{M MieanAor A%^«^^ 

las sentencias pronunciadas en el extranjero, han efitAliUlla 

nn^nslei&aqvedifere asldsl]priDCÍpb4&ted^ mbo 

¿Mbcmitrario adnñtidp en ¡A éémáió fiáneer. Bíúé^ ^(de «I 

íngluterranQ es r^la geneHtlx^nuniriodo efeetd le^f Itti 

senteaeias extranjeras, ni tampoco se eügé bí Ted;^odM 

coma («Adkteii Hmq^mfrim^ ém étionraHbe^wel «A» 

oürqiié la*fliett se» jóim q wée i ite jT en c^ro^cai»^ ] 

la éenmrib^irte ^el «ibdBil ittgUs, «éstrn&miik 

oúno ún tMdbtdeiámiP^ «teldMíA ]M«b»i^leM4e4»cM||, 

Id, 7 {dnAado«nei i6l piommxfia tHsera imiten^ 

eisim, áw^ñdo:«u^:«iA(4KN|lmiidfl'isi^ eÍiBaá»B<» ^Aji» 

enk»lasinitnMI^i3mliMffliioa7oeaib MrT^dii>éxoi^^»^ii(A» 

^ cosa juzgada contoá' teda demairia tmeva^ ftisiáaSá iMlt ü tl i 

da, caQndo;laí^^aiteqíiiedarfaait#bleiitdo^x)ec^ 
les ingleses piiiaifar4ttMBfifmeii^; Á.e«yt>4M^ JtohmiiiÜn 
está obligado á probar fto iU^eü^tioia es^Sglll;'f «álMpl^ 
to á los EstadM -Unidos^ dice que está admitida la nsApi 
jurisprudencia con relacioB á las sentencias y decretos éMM 
por los tribunales de un Estadb que no forme parte dll» 
Vnim^ y asegura que esta misma dpctrina profesan JEM y 



flütttnÉttg difltodtti iwir (tirihnnriÉi ¥ iiiw^^ tatiuBÍñiytfT dfi- 

iwrtÍY5iii Ti ^ift B^ hfthHiMThiíliiii tftn 4?!4n .h ^ fafiria 0110, ftn la 
B«(&(»i da m^pce4«iiQÍ9^ «1^ dé 4^ fQ|ef |¡|tf>]?i%fli 4íc|Adaa en 

dpjQiMi B^ion.eal^fpQ no fiordé gqTm^ipiqptQi ^dipte* 
das e& los tribjuiafefll o^si^^m^^py jio^jteiíg^, ftlejraa.m w el 

.. ■•—■a 

!t W. AM^tteiSflpMc» diielsittdLi^^ 9»e^M los 

«Kfi.itar^iie hBjMt 4do«kis«BgiaÉv«i«^sot«i9; ^9^ «ef^^üda 

ttdo&ét: lMMihs^«.iMs 4i«^ dé^j^- 

^«ÍMídef«i!iaiflitíoit,peMmu^ie!^ ce- 

*Mdto.' 8% to^sM biiteAt^ |}MMir»<«i kí^(^ij$for«iw» la 
tU^acióii i|ite en. rilte. se miMíiiiitwnt ^fcfifatatr 4% yie ABya 
««mSo cseotttoiiastafbriQSá'fak ]«9fi|*Q^ t^e 

**'^^M^I 7^!^ t^,<)^^<'>^0 á«Méatess)^sil^deb0^ser0QBl»^ 

'^« Para ^ne t^tibgan eiteciiAidadtlas^.sso^^ dííQta^ 
en el ei^ranjero, fie necesita que esténl^alizadas pariBlnii- 
nis^ 6 cónsul mexicano residente en el teniteiío en que se 
pronunció; 7 si no lo hubieni; por el ndnistro ó cónsul de la 
nación que tenga tratado 4e atnistad con la República, j que 
l^lmpa de eséos Ifumo^aipos ^cviN^ViPoMi^poi^ 0)1 ^cial 
m$>m^ VimiAw> 4^ ]^)a9^es;M ii^ceiHlia, adewMl^ flne 
44«^iiwi^Mr onf^ftlscf mompa&e su ^íi^immfi^ cMt^Js- 

9m9el^ite^^lMr%i9W9^ Buaseí^^^ 



jefo d jaez que taftoé «na 3«tti«li6^96 iii^i^taMI»fMi 
conocer del jukío en que 8^ ^KM6 tal «entena -T miiwi 
presentada la ejecttMfia y pedida mi tjeetÑ^ii) wcorre Me- 
lado por nuere días ala parte, contraía cual se diütó; yen- 
cnado este 6 pasado el término, se oye al lUBnistmo ptíblioaj 
con yista de su dictamen se hace la declaración previa dea 
debe ó no precederse al cumpHiiáento de la ejecntcnria; ¿d- 
claracioh que es apelaMe eñ ámbés efteiDd.* {ñfHekhsWSí 
A 1716. Código de procedimientos tivUe^.) ' • *^- 



99. Bl t^bnnfd de i«idslDii^ úu nm'mñ.mat&^0 el Uist^ 
formes á kTMa, prommeiaáialmdeebeecKas ga fcB» ! » 
Inre aqudiadeclaracion previa, sin qoeiáét lá ei juea üiip<< i i 
pueda faaeer dec^ufamon aigieHia sobN la jiMieki ^ iBgmMtk 
del fidlo, deUende Iteiüarse^no y etio^á^ea^tear m matíaiHr 
cidad, y si es 6no ejeeatabléooi^iiii0!i he ]»fm da laJtefl- 
Idica. Sise deniega el emd^ttiMto déla ^ecBtoria'ratíiB' 
jera, se devuelve á la paéte que la baM^oe presentado^'y ú 
se declara procedente, se obiará de la misma manera que ém 
tratara de una eénteneia mesicana que hubiere eaioado ejj^ 
cútoria. {Código de proeedimionios cMles. JkrtUmloeHTn 
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190.'AliMi vátti^ «tratar dé loíídasas Mi que p<i^ 
tener apíiéadon las leyes esitranjérM ' sobre UMitena peÉal. 
£1 autor que más abundante doúttrina trae soiNfe la máHéAi 
comienza pér^etáinkiár ÜaLdelítoB cometidos por uir tegoíOD- 
la en leí térrltoirio dé su ptopia iiaoion, y á éste pr^^p^slto sn- 
ipefysk ser kooBtesteJble ^déi^eobef^fuetie^é^^a^ )M^^a 
castigarlos, sea qi^e ee cometan en tíétta d'en t^é^ qftt^ ^it^ 
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^Il^yadas dca^o deesas H^^nfM, supuesta la jurifdJK)CÍOQi qae 
tiene toda nación sobre laa partes del líiar, vecina á sus oot- 
t^y lo^ piismo que sobra los puertos^ bahías 6 estrechos. 
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101. De aquí infiere el autor citado, que estando conside- 
rada toda embarcación que navegué en alta mar, como con* 
tmuacion del territorio de la nación, á la cual pertenecen ella 
6 los dueños de ella, los crímenes que i su bordo se cometan 
caen bajo la juiísdiccion y competencia de los tribunales de 
la nación respectiva. En cuanto á los buques anclados en 
jmerio extranjero establsce una distincii^, diciendo : que si 
son buques de una nación eitran jera, los delitos que en ellos 
se cometan, se entienden cpmetidos en el territorio de aque- 
lla nación y no se les p^ed^n aplicar las leyes del país ^n 
cayo puerto estén anclados ; pero qu^ si pertenecen á. parti- 
culares, los 4^1itos q[ue en ellos se cometan, deben ser cas^* 
¿idos confcmne á la legislación del país en cuyas aguas estAn 
anclados. ( Véase F^elix, Arii^ih 643f .) 
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102. La doctrina anterior tiene una limitación que, se re- 
fiere al orímen de pirateria^ pu^ sus autores pueden ser per- 
seguidos, y castigados en donde quiera que se les aprehenda^ 
V<^ ser este crln;ien ^oñtirario.al d^*echo d^ todas la naciones. 
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103. £[ segundo caso de que se ocupa el %utor citadOi es 
^1 de un delito cometido por un regnícola en país extranjero. 
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íbt. Fabre este punto no Iiaj cóiiíbrmlá$d"éírlÉí tí^ 
náfl dé los autores más acreditados ¿é derecho' íñtáf^acáca&ilf 
como vamos á ver al extráctala las de T&iur, CStvo^WheiMij 
BlunschUi^ Ramírez j Azpiroz. 

105. Voet^Boehnuro^Feutrhaái^ Rudolfo^ TUtmanjMUr 
termayer^ resuelven que se pbede proceder contra él, «fu- 
candóle la legislación de su domicilio que debe suponerse fai 
¿onoce y tuvo voluntad de infringir. ' ' ' * * * * ' 

106. Pineiro^Perreira sostiene tambteú la ftíírñiafivli][|fe^ 
ro exige queja del agraviado. 

107. Schmalz opina por la afirmativa cuando ele' trálft*de 
hechos que son mirados como delitos en tódó lugar y por to- 
da legislación. 

108. Abegg^ Klübery Wens y Oosmatm se pYónunc^Cii*^ 
la negativa y dan dos razones, siendo la pnmera : que lasarte 
agraviada no se encontraba bajóla protección delEstáSb irS^ 
legislación se invoca para el easngo deí détíncúeiité/'j^ífe- 
gundá, que este en el momento de olirar no se enc^áOTfea 
Dajoel imperio de aquella legislación; pero ÉJiíhéf'wWie 
dos excepciones: 1*, errando hay reclamación del ICél^Sd^lb 
cuyo territorio se coníetió el delito, y ^5^, cüaúcfo eTÍJéí^ía 
en donde se hace la acusación exige ley que castigue el hecho 
cometido en el extranjero. 

109. Por último : Slonj^ fundado en la common lav)^ oiñn» 
que los crímenes y delitos no pueden ser castigados mas que 
en el lugar en qué fueron cometidos. ' 

110. En cuanto á la doctrina de que el regüícóBEt ño pue- 
de ser castigado por laii leyes de sU país cdú motivo dé déli* 
to cometido en el extranjero, tenemos Ids precedentes dé'U 
antigua legislación griega y romana ; y por lo que hace i 
la legislación moderna, tenemos las leyes de Inglaierrfgy E^ 
coda y los Estados --Unidos. 

- • • ' . . . ' - ■ « ' ' ■ I ' - 
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111. En la edad media, cotnó el derecho era personal 6 de 
razas, cada uno era castigado según la legislación de su país ^ 
p^ domo la; ley ta perdido ya el cátóéféíf dé personal 6 de 
luzWque téhiá, al menos et fieteclíó comtín alemán admite 
la concurrencia deí fuero derdelftó, del 5él domiéíKo y del 
do la aprehensión del reo ; fueros de que hóÉ óeiíparémód al 
tralibT de nuestra l€fgisla<i¡oñ naétbnal. 
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. 413. l^ doqixiqa Qo&l^^tqi:^ ^ q^e el r^iíe^la ^ede 
8^4(s^sUgad(^ conforme íí^as Ipyes 4e.8u país,|]!9r d^litp co- 
Qifítíd0 ^n t^r^torii^ e:¥i|^^rp, p^t^. lü^S^úda por las leyes de 

gtf^Jildembur.gq^ Paise^ S^jos^ f^f^Ha^ ^j^ip^ fas d<h$ Si' 
dÜf^ j Wtuftemikrff^ con 1^ adv9i;teucia de que algunos Códi- 
ff^i ^Qipo el jprunsmck^ esagen qui^ se trate de un hecl|.o que 
ert^ ea^tíg^dp en la legblacÍ9pa oi^ipnal^del acusa4o^ . ' 



; > t 



4¡' 



a> 



■f'4í2fi 






^'1 -* • 



i . * 



;i 



lid. 3É1 teteiBr téaso es el db tindeli^^oiiielid^^liorvw ex- 
tranjero en el país en que es procesado, 6 el eeitiélláp em otk^ 
pafis^'áisünto. Bn «1 prim^ ^ti^^mo^esdkcoiiáDVgo di derecha 
que hay para eadíígttf ^1 «sÉriú^e^d/düpiieáto ^e tanto el 
I^!Mi(^ le^éMttto cé«nd eP|ü4i(^ cb&iple- 

tá[|]red£ta denti^ de su prepS)^i^rtít¿TÍo; pnndpio 
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( Waiiel. Thmo 2?, ^ 102^ 



Kias las 1^6lftci<mea modoKiMi. 
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1 14. De esta manera, solo el segundo easo puede pteira- 
tarse como dudoso, á saber: ú puede un Estado castí^al 
extrauj^o pcMr deHto cometido eu otio país cuando ha venido 
4 refugiarse en él. 

116« La afirmativa está soflrtenida por Voet:, Boehmm, 
Martens^ Saalfeld^ Pinheiro-Ferreira y Boceo. 

116« Y en euanto á las legislaciones modernas, funds&lA 
misma tesis los Códigos de Aitatrim^ Baden^ Baviera^ BarwM- 
wick\ Cerdeñay Frmncia^ Hcnkmr^ Ducado de Hesse^ Nma- 
ga^ Prusia^ Sajorna j Wurtemberff, 

117. El Gódigo de Au^ria establece "que, en ei «liptabsto 
dé <iue venimos tratando, el extranjero seseái^igado ^é^- 
me á las leyes austríacas, si su crímeá es contrarío á I»#m- 
tituciolx de la monarquía ó élos efectos públi^s ó himAi 
del Estado; en caso contrarío, se concertará «i extrsdi^oBW 
el Estado en cuyo terrítórip haja delinquido ; y si esté t«t> ^m- 
siere recibirlo, será castigado con arreglo á las leyeá aualna- 
cas, salvo que sea más benigna la ley del lugar ^ qt^ bqfi 
delinquido, y en la misma sentendá ee deeretari en dsfid' 
sion. 

118. £1 Código de Badén exige que el delito sea coatia 
sus autoridades ó contra un habitante de su territoru). . 

119. El Código de Baviera dispone sobre el supuesto fie 
el «Mita jsea contra el fi#yi ccmtra el Estado ó cmffSk 9^gm 
de sus svihcUt^s. ' . - .^ 

1&Q« LaiJfi9ñea«d^iSrim#ti7Í^ hablan 4^ 
en perjuido del S^tAio é oq»4i^a»s^s s^ábditop.. i , : , . 

121. El CJádigOíde G^'dfiñm supose i^ el erlmen^seiioelk- 
tra la seguridad del Estado, ó que consifta m la falfific«»0D 



del ioHo, ée tas mdiiedttSj. át Íbm cé^lás ú obligaoioáeft del 
crédito público; ftldftt'de ertos dasos solo seta cast%Mlo si se 
trat$ de un hecho cafificado de delito en él Código de Cerde- 
ña^ Y si ha introducido en su territorio los objetos 6 mimas 
robadas ; mas no verificándose esias condiciones, se concer- 
tará su extradición con el gobierno, en cUyó tenritorio haya 
delinquido, j solo ^né este rehuse reeibirto, será castado 
cdnfwme á kt !ey de Cen&ña^^ ^ » < 

182. Sn FíwtcSa es castfga&O' coniforme á siis teyes^aim el 
extranjero que fuera de su territorio comete crímenes contra 
la s^nridad del Estado, d el de falsificación del sello de la 
nación, de las monedas nacionales que tengan circulación, de 
los papeles nacionales de crédito público, ó de los bUletes 
debjiÉtco autorizados por la íey¿ j » 

ItS. El Código de j^not^r ^manda qu« sean castigados 
conforme á sus prescripci<mes hñ crímenes ó delitos cometi- 
dos eti'^aíii extranjero, cuando sus autoées no lo hayan sido 
ni tampoco absneltos por los tribunales extranjeros, 6 cuando 
despnés'dekabersidoatokettbshaya nuevo motÍTo' para pro- 
eedercontra ^Ifos. Blmismo^Céfügo previene que se jiisgiie 
conforme á la k^ efxttanjera, cuando sea más benigna queXL 
de Ibn<n>€r^ y que cuando la pena establecida en ella no se 
encuentre en el Código hanoveriano, se impone una equiva- 
lente; y por último, que si la ley del lugar del delito no im- 
pone ninguna pena, entonces no se castigue en Hanover sino 
8olo en el caso de que se trate de un crimen contra él Estado. 

124. 'Eí Dacmd^úeHe^se etige que se trate de un delito 
contra ^l Estado '4 de Io0a-<ijia|e8tadv 6 de alta tradcion! con 
el príncipe ó c¿nt:fa'el Estado, 6»de reíbeMon^ 6 de inundación, 
^ de Íklsifica0i6ti do thnbréB d seUo^ ^ de papel timbt^do^ó 
de monedas 6 papel moneda ^ todo bajo el concepéo de que 
&o kaya sido castigado Aí abraeAto to %1 exi^BJ^c»^ - 

125. La l^Uieioa' de j!y$^^ ctMldic^.de 
ltt« el détíio^jwU^á la.J\S*wá^U.B^l9'stiídifcoséálos 
extranjeros que se encuentren en buques del país. 
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138. Maa no son estos los únicos casos en qne pueie 
eederse entre nosotros contra el que ha delinquido en el^ 
iranjero, pues á prop6sito de desertores de buques e: 
do i^erra 6 mercantesi pueden los cónsules de la nano^i 
pectiya requerir la asistencia de las anioridades 
á fin de bascar, arrestar, detener J encaroelar i los 
de dichos buques; j una ves justifieada la deaercioAi se- 
cretará la extradición del desertor, salvo la excepcioi^ 
cida en favor del esclavo. {Ley de 26 de Noviembre de H 
Articulo 10^ fracdan IX.) 
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136. Hay otros casos especiales en que la legi 
xicana castiga el delito comíetido en el extranjero; y j^ft 
de piratería, tráfico de negros, violación de inmunidad» jf^ 
los deberes de humanidad en^ prisioneros, rehenes, herido» 
hospitales. 

h 48^ 



837. Respecto del primer crimen, declara nuestra legif 
c.ion, que deben ser tratados como piratas los que perlenc 
ciendo á la tripulación de una nave mercante mexicana, d| 
otra nación, ó sin nacionalidad apresen á mano armada alj 
na embarcación, 6 cometan depredaciones en ella, 6 
violencia á las personas que se hallen á su bordo; — losfB| 
yendo á bordo de una eipbarcacion se apoderen de ella y 
entreguen voluntariamente á un pirata, y los corsarios qi 
en caso de guerra entre dos ó más naciones hagan el c( 
carta de marca 6 patente de ninguna de ellas, 6 con patentes 
4e dos (k más de los beligerantes. La misma legLdaciim^ 
clara que en estos casos deben ser castigados con la. p^iacft- 
pital los capitanes y patrones de las naves« y respecto de to 



m 

-.4 •".'> C-i*: ■" *' *'* A' -'Vílí^-. ' ■..-..-■.• • ' .-■ • 

13S;'¥kfaf(^ tfh6r¿^«i^l{i ikaCem c6fl relabíba á nmü- 

ntió^y^-^tíáéttiido á* ttMár dé l<)is'greiideiB "crímenes contra la 
indéj^énSéñciá; &(?;,-^ J^ cbncluyeñfló y6r1os especiales de pi- 
rstoria^rioIacEoíillé Íimíánida9 /trata j^ violación de los debe- 

para venir estableciendo las leyesr generales que én él caso 
deben observarse. 

133. Delitos continuos. — La legislación mexicana declara 
que los delitos continuos, que cometidos en el extranjero se 
8Ígan]^cometiendo en la República, se castigarán con arreglo 
& fito légrM de esta, sean tnexicanos 6 extranjeros los defin- 
cneíiftés {OSdij^jknaL Artíéílo 185). Be esta nianeira, e! Ique 
htibleiida tíómetido un hurto' en er^traitjéro, ^eiié persegui- 
do á- lttlíeí)ttt)!iíia' trayendo 1» cósá iturtaida * robada, por la 
cual se le viene persiguiendo, el que habiendo cotdetido el 
crimen de rapto 6 plagio, es encontrado en la República con 
la persona robada 6 plagiada, és inconcuso que puede ser cas- 
tigado conforme á nuestras leyes, como si el delito hubiera 
sídd tomefido desde el principio en el país. 

134. cLa miidtna le^slación defclara qtle los delitos contra la 
inde^todencia dé la República-^ la integridad de su territo- 
rio -**- su forma de gobierno — sü tranquilidad — ^^ su seguridad 
— interior 6 exterior — 6 contra el personal de sú adminis- 
tración — así como la osificación de sellos j^úblicos — de la 
moiieda miéxicana corriente— de papel xnbnédá íiiexicano en 
ciceulacion de bonos-— títulos 'y demás documentos de cró^ 
dito "público de la nateion, del Dijítiitó 6 de la Óalifqmía — 
ód^Mlleteé de b¿tíco existentes p(» ley en la República,' 
casitffarén. en está y corl arreglo á sus leyes, auíi^cuando 
eboi dditotf «é hajaii ¿émelido en territorio exf i^jet^. ''jt^^í- 
digo'fetia. 4rt<<í«r<» 1083.) •.'•■••' ♦•!> 



expíesela, d« <U^ Lm» afi^4«.FK¥)iu X<fiM^M¿>^.\|3i^vr^ 
Coarto .eaao,T-^Y¡iqiU^n»dd iiui|qj)¡da4 qne e(N)sti|fqrig^ 
sí Qtvo dfilito dinr«9Q. ^ esl« m^ de\>e wpoqvrw.íf^ Bfoi 
«oaaroE. (ii4i«t(j0 lisa.). 







140. £1 último delito contra el derecho de gentes, de que 
habla nuestro Código, es el de violación de los deberes de hu- 
inanidad eDpmioneiog/rehenes, heridos ó hospitales. A^.e 
piKq^sito. dice el Oidigo, que d gne en estoe ea^os violare 
los deberes de Immapidiul, debe n^x castigado por ese sojo he- 
cho con lá.pfe]iard# saiift&os de jii;isioQ| y que jsi ei^anj^Jai9.ÍA 
violacioa atenUndo coAtra la.ifida de dichas persQ^;iai8 ÍJ^ 
tando algún oko acto que c^iisti^ig^ ppr si un delito 4Íii!3pi 
sa http<»^ la pana i|iafOc4e las je|ii4adas 4 diclu>Q;dp]^ 
(Códitv p$mL ArOcuio 1139.) 
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I4L Nuestfo Código, «ikspues d» hftblar de^eatos áái^ 
especiales j vien0 estableciendo jegla? generales para iof ^' 
«os: 1?, el de un d,eUto cometido por un mexicano oonti* 
wexicano ó contra exjtcanj^n^s : : 2?, el de un delito copieti^ 
1^ un extranjero contra mexicanos; y 3"^, el ^^lito cojsaü^ 
do ppr un extranjero contra otro. Para I09 dos pi^ijjwwi»?!* 
«(stablece^ que tanto el mexicano como el extrai^i^ £9^ 
ser ciMStigadQS .^n la J^iliblica 7 con. arregla á m^^ l^yof , íil^ 
fie que eoBcmnm los sequi^itos sigiúe^ites :, 

11 Uae el acusado ú^> en I4 República^ ya sea poiSQ^ 
h^ya Tenido esponttoeaTneyíte ó porque Be haya obteipj^ f^ 
j^tradícion. 2^ C^ejEff^^MJbextoanjeraelpfe^ 
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ja íe parte legítima. 3^ (iue el reo no haya sido sentenciado 
definitivamente en el pals^ en que diBlinquió, ó que si lo fué 
no haya sido absuelto, amnistiado ó indultado. 4?.Cluela 
infracción de que se le acxise tenga el carácter de delito en. 
el país en que lo cometió y en la República; y 5** Que con 
arregló á las leyes de esta, tenga una pena inás grav^eque la 
de arresto mayor. {Articulo 186.) Y agrega, que si el reo juz- 
gada en el extranjero en alguno de dichos casos quebrantare. 
su condena, se le imponga en la República la pena que las 
leyes de esta señalen, abonándole el tiempo que haya sufrido 
de la que se le impuso en el extranjero. {Ariictilo 187.) 
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142. En cuanto al tercer caso, á saber: en cuanto á los de* 
litos cometidos fuera del territorio nacional por extranjeros 
contra extranjeros, establece el C^go que sus autor^ps no 
sean perseguidos en la República, pero que quede á salvo la 
facultad constitucional del gobierno para expulsar á los de- 
lincuentes como extranjeros perniciosos. {Articulo 188.) 

143. Supuesto que la República Mexicana tiene un dere- 
cIk) incontestable para castigar ciertos delitos cometidos fuera 
d3 sn territorio, esto hace necesario tratar del artículo de ex- 
tradición, que es un medio necesario para hacer efectivo aquel 
derecho. 

144. En este punto la regla es, que ninguna nación está 
obtigada á hacer la extradición del reo que otra le reclame 
para imponerle pena por un delito, si no es que así esté esti- 
pulado expresamente en un tratado celebrado con aquella 
nación ; y sin embargo, está recibida la extradición entre las 
naciones, aun cuando no medie tratado, observándose siempre 
qtio con más dificultad se obtiene la extradición de un reg- 
nícola que la de un extranjero. 

' 145, Es también regla general que el individuo cuya ex- 

39 
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tradicioB se ha obtenido, no poede ser jiusgado y sentrn»- 
do sino por razón del crimen con cuyo motivo so ha pedüo 
ao^aella. 

146. Lo es igualmente que la extradición ha sido adüáti- 
da por el derecho internacional, en odio de los autores de izí- 
menes 6 delitos comunes, es decir, de hechos que la leg^ 
cion universal mira y castiga como tales crímenes. 

Y por tdtimo, lo es que no debe otorgarse la ^iLtradiasD 
de aquellos que solo sean acusados de crímenes políticos. 
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147, Las doctrinas anteriores están tomadas del á&íwkú 
internacional de F(bIíx^ y ahora vamos á ver lo que ensciíai 
WTieatan^ Calvo y Blunschtli, 

148. El primero dice que las opiniones de los publicjitis 
sobre si la extradición ei^' obligatoria para los Estados esUn 
divididas, sosteniendo unos la afirmativa aun cuando nohafft 
tratado especial, y otros la negativa, mientras no exista d 
tratado ; y Mittermayer sostiene que el hecho de que la *»j^ 
dicion sea objeto de tratados especiales, es una prueba M- 
cluyente de que por sí sola no es obligatoria. El autor .mAe- 
ricano de quien nos ocupamos, dice : que para formar loi Hi- 
tados do extradición de personas, perseguidas ó condeñaiM 
por determinados crímenes, se siguen generalmente cierfis 
reglas, sobre todo, por los gobiernos constitucionales, fita 
principales son : que el Estado no debe jamas permitir lafiír 
tradición de sus nacionales ni la de las personas condenÉÍv 
ó persi^idas por crímenes políticos 6 puramente local€i|.Á 
por los delitos leves, sino cínicamente la de los refugiados OM 
estén próximos á que se les condene, ó la de los persegwte 
por crímenes graves y de .derecho común. Y agrega qi^b 
extradición de desertores militares, pertenecientes al Bétém 
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de otro Estado, depende igualmente de los convenios enjtie km 
dos Estados. 

149. El Dr. Calvo dice : Estudiada prácticamente la cmth 
tion, puede decirse : que en el estado actual de las relacionas 
internacionales la extradición de criminales se funda solo en 
los tratados celebrados al efecto j no puede ser legalmenfe 
exigida donde no exista. Algunas veces aun sin haberla^ las 
naciones consienten en ella; pero esta práctica es puramente 
de cortesía internacional y no puede ser legalmente exi^dh. 
— Por regla general el individuo, cuya extradición habia sido 
concedida, solo podrá ser perseguido j juzgado por el deKta 
en cuya virtud se obtuvo. Es principio consignado tambies 
generalmente en los tratados de extradición, que esta proce^ 
da siempre por crímenes ó delitos comunes, pero no por lo» 
delitos políticos. Los tratados existentes sobre esta materia 
suelen enumerar los crímenes 6 delitos que tienen fuerza ha$r 
tante para producir la extradición. El autor dice en otro lur 
gar, que desde que los tratados sobre extradición han llegado 
á ser tan numerosos y frecuentísimos como lo son actual- 
mente, casi no puede citarse caso de una extradición concern 
dida por el poder ejecutivo de un pueblo y en virtud de las 
reglas de lá cortesía internacional. Enseña también, que 1o(í> 
Estados no suelen reconocer en los tratados la extradición de 
sus propios subditos ni aun la de los procesados por delitos 
leves, y que es un principio general que la cuestión de ex- 
tradición es más bien política que judicial. 

^50. En cuanto á la extradición de militares y marino» 
deseirtores, enseña el Dr. Calvo que los Estados acostumbran 
celebrar tratados especiales á este propósito, á fin de que por 
iin procedimiento sumarísimo y sin las largas formalidades 
de una extradición común, se haga la entrega de los milita- 
res y marinos desertores á petición del cónsul, ó en su defeetOf 
de los comandantes ó capitanes de los buques. 

151. En el caso de que un criminal se refute á bordo de 
un buque extranjero, enseña el Dr. CalvOy que siendo buque 
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de guerra, las autoridades locales no tienen jurisdicción al- 
guna sobre él, y por lo mismo la extradición del criminal dele 
ser materia de reclamación cerca de su comandante ó de ne- 
gociaciones diplomáticas; pero que si es buque mercante, 
eü este caso está por completo sometido á las autoridades del 
puetto, siempre que esté dentro de las aguas territoriales 
del Estado, pudiendo aquellas, en consecuencia, apoderar- 
se del reo refugiado á su bordo. 

162. La misma doctrina enseña Blunscktíi. 
' 163. Nuestro Derecho constitucional, al ea|ablecer la base 
de los tratados de extradición, declara que nunca puede ce- 
lebrarse la de reos políticos ni la dé delincuentes del orden 
común que hayan teinido en el país en donde cometieron el 
delito la condición de esclavos. Y agrega que nunca ífi pue- 
den celebrar convenios ó tratados en virtud de los que se al- 
teren las garantías y derechos que esta constitución ótQrga 
al hombre y al ciudadano. (Articulo 15.) 

164. Esto supuesto, fuera de los dos casos expresados, hay 
libertad para que nuestros gobiernos puedan celebrar trata- 
dos de extradición, siguiendo los principios del Derecho in- 
temacional. 

166., Ahora, para completar Ja doctrina relativa á la mate- 
ria penal, es necesario tratar de las sentencias criminales pro- 
nonciadas en país extranjero. Y consultando al efecto los 
mismos autores que hasta aquí nos han servido de guía, en- 
contramos en todos una doctrina uniforme. 

166. Fcelix ensefia ser un principio admitido por los auto- 
res que han escrito sobre derecho de gentes, que ningún Es- 
tado autoriza la ejecución en su territorio, de sentencias pro- 
nunciadas por tribunales extranjeros contra la persona 6 tíe- 
nes de un individuo. Y agregando que esta es doctrina de 
Riche^ Martens^ Klüber^ Schalz^ Schmeleing^ Scuilfeld^ Pin- 
heiro-Ferreira^ de Camot, Mangin^ Story y Wheatoriy árien- 
ta que las incapacidades resultantes de estos juicios no pue- 
den tenei' efecto en país extranjero. 
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157. Wheaton dice: que una sentencia pronunciad^ en 
causa criminal por los tribunales de un Estado, no puede te- 
ner ningún efecto directo en otro. Si fuere una sentencia con- 
denatoria, no podria ejecutarse fuera de los límites territoria- 
les en que se pronunció, ya se trate de la persona, ya de los 
bienes del culpable, y en el caso de que á este se le conven- 
za de haber cometido un crimen que importe tma pena infa- 
mante 6 la privación de los derechos civiles de su propio país, 
semejante sentencia no puede producir efecto alguno en otro 
Estado. 

Sin embargo de esto^ una áeniencia condenatoria ó absolu- 
toria^ pronunciada por los tríburiales de un Estado^ puede pro- 
díidr ciertos efectos indirectos en los otros Estados. Si la ser^ 
tencia ha sido pronunciada por los tribunales del Estado en 
que se cometió el crimen ^ ó contra sus ciudadanos^ ya sea de 
condenación ó ctbsoludon^ formará una excepción perentoria 
(exceptio rei judicatoi) contra una demanda ante los tribuna^ 
les de otro Estado. Si la sentencia se pronunció por los tri- 
bunales de otro Estado, distinto de aquel en donde se come- 
tió, ó de aquel al cual estaba sometido el culpable, esta será 
enteramente nula y de ningún efecto, para protegerlo ante 
los tribunales de otro Estado que tepga jurisdicción sobre eñ- 
te delito. " 

Esta misma doctrina ensefia el Dr. Calvo en su ^' Derecha 
internacional teórico-práctico de Europa y América." 

Y Bltmschtli^ en su " Derecho internacional," ensefia: que 
ningún Estado ejecuta, ó permite que se ejecuten en su terri- 
torio las sentencias criminales pronunciadas por los tribuna- 
les extranjeros contra la persona ó los bienes de un indi- 
viduo. 
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CAPÍTULO VII. 
Silencio de la ley. — Doctrina de autores. 

m 

1. Casos semejantes. 

2. Casos determinados. 

3. Trabajo complementario del Pretor á prop6sito de la ac- 

ción infactum, 

4. Caso no comprendido en la ley. * 

S* Semejanza con el caso que di6 motivo á la ley. 

6« Respuestas de los jurisconsultos. 

''. Gestión no autorizada por la ley. 

8. Leyes no contenidas en el Fuero Real. 

9* Caso nuevo no comprendido en el Fuero Real. 
10. Caso nuevo no comprendido en las Partidas. 
!!• Caso nuevo no comprendido en el Ordenamiento de Al- 
calá. 
^^ 7 13. Opiniones de Bártoflo, Baldo, Juan Andrés y el Abad. 

14. Silencio de la ley según el Código francés. 

15. Concordancias del Código holandés. 

16. Código de Cerdeña : silencio de la ley. 
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17. Analogías y principios de derecho natural. Código de 

Austria. 

18. Código de Portugal. Principios del derecho natural. 

19. Código del Dr. Sierra. 

20. Código del Imperio. 

21. Código de V^racruz y del Estado de México. 

22. Ley mexicana que autorizaba la aplicación de cánones y 

de doctrinas de autores. 

23. Ley mexicana que exigió ley expresa para fundar las sen- 

tencias. 
24 d 27, Artículo 20 del Código civil. 

28. Ley 5% títufo 6?, libro 1% Fuero Real. 

29. Auto acordado que nu^ca la aplicación que puede hft- 

cerse de doctrinas de autores. 
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Süencio de la ley.— Doctrina de atttores: 

t 



1. Juliano enseña, que es inevitable el silencio de la ley en 
algunos puntos, por ser imposible que todos estén compren- 
didos individualmente en las leyes ó Senado-consultos ; y que 
por lo inismo, cuando en un punto es tnanifíesta la inteligen-^ 
ck de la ley, el que ejerce jurisdicción puede extendbrla á 
los casos Bemesjante» y establece derecho en su ccmformidad. 

2. Eljurísconsultó ülpiano enseña en otío fragñiento, que 
lo^tablecido por la ley para casos determinados, puede xlar 
ocSKsion para extenderlo á los demás que tiendan á la mástna 
utiUdad, y 4ne el silencio dé la ley piíede suplirse ya por la 
interpretacioÉk, ^ ya por la jurisdicción. 

3. Y Pomponio enseña en un fragmento, que lo que falte 
á una acción infactumy puede ser suplido por el Pretor. 

4. Y por último, el Emperador Justiniano resolvió en sn 
Código, que si algún punto no se encontrase comprendido en 
Ift ley, pueda resolverse pava que constituya nueva ^tt)ridad, 
i^uciéndolo á las reglad, conjeturas éimitacipnes del édidto. 

5. Mas todoestOf como se t(»nprende desdeiuego, tioliftce 

40 
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maa que autorizar la aplicación de una ley i todos aquelloa] 
casos que sean semejantes á aquel que baya dado motivo á 
su expedición. 

6. Esto es tan cierto, que nadie ignora que en el Derecho 
romano, cuando habia falta absoluta de ley, plebiscito, Se- 
nado-consulto, (Constitución imperial 6 edicto, se podia ape- 
lar á ¿oj respuestas efe ciertos jurisconsultos^ cuyas dedsk^ 
nes estaban perfectamente autorizadas para constituir una' 
regla obligatoria^ á falta absoluta de los otros elementos de der 
recho escrito. De manera, que es enteramente cierto y segmo 
que en el foro romano, Á falta absoluta de ley, podian deci- 
dirse las cuestiones judiciales^ tomando por fundamento lat 
respuestas de determhuidos jurisconsultos que estaban auto- 
rizados al efecto. ( Véase el número 14 y siguientes del tUvk 
II de este libro,) 



§2í 



7. Si con relación al foro de los visigodos preguntamos fli 
en España podia decidirse una cuestión judidial con la doc* 
trina de autores, cuando faltaba absolutamente ley qne b 
decidiera, sin gran trabajo encontraremos una respuesta ne- 
gativa en la ley 11, titulo 1?, libro 2* del Fuero Ju2go, que 
dice : ^' Ningún juez non oya pleitos sino los que sean coste- 
nidos en las leyes ; " lo cual quiece decir tatito como que al- 
tando ley, no solo no debia decidirse el pleito con doctrinare 
autores, pero ni aun darse entrada á la demanda. 



§3r 

8. D. Alonso el Sabio, con el marcado propósito de dar 
unidad á la le^slacion, mandó en el Fuero Real que todo» 
los pleitos fueran juzgados por las leyes de aquel libro, y que 
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i alguno presentare otro libro de otras leyes en j^icio para 
UEonar 6 para juzgar por él, incurriera en una multa, salvo 
ne se tratara de ley que armonizando con las del Fuero Real, 
íniera en su ayuda. (Ley 5', tit. 6?, lib, 1? Fuero Real,) 
9. Y en otro lugar resuelve el mismo D. Alonso, que los 
érechos del Reyjy del¡pueblo, y de todos los que promovieran 
nestiones judiciales, sean juzgados por las leyes del Fuero 
leal y no por otras, y que si pleito acaeciere que por este li~ 
ffo no se pueda determinar (por las leyes del Fuero Real) en- 
ienlo á decir al Rey que les dé sobre aquello ley porque juz- 
pen é la ley que el Rey les diere, métanla en este libro. La 
esolucion anterior autoriza la tesis de que en el foro de D. 
Üonso el Sabio la falta absoluta^de ley no se suplia con doc- 
ma de autores, sído que se apelaba á la expedición de una 

ey nueva. 

\ 

lo. Cuando el mismo legislador dictó el Código de las Par- 
idas, dijo en una dé ellas : " Acaeciendo cosa de que no haya 
fiy en este libro porque sea menester de se facer de nuevo, 
lebe el Rey ayuntar bornes sabidores entendudos para esco- 
^r el derecho porque se acuerde con ellos en qué manera de- 
Je ende facer ley, &c." — Esta parte de la ley prueba por si 
sola que á falta absoluta de ley no se tenia como medio obli- 
gatorio de decisión la doctrina de los autores. 
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11. £1 Ordenamiento de Alcalá tampoco abrió la puerta 
P^ra que pudieran fundarse las decisiones judiciales en doc- 
enas de autores, pues manda que cuando algún fecho no se 
)U«da librar por l^s leyes vigentes, se ocurra al Rey para que 
I* ^WYft ley. {Ley í», í«, 28. Ordenamiento efe Alcalá.) 



3Í16 



$6- 



12. Después de tantas disposiciones españolas qne 
mente negaron autoridad decisira á las respuestas de Ik» 
jurisconsultos á falta absoluta de ley, hubo la áemgtétíi^ I»-, 
apartarse de este bueb camino, dande fuerza decisiva j ÍÜh 
gatoria á las doctrinas de Báttolo, fialdo, Jtian Aja3^f% 
Abad. Mas tamaflo extravío fué á muy poco ccHregido Mílk 
ley V de Toro, que literalmente dice : " É por cuknio ooilil- 
mos fecbo en la Tilla de Madrid el año que pasó de ndvclA 
é nueve ciertas leyes é ordenanzas, las cuales mandámoi^ 
se guardasen en la ordenación, é algunas en la deóLátoíé 
los pleitos é causas en el nuestro Ck)nsejo, en las nueAts 
audiencias é entre ellas hicimos una ley é Ordenanza que fa^ 
bla cerca de las opiniones de Bartolo é Baldo é de Juan An- 
drés y el Abad cual deltas se deba seguir en dubda áfiJla 
de ley; é porque i^ra sotnós informado^ qUe lo qui^ficitSm 
por estorbar laproligidad é muchedumbre délas opi hhMi JB 
los doctores ha traido mayor i3afio é inconveniente ; por éoé» 
por la presente^revocamos, cassámos é anulamos en cüftafo i 
«sto todo lo contenido en la dicha ley é Ordeáafííapi^Áí . 
fecha en la dicha Villa de Madrid ; é mandamos que o^tíMk 
lanie no se use de ella ni se guarde ni cumpla porque tMmlk 
intención é voluntad es que cerca de la dicha ordenatfoi&^w' 
terminación de los pleitos é causas, solamente se faga 6 fftt 
de lo contenido en la dicha ley del Sr. D, Alonso y en eik» 
nuestra. *' 



^r 
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BaldOyJmn Andrés y rf iliad, pudieron eeryir par^ fupcla,r 
eii el foro espáüol lá decisión de ouestjioneBJudicialeiqt ^. falta 
de ley. 



§8? 



14. Si consul^moa la legislación. extranjera^ nos encoDtra- 
lémos en el Código francés con dos artícid^s, que dicen: El 
juez que rehuse ji;izgar bajo, pretexto de silencio, oscuridad 6 
iosuficiencia déla ley, podrá ser. acusado como culpable de 
denegación de justicia, — IJstí? prohibido á los jueces pronun- 
ciar por vía de disposición general ó reglamentaria sobre la$ 
caasas que les están sometidas. {Código Napoleón. Articulas 
4?y5?) 



ia* 



15. Concuerda con el Cftáigc^ franc99 el ajrtí<?i;^l^ 13 del d§ 
Holanda. 

i 10- 

16. El de Cerdea dice : Cuando no se pu^da decidir una 
controversia ni por la palabra, ni por el sentido, natural de 
^ %, se tomarán en consideración los casos semejantes deoi¿ 
olidos precisamente por las leyes y los fundamentos de otras 
leyes análogas ; si á pesjir de esto queda dudoso el caso, de- 
l>erá decidirse según los principios generales de derecho, to- 
^^Jt^aado en consideración todas Lis circunstancias del caso. 



§ir 



17. El Código austriaco dice : Si la ley no es entexftniente 
^pUeáble á pn hecho, el jiwz tonará en consideración las ii^ia- 
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logias, los motiros, 7 en su defecto, los principios de deie^ 
natural y las circunstancias. 



M2? 

18. El Código de Portugal resuelve, que cuando Uám^ 
tiones sobre derechos y obligaciones no puedan resolv^seá 
por el texto de la ley, ni por su espíritu, ni por analogái M 
casos previstos en otras leyes, serán decididas s^rin los pst 
cipios del derecho natural, conforme á las circunstancias &1 
caso. 

19. El Código del Dr. Sierra consulta que el juez queieb* 
se fallar d pretexto de silencio, oscuridad 6 insuficiencís de 
las leyes, incurra en responsabilidad. 



20. £1 Código del Imperio dice literalmente lo misBWfn 
el anterior, soregando solamente : " 6 consulta hecha ain 
eUa. " 

21. Los Códigos de Yeracruz y del Estado de México diceo 
lo mismo que el anterior. 



i 16* 

22. Una ley del general Santa-Anna, de 18 de Octabtéi» 
1841, decia en su articulo 1*, que todos los tribunales Jjo^ 
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gados, tanto civiles como militares y eclesiásticos, de cual- 
quier clase y categoría, estaban obligados á» expresar la ley, * 
canon 6 doctrina en qne fundaran sus sentencias defínitiyas 
é interlocutorias que tengan fuerssa definitiva 6 causen gra- 
vamen irreparable. La critica de tamaña monstruosidad esti 
consignada en el número 26 del capitulo 1?, titulo 4? de esta 
obra, y solo agregaremos, que siendo como frecuentemente 
son ccintradiclias las doctrinas de unos autores por las de 
otros, la ley dejaba en este caso sin regla alguna al juez, pues 
no designaba los autores cuya doctrina debiera prevalecer 6 
la de los demás. 



§17^ 



23. Veinte afios después, nuestros legisladores se coloca* 
ron en el extremo contrario, al decir : que todos los tribuna- ' 
les y juzgados de la Federación, Distrito y territorios de ctíal- ^ 
quiera clase y categoría que sean, fundaran precisamente en 
ley expresa sus sentencias definitivas. A este propósito he- ^ 
moa dicho ya en otro lugar, que de esta manera, de la liber- • 
tad amplísima que existia según la ley de 18 de Octubre de 
1841, se pasó á la estrechez impracticable de exigir lep ex- 
presa para la decisión de los casos ocurrentes, si por ley ex^re- 
sa habia de entenderse ley que contuviera in terminis la de- 
cisión especial del caso controvertido. 



§18? 



24. Tal era la legislación secundaria que estaba vigente 
cuando vino á darse el Código civil, que como hemos visto al 
hacer la exposición de su artículo 20, no exige precisamente 
ley expresa para fundar la deóision de una controversia ju- 
ditíal, pues resuelve que puede emplearse al efecto no solo 
la ley, sino también los princi|¿os generales de derecho. 
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2Sw A 03te px)p68Íto dijimos en el capitulo 1% titulo 4^ de 
eí^obnu lo que hemos creído necesario para hacer patato 
qoejol citado articulo 20 de nuestro C6digo no está en oón- 
tmdiocíon con el articulo 14 de la Constitución de 18S7. 

26. Este articulo dice, que ninguno puede ser juzgado ni 
sentenciado, sino con arreglo á las leyes que forman el dere- 
dio escrito, y no como quiera, sino que exige que la ley .haya 
sido dictada con anterioridad" al hecho que sirve de mafeiía 
al juicio. Yt esto sin^cesidad de comentario viene á pmW 
la falsedad 4^ la', doctrina, que enseñara que á falta, de lev 
puedan los mexicanos ser juzgados y sentenciados conforma 
á la doctrina de autores. 

27. En presencia del texto claro y preciso de nuestro ar- 
ticula constitucional, seria temerario citar el articulo 853, 
fiaccioi^ 5? de nuestro Código de procedimientos, que dice: 
que en la redacción de las sentencias se haga mérito en pár< 
rafi^ separados tamlñen, que empeisaráacon la palabra ^* Con- 
siderai^dp,'' de cada uno de los puntos de derecha, dándolas 
ra^pneíi y fundaínentis. legales q^© estime^ procedentes y ci- 
tando la9 leyes ó dmttinas que considere aplicables; seria^ 
decimos, temerario citar este artículo con el intento de pro- 
bar que las doctrinas de autores pueden servir para fapdar 
á falta de leyes las decisiones de una controversia judicial 
Y seria temerario esto, porque, como hemos visto, esta doctri- 
na está condenada por el articulo 14 de la Constitución de 
1857, sin que por esto pueda decirse que se condena abso- 
lutamente la cita de doctrina de autores. 



§ 19? 

28» Con relación á este; punto, es necesario recordar qne 
en el comentario de la ley 5%*titulo 6?, libro 1? d .1 Fuero 
Real, se dice que en la ley 6? del titulo 4?, libro 1*^ do las Or 
denanzas Reales, se dispone qué ni los letrados, ni )aa {paites 
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puedaffalc^r disp:iitAiido ni por escrito, opinión de doctor 
ni de glosa excepto en cánones á Juan Andrés, y en lej^es € 
Bartolo et pone pena al abogado que lo contrario hiciere.. 
ítem los reyes nuestros Señores en las leyes nuevas que hi^ 
ciaron en Madrid. La ley 37 manda que en defecto de la opi* 
nioü de Juan Andrés de derecho canónico se pueda alegar la 
opinión del Abad de Sicilia y en leyes en defecto de Bartolo 
60 pueda alegar Baldo. Como los pleitos de las aleábales so 
han de juzgar y en qué forma : ve la ley 121 en el cuaderno 
nuevo que se hizo en Granada. 



§20* 



29. Esto que ya se explicó en otra parte, quiere decir que 
en el foro español ha habido época en que á falta de ley ba 
podido juzgarse por la opinión de autores, pero solo de los 
cuatro autores mencionados, y en cuanto á las doctrinas de 
los demás, lo único que ha podido observarse, es lo que se 
declaró en el auto acordado del Consejo pleno de 4 de Diciem- 
bre de 1713, en el cual se dispuso encargar á las chancille* 
rías y audiencias y demás tribunales, el cuidado y atención 
de observar las leyes patrias con la mayor exactitud; pues de 
lo contrario se procederia contra los inobedientes. Y para esto 
se tuvo presente, que en contravención de lo dispuesto por la 
ley 1* de Toro y la pragmática de 1567, puesta por princi- 
pio de la Recopilación, se sustancian y determinan muchos 
pleitos en los tribunales, valiéndose para ello de doctrinas^ 
de libros y autores extranjeros^ y resultando despreciada la 
doctrina de nuestros propios autores, que con larga experien- 
cia explicaron^ interpretaron y glosaron las leyes^ ordenan* 
zasj fueros^ usos y costumbres. 

Este auto acordado prueba dos cosas: 1% que las doctri- 
nas de autores y libros extranjeros no deben aceptarse cuan- 

41 ^ 
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4o:«»tttt en bo)D;ktadiccáa& «en las éoctñoa» de losfctom 

I 

üg nio ola»; y 2^, qne las doctrinas de esiot migmot autores 
mHojfOBéé: citarse como explicación, cimieotario y gtoM de 
nldMtraa leyes; de maaera que aún antes de la prevedcíoD 
cimatitttdoQali no podía en el fuero espaübl fondats^tma 
•dotmcia en doctrina de autores á falta do ley. 



"í 



. I» 



o -\r. 



05 LOS BFBCTOS DB LA |»B^- 



CAPÍTULO I. 

Del efecto retroactivo. 



1- Antigua legislación romana. 

2. Constituciones imperiales. 

3. Inconsecuencia del Fiiero Juzgo, 

^ Aplicación que del principio hizo el Fuero Real á la piar- 
te penal. 
5- Aplicación que dc^ mismo principio hizo una ley del Es- 
tilo á la materia de testamentos. 
"• Ampliación y corrección hecha por lasXeyejf de Partida, 
'• Principio erróneo de la legislación recopilada. 
^' Respeto de esta á las disposiciones testamentarias. 
^- Generalización de las resoluciones contenidas sobre la 

materia en las leyes de España. 
"• Legislación moderna. 
* doctrina de Goyena y su razón. 
12. C6digb de Portugal. 
*3. Laconismo del Código del Dr. Si«rra. 



324 

14. Detalles del Código del Imperio. 

15. Texto de nuestro articulo. 

16. Derecho constitucional. * 

17. Crítica de la Constitución del afio de 12. . 

18. Acta constitutiva. 

19. Constitución de 1824. 

20. Leyes del centralismo. Su mérito. 

21. Bases orgánicas. Leyes de procedimientos. 

22. Leyes aclaratorias. - * 

23. Constitución de 1857. 

24. Su discusión. « 

w 

25. Texto del artículo. 

26. Jurisprudencia que puede establecerse. 

27. Varias reglas. 

28. Regla relativa á las leyes interpretativas. 

29. Regla sobre hechos verificados cuando no habia ley. 

30. Leyes relativas al estado, civil. 

31. Ejemplo sobre nacionalidad. 
32. . » sobre muerte civil. 
33. „ de la mujer casada. 
34 „ del padre de familias. 

35. „ de la mayor y menor edad. 

36. Aclaración sobre emancipación. 

37. Reglas sobre los contratos. 

38. Reglas sobre los testamentos. 

39. Generalización de Bronchorst. 

40. Razón fundada en las tradiciones de nuestra l^iáhcioit 

41. Regla relativa á las leyes de procedimientos. 

42» Regla relativa á las leyes de organización de tribunáta. 

43. Generalización. 

44. Doctrina del Sala mexicano. 

45. Doctrina de los Sres. Calva y Segura. 

46. Jurisprudencia española sobre la necesidad del principia' 
47. , Modificaciones que adnütjpn Goyena, Aguirre, Moa*J- 

van y Caravantes. • • * 



326 

48. Advertencias sobre nuestro derecho constitucional. 

49. Razón en que fundan el principio Serna y Montalvan. 

60. Modificaciones que admiten y principio erróne^o que acep- 

tan : primera excepción relativa á leyes aclaratorias. 

61. Segunda excepción soVe organización Judicial y leyes 

de procedimientos.. 
52. Observación sobre leyes de procedimientos. 

63. Conservación sobre leyes penales. 

64. Actos pasados en autoridad de cosa juzgada. 

66. Crítica de la segunda limitación admitida por Gutiérrez 

Fernandez. ^ 

66. Capacidad jurídica del individuo. 
6r Impoteiseia de la ley respecto de testamentos, contratos 

y demás actos consumados. 
68 y 59. Diferencia entre efectos y consecuencias, y entre . 

simples esperanzas y derechos adquiridos. 

60. Razonamiento de Portalis fundando el principio. 

61. Jurisprudencia fundada por Rogron en el artículo 2? del 

Código Napoleón. 

62. Regla sobre sucesiones. 

63. Regla sobre derechos de los casados. 

64. Regla sobre leyes penales. 

66. Regla sobre leyes interpretativas. 

66. Regla sobre estado civil. 

67. Regla 8ol)re mayor edad. 

68. Dificultades del principio. 

69. Reglas sobre intereses. 

70. Jurisprudencia inglesa sobre baqcarotas, sentenciáis para 

reembolsos de fondos ptiblicod y confiscación. 

71. Obsérvadones. 



• 



o "^. 



DI LOS SrXCTOS OH lA I.BT. 



CAPITULO 1 
De/ efecto retroactivo. 



fl- 



. L Hemos dicho én otlro lugar, cpi^ ^1 |>ritt(npio de no tt* 
tioactívidad de k ley no ^s uAa cdoqisásla de qtie puédanlo- 
ria£se k l^^^laeion lo^iderBa; pero sí lo es títat ootreocáón 7 
perfecciom^^to. 

IHpiano negó 4 ^náefiar algo á propóiíto áé la no neít^Me* 
tívidad, al resolver que cuando la ley indulta por el paMio*, 
por este solo hecho, prohibe, pero solo para el porvenir. {Lep 
Í2,/., Ht 3?, m. V) 

2. Los Emperadores Teodosio y Yalentiniano resolvieron 
^^qcie las leyes y ks cmxstítodíones dan sorioa é los negetíios 
atoros y no pts^dén rettotraeiíse é lói9 |>a^o«k^ P^fí&'éáh 
g^ndadamente quedó baiyenUkdo eile in4no^pk>, él estalílM^ 
eUos mismot 1» eisoepdon de que Chalaba la t^j^ü («ando '4»- 
V^^^ y nominalia^iite hablaban las l<^e6 déltí^Si^ péméik 
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7 de los n^ocios pendientes á la fedia en que eran pnUksa- 
das. {Ley 7*, G, HL 14, lib. V) 

El Emperador Anastasio dijo á este propósito: C^mvemü; 
kgesfuturis regulas imponere non prcUerüis calumnia», tcx- 
citare, (L. penúltima inftn. codicis de Decur,) 

AluMra, si para dar retroactividad á ana ley se quisiera ape- 
lar á la regla de que se tienen por no hechas las cosas qm 
llc^n á un estado en el cual no pudieron comenzar, t^igsie 
en cuenta que esta regla solo se aplica á aquellos actos fae 
no han quedado plena y perfectamente consumados en d 
tiempo en que viene el accidente que hubiera impedido su 

nacimiento (Ley 3! de his, qucepro non,scriptis haieniur.); 

« 

'y por eso dice otra ley posterior, que, el derecho adquirido se 
conserva á pesar de haber llegado el caso en q^e no pudo ha* 
berse estipulado su adquisición. (Ley 140, § 2?, F. O.) Y 
esto es asi, porque el hecho consunpLado legítimamente no de- 
be deshacerse^aun cuando llegue el caso en que no pudo htk^ 
comenzado. 

iCl Emperador Justiniano en una ley posterior, declaré que 
su constitución que poma tasa á las usuras, debia aplicarse 
á las que vinieran causando aun los contratos celebrados con 
anterioridad á ella. (Ley 27, a, til. 32| IU>. !•) En tal es- 
tado^ el principio de no retroactividad era una garantía asgt 
ira las deciMones del Poder judicial, p^ró no un escudo oppÉm 
los atentados del legislador, y tanto que di6 £EU)ilidad.4 Wk 
iüud de limitaciones que no tienen aquí una exposición <J|to- 



J2T 



. 3. Así se conservaba el i»rincipio, cuando el Rey B. Finio 
Jlecesvinto ordenó que las leyes que habia enmendada.^jiki 
•que hacia nuevamente, valieran para lo suceuro; petfoaffr 
jpna inconsecuencia injustifícaUe, resolvió que los .^íá|M 
^ne ya estabto comenzados, pero no terminados, famm 
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teiíciados ségan estas nnévas leyes. Y esto solo basta pars 
probar que el Fuero Juzgo adoptó el principio de la legisla* 
ám romana, sin empellarse en su corrección ; así es que aquel 
principio no ganó nada en el Código visigodo. {Leyes 1?. y 
12, Ht. 1?, lib. 2?) 

Tese con positiva complacencia, queentre las analogías que 
hi^ entre ^el Fu^o Juzgo y el jReo/, no se encuentra nada 
qneiRD parezca á tamaña inconsecuencia; y muy al contrario, 
mz(m. existe para asegurar que no se quiso seguir tan extrsH 
TÍada senda/ 



I • 
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4. D; Alonso el Sabio consignó en una ley del Fuero Real 
el priiicipío de que la ley- penal que rigiera cuando se hu- 
láera cometido un delito, era la que debia aplicarse al' delin- 
cuente, aun cuando la causa viniera á sentenciarse en tiempo 
en que ya regia otra ley nueva; y estableció esto sin distin- 
^líde ningún género. {Ley 1% tit. 6?, lib. 4" Ftíero Real) 
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6. Esto que ya fuó un progresó en la materia penal vino 
^ iltiñir también en la civil, y por eso una ley del Estilo re- 
íolyió, que si alguno haciendo su testamento bajo el imperio 
de la ley que permitia la mejora en el tercio, la ordenaiba en 
&Tor de uno de sus hijos, si áñtes de que muriera se prohi- 
bia tal mejora por una nueva ley, valia sin embargo la ya he- 
cha; y razonando esta disposición asienta : Ca lo que dice en 
el Puéro que dio el Rey después, no se extiende á las cosas 
pagadas é de ante fechas ó mandadas ó otorgadas más á las 
fdif mi. (Ley 200 del EsHlo,) 

B. Alonso el Sal)io, que en el Fuero Real se apartó en este 

punto del tortuoso jsendero del Fu$ro Jumgo, vino á estable- 
ra 



oer algo iaoonf^nieiitir, dieWado ea •on» ley de Paxtíátk^ 
CBAado 86 presenite xm caso qoeno esté decidido per Iij'^bí^ 
presa^ 4Be hi^ ley «obfea^piel; foe esta ee inserte raisl €91^ 
digo j que esia ky nuwa vélga kmío como ¡as^onHg^mmé 
más, (Ley 19, titulo 1% Partida ir) 

Estas palatots podianB i^indar b ^ceenoia de %iie ln Iqr 
que' así se expresa coirtraxielm el pñncq^iode no getroaetti^ 
dad| si no se trata» de D. Alonao A Sabto fae estaba ffiriii 
tam^ite nutrido eo les priiunpkMi del d^peche sornaao.; . .. 

Y es de temer que en este punto estén alteradas lei 
eipios de este sabio legblador; lo cual es sobre manera 
teniendo en cuenta lo que de las leyes de las Partidas 
Gregorio López, diciendo: Ego homunculus ita depracatm 
r$pari ffft UU^a iüros ist0s PaHikuntm^ yuod4nmuUi9lmh 
d^ipiebani plures litMfiB^ in ipsáctmteztupá UiierlB fmíffn mfW 
€tef0Uat€s Ua quod setaus c$Uigi nanr fot^rü. {OU9aZ%4$t 
19^ m$lo 1% Partida It) 

]b9 lo que no puede pvesentwie como pr^emMjboMk, 
que D. Fecaando y Dofia luana barrenáis el prineiiio da gl 
retroactividad, estableciendo que las leyes de Toro se gutr- 
darán, cumplieran y ejecutaran, aunque los casos y n^ocios 
sobre que se hubiera comenzado el pleito, á la sazón pendía- 
te, hubiesen acaecido y pasado antes que dichas leyes se M- 
(ñe$en y (ndetiasen. S$te mal ^incipe piído f^ fismestSáiii^ 
y m elpriiPtótiTo deieeho lo auteiisa al mteos eofiM ttif^0^ 
aeraL ' ' 

» 

6. Como dijimosm otio Ii^r, la l^sg^laciotí eqni&ela^ 0^- 
Uegé ék Imeerse practica OTítie nosc^ios, tú^e ssu 4ip<i^:]pAp^ 
tivo en las leyee de D. Alimso el Sabio^ quien repjpdujonii 
las Partidas el principio de no retxoactÍ¥Ídad a} estáMvnr 
que si sobre pleito, ó poi^ra, 6 deaacion, d jm^igi^ttlm 
fecho en aJgunt t^aporal que síe^idgeba perel Faec^ üigiv: 



331 

fu^re fecha denutuda en juicio en tieíopcnle otro Faero Nna^ 
va g[rie es contrario d^l primeo, (¿ue sobie tal raxon como 
esta, debe ser probado et librado el pleito por el Fusuco Yic^ 
et non por el Nuevo: et esto es porque el tiempo en que son 
comenzadas et fechas las cosas debe siempre seer catado, ma- 
guer se faga demanda en juicio en otro tiempo sobre ellas. 
(Leff 15, tUulo li, Partida d't) 

p. Alonso el Sabio corfigió ^e es^ manera el principio fde 
la legislacio^ romanai establecieudo mío la regla general j 
desechando la^ excepción que aquella legislación ponía ( iail 
prbcipio^ y p(a «soüijo que ^siempre debe ser <»tado el tiem- 
jpo en que fueron fechas las coBa¡,$ y aplicaido el Fuero que 
entonces regia, aun cuando^ se instaure la demanda ep. un 
tiempo en que y^ rij^ Fuero Nuevo. (Lejf 15, ttíuh 14, Ptir- 
iida 3!) 

La legislación de las Partidas acojió el principio de no re* 
troactividad de la ley de una manera tan general y absoluta, 
que no admitió distinción ni excepción de casos de ningún 

7. Cu la Novísima Recopilación encoutraio^os a^opti^ el 
priQdpio erróneo, de que la ley puede tener efeeto ret^oi^Qtívx^^ 
cuando el legislador se lo da expresamente, y en apliot^en 
platica de este principio, se declara que las leyes dp Tero 
deben apUcaj:$e á los pleitos pendientes ó que en adelante se 
oomensarw ó movieran, aun cuando versaran sobre casos y 
negpQips pis^sados antes de que dioicas leyes se hiciesen y pr- 
ieiwwswín. (jtey 6V<ií. 2?, 7*6. 3? JSov. Reeop.) 

Si» Por lo demaSi, la legislación re'copiladj^ fué tan^puse- 
(mente y reqpíetuQSP» con el principio, que el rey D. Carlos lY 
iec^ó que una disposición testamentaria q¡ae contenia la 
fuDldaeipn de un vinculo, ordenada en 10 de Julio de 1785^ 
lo estaba comprendida en la prohibición que de tales fon- 
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daciones había hecho D. Carlos III^ sin embargo de qte el 
testador había fallecido en 1793. {Ley 13, titulo 17, libro 10. 
Mav. Recop.y 



^7* 



9. Edto supuesto, pocemos decir que la legislacioá eq|t • 
flola anteriora nuestro derecho constitucional, contl^i»^ 
principio de que ni la ley penal ni la civil, pueden apüMaie 
4 un hecho verificado con* anterioridad á su pubUcacioi^ fita 
efecto, así lo establece la Ley 13, título 17, libro 10, Notffr 
ma Recopilación. Sin este principio *no habría ninguna se^ 
gnridad en los derechos, puesto tjue una ley posterior podm 
quitar cuantos hubiera concordo la anterior. 



§8r 

• 

10. La legislación moderna, que tiene su punto de porHi 
en él Código Napoleón, enseña que la ley no dispone íÉia 
para el porvenir y no tiene por lo mismo efecto retroactivo. 
(Códiffo Napoleón, Articulo 2?) Esta prescripción: generd y 
absoluta ha sido explicada por uno de los comentadi>Tes'^ 
Código Napoleón, en los términos que se verán un poco ttte 
adelante. 

Dicen lo núsmo que el Código/rawce^, los de AustriÁy 01^ 
deñay Holanda^ Ñapóles^ Prusia y del Cantón de Vmtáfl^ 
más diferencia que el artículo relativo del Código de EkíSttKk 
agrega: ^' A menos que se trate de leyes interpretativcis 6Mlt 
casos especialmente reservados." El de la Ltdsiána aBpSl- 
'^due la ley no puede a:lterar las obligaciones conteái^tfi€& 
los contratos." Y el de Prusia solo excepiúB, las leyes 
pretativas, diciendo que estas deben aplicarse á las 
iaciones pendientes. {Articulos 6, 11, 8, 2, 14, 31, 1 y 78!»f^' 
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11. El Código de Gehena dice qne las leyes no llenen efec- 
to retroactivo, y en su Comentario solo expresa que la justi- 
cia 7 equidad del artículo no necesita encarecerse, porque la 
ley como norma y regla de las acciones no puede tener pea: 
objeto sino las futuras, supuesto que para las pasadas hubo 
ya otra norma y otra regla; y después agrega: ¿duién es- 
tará seguro si á pretexto de una nufpra ley pudiera ser inquie- 
tado por sus acciones anteriores, ajustadas á otra ley entóti- 
ees vigente? (Goyena, Articulo %*) 



: ~ 410? 

12. El Código de Portugal dice que la ley no tiene efecto 
retroactivo, y solo exceptúa la ley interpretativa, la cual dice 
que se aplica retroactivamente, salvo si de su aplicación re- 
sulta perjuicio á derechos adquiridos de antemano." {Código 
de Portugal. Articulo 8") ^ 



§ 11? 

13. El primer proyecto de Código mexicano, que es el del 
Dr. Sierra, enseña de la manera más lacónica, que la ley no 
tiene efecto retroactivo. {Proyecto de Código del Dr. Sierra, 
Articulo 2?) 

§12* 

14. Mas el Código del Imperíohabla no solo de las leyes, 
sino también de las disposiciones gubernativas y municipales, 
7 de todas eUas dice : que no pueden tener efecto retroactivo 
con peijuicio de derechos legítimamente adquiridos, por ac- 
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tos consamados ó de efecto irrevocable. Y agrega, que no se 
entiende que perjudican á tales derechos : 1*, las leyes que 
confirman 6 mandan observar las anteriormente expedidas : 
9f las qu<^ modifican la cf^atcidad {í estado tlélas petstiUta, 
pero sin peiJTuicio de la validea d^ los actos e|ércidoii^áÉléir 
de 1» modificackm : 3% las que remiten ó minoran laréiq^dlK 
sa%íII3ad' penal: 4^ las meramente declaratoria». eiit)MilfittP 
doee por tales las que expedidas en la forma débidk, HcKilil^' . 
rañ b naturalesa y esencia del precepto que formastr tft]|il#{ * 
pero si hubiere 8entencia#ejecutoriádás 6 transactfaní \V <lii 
cluidas ántes' de la declioracion, aunque hayan sida i^biMfef 
esta, se tendrán como v^das: 6^, las que vei'sen etíQüéñUl^ 
terias puramente graciosas, 6 por su naturaleza revocalte: 
6?, las que innovan el orden de procedimientos 6 dismindiib 
los recursos 6 remedios legales, tolvo los pendientes ; etítiü^ 
dióndons^por tales los legítimamente interpuestos;. y. 7\|ií 
que alteran lá or^hizacion 6 atribuciones dé los tníiviifMi 
(Código del Imperio. Articulo T) ' * 

Se los Estados de Yeracruzy IVtóxico está adaptado ló^HJ^ 
puesto eqj^l Código del Imperio. {Código de VeracHíJtTjí^^ 
ticulQ V— Código de México. Articulo 3^) ' ^ 



§ 13* 

15. Tales eran los antecedentes que existían antea ^J|b 
redacción de nuestro articulo que no adoptó el laconisnpif ^lA 
proyecto del Br. Sierra ni las explicaciones detalladas ^iifft 
digo del Imperio, y dijo: Ninguna ley civil ni disposici<mgiK 
bemativa tendrá efecto retroactivo. 



§14- 


t 

16. Existían ademas los antecedentes const itucionál^ ^^ 
vamos á resellar. 



17*. £a Constitución dé 1813 no garantíss^ d piíñcipio de 
tKM^trocK^tídad, que contenían las leyes ¿ecunááriacr; d6 mo« 
do que sin estas pudo haberse dado efecto retroactivo á una 
ley sin herir al menos clara y expresamente el precepto cons- 
titucional, siempre que tal irregularidad partiera no de yna 
comisión, sino de un tribunal establecido por la ley. Ffido 
también áéirse efecto retroactivo á^ana dispolsicion gnbertxa- 
tiva ri no hubiera existido 1& ley recopilada que no daba fuer- 
za (Mgatoria á ninguna disposición, sino desde su publica- 
ám hecha ^u iá forma que ella misma determinaba. {Qni$- 
titmhnrde 1813. Articulé Ut) 

El iial principio asentado respecto |Ete las leyes de Toro, 
pad^^)^. funestísimo al £stado, y ni el prittiitivo derecho 
ooitt^tiieioiMd de Bi^afia^ i^etoiedi<^ este- mal, pues apenas se 
ocupd^éé declarar (ArHeuh 247. Obn^ñUuci^ tile 12.) que 
mogim egsípftSól podia fie^Jul?gadó en causas civilds ni cri^ 
inmalcb pov ninguna^ comiaáon, sino por el tribunal compe- 
tente determinado con autoridad por la ley. 

Tal era la imperfectísima garantía que sobre este punto 
keniamos cuando vino á promulgarse la Acta constitutiva de 
la Federación, que mas ilustrada que la española declaró : 
'*que ningún hombre seria juzgado en los Estados y territo- 
rios de la Federación sino por leyes dadas y tribunales ^ta- 
llecidos antes del acto por el cual se le juzgara." Efa conse- 
mencia, quedaron para siempre prohibidos todo juicio por 
omisión especial, y toda ley retroactiva, (Articulo 19. Acta 
^fiMtitiUiva de la Federa&ion mexicana) 
\ M primitivo derecho constitucional mexicano dio ú, esta. 
Irantía la debida extensión, presentándola como un derecho 
U hombre, y ademas hizo de ella un escudo no solo contra 
■ atentados del poder judicial, sino aun también contra los 

I poder legislativo. 



t 




La CoDitítaeioii de 1824 pi:eseiit6 el mienx 
un laeooifiDO ioooaTeiuefite, qoe por f ortmia 1 
cacúm gentfiíia en el precedente establecido en 
títotÍTa; pero lo mismo qne esta condenó todo jnkáopflr 
misión 7 toda lejr retioactiTa.. -{ArUcnh 143. ^ 
de 1824.) 



s 



18. El racio inmenso. qne sobre la materia iiaU» ü^si 
derecho constítncional del a&o de 12, filé llenado por 
constitativa, qne estableció qne ^i los Estados ó 
de la Federación, ningnn hombre pudiera ssr jnagad» 
por leyes dadas antes del acto por el cnal se le jnrfflJbaj. 
constüíUiva. Articulo 19.) |^ 

Y si ninguno podia ser jnzgado por una ley ex] 
posterioridad á la yerifioacion del hecho que servia da 
tra al juido, la consecuenda práctica debió ser qo^ 
diera expedirse ninguna ley que mirara al pasado; y muBb» 
bargo, si se daba una ley de este género, no habia mas BamÜm 
legal qne el de pedir su revocación al mismo Poder kglib- 
tivo. - ' 

-# . 




19. La Constitución de 1824 expresó muy lac< 
quedar para siempre prohibida toda ley retroactiva; panMIr 
fortuna este laconismo inconveniente está corregido ^míf^/Ük 
cedente del Acta constitutiva que sirve de 
na á esta garantía, y lo mismo que ella cotadena ta] 

juicio por comisión. - .- i<i' 

* 

§ 18? .^ fti 

20. Variado el sistema de gobierno, vino 4 estiMiiMí 




^■_j 
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hj fandamental del centralismo que el Congreso no podía 
dar á ninguna lej que no fuera puramente declaratoria, efec- 
to.retroactivo, ni podia hacer que tuviera lugar directa ó in- 
directamente en casos anteriores á. isu pubHpacion. (3? Ley 
constituciotml. Articulo 45, ^4?) 

Esta es sin duda la prohibición más enérgica j eficaz que 
ha podido hacerse para cerrar la puerta á las leyes retroac- 
tivas ; por consiguiente, desde el año 1836 las leyes puramen- 
te declaratorias fueron las úQJicas que de una manera cons- 
titucional pudieron aplicarse á casos anteriores á au publi- 
cación, pero verificados en el tiempo intermedio de unas á 
otras leyes. 

Hasta aqui el derecho constitucional mexicano había ve- 
nido apoyando el principio de no retroactividad como xm de- 
recho del hombre; pero la Constitución de 37 lo limitó conou) 
im derecho e^^clusiva del mexicano; y entánoes se^ d\jo que 
este ^Ircyl* -Ar/icieto 2?, § 5?) ^^ no ]^\ABes juzgado ni sen^ 
tendado por comisión ni por otros tribuniales que los estable- 
cid|id en virtud de la Constitución, i^i según otras leyes que 
las dictadas con anterioridad al hecho que se jussga^a." 

De esta manera nuestro derecho constitucional dio mi pa- 
so retrógrada no solo porque rest^ngió el principio en el sen- 
tido expresado, sino ademas porque lo limitó á ser una ga- 
rantía puramente contra el Poder judicial. 

JBfos introdujo la noveda4 de que la tramitación del juicio 
no Ifiodiera ajustarse sino á la prevención de las leyes 4Í6ta- 
das^G^i antericaddad bX hecho ; y sin hacer.por ahora, aprecia* 
cion de la convenienoia ó inconveniencia de esta novedad, 
solo Be dirár que ella fué puramente nomind^ y que no solo no 
tuvo resultado en h práctica, pero ni aun siquiera contribu- 
f6 4 variar la opinión que se conservó inalterable en el sen* 
kido d^ no haber inconvwíente legal en sujetar los juicios á la 
tramitación de uncLley posterior al hecho, siendo la causa de 
)eto que nuestras leyes constitucionales no han tenido tiem* 
yo para formar hábitos prácticos que con eUas armonicen. 

48 




ma x^oTedad, y xqfs Uastrados ^iw Ion de ?7, cfao^rfni^MB: 

^ue esta ga^aui^ ^ Wi derepl^ ^l 1)(H^1^, 

(£at^e» Orffánicc^. TItHlo 2?, ort. y, $ §^) q^e : " w4»l 

ser juzgado ni sentenciado eii ^ canisag eiviles 

pino ^ jjaecps de tu propio foi^ y ^^(Krlejeg dadi^ 

i^ef e^t^blepidqs coi^i anterxoridi4 4 lincho 6 d<dito #e.pHI 

91. En el afio de 43 introdujeron las Bases Orgánioaé^^fei 
novedad en el particular, pues ya no dijeron 
que languso podia ser juzgado sino por leyes ftnteriioes, 
agregaron la palabra '^sentenciado,^ podando la 
oiM en estos términos: Netdie puede ser juzgado ni ktm- 
ietwüuí^ rinof^r leyes dadets can anteriúridad al hecho éal 
deHte deque eeíraie. {AjÜcuím 8? y 9^ 

Oi» erta manera quedé prohibido d retrotraer no solo lasle- 
yeaqoe mrriersak paara la^eciincte del negocio, riño aun Ukiíis 
procedimientos. . ■^- 

T afun<]pe es cierto que en 1846 quedó abrogada por 
pteto la ley constitucianal del c«ntialismo ; cierto es 
que reviiniercm la Acta cons^mtira que babia declarado 
dar prohibida jTara ^íd^^tf M^ ;^ re^n^^ 
tudou de 1824, que preceptuaba que ningún bontbre Mtoa 
juzgado en lo» lístadidiB é tiritónos ée lá Máeion, 
leyes^dadas y por tnbunates establecidos ante» dei acto 
cual se k juzgaba; y que en eonsecuenda queOaba para^ 
pre proUbidQ todo juicio por comimon y tioda ley reí 

/ , ' ■ . ' ■ ' - 

■Mf é>9^>,9P^^M.9ím ^9^}mM^ .«^V^jtftófc ^«f^flpéip- 
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mente la exposición de la iofteUgencia que desd^.el piinsi^ft» 
dfibi6 daicse á la ley acVunda á iaterpiei^áñ^ no haf iuoop- 
veniente en establecer qne conforme al derecHo OQixstíti^Gior 
nú de 1824, las leyes declaratorias áében ser aplicadas á loa 
hecho» anteriores, de que se trate en los juicios, aun cuando 
se haga en ellos la apreciacÍQ|x de héclios yerificados con an- 
teriondad á la publicación de las leyes aclárate^ ias. 

Los legisladores de 43 in»stiero^ en la noyedad introdu- 
cida en la Constitución central; pero idáa conocedores ^el 
derecho público que los de 37, formularon esta gamntiafcoma 
UQ derecho del hombre, y depararon que nadie podiia sojuz- 
gado ni sentenciado en sus causas civiles y cáaúodie&y sino 
por jaeces de su propio fuero y por If yes dadas y poif iiíbis^- 
1^ estaUecidos con .anterioridad al becbo 6 delito de qn» m 
tratara. 

* , ■ , 

2^. iTal eta la jurisprudencia qonsti^ucional q;iQJbid>íikjre> 
gido en la RepiibUca cuando llegó á expedirse la Corntito- 
cion de 1857, que en tériuinos absolutos vi^ á deoip que w 
se puede expedir ninguna ley retroactiva. (ArHctUo 14^ Cons- 
titución de 57.) 

Discurriendo sobre el sistenaa de contradictorias, debe de- 
cirse que la proposición univerfijal de nuestro artículo resol- 
taria^sificada desde el mismo instante en que admitiera 
mos como legítima la expedición de alguna ley retroactiya. 

Por Altimo : al consumarse la revolución de Ayutla, sancb- 
nóse la misma garantía, limitándola al parecer á la maiiem 
penal; y se presentó como garantía contra los atentados del 
Poder judicial y administrativo, porque no podía tener otip 
<í^rAoter, fi^uesto que no podia ser limitación para el legis- 
lador, r 

TaJ era el estado de lá opiiúon cuando se sancionó la (kiuh 
títuci^m de 1857, que vmo á pix¿hibir le expedición de ley«i 
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wtCQSctirat; y on cónfiímacion de esto saludable penaamieü- 
to, agr^: que el Poder judicial no puede juzgar ni seiit^ 
ciar, sino por leyes dadas con anterioridad al hecho y exiieta- 
aiente aplicadas á él por el tribunal establecido previamMie 
por la ley. 

Esta prevención constitucional, para establecer una ganm- 
tía práctica por completo, comenzó por prohibir que el l^ifi. 
lador ex|Mdiera leyes retroacti?BS. 

fEsta prohibición tan genersü y absoluta cierra enteranoffli- 
te la puerta á toda distinción? 

JEl proyecto de Código civil que acaba de publicarse, pa- 
leoe resolver esta cuestión, supuesto que no hace distíndeu 
alguna al establecer el principio de no retroactividad; pao 
la Terdad es que sus autores creyeron que las preBcrip<»oiies 
del Código civil, que tienen una ligación intima con las de 
la Constitución, no deben presentar una forma diversa de la 
de estas^ porque no puede librarse á una ley secundaria la in- 
terpretación de ningún articulo constitucional 

De esta manera el principio de no retroactividad, estaJble- 
eido en el Código civU, no tiene nL puede tener otra inteli- 
gencia que la que se dé al articulo constitucional á que se 
refiere. {Articulo 14 Constüudon de 57.), y para fijar ^to, 
es conducente recordar su discusión. 

El primer diputado que hizo uso de la palabra, repicó 
fue se dijera: "leyes dadas ex post faoto^^^ después de haber 
hablado de leyes retroactivas; y el Congreso suprimió la 'frase 
impugnada, quedando asi establecido que en nuestro deredio 
constitucional se llaman retroactivas las leyes dadas después 
del hecho, sea civil ó criminal la materia de que se trate. 

El segundo orador pidió una explicación referente á la 
aj^cacion del principio en los contratos. 

Y el tercero, haciendo notar que nada se cont^gtaba á este 
respecto, dijo en lo conducente : " En cuanto á leyes retmac- 
tivas, los excesos de la revolución francesa hicieron que se 
sentara un principio general ; pero si las leyes impon^i á un 
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delito, aun no sentenciado, penas más suaves que las vigen- 
tes, cuando se cometió en Francia y en los Estados-Unidos, 
á pesar de ser retroactiva la ley, tiene aplicación en este cato. 
Habló también de las leyes de procedimientos y de las que 
sin perjuicio de nadie proveen mejor al bienestar de la so- 
ciedad." 

La comisión de Constitución ¿o repugnó estas distinciones 
ó limitaciones que partieron déla voz autorizada del Sr. Fuen- 
te, y de creer es que el artículo fué aprobado en este sentido, 
menos en lo relativo á leyes de procedimientos, que están 
prohibidas de aplicar á techos anteriores á su sanción, como 
parece indicarlo las palabras de que nadie debe ser juzgado 
ni sentenciado sino por leyes anteriores, <fec. {Articulo 14 
de la Constituáon de 67,) 

Supuesto tal precedente, seguro parece que el artículo 
constitucional no se sancionó como un principio absoluto y 
sin limitación alguna; de donde puede inferirse muy bien, 
que admite las limitaciones que generalmente se íe prescri- 
ben, con exclusión por supuesto de las relativas á leyes de 
procedimientos. 

Así, pues, lío habría temeridad en sostener que no están 
comprendidas* en la ph)hibicion constitucional: í?, las' leyes 
confirmatorias de las expedidas con anterioridad, siempre qtte 
no introduzcan eü ella ninguna novedad : 2", las meramente 
declaratorias, sin que afecten las sentencias ejecutoriadas 6 
ias transacciones concluidas en el intermedio : 3", las que" 
alteren el estatuto personal: 4*?, las que*6e refieran á conce- 
siones puramente graciosas: 5?, las que suavicen las pénás 
impuestas en leyes anteriores, sin perjudicar derechos adqui- 
ridos; y 6*?, las que' reglamenten Va organización de los tri- 
bunales. ' 

i Quién podrá imaginar como sostenible, que el Poder le- 
gislativo no pueda confirmar las leyes anteriores? 

i Ni quién podrá negarle la facultad de hacer una inter- 
pretación auténtica de la ley ? 



342 

'Ahora, 8i las concesiones son pununente graciosas j están 
htáms en una léy, ¿se podrá negar al lepáaéar la fiíeáltid 
de Tclrer á ocuparse del Iiecho de la concesioii para mo^- 
car esla j aun para retirarla del todo? 

Por illtimo: iqué razón podrá alearse para que ]ps tadn- 
nales oi^nizados hoy en virtud de una regla general^ nsáao 
los que conozcan de los n^ocios civiles y criminales eonáes- 
arios ayerf 

Bn comprobación de la exactitud deesta última UioaiMísb, 
tenemos la creación del Tríbuiial superior, que éstábteátU 
1^ recientemidñte {Ley de 2 de Marzo de 68), no solo|Kta 
los n^ocios que se presentaran de nuevo, sino t^ml^lft- 
ta los que ya estaban pendi^tes en la Suprema Cor^^e 
Justicia de lamacion. 

24 Para exponer muy claran^nte toda la exteti8Í(ni M 
aüíciüo de la Constitución vigente, bastará recc»rdar ^ b 
cómiéáón de Constitución expresó: "que en^pleaba las {»áir 
tiras retroactiva y ex postfacto^ no como una repetícien kiilü, 
sino para hacer extensivo el artículo á toda clase de lej«8*" 

Siendo esto así, como puede verse en la discusión del ar- 
ticulo, conforme á nuestro derecho constitucional vigeiíte, la» 
leyes de {procedimientos no pueden apUcarse á hechos tarifi- 
cados cdn anterioridad á sü publicación. 

A propósito de leyes penales, puede pr^unta^e : ii^ 
de imponerse pena á un acto que una ley nueva no odi- 
^ue de delito? *' 

La Suprema <7orte de Justicia es la que tiene ccmipeiaifiia 
constftücicmal para hacer la aplicación restrktiva 6 extmnto 
de las leyes federales {Artículo 9Tdela Consiitndon de 67), 
iá eQa corresponde por lo mismo fundía: con sus íTallos hfl' 
ñsprudencia que sobre el particular deba observarse. 

§22* • 

25. Los autores del Código, sigitíendo él esjrfritu qiftí^ 
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minó en el Congreso constituyente, se limitaron ^repetir la 
pndübieion constitucional, sin mis diferencia ^ue la de ex- 
presar literalmente que la prohibición hecha con relación á 
las leyes, debe extenderse tamlaen á las procidencias guber- 
naÜTas. 

Así, pues, el estudio que con motivo de nuestro articulo de« 
be haéerse, no es si admite leyes retroactivas, sino si ciertas 
leyes se convierten en retroactivas por aplicarse á efectos 
,ne vienen produciéndose después de eUas, pero en virtud 
de hechos verificados antes. 

Si el principio de no retroactividad estuviera enunciado 
con relación puramente á la ley, nada establecerla de nuevo 
nuestro Código ^en el estado en que hoy se encuentra la cien- 
cia de la legislación, que no admite que la ley dada hoy deba 
té¿er aplicación á hechos verificados desde ayer, pero como 
se felácíoha con disposiciones gubernativas, hácé bón sólo Vsto 
a3^ nuevo de resultado práctico. 



§ 23* 



26. En las monografías escritas sobre la materia, pueden 
^rse doctrinas detalladas i^obre diferentes puntos ; aquí nos 
limitaremos á apuntar la jurisprudencia que puede fundarse 
* tes fÉiñóipios geniales dé la ciencia y en las tradiciones 
Í6 Iftiestro JTóro, én armonííi con lá aplicación ^eiitleSÉttá Jé- 
*gÍ9]^(di tigénte, dobre túkú la co^^tútSid^l, qm é^ &ér 
^%átí^ cátdiñél de lá juiispi^deñóia Múi^l 



i24* 

^te i^k«l«Kí«4a ^iííiáénik de áúéstro áttíenlo^ y son las 
«¿tttoítes: 
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28. !■ Las leyes interpretativas no son leyes nuevas ^pse 
puedan ser calificadas de retroactivas, sino las misnias leyes 
antiguas^explicadas en el sentido en que debieron entendefte 
desde el principio. En este sentido están de' acuerdo las le- 
gislaciones y la ciencia universal de la jurisprudencia; sin 
que esto haya podido causar alarma de ningún génétd^^ de- 
biendo decir que a;l buen sentido corresponde bacer la ímSí- 
ficacion de cuál sea la ley interpretativa, como dicie F^rnfiH- 
dez Gutiérrez. 

§ 26? 

29. 2? Los hechos verificados cuando no existia ley cRe 
los rigiera, pueden normarse en cuanto á sus efectos fiituiQS 
por una ley nueva, supuesto que esta no vendrá á atacar de- 
rechos preexistentes: tales son, por ejemplo, los artículos dd 
Código, relativos á la servidumbre de medianería y á otiBS 
declaradas legales, aun con relación á construcciones y fun- 
dos antiguos, {Artículos 1101, 1111, 1117, 1056, 1057, 1062, 
y 1063. 

» . ■ 

30. 3? Las leyes relativas al estado civil de las personaSi 
pueden afectar el ya adquirido por eUos ; pero sin influir s& 
los hechos ejecutados con la antigua calidad;. y por eso J^ 
dicho nuestro Código, que elcamhjk) de napionalidad no pe^ 
duce efectos retroactivos. (Código civil. Articulo 23.) 

31. Asi, por ejemplo, el que conforme á una ley anterior 
tenia determinajia nacionalidad, puede perder el ejercicio de 
los derechos civiles dependientes de la calidad de natural é 
naturalizado, sjl jecuta ú osiite ufliacto que la ley nueva se- 
ñala en su caso, como motjlvo d^ pérdida 6 sospeusiou de fo- 
les derechos ; pero ninguna ley podrá privarle de los derecho0 
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naturales de libertad, Éeginidad, propiedad ni del estado le- 
gal ya adquirido. ' 

32. De la nrisma manera el muerto civilmente, según la 
ley antigua, revive, por decirlo así, si la ley nueva descono- 
ce ^al'muerte civil: por ejemplo, las religiosas y religiosos 
qtre antes eran incapaces de heredar, hoy no lo son según el 
Cídigo. (Articulo 3425.) 

33. La mujer casada legítimamente, según la ley antigua, 
noí)üede dejar de estarlo, en consecuencia de que una ley nue- 
va ^íreVenga otra cosa diversa para la validez de los matrimo- 
nibs que en adelante se celebraren; pero como su personalí» 
dad estará como siempre fundida en la del marido, puede la 
ley "nueva aumentar el núníero de los actos que en lo suceti- 
vo no pueda ejecutar por sí, y disminuir los derechos que le 
concede en su calidad de mujer casada á que se refieren va- 
ridá^rtículos del Código. '(Artículos 32, 199, 201, 204, 206, 
«07, 2r6, 496, 604, 505, 506, 1231, 1779, 2000, 2002; 2004, 
2006, 2007, 2003, 2164, 2165, 2166, 2167, 2210, 2211, 2217, 
2224, 2225, 2226, 2248, 2282, 2291, 2297, 2298, 2299, 2300, 
2301, 2302, 2303, 2304, 2305,2306, 2307, 2308, 2322,2489, 
2490, 3941 y 4045.) 

34. El padre por matrimonio legítimo y el natural de hijo 
redonocido, no puede dejar de tener este estado en virtud de 
liiíá' ley nueva; pero sí podrá la ley nueva aumeiltar, dis- 
minuir ó modificar los derechos y obligaciones dependientes 
de la paternidad y &é la filiación, que son los correlativos de 
padre é hijo de familias á que se refieren diferentes artículos 
del Código. (Véanse loB artículos 229, 270, 370, 371 , 374, 
390-401, 415, 427, 429, 526, 530, 631^533, 545, 567, 1280 
y 3905.) 

35;' Las leyes relativas á la mayor y menor edad, y á la 

interdicción, surten sus efectos 'en los términos siguientes: 

*lia ley qué adelante la mayor edad, se aplica desde luego 

sin inconveniente, pues no hace mas que anticipar el^ceá© 

derechos que, según la antigua, no so tendrían tíno un poco 
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ibáft tairdis, como sucedió eirtre nosotros con k ley d# 5 ée 
Enero de 1863. 

JLfiorá, los que en virtud del articulo relativo de noééla» 
Oódigo (Articulo 386) sé han Hecbo majores desde qtie MH- 
pHeron veintiún afios, ¿quedarán reducidos á la conJi&tt 
dto íhenores si una ley posterior exigiera -mayor edad é ^p^ 
no hubieran llegado ? 

lia condición de mayor de edad no es p(^ áí miíoÉfa ukée* 
recbo que baya pasado i dominio privado en la cálídáttée 
valor adqiiirido de una manera irrevocable, és l3fitaf9éMéHK 
una aptitud civil btórgiÉtdá por la léy^ ^üe páé&é éifiááftiKk 
por razones de interés público, respétáiíídó ^ Sujp^tódto 1^ 
beclK» consumados en la calidad de mlBiyor dié édftd, d^&b 
la ley antigua. ' 

36. Aquí creemos necesaria Una aclaración ^esj^ectó lfi$% 
emancipación, y es que aún cuando él emancipado per 
llegado á la edad exigida por la ley, deje de tener la 
de mayor edad, si otra ley posterior exige al efecto nU^frib 
ntbnero de años, no por eso deja de estar emancipado, ^tk 
razón es que si* para ser mayor de edad se necesita tener iS|l* 
ticinco años, por ejemplo,, por una verdad aritniéiiea q^éi^ 
páede fallar, no tiene veinticinco el que soló tieM tto i^to i 
veintitrés 6 veinticuatro, mientras que la ^ñafnéipai^Mí-li 
un áctCr solo, 6 un solo efecto legal, que una vest veii^olill^ 
no deja de haberlo sido^ ¿ pesar de que una ley postenor^nii- 
ga á exigir otras condiciones diversais de las que éx^a billjr 
antigua, debiendo tenerse presente el principio dé que : ^Ü»- 
gítímefactum retráétari nofi debet Hcet cawspf^íiéa IfiéiÜlf 
d qm non potvit inehoari. " 

T adoptando un símil que nos parece á propósito, p(3ll 
mos decir que la emancipación una Tez vetiflóáda t^^ujef 4fe 
ría golpe la muerte legal de un Mjo de fkmSíís y pot éb^é 
naeimiénto de todo un padre dé familias, más 5 ttiéttó8ii|lo 
para los negocios civiles; pero gtie desde lue^ lOJ^púdM Ül 
tteréchos positivos de una prtuoná suijnri^. Y es tui wá- 




\ 
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fonne á nuestra legtelacion e^ta doctrina, que es enteramente 
Begoro que la emancipación no puede revoi^rse {Articulo 
fi9^ , y ni puede recainrar la patria potestad el que una vez 
Isa llegado á renuiK)íairla {Articulo 425) ; y sobre todo, el me« 
im de ^dad que sale de la patria potestad por efecto del 
matriia(mi(>, no recae én aquélla aun cuando por la muerte 
tfd disuelva el níatrimoTiio. {Articulo 689.) 

Lo mismo que éa ha dicho de las leyes relativas a la íba- 
;c^ y iftí^nor édád, eso mistñia debe d^ckse de las que sé re* 
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3Te it En cuaa^ á loó efebios futuros de los contratos, la 
Té^ éebé jser que isi la aplicación de la nueva ley no importa 
iü&É que cesación de aptitudes, evenitudidades y esperanzas, 
esto üo constituye retroaótiviáad en la misma ley; pero si 
^lá viene á operar iñmtddiátámBnte la pérdida positiva de vm 
valbr ya existente, ocasionando así un» cambio efectivo en el 
moáto positivo de la propiedad, entonces lío puede aplicarse 
la Meva ley ni á los hechos futuros ; y por una razón de per- 
fecta analogía dóbe demfse lo mismo de los efectos futun» 
de lod cuasi-contratos. 

lín autor muy ^timable se propone esta cuestión: i Cuál 
fi^H la ley que rija las consecuencias de un acto verificado 
fséffm la ley ant%ua? Y dice, en reisúmen, que la ley anti- 
gua debe ápKcarse á unaé, y la ley nueva á otras, sin que la 
jnrij^prudencia haya podido establecer una regla fija, porque 
depende de la apreciación que se hi^ de los intereses pú- 
dicos y privados que en cada casó se encuentren o(mtrapues- 
tos« J&gr^ qtie debe aplióaróe la ley nueva siempre que de 
9íxraplic¿dio)Q no resulte ningim p^trjuicio 6 que no hiera sino 
débitei esperanzas y Vagas espectativas; y que por el con- 
trario, np debe aplicarse cuando éUa venga ú cambiar efec- 
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tos con los cuales han delndo contar las partes y que 
tituyen derechos adquiridos. 

Pespues de esto enseña, que por derecho adquirido 
entenderse aquel que de una manera legal se ha hepho 
tro, aquel de que hemos sido investidos y apropiados, eit 
un tercero nos lo pueda quitar. Dicho esto, debenn» 
que todo contrato, aun cuando sea unilateral, produce 
pre el doble efecto de una obligación {vinculum Jtirisy ^p» 
nace desde que se celebra el contrato^ y de un derecho qipNÍR- 
ce al mismo tiempo que esta, y consiste en la relacioii aotm 
de reversión 6 de paga exigible en cumplimiento de 1^ <4£- 
gacion. 

Tamos á recorrer rápidamente los contratos : Mutao tú- 
modato, depósito y prenda, son los contratos que desde A 

fe 

momento de su celebración in re produ^ desde laeg» yv 
parte del mutuario, comodatario, depositario y prendió* * 
obligación de devolver á su tiempo la cosa recibida, al 
mo tiempo que constituyen el derecho de reversión poír JM^ 
del mutuante, del comodante, del deponente y del dae&»% 
la prenda. Pues bien: estos dos efectos correlativos na jne- 
den ser alterados por una ley nueva ; de modo que ai Ja an- 
tigua permitía el mutuo usurario, hay obligación de juy 
capital y usuras conforme á la ley antigua j^or todo elMtjfh 
po estipulado; pero pasado este, debe regir la nueva^ pofeftiB 
á lo más puede figurar como una priJiroga voluntaria 6 lü^ 
luntaria, pero verificada ya bajo el impeño de la nueva l^jOfue 
no puede permitir una indemnización que exceda los 
que ella misma fija á la usura, idénticos para todas 
raciones practicadas bajo su imperio. En los. demás 
tos hay desde luego derecho de reversión para eltieii]^ 
tipulada; y en consecuencia de este desecho lo hay para 
indemnización, en el caso de destrucción ó extravio c%&gtí§» 
de la cosa; pero como esta pueda verificarse ci^mdo jw¿^ 
la ley nueva, esta y no la antigua será la que se apliqmtípcii 
arreglar el pago de la indemnización. , 
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En cuanto á los dema» contratos que son el de matrímo* 
nio, el de sociedad, mandato, el de obras, compra-vénta, per- 
muta, arrendamiento, censos y transacciones, es necesario 
decir que todos ellos tienen resultados que se presentan bajo 
desformas diferentes, á saber: la de efectos jurídicos produ- 
ddos desde su perfeccionamiento, y la dó consecuencias re- 
sultantes de hechos supervenientes. 

Por ejemplo : en el contrato de matrimonio, el vínculo en- 
tre los dos esposos, es un efecto jurídico que se produce desde 
el momento de su celebración, bajo la calidad de soluble 6 
indisoluble, según lo declare la ley bajo cuyo imperio se ce- 
lebre, y que es la única que puede servir para la apreciación 
de su validez 6 nulidad. 

Los efectos producidos por este contrato, consisten en los 
derechos y obligaciones recíprocas de marido y mujer, de 
los que unos son puramente morales, como el de fidelidad de 
que habla el artículo 198, y otros materiales como, por ejem- 
plo^ la obligación de dar alimentos á la mujer, de que habla 
d artículo 200. v 

Vamos Á recorrer rápidamente los diferentes derechos y 
obligaciones que nacen de la celebración de un matrimonio 
contraido en el Distrito 6 en la California. El artículo 199 
del Código civil, manda que la mujer viva con su marido. 
Pues bien, ¿la mujer casada bajó el im*perio de este artículo 
podna pretender que se le eximiera de esta obligación si Una 
ley nueva viniera á hacer una prescripción contraria á la del 
artículo citado? Por seguro que no, supuesto que este es un 
derecho adquirido desde el primer instante de la c^lebriacion 
dd matrimonio, y tanto raénos cuanto que puede ser mira- 
. do como medio práctico para hacer efectivo el derecho recí- 
proco de exigirse mutua fidelidad {Articulo 198.), que no 
puede alterar ninguna ley. 

La obligación que el marido tiene de dar alimentos á su 
mujer {Articulo 200. Código dvil)^ ¿podrá ser alterado por 
una ley nueva, en téiininos que Mn el casado antes de ella 



b muamnciMi 4e qae por pute de 

^[iimda de«de Ift cdflbncioii del 

dieoU de vbm rfJígiMáon^ qi cojo cnrnpKmifíito 

nnfn tf> ¡nffftiMMli 1a iiiTrnif tociedad. 

La pnitoecioii que el marido dda á sa popia 
obm de la moial 7 de lag oostambres pecafiarea dft 1^ aa- 
dedad en que ae títa, qae acm ba ánicas qua pueden mar- 
ear la extensión de eaie deber moral, al mismo tíempo ftte 
cítA. 

Eso mñmo es necesario dedr de la obediencia que la aqar 
debe i sa marido, en lo doméstico, esa la educación de Im 
hijos 7 en la administración de los Ueses (ilfticufaSM^; 
debiendo adrertirse, que en cuanto á la protección dd no 
7 á la obediencia de la otra, bien puede una I^ nofimba- 
eer designación de casos, sin atacar por eso el prindpio. 4eafi 
retroactirida; 7 solo agr^;arános, que el derecho de adan- 
nistradon que la 107 concede al marido en oíanto á loe tie- 
nes del matrimonio, no es un derecho de tal manera doÉoi- 
do 7 precisado que resista toda novedad de cualquier géooo 
que venga á introducir una 107 nueva. 

El derecho que á los alimentos tiene el marido que 
do bienes, cuando la mujer posee bienes propios, debe 
neeer inalterable, mientras no cambien las circunstaneiaaái 
fortuna; 7 como el articulo 203 expresa que el marido 
^ste derecho aun cuando no administre los bienes del 
monio, es necesario decir que esto se verifica siempre que con- 
forme á los artículos 2099 7 2109 no ha7 convenio en comlD- 
rio, en cuyo caso deja de tener aplicación el artículo 2Qfi, qs» 
por regla general da al marido la administración de ios hiena 
4fíl matrimonio, por lo cual se comprende que aunque lalil 
nueva no puede quitar del todo al casado la adminiri^xasm 
que le dé la ley, bajo cuyo imperio contrajo matrimonso^ ti 
pujede pcmei: limitaciones á esta. 

Puede por lo mssm el soasado, oon&rme á nuestro €%dÍ0» 
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recho de f^r el repii^efl^Bilp Ipg^tiiQQ d^ su muj^. — Pv^ 
taiftbi^n pei;dpr 1^ isk^i^is^^ de 4w 6 mg^ licencia i ra m»,- 

sns bienes 6 para obligarse. 

Y f» tesis geae?fi^l debe d^eciajÉie, que 1^ ley nueya doliera 
regpQta^ si^H^pre los derechos y obligaciones emanadpg de }t^ 
capitul^oQes i^atrimoni^les de que halóla el art^oulQ 21)3 
y riguient^. 

H^s puede preguutaripe : ¿si la ley nueva podrá alterar l&p 
derephps j oblig^oion^s resul^ntes de lat sociedad l<^al que 
8^ ^igtableoe entre np^do y mujer cuiM^do no hay qapitul^^ 
nes^ff^at^m^mi^ en sentida contrario? Y ¿ esto debe» ^our 
testarae^ que si tales derechos y obligaciones existen d^ $p# 
man(^£^ positiva d^s^^ 1& celebración del matriinoi^iPi sin 4^- 
^nii^ de beQb^ ifuperyei4ent<3fli, delm oon^ide^lr^rfig ñPP^'^ 
derechos adquiridos, qu^ jxo ^Ua sujeto^ é. ^s 9,1^^^^^ 
de la 1^ i^tieya, deb^ndo por lo mismo decir^p ^%jQgf§ fg 
caso contrario. 

La9 dpi^ciones ant^nupciides, hechas cc^níbnne^ Wftley, 
son bienes adquiridos bajo garantia^ de qi;^ la }bj^ W^I^ 
no puede priyar á la donataria {Articulo 2^1 y s^g^f^- 
tesy^mM las donaciones entre consortes que i^o se cof^Pf^ 
sino con la muerte del donante., quedan siy etap^ ^ If^ ^)í^^^ 
cionea de la, ley nueva que se expida en el interifx^di^ ^% 1^ 
donación á la expidicion de ella. 

La dpte tiene también un carácter que no pij^e iE^;tfa^ 
la ley nueva. {Artículos 2264: j 21U.) 

$1 contrato de sociedad produce desde luegp laplpligfwñon 
ip poner en común bienes 6 industria, 6 unos y o^, qf^ssf^ 
dice el artículo 2351, y produce también el derjecjhp df ije^ir 
rarlp^ de ln comunidad con sus i;espectivos írutos,^ ^^ f^fií^ai^ 
después de cubiertas las cargas de la misnaa sopie^a^) ^if^í^ 
evidente que \a^ ley nueva no puede alterar estos, ^.f r^c5l}9if J 
obl^Lciones adquiridos desde luego en virtud de te p^lejbi?^ 



óon del eontoaio; pero los remiltados que rc^gui 4 dar he- 
chos eopenrementefl que se Terifiquen bajo el hnpeiio de.la 
Iqr nuera, no siendo efectos inmediatos del contatto, ño 
consecaendas de nn fatoio contingente, bien pneden bbx alte- 
radas por la lej nueva. 

En el contrato de mandato, una vez precisada la natcza- 
leza del encargo que se confia al mandatario, adqui^^ este 
el derecho de poner los medios que sean indispensables psn 
Henar su objeto, y no puede apreciarse su validez ñxio een- 
finme á las prescripciones de la ley antigua; mas los Áfcos 
que haya de verificar cuando ya rija la nueva, se estrellaiAn 
naturalmente contra las prohibiciones de esta ; y esto eits&- 
to más aplicable al mandato general, cuanto que pcnr wax0o 
que sea este por falta de expresas restricciones cu 1^ ley aa* 
tigua, puede muy bien recibir limitaciones enla ley ni^fi. 

La donación que viene á constituir una propiedad para el 
donatario, desde el momento de su aceptación, no puede ser 
afectada por la ley nueva. (Artículos 17, 21 y 27 d^ la dns- 
iUucion.) 

La compra-venta, que consiste en la obligación de trufe- 
lir un derecho ó de entregar una cosa en cambio de un preáo 
derto y consistente en dinero, tampoco puede ser alterada p^ 
la ley nueva, en los efectos inmediatos y directos de su ffer- 
feccionamiento ; pero si la destrucción 6 el extravío de laeosa 
rendida y debida entregar viene á depender de un hecho ed- 
pable, verificado cuándo ya rija una ley nueva, no hay inetái* 
veniente en que esta sea la que rija entonces lois efectos de 
laeviccion. 

En el caso de compra-venta, el vendedor se conseje 
desde luego en la obligación de entregar la cosa vendida, en 
el estado en que esté, al perfeccionarse el contrato ; simiSo 
efectos consiguientes de esta obligación, los de entreoíos 
frutos, rendimientos, accesiones y títulos do la cosa; todo lo 
cual da la medida justa del derecho adquirido por el come- 
dor. ^Artículos 2990 y 2991.) Y la obligación de este¿m- 
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ley fondamental del .centralismo que el Congreso' no pedia 
dar áninguna lej que no fuera puramente declaratoria, efec* 
to retroactivo, ni podía hacer que tuviera lugar directa 6 in- 
directamente en casos anteriores i su publicación. (3"^ Ley 
constitudonal. Articulo 45, § 4?) 

Ssta es sin duda la prohibición más enérgica y eficaz que 
ha podido hacerse para cerrar la puerta á las leyes retroac* ' 
tivas; por consiguiente, desde el año 1836 las leyes puramen- 
te declaratorias fueron las únicas que de una manera cons* . 
titucional pudieron aplicarse á casos anteriores á su publi- 
cación, pero verificados en el tiempo intermedio de unas á 
otras leyes. 

líasta aquí el derecho constitucional mexicano habiá ve- 
nido apoyando el principio de no retroactívídad como uñ de- 
reclío del hombre; pero la Constitución de 37 lo limitó como 
un derecho exclusivo del mexicano • y entonces se dyo que 
este (LeyV: ^ríícwío 2?, § 5*?) "no podia Ser Jw^^o-arfowi^n- 
iendado por comisión ni por otros tribunales que los estable- 
cidos en virtud de la Constitución, ni. según otras leyes que 
las dictadas con anterioridad al hecho que se juzgara." 

De esta manera nuestro derecho constitucional dio un pa- 
so retrógrado no solo porque restringió el principio en el sen- 
tido expresado, sino ademas porque lo limitó á ser una ga- 
rantía puramente contra el Poder judicial. 

Mas introdujo la novedad de que la tramitación del juicio 
TkO pudiera ajustarse sino á la prevención de las leyes dicta- 
dUts con anterioridad al hecho; y sin hacer por ahora aprecia- 
ción de la conveniencia ó inconveniencia de esta novedad, 
solo se dirá que ella fué puramente nominal, y que no solo no.' 
tuvo resultado en la práctica, pero ni aun siquiera contribu- 
ido ^ variar la opinión que se conservó inalterable en el sen* 
tido de no haber inconveniente legal en sujetar los juicios á la 
itramitacion de una lejr posterior al hecho, siendo la causa de 
aeto qáe nuestiras leyes constitucionales iio him tenido tiemr 
po peora fcmnar háUtos prácticos qué con ellas armonicen. 

43 
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leyes nuevas que alieiau lo establecido en las aot^oas^no 
tienen aplicación para el efecto de iuTalidar testamentos otor- 
gados bajo el imperio de las antígnas, aon cuando m {le- 
sente^ cuando ya rijan las nuevas. 

La razón es, porque como dice un prindjno dd deiedio 
común: Nimestnmmm^uíqiiCb9emeltUüUercoHsiüulmmad 
durerU^ licet Ule casus extüerüy á quo iniiium capere wmfo- 
íuernnL 



§30? 



39. Bronchorst, comentando esta regla, dice que tienei^B- 
cacion en los testamentos, en los contratos, en los mab^o* 
nios, en las usucapiones y en otros actos. Por ejempla:^ 
testamento que alguno otorgó válidamente, no queda ykhio 
aun cuando sobrevenga al testador furor, cautividad, 6 a^on 
otro impedimento. ( § praL List. quib. non est permiss.fac. 
test) Y la razón que da es la siguiente : Porque todos los 

efectos que deben producir los testamentos, tien\sn una com- 

* 

pleta eficacia si en su principio no fueron viciosos. {Liex. «mi- 
201. R. /.) r 

■ 

40. Y debe agregarse, que conforme alas tradic«>Qfl4e 
nuestra legislación, de que es una prueba la resolución ^lib- 
ios IV, á que ya nos hemos referido, las prescripcioneaf dtltoa 
ley nueva no se aplican á los testamentos otorgados goq^^ 
terioridad á su publicación. 



• § 32« 

41. 6* En cuanto á las leyes de procedimientos, la rgl» 
debe ser, qué no pudiendo ninguno ser juzgado ni sentendado 
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sino por leyes dadas con anterioridad al hecho civil 6 crimi- 
nal que sirva de materia al juicio, las nuevas leyes de pro- 
cedimientos no fmeden tener aplicación en juicios cuya ma- 
teria sea un hecho anterior á la publicación de ellas mismas. 
De esto tenemos varias ejecutorias de la Suprema Corte que 
ha concedido amparo contra la aplicación de artículos del 
Código de procedimientos por tratarse en los juicios respec- 
tivos, de hechos verificados antes de la publicación del men- 
cionado Código. Tal es, por ejemplo, la ejecutoria de 21 de 
Abril de 1873 pronunciada por la Suprema Corte, confirman- 
do la de 9 de Abril que dictó el juez de Distrito, Lie. D. José 
María Canalizo en 9 de Octubre de 1872, declarando que pro^ 
cedia el amparo pedido por el general Berriozábal por haber- 
se dado efecto retroactivo á un artículo del Código de pro- 
cedimientos. 

§ 33- 

4 

42. 7* Respecto de las leyes que den nueva organización á 
los tribunales, creemos que la regla se encuentra en el artícu- 
lo 14 de la Constitución de 57, que resuelve que nadie puede 
ser juzgado ni sentenciado sino por el tribunal que previa- 
mente haya establecido la ley. Y esto á nuestro juicio quie- 
re decir, que nadie debe ser juzgado ni sentenciado por tri- 
bunales de comisión que en la historia hacen un triste papel 
con el nombre de cámaras ardientes, sino que todos deben 
serlo por los tribunales ordinarios que la ley establece para 
todo gécfero de negocios. 



§ 34^ 

43. De esta manera no hay dificultad en que aun los jui- 
cios pendientes pueden pasar al conocimiento de nuevos tri- 
bunales con tal de que estos no sean tribunales privilegiados 
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44. L« aooUdores del Sftl» Mexkaao, ai liaUtt 
xetrooictiYidad de las lejes, enwilan que cate 
coDsigiiado en laa P^otídák, ha recibido imeTa 
artíciilD coDstítacioiial, que prohibe 
fefotoactira, esto es, que obre 6 decida en caaos 
tes de que ella halñese sido dada. 



I!* »i»!;^í 



todakr 



§36* 



i5. Los Sres. üalFa j S^ma traen á ¡Mxipódto de nncBiio 
articalo nna muy buena doctrina de jorispradencia, ynw^Éi- 
do que todas las leyes tienen por objeto satisfacer las nesiá- 
dades sociales 6 eyitar un aboso que ha existido en dtahpils 
la fecha de la ley qne lo ataca, ó mejorar la legislackm fft^ 
ponto dado, derogando las leyes qoe sobre él foeron dietate 
hasta allí, y qoe eo coalqoiera de estos casos la fu l ana de 
obligar qoe la ley trae consigo nace con ella y los ciodadisos 
no están obligados á respetarla, sino desde qoe se proms^ 
debidamente ; y por vía de amplificación moy oportona anes- 
tan, qoe el acto qoe era indiferente el dia anterior á la pabE* 
^cacion de la ley qoe la prohibe, desde es^ dia y no ante es; 
ona verdadera falta. 

Agregan también, qoe los derechos adqoirídos Sajo el amp»- i 
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TO de leyes anteriores quedan subsistentes aun cuando fueraih 
variadas estas en adelante, porque siendo todas semejantes 
en origen, fuerza y perfección, quien cumplió con las prime- 
ras, quedó perfectamente asegurado controlas segundas. De 
otro modo, la ley que castigase con pena el acto cometido 
cuando no habia precepto que lo prohibiese; seria tiránica, 
y la que ofendiese derechos adquiridos en virtud de ley an- 
terior, seria expoliativa y atacaria la libertad de los ciuda- 
danos. 



§37? 



46. Los Sres. Goyena, Aguirre, Montalvan y Caravantes 
nos enseñan, que no teniendo la ley fuerza obligatoria sino 
desde su publicación, solo puede aplicarse á lo futuro, por lo 
cual se dice que la ley solo mira al porvenir y que no tiene 
efecto retroactivdf máxima que garantiza la libertac^, la se-- 
guridad y la propiedad de los individuos. 



§38? 



47. Los mismos autores aseguran que este principio ad- 
mite algunas modificaciones en ciertos casos, y por vía de 
ejemplo nos citan unas leyes de la Novísima Recopilación^ 
relativas á censos. 

En materia penal nos citan el artículo 20 del Código pe- 
Bal español, que resuelve que siempre que la ley nueva mo- 
dere la pena señalada en la ley antigua á up delito ó falta y 
se publique aquella antes de pronunciarse el fallo que cause 
ejecutoria contra reos del mismo delito ó falta, sean estos juz- 
gados conforme á la ley nueva. Estos autores, razonando su 
doctrina-, dicen que esta excepción se funda en el favor de 
la humanidad y en principios de razón y de justicia ; porque^ 
cuando la ley penal antigua se modificó y suavizó por la nue- 



va, fué porgue el le^slador 1 1^^ £ codoo» que en dma tífae- 
lia pena, y en tal caao seña ¡l6gico, mmonl j una gnve 
eonsecneDcia el continuar aplicándola. 



§39r 



4S» Por nnertra parte, sin metemos á examinar la eaao» 
litad que esta última doctrina tenga en el foro espajacd, por 
lo que hace ai nuestro, recordaremos simplemente que el ar- 
ticulo 14 de nuestra Constitución resuelve que nadie puede 
ser juzgado ni sentenciado sino por leyes dadas con antem- 
ridad al hecho y exactamente aplicada^ á él. 

Este principio de eterna justicia, tiene, sin embargo, ma 
dificultades con relación á hechos que, yerificados bajo el i 
perio de una ley, vienen á tener sus consecuencias bajo 
diversa, debiendo decirse que unas consecuencias deben 
rendas por la ley antigua y otras por la nueva, sobre lo c«d 
no ha podido establecerse una regla absoluta é invariable, 
como veremos más adelante, al recorrer, aunque sea rápida- 
mente, diversas materias del Código civil, penal y de proce- 
dimientos. 



§40«, 



49. Los Sres. Gómez de la Sema y D. Juan Manuel 
talvan, con un estudio más concienzudo, asientan que lalijf 
no puede tener efecto retroactivo sin atacar la seguridad m 
los derechos, supuesto que las garantías que les otorgara IM 
ley podrian perderse por otra posterior* 

60. Entrando después ^stos autores en el terreno de las 
excepciones, señalan como la primera la quje se relaciona csd 
las leyes aclaratorias. Desgraciadamente á rei^lon aeffíák 
asientan que lo mismo debe decirse cuando la nueva ley dfr 
termina que se le dé efecto retroactivo, principio que evid^ 
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temente no puede sostenerse entre nosotros en presencia del 
artículo 14 de nuestra Constitución, que después de resolver 
que- no puede expedirse ninguna ley retroactiva, añade que 
nadie puede ser juzgado ni sentenciado sino por leyes dadas 
con anterioridad al hecho. . • 

Los mismos enseñan que es dar efecto retroactivo el apli- 
car una ley á actos anteriores á su promulgación, perjudican- 
do derechos adquiridos bajo el imperio de la ley antigua ; y 
agregan, que los contratos, las adquisiciones y las trasmisio- 
nes de propiedad se rigen por la ley que obligaba en el tiempo 
en que tuvieronJugar, y llama la atención que para compro- 
bar su doctrina pongan como ejemplo una ley nueva que va* 
ríe el antiguo procedimiento, 

51. La segunda excepción que ponen, se refiere á la orga- 
nización judicial y á las leyes de procedimientos; y si bien 
estamos conformes en la primera parle, porque el artículo 14 
de la Constitución de 57, solo cierra la puerta á, los tribuna- 
les especiales, de comisión ad hoCj no podemos estar confor- 
mes con la segunda, porque la variación aparente de la for- 
ma en el procedimiento puede Venir á herir en la misma 
sustancia* el derecho adquirido, como lo prueba el ejemplo 
puesto por los naismos Sres. Sema y Montalvan, cuando di- 
cen: "Si se estableciera hoy la supresión de la prueba testi- 
fical en las obligaciones que provienen de contratos, ios ya 
celebrados no estarían comprendidos en la nueva ley, pues 
de otro modo podría suceder que por quitar al acreedor la 
única prueba que tenia y de cuya eficacia antes no debia du- 
dar, se echara por tierra el derecho *perpetuo que le habia 
dado el contrato.'' 



§41? 



52. Y aunque esta razón es concluyente, pues no cabe duda 
en que las leyes de procedimientos vienen á ser la garantía 
de los áerechoaque se adquieren en virtud de las diferentes 
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transacciones que se celebran, hay para nosotros la razón 
incontestable de que el artículo 14 de nuestra Constitudon, 
al resolver que ninguno puede ser juzgado ni sentencWb 
sino por leyes anteriores al hecho, ha declarado retroacfiras \ 
\m leyes de procedimientos aplicadas á hechos anteriores. 



§42** 

53. Por la misma razón no podemps estar conformes €n 
que las leyes penales cuando son más suavei^ue las antigoas \ 
puedan aplicarse á delitos anteriores, pues si bien esto íavo- 
rece á la condición del reo, ataca por otro lado el derecho 
adquirido por la sociedad, por el erario 6 por el particular, sea 
cual fuere la forma que en su resultado práctico se dé á la ley 
penal ; lo cual se palpa claramente sobre todo en las pwás 
que consistan en prestaciones pecuniarias. • 



§ 43? 

54. El Sr. Fernandez y Gutiérrez, tratando de fijar las 
limitaciones que tiene el principio de no retroactividad déla 
ley, coloca en primer lugar las leyes interpretativcui, las cua- 
les enseñan que deben aplicarse á los hechos anteriores ^e 
estén todavía por juzgar; pero que las sentencias ejecut(HÍa- 
das y las transacciones celebradas antes, conservan su9 ^' 
tos. Y en esto dicen nb hay el menor peligro, porqué el sea- 
timiento público lejos de alarmarse, cobra confianza cuando 
ve que se respetan los actos pasados en autoridad de cosa 
juzgada. 

§44" 

55. Coloca en segundo lugar el caso en que la ley exprese 
que deba aplicarse á hechos pasados. 
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Esta limitación, fundada en las tradiciones del dereclio 
español y en la resolución expresa de una ley romana, no 
armoniza con nuestro derecho constitucional, que ha dicho al 
mismo legislador: "No podrás expedir ninguna ley retroao- 
tiva, es decir, no podrás disponer que nadie sea juzgadp ni 
sentenciado por leyes dadas con posterioridad al hecho de 
que se trate. " 

Hecha esta explicación, no hay necesidad de seguir al autor 
citado en la exposición de una doctrina, que indudablemente 
no puede tener aplicación en nuestro foro. 



§45' 



56. En cuanto á la capacidad del individuo, dice el autor 
citado: que está sujeta á las alteraciones de la ley, porque 
como va unida al interés general, pueden las costumbres in- 
fluir para que el legislador la cambie y modifique; y agrega, 
que la capacidad personal no es título suficiente para alcan- 
zar la espe^tativa de un derecho. 



§ 46* 



57, Mas en cuanto á los testamentos, contratos y demás 
actos que han producido ya su efecto, la ley es impotente para 
desvirtuar su eficacia." 



§47" 



58. Los autores que se han ocupado de precisar la dife- 
rencia jurídica que existe entre los efectos y las consecuen- 
cias de un contrato, enseñan: que los primeros son los de- 
rechos y las obligaciones que las mismas partes han consti- 
tuido expresa ó implícitamente de una manera inmediata 6 

46 
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mediata, al celebrar el contrato ; y las consecuencias son las 
nuevas relaciones jurídicas qu^ sobrevienen en virtud debe- 
chos posteriores y con ocasión de las circunstancias en que 
el contrato viene á colocar á las mismas partes. Hecha esta 
distinción, ensenan que los efectos siguen la misma ley que 
rige para el contrato, y que las consecuencias son regidas por 
la ley del lugar en que se verifican los hechos que dan oca- 
sión á ellas. {Fcelix. ''^Derecho internacionaV^ Nüm. 109.) 

El Sr. Fernandez Elias, esplanando la doctrina relativa á 
la no retroactividad de la ley, enseña : que esta no es m puede 
ser obligatoria, sino desde el momento de Ai promulgadon, 
porque solo desde ese momento es conocida; y es condidou 
esencial en el hombre, que no pueda obligarle lo que no k 
sea conocido, ni restringirle su libertad respecto á los hechos 
que pasaron; así, pues, la ley, en general hablando, no puede 
tener efecto retroactivo. Solo así puede el hombre tener se- 
guridad en los derechos, y en que el legislador no se introdu- 
cirá furtivamente en el seno de la familia páiu llevar á ella 
la perturbación: esta regla empero no carece de excepcio- 
nes; casos hay en que parece que la ley tiene efecto retroac- 
tivo y otros en que lo tiene en realidad; en España existen 
ejiímplos. La legislación española, sin embargo, fija la no 
retroactividad como principio, y ni lo hace de las excepcio- 
nes ni da medios para fijarlas ; los autores han querido señalar 
algunas reglas para deducir cuándo podrá ó no podrá la ley 
tener efectos retroactivos, que es la gi-an dificultad de la 
teoría; y unos han dicho que lo tendrá en hechos próximos 
y na en los remotos, quedando en pié la dificultad para se- 
ñalar cuándo han de pertenecer los hechos á cada categoría, 
j otros que cuándo sea mayor la utilidad que resulte de mo- 
dificar unos actos que de conservarlos. 

59. Nosotros creemos, continúa diciendo el Sr. Elias, que 
puede hacerse una distinción entre las simples esperMizasí 
los derechos adquiridos, y entre el fondo y la forma: en los 
derechos adquiridos y en el fondo no pueden retroagir las le- 
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3s: ea las eBpe candas y eii las formas si ; así, por ejeniplo, ea 
irtud d e una ley se ha contratado un préstamo al interés 
el 6 por ciento, otra ley viene prohibiendo todo interés su- 
perior al 3 ; hay un derecho adquirido, la nueva ley no puede 
ulnerarlo; en este mismo ejemplo, si por la ley el acreedor 
uviera derecho á pedir el^eintrego ante un juez de primera 
nstancia, tcndriaiiios que el fondo 6 esencia seria el contrato, 
a forma, el medio de exigirle; la ley no podria destruir el 
X)ntrato, pero podria disponer que conociese de él, en vez de 
in juez de primera instancia un tribunal de partido, y en este 
caso seria innega%le el efecto retroactivo. Podemos, pues, de- 
cir que en las úyes civiles propiarilente dichas, no se dará sino 
rara vez el efecto retroactivo* en las de procedimientos^ siem- 
pre que no se ataque á la esencia de derechos adquiridos. 
En la ley penal solo en el caso de que se disminuya la pena 
impuesta á un delito cometido y aun sentenciado antes de 
promulgarse la nueva ley ; ademas, será conveniente aun en el 
casoen que la ley puede científicamente tener efecto retroac- 
tivo, fijarse en si la mente del legislador fué darle este efecto. 



§48? 



60. En Francia, en que tan adelantada está la ciencia, 
resuena todavía la poderosa palabra de Portalis^ que á voz en 
cuello proclamó la no retroactividad de la ley como una ver- 
ílad tltil, que una vez pxiblicada, es necesario repetir siempre 
al oido del magistrado, del juez y del mismo legislador, para 
que no la olvide nunca. 

Razonando su enseñanza, exprpsa que es de la competen- 
cia de la ley arreglar el porvenir, y que el pasado ya no está 
tajo su dominio. 

Y agrega, que en donde quiera que se dé retroactividad á 
las leyes, no habrá ni soijibra de seguridad. 
I La ley positiva, dice y con razón, no existe para nosotros, 
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sino cuando se piomnlga, ni puede producir efecto ano cuan- 
do ya existe. 

La libertad de civil consiste en hacer lo que no prohibe la 
ley, y desaparecería por completo si un acto ejecutado cuando 
UQ habia ley que lo prohibiera, pudiera venir á ser penado por 
«na ley posterior. 

El gran jurisconsulto supone que pudiera argüirse, dicien- 
do: ¿Por qué dejar impune el abuso que existia antes de la 
ley que se promulga para corregirle ? Y contestando el argii- 
mentó dice: que esto debe ser así, porque es necesario que el 
remedio no sea peor que la misma enfermeftad, supuestcque 
naciendo toda ley de un {{buso, seria necesario entonces dar 
efecto retroactivo á toda ley, lo cual no debe hacerse suptieeto 
que no debe exigirse que los hombres se hagan antes de la 
ley lo que ellos no deben llegar á ser sino en virtud de ella. 

61. Rogron nos enseña lo siguiente : " No siendo obligato- 
ria la ley sino en virtud de la promulgación, es una conse- 
cuencia necesaria que ella no pueda retrotraerse á lo pasado; 
de otra manera no habría ni libertad, ni segurídad, ni pro- 
piedad, pues que una ley nueva podría venir á privar á los 
ciudadanos de todos estos derechos sagrados. " 



§49* 



62. ** Y así cuando se abre una sucesión bajo el imperio 
de una ley que llamaba á tal pariente á la herencia, este la 
recibirá, aun cuando una nueva ley promulgada poco'tiempo 
después de la apertura de tal sucesión llame-á otro pariente 
diverso. " 



§50* 



63. "Por la misma razón, los derechos de los casados an- 
tes de la promulgación del Código, aun cuando el ejercicio 
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y goce de tales derechos no, hayan quedado expeditos sino 
con posterioridad á esta promulgación, deben regirse según 
las reglas establecidas, ya en su contrato de matrimonio, 6 
ya en las leyes bajo cuyo imperio fué celebrado aquel. " 



§5r 



64. '*^El artículo 4? del Código penal contiene, en cuanto 
á los crímenes y delitos, una disposición semejante á la ,áél 
presente artículo, y las leyes romanas expresaban él mismo 
principio en estos términos : Leges et constitutumes futnri» 
certum est dareforhiam negMis^ non ad facía praterila re- 
vocan.'''^ 

§ 52- 

65. *' La regla del artículo í*?, de ninguna manera se apli- 
ca á las leyes interpretativas, porque está en la naturaleza 
de las cosas, que la interpretación que no es más que la ley 
explicada plaramente se remonte al tiempo de la ley antigua; 
pero las sentencias dadas ya en última instancia y las tran- 
sacciones hechas mientras era oscuro el sentido de la ley, 
conser\^an toda su fuerza. " 



§ 53" , 

66. ''Es necesario hacer observar que la capacidad de las 
personas está siempre en el dominio^e la ley ; la capacidad 
resulta de hecho del estado civil de los ciudadanos, y depen- 
di^do este estado del interés general, debe siempre estar en 
la» facultades del legislador el cambiarle y modificarle,. si- 
guiendo los cambios que las costumbres pueden sufrir 6 que 
vengan de las necesidadfis de la, misma sociedad." 
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67. ^^Así cuando un individuo ha llegado ya á sa majot 
edad bajo el imperio de una ley, que la fija á los vmntiim 
años, 8i algún tiempo después una ley nueva la sube hasta hs 
veinticinco, esta persona queda constituida menor hasta qm 
cumpla los veinticinco años ; mas los actos que haya hecho en 
su calidad de mayor hasta la promulgación de la nueva ley, 
son válidos." 



§54* 



68. '^ £1 principio consignado en nuestro articulo presenta 
frecuentemente dificultades en su aplicación á ciertas ma- 
terias de que se ocupa el Código; y nosotros, al explicaras, 
diremos cuáles son las reglas que respecto de sísásl una de 
ellas ha consagrado la doctrina y la jurisprudencia. " 



§ 55« 

69. " nosotros nos limitaremos á hacer observar aquí con 
la Suprema Corte, que está en la competencia de la ley el 
derogar la anterior y regir los actos que vengan verificándose 
bajo el imperio de la nueva ; y por consiguiente, que esta 
puede, sin convertirse en retroactiva, hacer cesar el curso de 
los intereses que la ley anterior hacia correr de oficio, y no 
acordándose para el porvenir sino bajo las condiciones pres- 
critas por el derecho común ó que ella encuentre justo intro- 
ducir." 



$66? 



70. La jurisprudencia inglesa, al hablar del efecto retro- 
activo, enseña que en el casode bancarotá la comisión nom- 
Inrada y sus facultades, se retrotraen hasta el primer acto 
de bancarotá que también se retrotraen las sentencias que se 
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dan para el reembolso de fondos públicos^ y que«la confisca- 
ción de bienes raíces se retrotraen al tiempo en que fué co- 
metido el crimen castigado con ella; de manera que todas 
las ventas hechas y todos los contratos celebrados sobre estos 
bienes, después de aquel tiempo, son nulos ; que la confisca- 
ción de bienes muebles y de los de chattel, que son personales 
6 de posesión temporal, no tiene efecto retroactivo. 



§57« 



71. Observacienes, — De todo lo dicho, resulta que la legis- 
lación antigua, lo mismo que la moderna, aceptan el princi- 
pio de no retroactividad, con la diferencia de que la legisla- 
ción moderna no reconoce ni en el legislador, como reconocía 
la antigua, la facultad de hacer aplicable una ley á ningún 
hecho pasado, para el efecto de modificar en la sustancia los 
derechos y obligaciones que de él deriven legítimamente. 



a?ITTJLO "V. 



CAPÍTULO II. 
Del estatuto personal. 

1. üué era ley personal en la antigüedad. 

2. Clué es estatuto personal. 

3. Silencio del derecho romano, 

4. Silencio del derecho español. 

5. Liegislacion francesa sobre el estatuto personal. 
6 á 11. Opinión de Portalis. 

13. Concordancias del Código francés. 

13. Código de Geyena. 

14. Cuáles son las leyes comprendidas en el estatuto per- 

sonal. 

15. Código del Dr. Sierra. 

16. Código del Imperio. 

17. Código de Veracruz. 

18. Código de México. 

19. Generalización sobre el estatuto personal. 

20. Código civil del Distrito. 

21. Prescripciones sobre nacionalidad. 
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22. Requisitos para contraer matrimonio. 

23. Parentesco: sus límites y grados. 

24. Divorcio: matrimonios nulos é ilícitos. 
26. Paternidad y filiación. 

26. Reconocimiento de hijos naturales. 

27. Menor edad. 

28. Patria i)ote8tad. 
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34. Derecho internacional sobre bienes muebles. 

35. Sucesión universal. 

36. Sucesión testamentaria. 

37. Sucesión intestada. 

38. Capacidad jurídica: se adquiere por el nacinaiento. 

39. Legislación romana relativa al feto. 

40. Condiciones necesarias para ser tenido por nacido. 

41. Código de Portugal: tipo literal del artículo 12 ¿tótíiA 



del Distrito. '' 



,í ■ 



42. Rectificación del comentario del Código portuguéa* • ■ 
• 43. Limitación que debe hacerse del texto de nuestro GíSíg^ 
44; Aplicación del artículo al hijo nacido muerto. - 

45. Necesidad del registro del nacimiento. - " ^ 

46. Explicaciíín del artículo 327 del Código civil, *> ■ 

47. Explicación del artículo 569 del Código civil. ./ 

48. Explicación del artículo 2749 del Código civiU *-"■ 
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CAPÍTULO n. 

Del estatuto personal. 

1. En la antigüedad no fué territorial ni el derecho penal, 
y cada uno era juzgado según la ley de su propia raza, fuera 
cual fuese el lugar de su residencia y de la perpetración del 
delito {Savigni. ^^ Historia del derecho romano.^\mB,B esto no 
era lo que hoy se llama estatuto personal, pues el principio 
relativo á este, vino á hacerse lugar cuando se dio al derecho 
an carácter territorial como obra de naciones independientes, 
encasquilladas dentro de límites propios en lugar del perso- 
Qal de razas que habia re^do en la Edad Media, como lo re- 
irela el Código de Enrico que regia para los godos, mientras 
el de Alarico era obligatorio para los aborígenes de España, 
sin embargo de residir en un mismo territorio los hombres de 
imbas razas. 

2. Antes de pasar adelante creemos necesario decir : qiie 
estatuto personal es la ley que se reñere al estado civil y á 
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la capacidad jurídica de las persouas, cualquiera que sea m 
residencia momentánea 6 pasajera. 



§3« 

3. El derecho romano no ¿Uce nada que tenga aplkaisioft 
á esta materia, y en cuanto al canónico puede decirse, qnejtf 
personas eclesiásticas tienen una regla común en este ptóo 
con muy pocas excepciones de pura disciplina. 



4. El antiguo derecho español no hizo declaradon sSgm 
que pueda mirarse como regla relativa al estatuto pers^ 
supuesta la definición que hemos dado en el párrafo 2^ 



§6» 



6; La legislación moderna, á cuyo frente se encüeááa b 
francesa, es la que vino á establecer que las leyes concéiiA&' 
tes al estado y capacidad de las personas, obligan á lod^- 
ceses, aun cuando residan en país extranjero. ^ 



^& 



6. Citaremos á este propósito las inolvidables palabras & 
Portalis: "¿Se trata de las leyes ordinarias? Se han tofe- 
guido siempre las que se refieren al estado y capacidad de 
las personas de las que arreglan la disposición de los Usm. 
Las primeras se llaman personales, y las segundas reakft 

7. " Las leyes personales siguen á la persona por todas jMff- 
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teul Abí I^ ley francesa, con qjos de madre, ^ue A los ftaa- 
eeflieis hasta las leglpiies toáb apfu^f^s ; ella l^s eúgu^ hasta 
}as extremidades del ^al}o," 

8. "La cualidad de fh^oes, así como la de eyirwajero, er 
0bm de la naturaleza 6 de la ley. Se es francés p<» la natu- 
raleza, cuando se es por nacinuento 6 por eligen. Se es por 
la ley cuando llega uno á serb, cumpliendo con las condÍGio- 
^^ áW Ipf í^y prescribe para bwar los vicios del nacimiento 

* 

9. "Mas basta ser francés para ser regido por la ley.&ask-- 
cesa en todo lo que coniácame al estado de la persona/^ 

10. "Un francés no pu;ede defraudar ks leyes de sví país 
para ir á contraer matrimonio á un país extranjero sin el 
C€»íi^cmtxmiento de sus padres^ antes de cuanplir veinticinco 
años. Citamos este ejemplo, entre otros mil, para dar idea de 
la extensión y fuerza de las leyes personales." 

11. " Los diferentes pueblos, desde los progresos del comer- 
cio y de la civilización, tienen hoy más relaciones de las que 
tenian antes. La historia del comercio es la historia de la co- 
municación de los pueblos. Es, pues, hoy más importante de 
lo que ha sido nunca el fijar la máxima : de que en todo lo que 
concierne al estado y á la capacidad de la persona, el francés, 
donde quiera que se encuentre, continúa regido por la ley 
francesa." 

la. Las concordancias dd COdigo francés se encuentran 
en el prusiano, artículo 28 á 31.— Napolitano, artículo 3»— 
Sardo, artículo 12.— Cantón de Vaud, artículo 2. 



§ 8? 
13. El Sr. Goyenít, ^n su Proyecta de Cí>digo civil, dijo lo 
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mismo literalmente que el Código francés. Y razoimodo m 
articulo, establece que las leyes personales no pueden mémn 
de seguir al ciudadano, donde quiera que se enén^atre^ maí 
^corno las reales del articulo siguiente rigen los bienes iitoisa- 
bles sin consideración ninguna á la naturaleza de m 
dor. La necesidad del consentimiento paterno para di 
monio-T-la edad para contraerlo — ^testar y obligarse, ^stóaí 
la disposición de este articulo, y generalmente todas las tifü 
en que se trate por punto principal del estado-r<'C^&d|dU^ 
capacidad ó incapacidad de las personas para ciertos atita^ 
aunque en aquellos se haga también mención de liui eomm. 
^ueda, pues, cortada una cuestión muy reñida entre los «a- 
tores, y que atendiendo al sumo derecho, parece d^ña reaA- 
verse en sentido contrario, porque no puede legishmse 
fuera del territorio y par inparem non hábet potestaiem. 



■ 

14. El articulo comprende en su espiritu las ejecaiiri|i 
judiciales sobre incapacidad de la persona por pTodigaMll^ 
locura, demencia, &c. 



^ 



§10? 

15. El Dr. Sierra dijo en el articulo 6? de su Proyed^fe 
mismo absolutamente que el Código francés ; mas en 4 1^ 
agregó que los derechos y obligaciones respecto á bienes vmth 
bles, se regulan por las leyes del pais én que su duefio dÉi 
domiciliado. 

§11* 

16. El Código del Imperio, precisando la doctrina reli^iim 
dijo que las leyes concernientes al estado y capacidad á»1m 
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personas, son obligatorias para los mexicanos, aun cuando re- 
sidan en el extranjero, respecto de los actos que deban tener 
ejecución en todo ó en parte en el Imperio. Esta taxativa, 
puesta á la prescripción de la ley, es indudablemente nece- 
saria, pues los casos á que se refiere son los únicos en que la 
ley puede hacer efectiva su aplicación á unos actos verifica- 
dos en el extranjero, dejando en perfecta libertad á las otras 
naciones para que en los actos cuya ejecución deba verificarse 
en su respectivo territorio, se atienda ó no á la legislación del 
país al cual pertenecen las personas de cuyo estado civil y 
capacidad jurídica haya de juzgarse. 



§ 12*? 



17. El Estado de Veracruz, adoptando la taxativa puesta 
en el Código dellmperio, dijo que las leyes generales y par- 
ticulares concernientes al estado y capacidad de las personas, 
tratándose de veracruzanos que residan en el extranjero, son 
obligatorias para los mismos, respecto de aquellos actos que 
deban ejecutarse ó surtir efecto en el estado, y que respecto 
de los que no sean veracruzanos, su estado civil y capacidad 
jurídica se rija por las leyes generales y por las particulares 
del Estado ó territorio á que pertenezca la persona de quien 
se trata, en la inteligencia de que si no estuviere esta ave« 
cmdada en la República, se esté á las leyes generales y á las 
del Estado, aun cuando sean extranjeras. {Código de Vera- 
cruz, Articulo 789.) 



§13* 

18. El Código del Estado de México dice que las leyes con- 
cermentes al estado y capacidad de las personas, son obligato- 
rias para los ciudadanos del Estado* aun cuando residanYuera 
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ác él, respecto de actos que debau tener ejecución en todo 6 
en parte en el territorio del Estado, y que en cuanto á k 
cuestión sobre la calidad de extranjeros, sean tenido» por tal^ 
todos los que no posean la calidad de mexicanc» conforme ú 
nuestra Constitución, y que las cuestiones relativa» #e JÍmA- 
dan por las prescripciones dé la Constitución, de lasley^ ffir 
nerales y de los tratados, á pesar de las disposiciones en cm- 
trario que pueda haber en las Constituciones 6 l€^e% d^im 
Estados. 

§ 14? 

19. Entrando ahora á la generalización que cabe en la 
materia, diremos con FcbIíx que estatuto personal es tcwia ley 
que determina sobre la nacionalidad, sobre la legitimidad 6 
ilegitimidad iie la persona, toda ley que fija la edad parar s^ 
tenido por mayor, toda ley que designa las personus qiie pue- 
den contraer matrimonio y las causas de su disolución, la 
que pone á la mujer bajo la potestad del marido, bI hijo bajo 
la patria potestad, al menor bajo la del tutor, y por último, la 
que establece la capacidad de obligarse ó de testar. (f\Bltíh 
Número 22. — Wheaon. Tomo J, página 119.) 



§15. 

20. Con tales antecedentes es muy fácil comprender 1j^ 
que resuelve nuestro Código civil, diciendo en el art. 13, qm 
las leyes concernientes al estado y capacidad de las perscmas 
son obligatorias para los mexicanos del Distrito fedieralyda 
la California, aun cuando residan en el extranjero, respecta 
de los actos que deban ejecutarse en todo ó en parte en las 
mencionadas demarcaciones. 
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§16? 



^21. De esta manera es inconcuso que en el supuesto del 
mencionado articulo 13, tienen una justa aplicación las pres- 
cripciones del título 1®, libro 1? de nuestro Código, que dicen 
relación á la nacionalidad mexicana; así como también las ' 
relativas al título 13 del mismo libro. 



§ 17« 

22. La tienen igualmente las prescripciones del capítulo 1?, 
título 1? del mismo libro, que expresan los requisitos que son 
necesarios para contraer matrimonio. 



§ 18? 

23. Son aplicables al caso las prescripciones del capítulos?, 
título 5? del mismo libro, que declara cuál es el p$irentesco re- 
conocido por la' ley, y cuáles sus líneas y grados. 



§ 19? 

24. Son obligatorias también para el mexicano las pres- 
cripciones del capítulo 5*», título .6? del libro citado, que re- 
glamentan el divorcio, así como las del capítulo 6? del título 
y libro expresados, que declaran cuáles son los matrimonios 
nulos y cuáles los ilícitos. 



^--v 



§20? 



i' 



25. En cuanto á la paternidad y filiación, es evidente, se- 
gún los principios asentados, y en el supuesto del artículo 13 
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de nuestro Código, que la» cuestiones relativas á ellas ddi» 
decidirse conforme á las declaraciones hecbas en el c&pltido 
ir 2^ y 3r, títub 6\ libro V del Código civil del IMstrito. 



§2r 



26. La cuestión que se promueva sobre recoi 
que de bijos naturales se baga en el extranjero, y qne dBfi 
relación á algunos actos que deban surtir su efecto en dOb- 
trito ó en California, debe resolverse por las prescripcioneséel 
capítulo 4?, título 6?, libro 1? del Código civil del IMsiñtc^ 



§22*' 



27. La cuestión sobre menor edad de una persona, et^Sft 
actos deban surtir efecto en el Distrito ó en CalifomÍB| &- 
be decidirse por las prescripciones del título 7^, libro !• id 
Código civil. 



§23" 



28. Las relativas á la patria potestad, con relación ái^gpR 
acto que deba ejecutarse en el Distrito ó en California, ddbm 
decidirse por las prescripciones del título 8? del mismo ^AK. 



§24* 



29. Los actos de un 4}utor y de un curador resideixtai 
el extranjero, con su menor ó incapacitado, pueden vexaf á 
surtiTsu efecto respecto de los intereses de este en d Bí^ 
trito ó en la California, y en ese caso es evidente qt^ ^Mbi 
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regir la legislasion mexicana contenida en los títulos 9?, 10* 
y 11? del libro 1? del Código civil. 



§25? 

30. La calidad de mayor edad, respecto de un acto que 
debe ejecutarse en el Distrito ó en la California, debe califi- 
carse conforme á las prescripciones del título 12, libro V. del 
Código civil. 

Y es un principio de legislación universal, que la capaci- 
dad jurídica de las personas debe ser regida por el estatuto 
personal, y por consiguiente, que este no se aplica á los ex- 
tranjeros. 

Esto supuesto, en cuanto á la capacidad jurídica de obli- 
garse legalmente los mexicanos, y de adquirir derechos, asi 
como eur cuanto á su capacidad legal de poseer, deben tenerse 
presentes los artículos 921, 1168, 1395, 1641, 1653, 1831, 
1964, 2746, 2786, 2965, 2966-2973, 2975, 2976, 3069, 3259, 
3261, 3294 y 3360 del Código civil. - . 



§26? 

31. Los publicistas enseñan que la ley del domicilio del 
testador, rige para apreciar la validez de las disposiciones tes- 
tamentarias y para hacer su interpretación. Fcelix^ que trae 
«sta doctrina, cita en su apoyo la legislación romana, y ade- 
Illas la doctrina de varios autores, encontrándose entre ellos 
á Menoquio^ Grocio^ los dos Boet^ Wattel^ Stoiy y Rocco. No 
debe olvidarse que respecto de bienes inmuebles, la tesis ge- 
neral es que siguen las leyes del lugar dé su situación. 

Según estos principios para juzgar de la capacidad de tes- 
tar y de Jieredar de los mexicanos, deben tenerse en cuenta 
los artículos 3412, 3413, 3421, 3424, 3425, 3438, 3446-3449, 



7 los artículos 3452 y 3151 del Código civil, atm oomb e 
trate de mexicanos que estén eu el extnuijeio y d« Uipeí 
muebles qne hayan Uevodo consigo mismos. 

Los casos posible en la materia, boa : 1*, qne el tsaotoiea 
mexicano y que también lo sean sus heredeíoa f leódttn 
el país 6 en el extranjero: 2?, que el muerto sea iiiaiÍG«T 
sus berederos extranjerc» residentes en él pafsA-epAa- 
tranjero: 3°, qne el muerto sea extranjero 7 BuaJRt^t^ipi 
-mexicanos, residentes dentro 6 fuera de la Repiit^ic^; jl^ 
qne sea extranjero y que sus herederos también aibyjpM 
lesidau en el t^iitorio de la República 6 fuera de d. 

En el primer caso es incentestable el derecho ifi 4|fiB> 
la le^lacion mexicana relativa i sucesiones, ain qaeJotiR' 
sentes puedan Ecr preferidos á Iob ausentes, pues 1» Otfñr 
dad ea siempre una "'Í''F"'^ para los mexicanos sm <3VtÍ> 
residan en país extranjero. {Código civil. ArttcuitlíSj^) 

Si el muerto es mexicano y sus herederos no, .<■ hb M> 
vendi-án á la sucesión intestada, como lo disponga- laí|t4el 
paiB & que pertenezca, pues asi como la capaddadderb(|#r 
6C arregla para los mexicanos por las leyes de la Íi/Kgtíjift, 
la capacidad de heredar hl 

leyes de eu respectivo pa it 

reciprocidad, sin diferenci pv . 

evidente que para unos j »■ 

sonal. 

£1 tercer caso posible |t 

xos mexicanos, por ejemp Wt 

jxicanos por naturaleza ó P 

oregw ,1a ley mexicana, 1( ill 

snimero. Sobre este pnnt |i 

qne trae el Sr. Peíla y Pe » 

goida con motivo del inte iti 

República en 1833. {Prú % 

r9y93.) , ; 

Por último, en el cuarto caso, qne es el del ettranjewl* 
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tenga herederos extranjeros, debe resolverse que estos entran 
á la suoesion intestada conforme á la ley de su país, lo mismo 
que en el segundo caso, y por el mismo principio. 

Ahora, si el autor de la herencia es un extranjero muerto 
en el Distrito ó en la Califorfiia, y su viuda es mexicana, la 
sucesión intestada en este caso deberá egreirse por las leyes 
del l)istríto, asi para apreciar la capacidad jurídica que para 
heredar lo ab intestato tenga su viuda, como respecto de sus 
bienes muebles en general, y respecto de los inmuebles que *' 
posea en tales demarcaciones (4r^<cw/o^ 12, 13, 38, 44, y 
15) ; mas en cuanto á los inmuebles que tenga fuera del país, 
no puede aplicarse la legislación mexicana. {Articulo 15. Có- 
digo civil.) 

§27? 

32. Si sobre este punto se consulta, como debe consultar- 
se, el derecho internacional, se encontrará la regla general 
de que los bienes inmuebles de un individuo están sujetos á 
las leyes del país de su situación, y que los muebles están 
regidos por las leyes del domicilio de su propietario, porque 
se presume que allí es en donde tiene reunidos todos los de 
esta clase: mobilia sequtintur pefsonaní : mobilia ossibus in- 
hoerent; y á este propósito asegura Foelix^ que esta es la opi- 
nión casi unánime de los autores y de los tribunales según Dti- 
onouÚn^ Chopin, Bretonier^ Dargentre^ Brcnideau, Lebroun^ 
PouUain, du Parc^ Burgundo^ Rodemburgo^ Abraham de 
Wexel^ Pablo y Juan Voet^ Sando^ Christin^ de Mean^ Gaid, 
Carpzov^ Wernher^ ilfmo, Franzké^ Boulenois^ Cockin^ Bou- 
hier^ Potier, Stroii, Leiser^ Htíbero, Grcr£, Honnel, Argou, 
Dans^Qlück, Thibaut, Merlin, Mittermayer, Seuffert, de 
Wenig-Ingenheim, Hauss^ Meyer^ Fabar^ Duranton^ Kent, 
Story^ Wheaton, Burgo, Taulier, Valct, y SchcBfner, contra 
Tittmann, Mühlenbruch, Eichorn, y Wcechter. 
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J28? 

33. El autor citado, Fcelix^ después de hacer esta kqi 
recapitulación de tan respetables autoridades, asienta f«e 
los autores más modernos, enseñan, de la manera reáM fir- 
mal, que á los bienes muebles debe aplicarse el estatuto per« 
sonal de su propietario, sea regnícola 6 extranjero, cuando se 
trata de sucesiones intestadas. 



§29* 

34. Y en otro lugar enseña, que cuando por la mneit»^ 
im individuo se trata de suceder en todos sus derechos aeti* 
vos y pasivos, en toda su fortuna {universuvi ptUrinwniugij^ 
se mira en derecho esta fortuna como un todo {uninenlkí 
juris)^ sin tomar en cuenta los objetos particulares qm lo 
componen, y esta universalidad representa legalm^ite al£ 
funto aun antes de tomar posesión el heredero; este siMie 
en seguida en la universalidad de los bienes, y entóñeflStt 
cuando representa á la persona del difunto. La universalidli 
de los bienes de este forma así la continuación de su píopl 
persona, y por lo mismo, en lo que concierne á la Bucesi(Ri<& 
esta universalidad, debe seguiíse la ley de su domicilio, « 
decir, su estatuto personal y todos los objetos comprendito 
en esta sucesión están sometidos á este estatuto. Así k U- 
cesión de un francés está regida por el Código civil ana isfli* 
pecto de los inmuebles pertenecientes al difunto y áüxalU^ 
en Atistria^ y no se sigue el orden de las sucesiones ootaMl 
cido por el Código austriaco. •■ 



§30? 
35. El autor citado advierte que esta es doctrina segláb 
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por Cíiyacio en cuanto á la sucesión testamentaria, y en cuan- 
to á la intestada por Puffendoff^ Bachavio^ J. H. Bokemero^ 
Gr. £r. Bohemero^ Helfelb^ Olück^ Hamm Meyer^ Müterma- 
yer^ Eichhorn^ Sevffert^ Wming-Himgenheim^ Reimhafdt^ 
Muhlenbtuch^ Grundler^ Paulsen^ Ooeschen^ j PhUips, 

36, Dice el autor repetido, que en favor de esta opinión 
80 hace valer la consideración de que la sucesión ab intestato 
descansa en la voluntad presunta del difunto, quien no reco- 
nociendo por regla general otra ley que la de su domicilio, 
se debe presumir que su voluntad fué trasmitir sus inmue- 
bles á los parientes llamados por esta ley, pues que de lo con- 
trario hubiera dispuesto de «líos en testamento. Se hace notar 
que todas las naciones admiten en su territorio testamentos 
otorgados por un extranjero en su patria, y según las forma- 
lidades que allí se prescriben, y que no siendo estos testa- 
mentos otra cosa que la expresión formal de la voluntad del 
difunto sancionada por la ley civil de su patria, con mayoría 
de razón debe acordarse un efecto semejante á esta ley civil, 
cuando sin un acto del difunto, ella es la única que dispono 
de tales bienes. Se citan también los inconvenientes que re- 
sultán de dividir los patrimonios en diferentes sucesiones par- 
ticulares con peijuieio de los herederos y de los acreedores, 
sin que por otra parte Imya im interés público en ello, supues- 
to que pueden hacerse efectivas las cargas que afecten á ta- 
les bienes, y poco importa al estado que el heredero sea tal 
ó cual persona. 

Foelix hace notar que otros autores, no menos respetables, 
enseñan que en materia de sucesiones intestadas, deben apli- 
carse el estatuto personal, en lo que concierne á los bienes 
muebles ; pero que respecto de los raíces, debe aplicarse la 
ley del lugar en que están situados, admitiendo así tantas 
sucesiones particulares cuantos sean los territorios en donde 
haya bienes inmuebles pertenecientes al intestado (Quot 
mnt bona dirersis territoriis obnoxia totidem patrimmiia ín- 
tél%guntur)\ y cita en su apoyo á d'ArgerUre, Btirgwido^ 



^4 
Boiembur^, Pabh y Jnah Ftel, Abmham de Wexel^ CAH^i 

jEft»^^ GeN, ^mel, Sefgér, Lauierback, Fattd, 3i 
man, Iktm, Hctu^, Tü&t, mrp, ttócco, Burge, ¥a¡emí 

Schefner, 

Lo dicho, qtw és entet-amente conforme ¿ los pi&ie%i 
adoptffcdo» por el derecho i&tenwuáonal, basta -pamé^tí^*. 
las cuestiones relativas al estatuto personal. 

37. Y nada tendríamos que agregar sobre el partisitar, si 
no fuera porque en nuestro Código se encuentra el asriáoiQ^ \% 
que, hablando de la capacidad jurídica, dice que ejla m 
quiere por el nacimiento j pero que desde el momento OTl 
un individuo es procreado, entra bajo la protección delalqr; . 
y se le tiene por nacido para los efectos declarados ea dl€t^ ' 
digo civil. {Ley 7% Hí. 5%/., «*. V— Leyes 3* y S% m.tlfí ^ 
Partida 4*— 13 de Toro.— Articulo 327. Código dmi.} 



■ 



§31- \- 

38. Esto nos sugiere xlos preguntas: ¿qué quiere ÚBem^gm 
la capacidad jurídica se adquiere por el nacimiento? ^lí- fet 
quiere decir que el no nacido se tiene por nacido para loftcAo* 
tos declarados en el Código civil ? - . 

Antes de contestar á tales preguntas, deben consuItoifR 
los antecedentes y concordancias de nuestro artículo ^m.^ 
Derecho romano, con el español, y más- que -todo, con ^.^|K 
tugues. . ,.,«. 

39. Paulo dice en el libro de las Porciones, que se Ofmtí^^f^ 
á los hijos de los que han sido condenados judieialmeílí|Íií 
siguiente : Qui in útero est, perinde ac si in rebüs Jnmlmwíf 
essef^ custoditur^quotÍRs de commodis ipsiuspartv^ ftmriíltK 
qtiamquam alii antequam nascatur nequáquam prossü. (£i^ 
2^% jf. de stat, fiom,) 
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Esto quiere decir, que el feto no puede ser útil á otro, con 
Lcepcion únicamente de su propia madre que mientras está 
i cinta, no puede ser castigada ni puesta al tormento. 
40. El derecho español concuerda con el artículo 12 de 
lestro Código, cuando dice el Fuero Juzgo que el postumo 
^redaba á su padre, con tal de que después de nacido vivia 
ez dias. La aplicación práctica do estas leyes consistia en 
le el hijo postumo no trasmitía á la madre derechos heredi- 
rios, con relación á los bienes de su padre, si no es que lle- 
iraá nacer y que viviera diez dias. {Leyes 18 y 19, tit, 2", 
h. 4® Puero Juzgo.) 

El Fuero Real decia que para que el postumo tuviera de- 
Kíhos, bastaba que naciera y fuera bautizado. 
Las leyes de Partida dicen : que " Demientra que cstoviere 
k criatura en el vientre de su madre, toda cosa que se faga 
se diga á pro della aprovechase ende bien así, como si fuese 
acida j mas lo que fuese dicho ó fecho á daño de su persona 
de sus cosas, nol empece." {Ley 3*, tit. 23^ Partida 4?) 
La ley 3% título 16, Partida 6*, dice que puede nombrarse 
itor al no nacido todavía. 

Y la 16 del mismo título y Partida^ exige la condición del 
cimiento, para que sean respetados sus derechos heredita- 
M, Y este es sin duda el sentido que conforme al derecho 
«pañol y al portugués debe darse á la primera parte del ar- 
culo 12 del Código civil. 

La ley 13 de Toro dice, que: ''Por evitar muchas dudas 
le suelen ocurrir cerca de los hijos recién nacidos, sobre si 
^ naturalmente nacidos ó si son abortivos. Ordena y man- 

[ue se tenga por naturalmente nacido al que nació todo 

') sobrevivió al menos veinticuatro horas y fué bautizado." 
JDaanera que en último resultado esta ley vino ú, declarar 

para tener la capacidad de heredero, se necesita el naci- 
toto natural del feto, aparte de otras condiciones que no 

¡sitamos tomar aquí en consideración. 
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41. El Código 
12 de nuestro Có 
mismos preceden t 
bargo otra signifi' 
paSola ha Cf^uipai 
por nacer, y consij 
para la ad<xuifflck 



42. En cfito ba 
diaran atentamei 
cosas: 1^, qcc la 
nacimiento, sinoí 
nado efecto; y 2*, 
de derechos civüe 
teditaríoa que no 
cimiento, y de un 
tancias. 

43. Siilodiclu 
ol artículo en otri 
Grullo, como lo si 
gal de cjercev pro 
se comprenderá I: 
interpretación lim 
ta debemos contes 
Ee adqaiere capa< 
tir ciertos dereclw 
rencia. 

44. Por ejempl 
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r queda en cinta á la muerte de 8U marido, quien deja bie- 
s, 7 YÍene á suceder que el feto nace nmerfco , en ete caso 
s bienes del marido pasan á sus descendientes 6 ascendientes 
i su caso, sin que la viuda pueda presentarse como heredera 
1 hijo que habiendo nacido muerto no pudo trasmitirle de- 
chos que él mismo no llegó á adquirir, pues para ello habrían 
lo necesarias otras condiciones. 

45. Se necesita que el recien nacido sea inscrito en el re« 
itro civil, extendiéndose acta en la cual se haga constar su 
icindento (en la forma establecida en el Código) dentro de 
ffl quince dias de verificado, presentando el niño al juez del 
ígistro civil, 6 al que haga sus veces, con la declaración 
ue haga el padre, ó en defecto de este, los médicos 6 matro- 
ifts que asistieron al parto. {Cádigo civil. Artículos 48, 49, 
Íy77.) 

I 46. Respecto de la segunda pregunta debe decirse, que 
|feo artículo del Código declara que para los efectos legales 
p reputa nacido el feto que, desprendido enteramente del 
wm materno, oace con figura humana y vive veinticuatro 
>oras, si dentro de este período es presentado vivo al regis- 
IX) civil. (Código civil Articulo Z%7 .) 
I 47. Nuestro artículo dice que desde el momento en que un 
individuo es procreado, entra bajo la protección de la ley, lo 
^lal es tan cierto, que por eso castiga el aborto provocado sin 
^^cesidad, cualquiera que sea la época de la preñez. {Código 
f^nal. Articulo 569.) 

48. Y en la materia civil declara, que aun á los no nacidos 
N^en hacerse donaciones con tal de que hayan estado con- 
Í^Kdos al tiempo en que se hicieron aquellas y ellos nazcan 
Wn figura humana y vivan ú. lo menos veinticuatro horas, y 

© dentro de ellas hayan sido presentados vivos al registro 
ü. (Código civil. Articulo 2749.) 



r 




TITULO "V". 



CAPITULO IIL 



Del estatuto real. 



. Por qué no había diferente» estatutos en el derecho es- 
crito de los romanos* 
y 3. Explicación de una ley romana, 
y 6. Derecho español. 
. Legislación francesa, 
á 13. Opinión de Portalis. * 
, Concordancias del Código francés. 
Código de Goyena, 
Fundamento. 
Extensión del artículo. 
Código del Dr, Sierra. 
Código del Imperio. 
Código de Veracruz. 
Código del Estado de México. 
Código del Distrito. 
Transición. 
Principios de derecho internacional. 
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25. Q,aé debe hacerse cuando se dada si el estatuto es ptf 

sonal ó real. 

26. Legislación inglesa y americana. 

27. Derecho alemán. 

28. Código de Baviera. 

29. Código de Prusia. 

30. Código de Atistria. 

31. Legislación francesa. 
32 y 33. Doctrina del Dr. Calvo. 
34. Doctrina de Wheaton. 
35 y 36. Doctrina del Sr. Azpiroz. 

37. Transición. 

38. Aplicación do los artículos relativos á la ^edificación i 

bienes inmuebles. 

39. Naturaleza y limitaciones de la propiedad l^aL 

40. Legislación de minas. 

41. Adquisición, posesión y aprovechamiento de montes, fi 

tos y arboledas. 

42. Derecho de accesión. 

43. Tesis general sobre bienes inmuebles. 

44. Uso y habitación. 

45. Servidumbres. 

46. Prescripción. 

47. Sociedad legal. 

48. Donaciones. 

49. Sucesión testada é intestada^ 



CAPÍTULO III. 



Del estatuto real. 



Mí 



II 

I' 1. Lo que algunos han mirado como concordancia del e*- 

\uto formal^ creemos que en el fondo viene á constituir una 

[rdadera concordancia del estatuto real^ por lo que hace 4 

antigua legislación romana, respecto de la cual, si bien es 

írto que siendo inmensamente grande el imperio romano y 

litando igualmente extendida la observancia de sus leyes, no 

ta ni concebible que hubiera diferencia en cuanto á los esta- 

\tos personal^ real y formal por lo que hace al derecho es- 

ito; cierto es también que con relación al derecho no escrito 

\ Consuetudinario caben perfectamente bien todas las dífe- 

íncias de los tres estatutos, 

2. Y para no entrar en ún terreno que no sea enteramente 
seguro y consistente, limitémonos á ver un fragmento de Gfa- 
yo, tomado de su Comentario al Edicto provincial. Este frag- 
mento dice ; Siftmdus venierit^ ex consuetudine ejus regio- 
nis in qua negotium gestum est^ pro evictione caveri oportet. 

3. En el caso consultado al jurisconsulto, parece que la 
duda era an pro evictione caveri oportet vel in quantum aut 
quo modo; es decir, que se dudaba si debia instaurarse la 
acción resultante de la eviccion, 6 alguna otra, y por eso dio© 



-J 
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el comentador : Itafiet utsiibi satisdandi amsuHudofmit^ 
saiisdationis nomine agatur; lo cual quiere decir, qiie jddii 
hacerse valer el derecho 'resultante de la evicc^mitthalHs 
costumbre de prestarla en el lugar donde se huhieifthBelio 
el negocio. 



§2? 



4. Por lo demás debe decirse, que la legislación -pmmÁ^ 
de razas que rigió antiguamente sin consideracioni4int(»' 
rio de la residencia, fué la causa de que no se conocijOAO^ 
ees la diferencia que hoy existe entre estatuto pwHiA J 
estatuto real; y esto es taü cierto, que aun la ley de^Míds 
que ha sido considerada como concordante del pii 
establece el estatuto real^ viene á ser todavía un iíÍi|í(<k 
la legislación personal que se observaba en aquell<»i iiañpi 

5. La ley á que nos hemos referido, hablando de lapaÉb : 
que puede consistir en disposiciones legislativas, 
cuando tales disposiciones son de un país extranjero,, 
nen fuerza probatoria en el foro español, si no es qw 81^ 
de un pleito seguido entre extranjeros sobre algun c(m^ 
celebrado también en el extranjero 6 sobre cosa mueble 4aÉ 
que se encuentre en país extranjero y sea materia de k» 
tienda seguida entre extranjeros ; de manera, que coiHjláfeft 
muy bien el Sr. Gregorio López ^ si se trataba de ua,jP^ 
seguido entre nacionales, no deberían aplicarse, segunij®* 
digo de las Partidas^ sino las leyes españolas. Y auiaf tlfíÉ^ 
cosa opina el Sr. Goyena^ la opinión del Sr. Gregorki^ 
es más conforme al carácter personal 6 de razas que 931^^ 
mente tenian las legislaciones. r ' 




I* 
6. La legislación, francesa, al establecer el princij^i^ 
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tivo al estatuto real^ dice : que los bienes inmuebles aun cuan- 
do estén poseídos por extranjeros, deben ser regidos por la- 
ley francesa. 



§4« 



7. Al presentarse el proyecto relativo, fué fundado por 
Portalis^ diciendo : " Las leyes que arreglan la disposición de 
bienes, son llamadas reales : estas leyes rigen á los inmuebles 
aun cuando estén poseídos por extranjeros." 

8. '* Este principio se deriva de lo que los publicistas lla- 
man dominio eminente del soberano." 

9. " No hay que menospreciar las palabras dominio efninen- 
te; seria un error concluir de ellas que cada Estado tenga un 
derecho universal de propiedad sobre todo» los bienes de su 
territorio." 

10. " Las palabras dominio eminente^ no expresan otra cosa 
que el derecho que tiene el poder público para arreglar la 
disposición de los bienes por medio de leyes civiles, para im- 
poner sobre estos bienes contribuciones proporcionadas á las 
necesidades públicas, y para disponer de ellos para algún ob- 
jeto de utilidad pública, indemnizaado á los particulares que 
los poseen." 

11. "Al ciudadano corresponde la propiedad, y al soberano 
el imperio. Tal es la máxima de todos los países y de todos 
loi#tiempos; mas las propiedades particulares de los ciuda- 
danos, reunidas y contiguas, forman el territorio público de 
un Estado; y con relación á las naciones extranjeras, este ter- 
ritorio forma un solo todo que está bajo el imperio del sobe- 
rano 6 del Estado. La soberanía es al mismo tiempo un de- 
recho real y personal. Por consiguiente, ninguna parte del 
territorio puede ser sustraída á la administración del sebera- 
no, así como ningún habitante del mismo territorio puede 
estar sustraído á su sobrevigilancia y autoridad." 

12. "La soberanía es indivisible, y dejaría de serlo si las 

50 
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porciones de un mismo territorio pudiesen estar regidas por 
leyes que no emanaran del mismo soberano." 

13. '' Es, pues, de la misma esencia de las cosas, qae los ift- 
muebles cnyo conjunto forma el territorio público de nn 
blo, estén exclusivamente r^das por las leyes de este, 
cuando una parte de estos inmuebles pueda estar poseída (or ^ 
extranjeros." 

14. Concuerda en este punto con la legislación firancsÁ^ 
Código napolitano^ articulo 3?; el Zardo^ articulo 12; ddo 
Vandy articulo 3?, y el de la Luisiana^ articulo 9? 

. 15. El S7\ Goyena.^ en su Proyecto, dice: que los Imtti 
inmuebles, aunque estén poseidos por extranjeros, se úgm 
por las leyes españolas, y para fundar su artículo empfealte 
razones de Portalis^ y agrega que este es un punto de dereete 
público universal, sobre el que ningún Estado independiarte. 
ha hecho ni hará la menorr concesión á otro* 

16. **Así, dice, se ha observado constantemente entre noflD- 
tros, aun entre diferentes provincias 6 Estados de la monw* 
quía: el castellano, por ejemplo, no sucedia en los bi^iesJIr 
muebles de Navarra, sino con arreglo á sus fueros y legislssíAi * 
especial : la viuda ó viudo castellano tenian el usufructo fint 
de ellos." ^ 

17. La disposición de este artículo comprende tamüsttd 
caso de reputarse inmuebles en un país los bienes qtte sifBi 
la legislación de otro país sean muebles. 



§7? 
18. El £>r. Sierra en su Proyecto opina que los biéMSlii* 
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ees, sitos en el territorio de la República^ aunque estén poseí- 
dos por extranjeros, deben regirse por las leyes mexicana*. 



^8* 

19. El Código del imperio dijo: Los bienes raíces, eitof 
en el territorio del Imperio, aunque estén poseídos por ex- 
tranjeros, se rigen por las leyes mexicanas. (Articulo 7?) 



§ 9* 

20. El Estado de Veracruz declaró que los bienes ralce«^ 
sitos en su territorio, estén ó no poseídos por vecipos del mis- 
mo, están sujetos á sus autoridades y leyes, salvo lo dispues- 
ta por las leyes federales. {Articulo 10.) 



§ 10? 

21. Y el Código del Estado de México^ dice : que los bie- 
nes raíces, sitos en el territorio del Estado, estén ó no posei- 
dos por vecinos del mismo, están sujetos á sus autoridades 
y leyes. Y omitió la última parte del Código veracruzano 
probablemente, porque tuvo en cuenta el artículo 126 de la 
Constitución federal, que hace innecesaria, aunque no inútil, 
la expresión de la excepción que trae la ley veracruzana. 



§ir 

22. Con tales antecedentes, vino nuestro Código á decir : 
que respecto de los bienes inmuebles, sitos en el Distrito 



n la Oal\forma._ r 
qne sean poscidospor extranj 

23. Efite es nuestro estat 
con lo9 de otras naciones, coi 
nna ojeada & los principios <3 

24. Este dice ; que asi coi 
cion i. todas las personas qu 
bros do ella, de la misma ma 
nes que están en su tenítorí 
sin hacer distinción de si ens 
de modo que su aplicación vii 
por supuesto, de la aplicacio 
pietario, 6 del estatuto del 1 
de que se trate, pues no del 
tiene el carácter de territoric 

"EA autor que tal doctrina ( 
por todas las naciones y proí 
cuales cita Ad'ArgenJre, Bi 
Boet, Juan Boet, Ábrafiam 
Bouleiiois^ HeTt, Huber, Ci 
Dans, Portalis, Meyer, Milt 
Müklenbruch, Reinarhdt, 1 
Wheaton, Rocco, y Burge. 

i 

25. Y da tal extensión al 
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en caso de duda sobre la personalidad ó realidad de un esta- 
tuto, es necesario decidirse por el segundo extremo. 



§15" 



26. Enseña en seguida, que en h^glaterra^ lo mismo que 
en los Estados "Unidos^ el estatuto real conserva la antigua 
extensión que le dio el derecho feudal^ en términos que la 
legislación de estos países no admite la aplicación del dere- 
cho extranjero sobre los inmuebles situados en su territorio; 
de modo que la capacidad de adquirir y de enajenar iomue- 
bles situados en Inglaterra ó en los Estados -Unidos^ debe 
determinarse exclusivamente por el coimnon law^ lo mismo 
que las formalidades de los actos de adquisición ó enajena- 
cion, las prohibiciones de enajenar, la cuestión de saber si 
ciertos objetos son muebles ó inmuebles y si las adquisiciones 
de derecho sobre muebles lo son en virtud del solo ministe- 
rio de la ley. 



§ 16? 



27. El derecho alemán en algunas partes mira á los ex- 
tranjeros como subditos y sometidos aun por razón de sus 
personas á las leyes y tribunales del país ; pero en lo general 
no se les mira bajo este aspecto, sino por razón de los bienes 
situados en el temtorio alemán. 



§ 17? 

28. El Código de Baviera somete al estatuto real todas 
las cuestiones promovidas, con acción real ó mixta, sobre bie- 
nes inmuebles ó muebles, corporales ó incorporales. 



*9. El Código de Prusia ei 
relación Á los liienes inmueblí 
•ona del propietario. 

30. El Código de Austria c 

i 

31, Y la legislación francef 
en el párrafo 2? de este capítu 
los Códigvs de Badén, Poloni 
Ion de Vattd, Berna, Fribur' 



32. Para confirmar mis y i 
lix, es conveniente consulta 
/>r. Calvo, que en la parte reí 
Unidos del Norte América y < 
aa extensión el estatuto real, 
venta de bienes raíces, celebí 
dos que componen la Union 
lejes del Estado en que esté 
meterse á ellas para que sea v 
parte de lo3 pueblos de Eari 
1» siguificacion que tuvo en 1. 
Tilido ctialquier contrilo, do 
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arreglo á las leyes del país en que se verifique, siempre que 
las leyes de este autoricen su enajenación inter vivos 6 por 
testamento aun cuando se refieran á bienes inmuebles, con 
excepción del caso en que las leyes rei sita^ exijan formalida- 
des que solo puedan verificarse en el lugar de la ubicación. 
33. La doctrina general, relativa á bienes muebles, es 
que los actos 6 contratos concernientes á ellos, se rigen por 
las leyes del domicilio de su dueño, y que las formalidades 
relativas á su celebración ú otorgamiento se arreglen á lo es- 
tablecido por las leyes del lugar en que se verifica. 



§22" 



34. Esta misma doctrina Qv.mí\^Wheaton en sus Elemen- 
tos de derecho internacional. 



§23^ 

35. El Sr. Azjiiroz^ al hablar de la propiedad raíz, en su 
Código de extranjería enseña, que los extranjeros avecinda- 
dos y residentes en la República, tienen capacidad legal para 
adquirir y poseer bienes raíces, en el concepto de que bajo 
esta denominación se comprenden los predios, fundos y edi- 
ficios rústicos 6 urbanos, inclusas las minas de toda clase 
de minerales y de que son medios legítimos de adquisición, 
la compra, la adjudicación, el denuncio y cualquiera otro tí- 
tulo de dominio establecido por las leyes comunes ó por la 
Ordenanza de Minería; y funda esta doctrina en las leyes 
deWdfí Marzo de 1842, 1^ de Febrero de 1856 y 20 de Ju- 
lio de 1863. 

36. Como excepción de esta regla pone la adquisición de 
bienes raíces, en Estado ó tenitorio fronterizo, respecto de los 
cuales Cota declarado que los extranjeros; no pueden adqui- 
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rirloa mu previo permiso del Pre¡ 
la coadicioa de que se encuentra 
de la frontera {Ley de I", de f 
estiL prohibida de una manera a 
adquisición de propiedades rdsl 
de la costa. (Leyes de 11 de Ma 
de Enero de 1854, Articulo 5?; ] 
. ticulo V, fracción í') 

Í24 

37. Ahora, supuesto que el o 
hace necesaria la observancia di 
to de bienes inmuebles, sitos ei 
üalifornia, veamos cuáles son le 
este artículo deben aplicarse las 



38. Según enseña Fmlix^ los 
lenois, Ckristin^ de Mean, Glüc¡ 
Rocco y iSlruc, sostienen el prini 
tulo real rige para iodos los ac1 
objeto los bienes inmuebles por st 
universal que estos están sometí 
su situación. 

Este principio, como hemos d 
presamente consignado en nuestr 
del Código civil.) 

Y haciendo la revista de uuesti 
de luego que tienen aplicación en 
disposiciones contenidas en los a 
800, 801, 802, 804, 805 y 806, ^ 
cion de bienes inmuebles de propi 
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§26'? 



39. En cuanto á la naturaleza de la propiedad legal y sus 
limitaciones, es indudable que deben tener aplicación las dis- 
posiciones del capitulo P, título 3", libro 2? del Código civil. 



§27* 



40. Respecto de las minas^ es también indudable la apli- 
cacion que debe tener lajeglslacion especial de minería, se- 
gún el artículo 867 del Código citnl. 



§28? 



41. Lo relativo á la adquisición, posesión y aprovecha- 
miento de los montes, pastos y arboledas, sea 6 no nacional 
su poseedor, y cualquiera que sea el lugar en que se consti- 
tuya el título de adquiácion, posesión 6 aprovechamiento, es 
también indudable que deben regir las ordenanzas especiales 
de montes, conforme al artículo 868 del Código dviL 

42. El derecho de accesión, relacionado con los bienes in- 
muebles, no puede menos que regirse según lo dicho por lo 
dispuesto en el capitulo 6?, titulo 3?, libro 2? del Código civil. 



§29* 



43. Por identidad de razón en la adquisición, conservación 
Y goce de la posesión de bienes inmuebles, debe regir igual- 
mente lo establecido en el libro 2?, tittdo 4? del Código civil. 

51 
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§30r 



44. El usufructo y el uso de Heaes inmuebles^ 
dereclio de habitación, cualquiera que sea la 
del concedente y del agraciado, deben también 
las prevenciones del titulo 5? del misino Cédigo. 



1 • 



§3r 

45. El libro 6?, qtie se refiere á las servidumbiréát^\ 
za C7i el articulo 1043 y acaba en el 1164, fiiendo^^ -ij 
vancia obligatoria para todas las operaciones que m 
á su adquisición, conservación y aprovechamiento, sea qpti 
les operaciones se practiquen dentro 6 fuera del tei 
mexicano. 



§32? 



. t 



46. Él título relativo á la prescripción, afecta taniíl^ 
toda propiedad inmueble, sea que su poseedor resida 
6 fuera del país. 






§33" 



.f 
1- ■* 



47. En cuanto á la sociedad legal de que tratan Vm 0n 
tlciUos 2131 y 2132, obligan las leyes mexicanas en toi¿)0| 
relativo á bienes inmuebles. 



§34* 



48. Y respecto de donaciones^ qV articulo 2713 de<áaia 
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UG con relación á ellas rigen las reglas generales sobre con- 
ratos ; de manera que las disposiciones relativas á la adqui- 
icion, conservación 7 aprovechamiento de inmuebles por me- 
üo de contratos, son también aplicables á las donaciones, asi 
orno las relativas á la nulidad ó rescisión de las obligado- 
tes que se ligan directamente con las cosas inmuebles, sitas 
n el país, como también los derechos de privilegio ó de hi- 
K)teca. 

§35? 

49. La sucesión testamentaria, lo mismo que la intestada, 
le arreglan á las prescripciones del Código civil en todo lo que 
liga relación á la adquisición, conservación y aprovechamien- 
^ de bienes inmuebles, sea que el propietario resida 6 no en 
)1 país, 6 que tenga 6 no la calidad de nacional. 
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CAPÍTULO IV. 
Del estatuto formal. 

1. Ley romana sobre estatuto formai 

2. Importancia de la forma en los actos jurídicos. 

3. Jurisprudencia española según la antigua legislación» 

4. Jurisprudencia francesa. ' 

5. Legislación de la Luisiana. 
6 y 7. Código de Qoyena. 

8 y 9. Código del Dr. Sierra. 

10. Código del Imperio. 

11. Código de Veracniz. 

12. Código del Estado de México. 

13. Código del Distrito. 

14. Exposición del articulo relatiro. 

15. Procedimientos judiciales. 
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CAPÍTULO IV. 

Del estatuto formal. 

1. Ya hemos visto que las diferencias de derecho escrito- 
que hoy existen entre los estatutos personal, real y formal, 
no podian proceder entre los romanos, sino del derecho con- 
suetudinario, como éi, propositó del estatuto real lo prueba la 
ley 6% Jf., iittilo 2?, libro 21 ; y respecto del estatuto, formal 
lo demuéstrala fcy 2*^ G, titulo 33, liAro 6?, O., en la cual está 
resuelto que las Tablas del testamento deben abrirse en la 
forma establecida por la costumbre del lugí^r en que ella de- 
ba verificarse. 



§2^ 



3. A proposita de la forma de los actos jurídicos, el juris- 
consulto Marcehy según la ley 7! del titula de la restitución 
In integrtm^ opinó que no deben mudarse las sple?npi<te4es 
le taleg actos.-— Y la legislación contenida en el Código de- 
ílar^, que los testadores no tienen facultad para cambín la 
Gorma de la jurisdicción ni para derogar el derecho público-; 
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y por último, que es viciosa la venta que no se haya verifi- 
cado con arreglo á la forma que le da la ley ; de modo, que 
faltando aun en lo más mínimo los requisitos que la ley exi- 
ge pro forma de un acto, este no tiene valor alguno. Forma 
estiamsi in minimo deficiat tottis acitis con^iit. {Ley W, $ « 
pretei\ff. de transad.) - • 

El derecho internacional tiene ya adoptado el principio de 
que las formalidades extemas de los actos jurídicos deben 
ajustarse á las leyes del país en que este se verifica, sea que 
sus autores tengan la calidad de nacionales 6 de extranjeros, 
y sea que se refieran á bienes muebles 6 inmuebles. {Foelir. 
'^Derecho intemadonaV Números 73 y 76.) 

Advierte el autor citado, que el principio rige no solo «» ■. 
relación á los actos públicos ó solemnes, sino también tKm re- 
lación á los actos privados, como, por ejemplo, las libranza» 
O letras de cambio. (Fmlix. Números 79 y 80.) 



5 3r . 

. * - . t 

t 

3. La antigua legislación española, según la expli^ fóff 
Srés. Goyena^ Aguirre^ Móntalvan y Caravanfes^ presmbfa 
que los contratos se juzgaran por las leyes de la tierra en que , 
hablan sido celebrados, y que en cuanto á los bienes á ^ 
ellos se refirieran, se estuviera á lo establecido por las del 
lugar de su situación, citando al efecto la ley 6*, ^íuh 4*, 
Partida 3% con su glosa gregoriana, y la 15^, titulo lA^dela 
misma Partida. Y agrega: aunque esta ley 15^ haUa de ex- 
tranjeros que litigaren en nuestros tribunales, parece otear 
la misma razón, y que debe ser igual la decisión respeóto ífe 
los naturales. Esplanando esta materia, dicen los mtíi^ 
que el juez no debe seguir otras leyes que las de su fc^'en 
cuanto á la forma y ordenación del juicio ; pero que en lá de- 
ciáon 6 fallo)[del pleito, si se disputa sobre las sólemnidáeks 
del contrato^ testamento ti otro cualquier negocio^ lo debe rf^ 
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dorar válido y solemne cuando lo encuentre revestido de las 
solemnidades prescHtas en las leyes de la tierra donde se 
cdebró ti otorgó^ aunque las leyes del lugar del juicio las re- 
quieran mayores; y que tratándose de derechos de sucesión^ 
dfebeirá el juez seguir las leyes del lugar donde se encuentren 
las cosas. Nosotros, dicen los autores citados, tenemos por 
buena esta doctrina con tal que se limite á los bienes raíces. 



§4? 

4. La legislación francesa no tiene como la nuestra, una 
re^a getieral que establezca el deber de ajustarse á la forma 
6 solemnidades extemas de los contratos, testamentos é ins- 
trumentos públicos, marcadas en las leyes del país en que se 
hubieren otorgado, y solo cuando habla de testamentos ea 
cuando viene á decir que el francés que se encuentre en país 
extranjero, puede hacer sus disposiciones testamentarias por 
un acto privado conforme á la ley fraiftesa, ó por un acto au- 
' téntico, según las formalidades usadas en el lugar en donde 
este haya sido otorgado. 



§5r 

6. El Sr. Goyeíia hace notar, que los Códigos modernos en. 
lo general incurren en la misma omisión por lo que hace al 
título preliininar de las leyes, y trae la misma disposición par- 
ticular respecto de los testamentos. El mismo autor enseña 
que el articulo 10 del Código de la Luisiana^ declara que la 
forma y el efecto de los instrumentos públicos y privados se 
rigen por las leyes y usos del país en que han sido hechoe 6 
autorizados ; pero que su ejecución se regula por las leyes del 
país en que ella se verifica. 
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6. El Sr. Goj/ 
aolemoídades de 
tiumeato públio 
habiereD otorgad 

7. En la ezpli 
"Por el mismo t 
mencionado al & 
pññcipio la disp 
bienes iimineblet 
ta lo infínito los 
contrayentes dis] 
see; ¿y i^uiéa poi 
las fiolenmidadca 



8. El Dr. Sier 
na, propuso qne 
testamentoB é ini 
del pa(8 en que f 
libertad del ciud 
para acomodarse 
la ley mexicana. 

9. Redactado 
dad, lo que con 
yejia, & saber; qn 
decirse del artlcu 
el tono imperatii 
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§8* 

lO* El Código del Imperio^ perfeccionando el pensamien- 
to del Dr. Sierra^ dijo qxxQ la libertad de arreglarse 4 las le- 
yes e;strai]jeras 6 á las mexicanas^ en cuanto á las formas 6 
solemnidades de los contratos, testamentos é instrumentos 
públicos hechos en el extranjero^ correspondían no solo al me- 
xicano^ sino también al extranjero en los casos en que el acto 
hubiera de ejecutarse en el Imperio, 



§9* 

11/ El Código de Veraeruz limitó esta libertad á solo el 
maxioáno, y reprodujo el pensamiento del Sr, Goyma sin la 
eorreccioñ del i?r. j8íerr«. 

§ 10* 

12. El de México estableció, que las formas y solemnida- 
des de los contratos, testamentos é instrumentos públicos, se 
rijan en el Estado por las leyes del lugar de l¿i RepúUica en 
que jse hubieren otorgado, y respecto de los requisitos que 
ddbon tener para quo se les Aé orédito, se observe lo que dis- 
ponga la ley general, segun lo fweserito en el articulo 11& de 
la Constitución federal j y que tos aotoa de los ciudadanos del 
l^atado, pasados en el extranjero, se sujeten para sü validez 
en el mismo Estado á lo que dispongan los tratados respec- 
üvGé ó la ley general de la RepúbMca, y á falta de unos y 
otxos^ á 1(K3 prindpios del derecho internacional. 



ni- 

13. Con tales precedentes á la vista, vino el Código civil 



liej DitírUo á establecer e- 
forma 6 solcnmidadt» exti 
tos é instmmeDtos públia 
se habieren otorgado; pen 
4 extraojeros residentes fu 
gnedaban en libertad para 
dades prescritas por la ley 
tener ejecución en aquella 



14. De esta maiíera nac 
este ponto la ciencia de la 
ees claro, qne el articulo 1 
mismo al mexicano que al 
teria de sa prescripción, & 
temas de Im contratos, te: 
otoi^iados faera del Dístril 
ritorío DKzioaQO 6 extranj( 
cioD solo se refiere í actos 
en aquellas demarcaciones 

La cnestioD sobre si deb< 
en materia de suceeioDes 
muy extensamente por loa 
dióendo unos, que debe ap 
ñinto p<Mr cnanto que la i 
continuación de sa propia 
que Ouyaáo sostíene esta o 
tamentaria, y que respecto 
doif^ Bachovio, Ids dos Bot 
Meyer, Miltertnayer, EicM 
lieinhardt, Mückelbruc, < 
PhÜUps. 

Al fundamento expresac 
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sacesion intestada sino en la voluntad presunta del difunto, 
es de creer que conforme á esta hubiera dispuesto de sus bie- 
nes en el caso de haber hecho testamento. 

Se arguye contra la opinión favorable al derecho real con 
los inconvenientes que resultan de dividir el patrimonio en 
diversas sucesiones particulares, lo cual perjudica los dere- 
chofi^ de herederos y de acreedores. 

Por último, se hace presente que las prohibiciones, cargas é 
imposiciones que afectan á los bienes inmuebles, pueden ha- 
cerse efectivas aun cuando se siga el estatuto personal. 

Otros autores sostienen que en materia de sucesiones, rige 
el ostatuto personal por lo que hace á los muebles, y que en 
cnanto á los inmuebles debe seguirse el estatuto real; de 
modo que admiten tantas sucesiones particulares, cuanto son 
los territorios en que están situados los inmuebles. Quot 
sunt bona diversis ierritoriis obnoxia toiidem patrímonia ín- 
teliguntur. El autor citado enumera los partidarios de esta 
opinión, contando entre ellos á los dos Voet^ Húbero^ Waitel^ 
Storyy y Rocco, 

Asienta en seguida, que ninguna legislación ha determi- 
-nado si el estatuto personal ó el real, es el que debe regir en' 
las sucesiones intestadas respecto de bienes inmuebles; y 
en seguida dice que en su concepto debe regir respecto de 
ellos el estatuto real, y da por razón, que el primer principio 
en materia de conflicto de leyes, es que las de cada Estado 
8on las que rigen los bienes situados. en el territorio. 

Con presencia de esta doctrina, debemos recordar que los 
artículos 14 y 18 rfe ntcestro Código dvil^ dicen que respecto 
de los bienes inmuebles, sitos en el Distrito federal y en la 
California, regirán las leyes mexicanas aunque sean poseídas 
por extranjeros, 

§ 13" 

15. El derecho internacional está uniforme en que los pro- 



cedimientos jndícíaleB se ar""»! 
se promueve la demanda, s 
valeí proceda de un hecho ; 
que trae esta doctrina, dícf 
t&n unánintes sobre este p 
Fabre, Voet, Merlin, Pard 
La regla de que el actor 
muy juBta aplicación en est 
peteacia del juez según laf 
tos 263-303 dít Código de 




TITULO "V"!. 

DB LA ABROGACIÓN, DEROGACIÓN Y RENUNCIA DE LA|lEY. 



CAPÍTULO I. 



De la ley abrogatoria y derogatoria. 



1. Legislaciones primitivas. 

2. Ley de las XII Tablas. 

3. Derecho pretoriano. 

4. Principio contradictorio del derecho romano. 

5. Edicto perpetuo. 

6. Propagación del cristianismo. 

7. Precedentes de legislación romana. 

8. Principio aplicable. 
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TITULO "VI. 



DE LA ABKOGACION, DEROGACIÓN Y RENUNCIA DE LA LEY. 



CAPÍTULO L 

Abrogación Ó derogación por medio de ley expresal 

§ 1^ 

1. Toda legislación ha debido basarse en [los usos y cos- 
tumbres del pueblo para .el cual se establecía ; y en cuanto 
al derecho escrito, debe procurarse siempre que venga á es- 
tar en perfecta armonía con los usos y costumbres que no ten- 
gan nada de inmoralidad. 



§2« 

2. La misma legislación romana, que tanto tuvo de excep- 
cional, sobre todo, en su formación primitiva de las Doce 
Tablas^ no fué evidentemente mas que la canonización de 

costumbres anteriores, indicadas en la generalidad de los 
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principios qne allí se c 

. despaes se lúzo lagar, 

bio qae venia veiificiLi 

3. El derecho pretoi 
apartándose de la dar 
la dalzara de la eqnid 
lantos de la civilizacii 
introducido: "Adjuvar 
civilis gratid," 

4. Y filé tal la infl 
derecho pretoriano, qa( 
Io8 doroa principios de 
las ideas, facilitado po: 
vinieron fundiéndose ei 
dias hace notar, que < 
cambio en. fuerza de I 
puestas y obras de los 
Pretores, se autorizaba 
del derecho primitivo, 
con palabras tan eláeti 
por medio de supuest 
daban lugar ¡ de manei 
recho primitivo, y en I 

5. La repetida aplic 
el imperio dé Adriano 
Salim Juliano. 

6. Pero lo que vino i 
sistente, fué la propaga 
ble por esencia con to< 
nismo que hasta entóu' 
los nuevos cultos que 
quistados ; y esto hizo 
que se emprendió con 
siempre en los principi 
eu antiguo origen de 1 
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introdujo en el Derecho romano un espíritu de contradicción 
consigo mismo, que Im conservado hasta su última trasfor- 
macion. 

7. El deseo de estudiar la justicia intrínseca de nuestro 
artículo, acaso nos ha llevado más lejos de lo debido ; y vol- 
viendo sobre nuestros pasos, vamos á hacer la reseña de los 
precedentes que con relación ú, nuestro artículo encontramos 
en las leyes romanas. 

8. A propósito de la abrogación de las leyes, enseña Mo- 
destino j que las nuevas producen la abrogación, 6 por lo me- 
nos la derogación de las antiguas. {Constitutwnes tempore 
posteriores poiiores prioribus, Lex úttima^ ff. de constitutio- 
níbtis pnncip.) 

§3? 

9. D. Alonso el Sabio^ en el Código de las Partidas^ esta- 
blece el principio de que las leyes se enmiendan por otras 
leyes, y se comprende desde luego que esta enmienda puede 
hacerse, bien decretando su abrogación completa ó simple- 
mente su derogación parcial. {Ley 17, tit. 1*?, Partida 1*) 

10. A propósito de la abrogación ó derogación de la ley, el 
mismo legislador se impuso ciertas leyes, y son: que no deben 
ser alteradas, sino cuando ellas mismas son un obstáculo para 
el bien que están destinadas á producir — cuando contienen 
algo contrario á la ley de Dios — contra la soberanía del país — 
ó contra el procomunal de toda la tierra^- ó contrai)ien no- 
torio y conocido, aun cuando sea particular, {Ley 18, tit. 1?, 
Partida 1^) 

11. Y Z>. Felipe F, en ley de 12 de Junio de 1714, declaró 
que todas las leyes del reino que no estén expresamente de- 
rogadas por otras, deben observarse literalmente, sin quepue-. 
da admitirse excusa de no estar en uso. {T^ey 7% tit, 2", íi^. 3? 
Nov, Recop.) 



i I- 

12. El Código francés, y en L 
nos, bacen punto omiso de este 
bávaro dicen: quo la ley no pued 
en parte, sino por una ley postei 
admite exprcBamente la costaml 
cion 7 de derogación de la ley. 



13. El Cídigo del Illmo. Sr. i 
no pueden ser revocadas sino poi 
da el Sr. Goyena es, q,ne conviei 
dor y de la misma ley que no pi 
otra, á más de que nihit tam jia 
quidqtU! dissolvere, quo ix>Uigat\ 
R.J. 



14. El Código de Portugal eni 
nñrse de cumplir las obligacione 
texto de haber caido en desaso. 



15. El Dr. Sierro dice: "Lali 
todo ni en parte, sino por otra ley 
gar oontra eu obseivancia el desu 
contrario. 
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§8? 

16. El Código del Imperio dijo: La ley no queda abroga- 
da ni derogada, sino por otra ley posterior. {Articulo 4?) 



§9? 

17. Los Códigos de Veraa^uz y del Estado de México^ di- 
cen literalmente lo mismo que el del Dr. Sierra. 

18. Tales son los precedentes del artículo de nuestro Có- 
digo, -que dice : La ley no queda abrogada ni derogada^ sino 
por otra posterior. {Articulo &") ^ 

Se comprende desde luego que la ciencia de la jurispru- 
dencia no ha podido hacer ningún trabajo so^re este texto, 
lo cual no necesita explicación de ningún género. 



' ♦ 
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ITTTJÍLiO "VT. 



CAPITULO n. 
De la costumbre. 

t 

1. Legislación romana.-r- Calistrato. 
2 y 3. Juliano. 

4. Justiniaiw. 

5. Derecho canónico. 

6. Derecho antiguo español. 
7 y 8. Leyes de Partida. 

9. Fuerza de la costumbre. 

10. Leyes de 2hro. 

11. Legislación recopilada. 
12 y 13. Derecho francés. 

14 y 15. Proyecto del Sr. Ooyena. 

16. Código portugués, 

17. Código del Dr. Sierra. 
18 y 19. Código del Imperio. 

20. Código del i>w/nVo. 

21. Cuestión. 

22. Código de la Luisiarm. 
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*23. Diferencia entre los Estados democráticos [y los reídos 
por el absolutismo. 

24. Ley de Felipe F. 

25. Jurisprudencia mexicana. 

26. Impotencia del no uso contra la ley civil, 

27. Costumbre contraria, 

28 y 29. Principios de derecho constitucionarmexicano. 

30. Ck)nstitucionalidad de losTartículos & y 9? del Código 

civil. 

31. Influencia admisible de la costumbre. 

32. Doctrina de los^Doctores Serna y Moittalvan, 

33. Rectificación de la doctrina. 

34 Doctrina de Fernandez Gutiérrez, 

35. Jurisprudencia inglesa. 

36. Estatuto derogatorio. 

37. El Rey de Inglaterra no puede introducir ningún camMo 

en la legislación. 
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CAPÍTULO II. 



De la costumbre. 



§1? 



1. Eil cuanto á la costumbre, tenemos desde la legislación 
romana varios textos que la favorecen. Calistrato^ en el li- 
bro 1? dé las cuestiones dice: Si se trata de hacer la ínter- 
pretaoion de una ley, antes que toda debe averiguarse cuál 
es el derecho que otras veces se ha usado en casos semejan- 
tes, porque la costumbre es el mejor intérprete de las leyes. 
(Ley Z7^Jf. de Legibus) Y en otro pasaje resuelve Paulo: 
que la costumbre local es una guía segura para interpretar 
las palabras. Verba ex consuetudine regionis interpretatio- 
nem accipitint. 

2. El jurisconsulto Juliano enseña, que la costumbre in- 
veterada se tiene como ley y no sin razón (y este derecho se 
dice constituido por la costumbre), y después agrega, que 
siendo así que las leyes no nos obligan por otra causa, sino 
porque están recibidas por jbI voto del pueblo, con tazón tam- 
bién obligarán á todos aquellas cosas que el pueblo haya 
aprobado, aunque sin escrito ; y razonando esta enseSanza, 
pregunta: ¿qué diferencia hay entre la voluntad del pueblo 
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manifestada poi nma 
blo manifestada por '. 

3. Por medio de es 
qae muy rectamente 
leyes quedan abrogad 
también por el cense 
por medio del desuso 

4. El Emperador 
nen no tanto con las 
O. communia de legai 
resuelven que la cost 
guardada tenazmente 
39, C. QucB 3it tonga 



5. El Derecho caí 
califican de fuente vi 
ti. de acuerdo con nue 
como causa de deroga 
creb) de Graciano, ca¡ 
distinción 1*) 



6. El antiguo dere( 
eion (e¿ JWro Juzgo). 
tinciones y oostnmb 
derecho tomano, cuan 
pleitos sino los que se 

De esta manera, lai 
apoyadas eu ley, no r 
godos ; así como las q 
diian ser desvirtuadaf 
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CMjdo 011 las costumbres, y el mismo Z>. Alonso el Sabio 
>tó, en su Fuero Real^ la resolución del Código visigodo. 
11, M. \\ lib. 2?) 

Forma contraste con esta teoría del Fuero Real el sis- 
sonido por el mismo Rey D. Alonso en el Código de las 
r, en donde en lugar de reproducir la resolución del 
Real^ concordante con el derecho visigodo, vino, por el 
>^ á dar fuerza dé ley á la costumbre. 
Y podremos decir, para explicar este cambio, que las 
de Bolonia que hicieron su irrupción en £spafia, 
las que determinaron á D. Alonso ú borrar en las Par- 
lo que ya tenia escrito en el Fuero RecU^ diciendo en 
días : '^ costumbre es derecho ó fuero que non es escrípto 
han usado los homes luengo tiempo ayudándose del en 
et en las razones sobre que la usaron," {Ley 4*, titu- 
"It; Partida !•) 

% m mismo legislador, valorizando la fuerza de la costum- 
Midice que esta puede convertirse en fuero, y que aun tiene 
•poderlo mayor, que es el de desatar el fuero antiguo ; pero 
jK)tarse que á este propósito pone el correctivo de que 
i efecto sea puramente local y que sea necesario que esto 
hagA^ con mandato del Señor et con placer de los de la 
írra. {JUí/ 6% tit 2?, Partida V) 

10. Tftl era lo prescrito por el autor de las Partidas^ cuan- 
tíimH ^J d^l Ordenamiento de Alcalá y otra de Toro {Ley 
, tiL 28, Ordenamiento de Alcalá^ y Ley 1* de Toro)^ vi- 
MQU é^ resolver que las leyes se deben guardar en. aquello 
fe PQ. sea.cpntra Dios, contra razón y contra las leye^. (Vea- 
Censatario.) Y esto que pudiera decirse relacioi^wiQ sold 
a el Fuero de las leyes y co» las leyes del Ordettcnniento 
le Toróy por un trabajo de generalización emprendida, por 
.Felipe Vea Madrid, á 12 de Junio de 1714, se hizo un 
acepto general de una maiiera incontestable, en estos tér- 
inos: "Todas las leyes del reino que expresamente no se 
lian derogadas por otras posteriores, se deben observar li- 



teralmente, BÍn que pu 
no están en uso, paes a: 
tólicos y HU8 sucesores ■ 
dado en diferentes ocaE 
Nov, Recop.) 

11, La legislación r 
la puerta á la costumbr 
tion judicial y d, la prái 
los juicios, es la misma 
- decisivas laa opiniones I 
tienes de Derecho can< 
de derecho civil, como 
las leyes qne en el a&o 
Cortes celebradas en M 
tólicos se apresuraron 
revocaron la ley de Ma 
Bartolo, Baldo, y del . 
daroa que se siguieran 



12, £1 derecho fran 
la materia dé nuestro 
gos modernos, con éso 
varOj que dicen que la 
en parte, sino por una 
digo de la Luisiana ad 
dolé fuerza obligatoria 

13. Mas debe adver: 
en otra parte, que loí 
manera general, que b 
costumbres que antea 
Cédjgo. 
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§5? 



'4. El Proyecto del Sr. Goyena enseña, que las leyes no 
ser revocadas sino por otras leyes, y que no vale cen- 
sa observancia el desuso, ni ]a costumbre, ó práctica en 

io, por antiguas y universales qtie sean. 
16, El autor expresado hace la defensa de su Proyecto, di- 
do que conviene á la dignidad del legislador y á la de la 
ley, que no pueda ser derogada sino por otra ley,^ y 
nada es más natural que las leyes sean derogadas por los 
medios y con las mismas formalidades con que son 
lecidas ; apelando, por último, á la dificultad de probar 
% mtumbre como un buen argumento para no admitirla. 



§6? 

16. El Código portugués declara que nadie puede eximirse 
^ cttmplir las obligaciones que la ley le impone, .so pretex- 

de ignorarla ó de haber aquella caido en desuso. {Articti- 

17. El Sr. Sierra en su Proyecto dice : que la ley no pue- 
ie ser abrogada en todo 6 parte, sino por otra ley posterior, 
án que valga alegar contra su observancia el desuso, costum- 
bre 6 práctica en contrario. 



§8*? 



18. El artículo 4? del Código del Imperio^ nos dice: ''La 



ley no queda abrogada : 
rior." "Contra la obser 
denuo, costumbre 6 prá 

19, El tecmcismo cíe 
do toda la snperiorídad 

Los Estados de Verac 
cion. 



20. Lo mismo hizo ni 
prochar el haber desleíd 
que debió quedar encerr 
Código de donde faé ton 



21, Si no nos hubieran 
al simple oficio de exposi 
8i es *} no conveniente da: 
de lo que no podemos pr 
la legislación moderna no 
sobre el particular, pues v 
chos de BUB concoi-dantes, 



22. El de la Luisiana 
la de nuestro Código, y e 
trar de frente en la cuest: 
que el desuso, como la ignt 
excusar legalmente de su 
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Se comprende que el sistema que sobre este punto dé- 
se en un país democrático, no es ni puede ser nunca 
jmo que se siga en otro regido por el absolutismo. 
Y respecto del nuestro, debemos tener presente que 
recopilada de D. Felipe F, que pretendió cerrar la 
|;a á la costumbre, quedó convertida en letra muerta, en 
la precisamente del desuso en que cayó, sin que sea te- 
So decir que tal vez nunca estuvo en uso en Espaita ni 
nosotros. 

§''12? 

La jurisprudencia que puede fundarse en las dispo- 

les de nuestro Código, es: 1?, que la abrogación de una . 

México no puede verificarse sino por efecto de una ley 

Irior que así lo declare ó que sea incompatible con la 

Iripcion de la ley antigua ; y esto mismo absolutamente 

sostenerse respecto de la derogación. 

El segundo principio que debe sostener nue'stra ju- 

idencia, es que entre nosotros ninguna ley civil pierde 

lerza obligatoria por mucho tiempo que trascurra sin que 

báenten casos en que se haga la aplicación práctica de su 

\ptó. 
Cambien debe sostener, que aun cuando se introduzca 
una costumbre contraria á la ley, esta costumbre jamas 

aria á constituir derecho no escrito en términos de iñva- 
ar la ley civil anterior. 

28. Esto tal vez no sea conforme á los buenos principios 
legislación de que nos habla UlpianoyaX autorizar la eos- 

bfe como ley; pero consitteraciones de orden público, han . 

uladó los artículos 41 y 51 de la Constitución federal, 
e resuelven que el pueblo ejerce su soberanía por medio de 

poderes de la Union y de los Estados, y que el ejercicio 

supremo Poder legislativo está depositado en una asam- 
a, que se denomina Congreso de la Union. 



\ 



29. Fadiera saBcitarse I 
sible como derecho no escr 
mo veremos mas adelt^ntc 
declara qne nadie paede s 

' leyes dadas con anterioridí 
das" de que usa la Consti 
CQ el sentido de expedida! 

30. De esta manera estí 
" de loa artículos 8^ y 9? de n 

de todavía en duda si sea < 
ticos negar toda autoridad 
tada por actos espllcitos y 

31. Ahora, tan embargo 
cheramiento iL la costumbí 
para fijar el seutido en q 
respecto de esta, nadie pue 
siempre ha de ejercer en 1 



32, Los Dres. la Serna ] 
gacion de la ley consiste e 
y la derogación en la parcial 
«na nuera ley abroga 6 de 
t&cita cnando esto sncedé s 
va ; también ense&a que la 
se hacen en términos geuei 
ridos & leyes determinadas 
r<^ 6 deroga tácitfuniente i 
tiene deposiciones coutrar 
sar que la abn^ ó derc^ 
los motivos de la ley, y 3?, 
tambre contraria & la misi 

33, Nos ocurre, & propósi 
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cede cuando cesan los motivos de una ley, es solamente que 
dejan de presentarse casos prácticos de aplicación de la ley ; 
y en cuanto á la costumbre, los artículos 8 y 9 de nuestro 
Código, se oponen á la adopción de tal doctrina en el foro me- 
xicano* 

■» 

§ w 

34* Fernandez Gutiérrez, hablando de la derogación de la 
ley, trata de la derogación expresa que viene de ima ley pos- 
terior por el principio de qnQ posteriora^ priorilms derogante 
y trata también derla derogación tácita que consiste en el no 
usó; lo cual, como hemos visto, no cabe en el sistema adop- 
tado por nuestro Código, que exige derogación expresa de 
otra ley posterior. 

§ 15. 

35. Un célebre jurisconsulto inglés, defendiendo como es 
natura su comfnon law, dice : Las leyes romanas, como exis- 
tian en los tiempos de su libertad, tenian también grandes 
miramientos con la costumbre, más no tanto como las nues- 
tras ; ellas no la adoptaban sino cuando se palpaba que la ley 
escrita era defectuosa. Por lo demás, las razones escritas en 
el Digesto^ justifican plenamente nuestro respeto por la cos- 
tumbre ; y después de citar una ley de Juliano, que dice que 
es lo mismo que el pueblo manifieste su voluntad por sufra- 
gios, que por actos uniformes, agrega el juriscosulto inglés: 
Así se discurría cuando Eoma conservaba algunos restos dé 
su libertad, mas cuando la tiranía imperial se consolidó, las 
leyes civiles emplearon un lenguaje diferente. " Quodprin- 
dpi pladut leges liabet vigorem^ cum populus ei et in etim 
omne suum imperium et potestatem conferit,'' dice Ulpiano. 
^'¡Imperator solus et conditor et iiiterpres legis existimatur! '' 
dice el Código, y agrega: ''Instar sacrüegii est rescripto 

56 



Principi» obviare. De bei 
libertad inglesa, es qae la 
tambre. 

36. El mismo jnrisconsí 
rogatorio de otro es en seg 
80I0 becho qaeda restable 
decUracion formal A este 
ffina 144.) 

37. Y en otro lugar en 
nüsmo introducir nioguo c 
6 deen^róboT loa propaesto 
ras. (Btakttem. Thmo 1° 



Tia?TJLO "VI. 



CAPÍTULO in. 
Dispensa de ley. — Indulto. — Amnistía^ 

1. ¿ duiéa puede dispensar la ley ? 

2. Artículo 1? del Código civil, 

3. Artículos 12 y 13 de la Constitución de 1857, 

4. Igualdad ante la ley. 

5. Indulto: ¿qué es? 

6. Q,uién puede concederlo. 

7. Legislación antigua sobre la materia, 

8. Legislación constitucional. 

9. Legislación romana sobre aboliciones generales. 
10. Fuero Juzgo. 

11 y 12. Leyes de Partida. 

13. Leyes recopiladas sobre indultos y amnistías. 

14. Sistema constitucional del año de 1812. . 

15. Sistema constitucional actual. 



i 




^ii-f* 
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TITTJIjO "VI. 



CAPITULO III. 

Dispensa de ley. — Indulto. — Amnistía. 

• 

1 • La materia del presente capítulo puede reducirse á una 
sola cuestión práctica, ú, saber: ¿hay en nuestro organismo 
constitucional algún poder público que pueda conceder dis- 
pensa de ley? 

2. Si nuestro Código civil manda que la ley sea general para 
todos, sin distinción de sexos, estados y condiciones, seguro 
es que nadie puede ser dispensado de cumplir con la ley. 
{Código civil. Articulo 1?) 

3. Mas esta débil barrera, que pudiera ser salvada fácil- 
mente, no es la única que existe, y tenemos el artículo que^o 
opone abiertamente á toda ley excepcional que partiera de tí- 
tulos de nobleza, prerogativas ú bonores hereditarios. {Cons- 
titución de 57. Articulo 12.) Y no contentos los constituyen- 
tes con cerrar este portillo á las leyes excepcionales, todavía 
establecieron otra prohibición, declarando que nadie puede 
ser juzgado por leyes privativas. {Cofistitucion de 1857. Ar- 
ticulo 13.) 



4. Y esto quiere decir que 
apoya el principio de la igual 
nado á cada paso si pudiera o 
podia concederse en los tiem 
fióla estaba basada en el ab3< 
Aííp. Recop.) 



6. El indulto, que conúst 
pnesta i un delincnente por 
obra más que del Poder ejeci 
cional. (Cojislilucion de 57. 

6. Y aunque la facultad di 
rogativa discrecional del Eje 
goa, en la paite qne forma m 
que esta gracia no debe conc 
llsimas de servicios personal 
suyos, por eminentes cualidí 
cunstancias que atenúen la n 
pasión tt su familia 6 por alg 
{Ley 12, Mí. 18, Parí. 4% y 

7, Como veremos en el p¡ 
de la amnistía, la antigua leg 
Rey podia hacer gracia, no s 
dulto, sino también en la g( 
es claro en las leyes del Fue) 
relación i las leyes recopilaif 
indultar ya no era esclusiva 
en Madrid, & 13 de Octubre 
jos de justicia no podían inc 
denados á galeras; lo cual y 
respecto de loa demás reos sf 
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8. El Derecho constitucional español resolvió, el año de 12, 
que el Réj podía indultar á los delincuentes con arreglo á las 
leyes : y nuestro derecho vigente esti¿)lece que el presidente 
de la República puede conceder, conforme á las leyes, indulto 
á los reos sentenciados por delitos de la competencia do los 
tribunales federales. {Oonstiíucion de 57. Articulo 85, frac- 
dan 15") 



§3« 



-áLMIsriSTIA. 

9. ^ebe decirse que la amnistía en la legislación romana 
era concedida, primero por el Senado^ y después por los Empe- 
radores^ con el nombre de aboliciones generales; y producían 
el efecto no solo de remitir la pena, sino principalmente el 
de hacer desaparecer con el perpetuo olvido el mismo crimen 
perpetrado, que es la condición característica de toda amnis- 
tía. Mas había crímenes á que no alcanzaban las aboliciones 
generales^ como eran el de lesa-majestad^ alta traición^ pe- 
culado y delación; de modo que esta es la diferencia que so- 
bre este punto existe entre la legislacicm antigua y el derecho 
moderno que aplica la. amnistía, principalmente áloa delitos 
de sedición y rebelión, que^^s seguro hieren-más ó menos di- 
rectamente, ya á la majestad real ó ya á la óonstitucion del 
Estado. 

10. En la legidacion española se encuentra una ley del 
Fuello Juzgo^ que dice : ^' Mas sí algunt homo fizo algunt mal 
fecho contra muerte de rey 6 contra la tierra, non queremos 
que ninguno nosLiuegue por ellos. Mas si: el principe los 
quiere haber merecet por su voluntad ó por Dios, Ügala con 
consejo de los sacerdotes, é de los mayoreade su corte." 

11. Las leyes de Partida dicen lo siguiente: "La 3* ha- 
biéndoles misericordia para perdonarles á las vegadas la pena 
que merecieren por algunos yerros que hobiesen fecho; cji 



como qiiier qae la 
el Rey Ofiar siemí 
á las vegadas non 
tu. 10, Partida 2 

12. La ley S:, i 
eet piopiameDte c 
mo á perdonar & al 
veyeadol cuitado 
fijos á de sa comj 
& otri por merecii] 
perdona ó A aquel 
de galardón; et ] 
que face el rey & 
de lo facer ú quii 

13. La ley 1% 
cion, con refereaci 
Rey tenia faculta 
les, en lo cual pu 
y también amnisl 

14. Enelsiste 
Qo se e:!prefia qni 
vo, la facultad de 
ranla es propio di 
concedieron las C 
1820 á los habita 
yjuradolaconsti 
hecho de que eu 
que al Ejecutivo 
delincuentes con 

16. Eneldere 
sámente resuelto 
conceder anmístíi 
ca Á los tribunal* 
13* de la ConstU 
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CAPÍTULO IV. 
De la renuncia de las leyes» 

1. Reglas del derecho antiguo romano. 

2. Carácter que en la legislación romana teman los testa 

mentos. 

3. Regla del Derecho romano sobre los contratos. 

4. Derecho canónico sobre renuncias juradas. 

5. Legislación española. 

6. Renuncias especiales prohibidas. 

7. Doctrina de inducción. 

8. Legislación moderna. 

9. Proyecto del Sr. Goyena y razón del artículo. 
10. Código jw>ríWjg"Méí*-^—^ — ' ^^ 
ii.'Código del Dr. Sierra. 

12. Código del Imperio. 

13. Código de Veracruz y México. 

14. Texto del artículo. 

15. Renuncia general en transacción, 

16. Leyes prohibitivas. 

17. Leyes de interés público. 

66 



18. RenuQciftB espccialef 

digo. 

19. Sanción do la prohíb 

20. lleDuncias que exige 

21. Efecto de ciertas reí 

22. Mala redacción del ai 

cñpcion consuma! 

23. Kenuncia : pnede set 

24. Quiénes pueden liac( 

25. 06mo deben iiacerlaf 

26. Cuestión enunciada i 

27. Resolución que tiene 

28. Principio práctico de 

gislacioues antigu 

29. Derecho couBtitucioQ 

30. Cuáles son las leyes 
81. Limitación del artlcí 

32. Leyes en que se inte 

naB costumbres. 

33. Generalización fundt 

nuestro Código ci' 

34. Rápida ojeada, sobre 

Código. 

35. Leyes del titulo prel 

36. Leyes del libro primí 

37. Derecho personal de 

38. Domicilio. 

39. Personas morales^ 

40. Estado civil. 

41. Leyes sobre matrimo 

42. Leyes sobro filiación. 

43. Leyes sobre menor ei 

44. Leyes sobre patria pi 

45. Leyes" eobre tutela. 

46. Leyes sobrecúratela 
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47. Leyes sobre restitución in integrum, 

48. Leyes sobre ausencia. 

49. Leyes del libro 2? sobre la propiedad y diferentes modi- 

ficaciones de los bienes. 

50. Leyes sobre usufructo y servidumbres. 

51. Leyes sobre prescripciones. 

52. Leyes sobre el trabajo y propiedad literaria. 

53. Síntesis de la doctrina relativa á contratos. 

54. Leyes del libro 4? del Código civil. 

55. Leyes relativas á la legitima. 

56. Leyes sobre institución de derecho. 

57. Leyes sobre albaceazgo. 

58. Regla sobre disposiciones contrarias á la ley. 

59. Prohibición de dejar hojas en blanco en los testamentos. 
BO. Principio general sobre forma de los testamentos. 

61. Sucesión ab intestato. 

52. Repudiación de herencia: quién puede hacerla, y efecto 

retroactivo que tiene. 

53. Efecto de la renuncia de herencia testamentaria. 
64. Renuncia de herencia de persona viva. 

55. Leyes sobre inventarios. 

56. Leyes sobre colaciones. 

57. Leyes sobre particiones. 

58. Generalización. 

59. Jurisprudencia patria. 

ro. Jurisprudencia: —panda.— Opinión del Sr. TcrZ^Iíñ?^^ 

Gutiérrez. 
ri. Sobre derechos personales. 
T2. Sobre leyes penales. 
rs. Sobre leyes de procedimientos. 
"4. Razón de su opinión. 
r5. Opinión de D. Salvador del Viso. 
^6. Jurisprudencia francesa : leyes de orden público según 

Rogron. 
T7. Conclusión. 
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CAPÍTULO lY. 



De la renuncia de las leyes. 



M- 



X El artículo del Código, relativo á la renuncia de las le- 
ño tiene concordancia neta con la legislación romana, 
[ue decía: Est regula juris antiqui omnes licetitiam haber e 
is qn€B pro se introducta suni renuntiare» ( Ley 29. C de 

üsta inisma legislación profesaba por otro lado el princi- 

lia de que los individuos particulares ^oío pueden aquello 

[ae |>tieden hacer legalmente 6 en derecho. Id possumus 

de jure posstimus {Ley 126, /". de V, 0.)\ y los Em- 

aradores Teodosio y Valentiniano resolvieron que las leyes 

feben s^ inexorables {Lex última^ C. de tabulariis) para no 

burladas, como dice Justiniano. Ludibrio leges esse non 

'tét, {Lex última^ C. § 6*? de bonis qum liberis,) 

2. La ley romana, entrando en detalles, daba tal consisten- 

iJaToluntad del testador que miraba el testamento como 

ley (Ley 35, § 3? de hered. itistit) ; y sin embargo, no po- 

el testador renunciar el derecho que las leyes prohibitivas 

^ablecian para los testamentos, asi como tampoco podian re- 
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nunciarla los contratantes. {Lex Nemo potest de Icg-cU, 1«) 
podían eximirse los testadores de observar las leyes r 




á la forma de los testamentos (Ley 2% ff. de testamenta) ^ 
solo podia renunciar las leyes establecidas en su favor. { 
2% C. inpossess. legat,) 

3. Respecto de los contmtos, estaba establecido en la 
ma legislación que los interesados no podían renunciar aqu^ 
lias leyes que no se habian dictado en favor del interés 
ticular. (Lexfinal^ff. de stipulat. serv.) 



§2? 



•m • ^ 



4. El Derecho canónico hace una prescripción que iAf 
riza la doctrina de que hay ciertas renuncias que no valüiSlIi 

^ ^ ■ I 

cuándo sean juradas. (Concilio de Trento. Sección 35^ 
tulo 16.) Este derecho daba tal consistencia á la 
que una vez hecha esta, no podia recobrarse el d< 
nuuQÍado. 



§3? 



5» La antigua legislación española hacia varias 
nes en el sentido de que no valia ni aun la renunc^ 
de piertas leyes. Por ejemplo : la de la 1^ que reí 
liecan los contiíatos que, sin. licencia de sus padres^^ 
los hijos de fan^ilia, ni los celebrados por m^nofm¿§Eí^^^S^ 
cia de sus tutores. (Ley \7^iit. \% iib,^Q^Nov,¡^lS^j(^\ 

6. No valia la renuncia de la ley qi;to proUbigr>Í^^Mpgs ' 
que pasara de 5 por ciento anual. (Ley 22,m/^^j||||jQ^ 
Nov. Recop,) .j 

Tampoco valia la renuncia que dispcmia que 
pudiera dar en arras á, su mujer más que la déed^^eUf fá^di 
sus bienes. (Ley 1% tit. 3?, Hb. 10. Nov. Recop^^ - ^ f.\ • 

Por último: la misma legislación prohibía á lobla3»rÉÍéEe8 
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la renuncia d© su fuero y domicilio para las demandas que 
por deudas pudi^un entablarse contra ellos. {Leyes 6* y 7% 
tu. 11, m. 10. Nav. Recop.) 



Las disposiciones testamentarias eran sobremanera respe- 
tadas en el derecho español ; y sin embargo, habia ley recopi- 
lada que decia : " La cei-a y misas y gastos del eoiterramiento 
se saquen coa las otras mandas graciosas del quinto de la 
hacienda del tiestador y no del cuerpo de bienes, aun cuando 
el testador mande lo contrario,'*^ {Ley 30 de Toro^ que es la 
9*, tu. 20, lib. 10. Nov. Recop.) 

Y otra ley establecía la prohibición en principio general, 
diciendo : " Non puede ningunt testador hacer manda en nin- 
guna manora que por el derecho de-las leyes deste nuestro 
libro non deba ser judgada; et por; ende n(£^4er él defendiese 
sefialadamettte que ninguna ley. niti niiigunt derechq non pe- 
diese contrastar nin embargar la manda que facie, con todo 
eso, 8Í la fiiiíese contra derecho ó como non debe en alguna 
manera^ non valdii et debe aeer revocada et judgada por las 

leyeid deste nuestro libtOí" 

■ 

La palabra "ninguna'- ^d^ <jiio.\>sa 1^ ley en el, principio 
de su prohibición, y líi .palabra "s^lguna" que emplea, al fin, 
debían dar á la ley una gei^eralidad fibsplut,a; pero las pala- 
bras '* contra derecho, ó ciímo non debe," que también em- 
plea, dan lugar á que conforme á las tradiciones de la jur^fi- 
pru4enoia rom^^m se. en^e^da la ley en el sentido deque no 
pueden los testadores conl^riar las leyes i^rohibitiyas^ ni 
apartarse de las que establecen las formalidades de los, tes- 
tamentos ; pero que si pueden ire^unciar el derecho inítrod^- 
cido en su favor. (Z>y 32, <«, 9% Paríirfa 6») 

7. Prescripciones tan expresag j^oitori^an la doctrina, de 
que podia hacerse válidamente la renuncia de aquellas leyes 



que especial y Bolialadamer 
nnnciables, como en efectt 
doctrina que tan justamen 
con relación A las leyes pi 
blico. 



8. El Código Napoleón, 
puede verse como una com 
El aiistriaco, articulo 937 
p4g. 1", proliiben tamlñen 



9. El Proyecto del Sr. 
la renuncia de las leyea en 
especial de leyes proWbitii 
ticulo Ar) 

IMce el Sr. Goyena, qu^ 
no cabe renuncia de una 
agrega, que como en esto 
clones de si la probibicion 
pública, 6 simplemente la 
de menores, mujeres casa 
nando asi loa deseos de lo 
lióles. 

£1 último párrafo del a 
las concordancias del artf< 

10. El portugués babl: 
ciendo que por convenio 
nulidad de los actos ejecul 
cuando la ley infringida ! 
público. {Artiailo 10.) 
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Í7* 



í'* 



■: -.1 



1 1. Enseba ^1 CiS^go "ctel Dr. íSkf^ra^ ^m no ^ne «Bcada 
«iiigUna la rtutincía de lan l^ji^es «n gebie^I, ni la especial út 
leyes {ttohibitiyás. (4rl<¿iiA^3^ 






§w 



12. Y el del Imperio^ repitiendo el midmo péfisámieniío, 
mh agrega ti ks leyes prohibitivas las 4e itíterés público. 



4 . 



13. Rige igual disposición en el Estado de V^áér^zi ^ 
mismo que en el de México. (Códigos veracruzaño y mexica^ 
no. Articulo 4") 



^!' 



14. 'Tal fué el mcüterial que pudieron apro^^echar los^ Uu- 
tores de nuestro Código, al establecer el artículo, que ^ice: 
qué* íio tiecíe eficacia algubá la renmieiaí de las leyesen gene- 
ral, ni la especial de lat'l^s proUlfiiírás^drsntéiies ^ptíoñ.- 
oo;'dlé taodo/qüe es nulaia reáuceiafén gen^nsldielib teyés. 

15«< > Mas látdiniMirgctieMdde derédioe, tsciDfréBÍd&«)fL asía 
transacción, es válida, en el conofeptbde qoer sofo ]^iM|is ^k- 
tcfxidevae 4 afelios de^rechosquoí tienen «daieí&n con ffl Mcbo 
C[déí «k^e de iñaieria 1 if tránsáoeioii. di^üddi^ ^ebiL AirtU^ 
lo 3307.) Y debe agregarse, que en princiifiof t^e la iretm- 
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rioD de un derecho, que en eustancia viene & 
de la deuda, ( Código ci 

16. Nuestro articulo : 
renancia especial de lac 
co. Site ettlcalo, aanoi 
coil htwüidad de Ja» reí 
bitívas y de leyes de i 
necesita explicación, pu 
prohibitiTas son las qa< 
prohiben algún acto, ya 
hiendo que se ejecute. 
Articulo &!y/ratcioH 2*] 

17. Ia B^pinda partí 
do: que leyes de Ínter 
propia y rigurosamente 
aplicación pr&ctica no i 
nados con obligaciones I 
varolizables que entren 
particular. 



18. Hay en nuestro ( 
que están declaradas nu 
ellas se re6«ren, no son 
tales soa las signientes 
■ \'. No vale la renunc 
legado 6 bereocia dejad 
- 2? Tampooo vale la < 
Qn perjuicio de bus acre 

'tos pedir ai jaez qne Ioe 
de aquel. (Artieala 306 

■ ■tr 3? Bs Igualmente nn 
dómente del derecho d 
(jlrticufo 1170.) 




4&1 

4! AS miUilfk quo.oe llaga .4!^ .aervidumbre legal de uso 
público, oomo la cpnstituida po las saárgeues de los predios 
rib(»eao§, (ilr/icMfe 1164,/rgcoí(»* 8^) , 

5! Es tambieu nvi^ )a renimoif^, para lo fi^uro^ % la xiu,- 
lidailj re»4toi)|;e d^ dplo,6 .d<?Íatioiidapion^ H^rtictilo 1419.) 

.^■^Xi^fende Iftíaism^ JP/W^fi^ la r^uijm^u^j^. transftcpiop 
solwg l^^tima i^ijitpf^. (4?:fí^j^ , ^.. , ^ . 

7í ií lo..eja^pQr i4^tíi»o, Iar4?ja.c£w5vl^ de jeygca,? el tes- 
iaiQ^pto, ]^ a^i8^lo que. la» d,el 4^cbo de teist^j^. { Artioulo^ 

Y esto quiere decir que son nulos todos estos^ actos, aun 
cuando se practiquen con expresa renuncia de las leyes que 
se refieren Á ellos. 
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19. Respectó de toda renuncia probábída por' la ley, lá re- 
glia géiiérál es: que se tenga por no becHar cualquiera qtie sea 
el contrató éíi qtte se incluya; y que si los contratantes pue- 
den poner en sus contratos las cláusulas (jue crean convenien- 
tes á aquellas que se teñeran á requisitos esenciales del con-' 
trato que se celebra, 6 á los efectos ordinarios que por su 
naturaleza puede producir el contrato, se tengan por puestas 
aun cuando no se expresen; y que solamente los segundos 
puedan ser materia de reiíuúdla; pero de ninguna manera 

los primeros. {Artiailos 1426 y 1427.) 

, í . ' . . . 

:•.':-..- > ■ j . ■ '•• •■■.»!■• -^ ; .. ' • .. 

.1» ' •«'. ' ' •-]■ I. '-li. - -. * ■ y *Oí.i', • * '■ ^ .•-■.*»■ .í- ". ■ 

20. Hay, según ni^tto Código^ qieirtáflcenunoias que !no 
éstáir pcDhikndaá dd^ todp ;. pony qne>iipié pUeáeai faaeerseiiráli- 
damentev uñno 8(^ en €Íerto0 c&mk iloa de di^s.esi^ de ser- 
vidumibce legal, mspecto>áJb ki oualjBBtá resodlto q«e «i «12a 
está constitaüda á favor de todo ua mráicipia 4 poblaíácm^ no 



sarta el eoQTemo«fóotKi'Éagdúa¡ttH^fltf»a0lMd(vlAipJ^^ 
^ñ no ae lia MtlahraSA. TófervitÜA^ ^éH'^ttidted 'Ad' 
miento, y q 
qrtehflyaini 
ffilaireti 
V«éhBlft¿< 
dios circum 
"ürteVíimenti 
'dQBagúe, sn 
reglamento. 



21, Los I 
expresadas; 

porfiarte di 
mipapte^ 
¿teif/o 11|S4 



Respecto 
8U renuncie 
gacion, con 
afios, con If 
el :dia d« la 



^«sdriitcáoi 
'^teieavpto 
.lendaideíá'X 
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se hajrun ^quinao, j ^^ sujeterá á las regliu^. establecidas 
para este contrato. {Articulo 117^;)] 

I)eLQste artfóulo podemos decir que no fué esta la, redac- 
ción, q^ue m te di6 cuaDflo se discutid y aprobó en la comisión^,, 
y ^e^l encargado de la redaecio» d6%itÍTa hizo equívoca- 
dasa^ei^te I9 vatiaeien que lo presenta inconveniente». 

La renupei^ d0 una p^f^scripcion cMuenzada, pero no con- 
sumada, por adelantada que esté, solo puede producir el efec- 
to legal de interrumpir la prescripción {Articulo 1239) ; pero 
no puede impedir {Articulo 1169) que se compute el tiempo 
que corra después; de donde resulta que en este caso no hay 
materia hábil para una donación. 

ISia d segundo caso, 4 saber: cuándo se renuncia una pres- 
criscripcion consumada, hay entonces una verdadera donación 
de la, cQsa qjme y^a se tenga adquirida por prescripción ; y solo 
en este caso pueden aplicarse laa reglas establecidas para la 
donación. De esta manera el artículo debe leerse, didendo : 
^^Pero, en este último m^olc^, renuncia deberá considerarse 
^mo una verdadera donación de los derechos que se hayan 
idquirido^ y se sujetará á las reglas establecidas para ese 
"iontraio, {Articulo 1172.) 

23. A propósito de esta materia, debe decirse que la re- 
nuncia de la prescripción puede ser expresa ó tácita, y que 
ísta TÜltima no puede resultar mas que de un hecho que im- 
>orte el abandono del. derecho adquirido. {Articulo 117Z,) 

24. Con relación á las persona (\m pued?eu hacer la re- 
Luncia de prescripción pendiente ó consumada, la regla ge^ 
leral ea que no puede hacerla sino solo el que puede enajenar 
¿lidafmente. 

§16? 

Esta regla tiene 1^ excepción del deudor ó propietario, cuya 
anuncia venga á perjudicar los intereses de sus acreedores ; 
ues en ese caso pueden estos hacer valer judicialmente la 



prescnpcion para apr 
tud de ella. (Artlculi 
25. Es regla gener 
ducen efecto alguno, i 
80B, átindoBC la ley c 
r^la geBeral, qae las 
den extenderse & otn 
en la disposición rem 



26. Ijajnrisprude 
loa buenos principios 
qae & posar de las Íq 
valer la renuncia de 1 
do la ley renunciada 
lado que no hay ley 
debido ser dada en i 



27. Para resolver 
es tener presente la 
cion, como un& fuen1 
hemos hecho notar c 

La obligación es i 
Bonas, hacia otra ú c 
nn Tínculo común, i 
por la ley. 

La obligación nat 
c[Qe la ley reconoce i 
TÍeoe inmediata y di 
religión. 



4S5 

La o^gaáoioí liga á determinado 6 determinados io^U^ir 
dtiosi con individuo ó indÍTkliioa determinados, 7 el deber li^ 
colectivamente á todos con la Sdciedad de uña manera hala- 
tual, sin llegar á producir efecto positivo de actualidadí pura 
un individuo deti^minado, sino cuando alguno eje<iute ua 
hecho qae afecte el ínteres personal de- cáerta e»iíidad jurt* 
dica ó cúamdo se dieje dé (^tunplir oon un deber oon pefspna 
determinada, en cuyo caso imoé desde luego la obligaoipn de 
reparación. . , . ,; 

Mientras sdlo ha hablado la religión, la moral ^ la lej, hay 
deber ; pero no hay deudor en el Bentido jurídico^ porque no 
hay acreedor, y hasta que el hombre se li^ con otro hombre, 
poniéndose al cuello la cadena ^^e císte conserva ml^ mano, 
hasta entonces es outodo nace la obligaoíon,' que es la que 
coiürtituye el deudor, que es is á quo invito ^xigi pecunia 
potete 

La obligación, por último, tiene una equivalencia de inte^ 
res material, que da el carácter d^ acreedor á aquel en cu^ 
favor se ha creado ¡ y es por lo mismo énajenablei y ¿í deb^i 
no teniendo mas que una significación moral, más ó menos 
sociial, no tiene la equivalencia de un interés individual y va- 
lorisable, y por lo mismo no puede el individuo enajenarlo 
ni remitirlo. 



§19' 



Ahora, como la renuncia de una ley verificada ^tes de re** 
ducir á obligación el deber que ella impone, se relaciona ne- 
cesariamente con esta, y como tal deber no puede ser dispon* 
fiado por el individo, aun cuando sea el beneficiikdo con el efec- 
to del deber impuesto, resulta que en buenos principios de 
jurisprudentia no hay nada que seareñunciable, supuesto que 
ña hay ley, propiamente liablando, <{ne no imponga algún de- 
ber que no puederenúnciar el obligado á cumplirle, ni puede 
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V9m¥> piiíjoipio, resol¥Í6.que; guqd non est^ bicitum in kge 

. J^a IfiKMf^íoii^ e3pali(4a, 4^i^ 9I JFluaro Juzgo hasta la üTa- 
t;i«^7»4« í^^io;^e{(i7%) anám^n^^a^ ^ b eBBe&anza canónica, ha 
venida proal^pf^mdo que;)^ l^y^d^ ser manifiesta, que toda 
homj^id Isk -gmAik^t^ndet y :<]i|^ ninguno por eUa reciha ea* 
gañ^^ j; (^xk^sm (?oft¥e;i^|ble á Ja*wr^y al tí€íi^pp,.y honejMia, 
derecha y, gEoiTQohofift, 

^9.-I^ixm«^2«a(^,,€^ dijo: ^iil^ elo^^^eito 

del gehi^ra^- 69 la £dUcid^, d^ la, naQ j^>im. piüe^o qua el fin de 
todai90c}e4f^jPO:es otaroqne el bienestar de los individuos 
qi^allLOpmpwen^; Y la Cp^^ifudm de 18?7, declara que: 
^¡S^^lo recia^QCi^ que los^ de^e^hp^ del h^mibre son la base y 
^li^f^to da las institp^nea sociales, y qtie lai soberanía na- 
cional reside esencial y originariam^ite en el pueblo, y se 
in$tí|uye pa^ su bepeScia 

Y aunque esta última autoridad no sea respetable para 
a)g^>osi, lo es sin duda y mucho la que nos enaeña.que el po- 
der civil obra sobre la sociedad por medio de la ley, y que 
esta^ s^uax Santo Tomds, es tma r^^on enderezada al bien co-^ 
muny pix)mulgada por aquel que tieqe el cuidado de la co- 
munidad* 

En vista de esto, no puede haber ei^c^úpulo en sostener 
que toda ley para ser aceptable debe fundarse en miras y con- 
sideraciones de interés público como dijo ülpiano : " Jura non 
in singtilaa permnas sed gener^iter cotnstituuntur. " - 

30i Ahora, si es cierto que tpda ley es de interés público 
baíjor ^laspecto expr^scuio, parece que Jift inducción l<5^ca de- 
bij^a ser que no hay ley que sea renunciable ; pero con^ el 
mismo artículo 6? de nuestro Código viene/ revelando el ppro^ 
pósito de dar validez á la renuncia especial de las leyes -que 
no sean prohibitivas ó de interés público, necesario es preci- 
sar la significación que nuestro Código da á lo que llama le- 
yes de interés público. 

31. El articulo 7? del mismo Códi^ que. sanciona las leyes 
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prohíbitÍTaa con Is nalii 
travencion j abraza tam 
se limita i los actoa prai 
BÍn que esto quiera deci 
ira las leyes do intereí 
cede que ea nula la renv 
practicadoa contra elloe 

32. Tenemos otro arl 
interesan el derecho pil 
dr&n alterarse 6 nnlifio 
venioa celebradoa entre 
como fuente de interpri 
hacer la versión del 6f 
eficacia alguna la rennD 
y loa aotoa Tcrificados e 
nulos, aun cuando se- le 
nancia expresa j especí 
lidez la renuncia especi 
Derecho público y las 1 
pulacioD dirigida 4 alte 
de derecho-público 6 de 
se interesan las buenas 
eacia alguna, sin embaí 
dichas leyes solo sean i 

33. Hecha asi la ve 
Código, que tienen Intii 
puede'con toda seguñd 
tiene eficacia alguna la 
bitivas, ni la de las qué 
derecho civil pivado, c 
buenas costumbres. 



3Í, Partiendo de CEít 
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de nuestro articulo recorriendo siquiera rápidamente diferen- 
tes títulos de nuestro Código. 

36, Ul titulo preliminar, -por «jemplo, trae prescripciones 
que siendo todas de Derecho público, no son por lo mismo re- 
nnnciables. , . 



t ' 



§ 21? 



36. En él libró 1? encontramos títulos en que no cabe írre- 
nuncia, así como hay otros en que noto(riamente debe admi- 
tirse. 

37. Lo9 derechos personales del mexicano en 6U calidad do 
nacional, así como los del extranjero en esta calidad, de que 
habl^ el título 1?, no son renünciables, pues las l^es relati- 
vas son de Deredio publicó constitucional y también inter- 
nacional. 

V22r 

38. Las del título 2? son renünciables, menos las que se 
refieren á menores & mujeres casadas y empleados civiles 6 
militares del ejército 6 de la arfnáda^ pues en todos estos hay 
interés de sociedad, 6 pot lo menos de familia. 



§ 23* 

39, Las personas morales de que habla el título 3?, son 
creaciones jurídicas de interés social. 



§24t 



40. Las del título 4? tampoco son renünciables, supuesto 
qué en todas ellas sé trata del estado civil de las personas» 



4t. Los del titnlo Sr tam 
dice relaóon i los fines ewi 
fol62.) 

Xn el mismo título ae ci 
^imatto» no es retumcáable 
moa. (ArUcttJo 238.) 

Respecto del divorcio, qa 
lananc i a de ctortos deiecbc 
li^sr después de 20 aEos d 
jer tenga mis de U de edad 
ser mof repatmbles sos efec 

Eb la materia del maíri» 
iiT^nlaridades, cuya réclan 
cho, como la del derecho d 
miento del ascendiento par 
descendiente (Artículos W, 
toóte de otros capítulos no 
entre las partes {áríiatio '. 
la ley en los casos del artíc 
Diaria 6 de prisión. ( Articui 



42. La cuestión sobredi 
transacción ni de compromis 
digo civil), aunque sí puede 
resnltantes de la filiación {A 
iodo de hijo leffitiiho no puc 
téc«lo348.) 

La cridad de hijo natural 



derse por renuncia, porque no puede destruirlo ni la revoca- 
ción del testamento en que se haee. {Arliculo 381.) 



* i , 



x>.'\ 



4S«MEtt el iátalo.7?^^e'BSTelatínro ala iTMiior «rfací^ n6 hay 
nada renunciable. > 

428* 

. : itL lÍM'jpmtriap^estculy^^ que tiatá leS títáto^S*!, ílo imede 
afer>éáittiiidá'm:modificada[pol?itetiUnbia jalguiia, sáitas pdr 
aiipanto Sas conoee^onfai qué id t padre ^puecbe liácerrallii^ 
'{AntHóúloi 400, 403^ 4id, 48r)t 7 wlM también la ^rennticia 
que del ejereidoide la patrtaipottestad puede hacer laiilBdtie 
y los abuelos, pero no el padre. {Articulo 424.) 



§29? 



,K } ^ i I -^ ' • ' 1 i ■ » 



-' l0;'>Láír pitscripcibnes i¿tel ^tíitttk^? soln^'i^^ 
Miiaaeiablet»( itrllcuft) 439), mío soio «u el caso áét aftlcalo 
>0Cí97'y'á^pe6ar del faror que se dispensa alas dispbBÍüidnes 
testamentarias, son nulas las ^e sean contrarias á las leyes» 

46^'!Laa layes que formaniel tituló 10, qtíe es el i^latiiTo 

147. I^ rééUtikÜM M ^iíe^ir^ii^ de^ qtM tratoel ttkrio tü, 
^twdfc dej^r de ^ria ^1 tóiiy<n><teíedád', ^ 



531Í 

48. Respecto de la mateA-ptíncipal del titulo 13, no hay 
caso luibil de renuncia, pues todo lo que puede haber, es de- 
jar da ejeteits* ' 
de otro. 



' 40. EnelEb 
bles, tales aon: 
fabdamental, £ 
.. Lasdel titul 
un eomiemo en 



En los tftnl 
son t«daB aquel 
tableceü reglas 
>bles todos loa i 
oonftttme é. otn 
SO. Debead 
presftm^nteau 
cho que tiene e 
rio {Aríiciilo 9 
/o 1026, §5^; ! 
1110;ladela8 
mientras que I 
xequiútoá que. 
8ervi«htsilH:e 1< 
que no ee opon 



4^8 



Srl., Peítítulp 7? pod^iD^jd^qir que aon renunqiables jbus 
leyes, cjéppa las relatiyasi (^ la p3^^scripicy:n%^pas%^^ 
{Articulo IVTQ)^ así como t^mpppp^QS ren3Wip|ft]t»^e la ppp^v^- 
mada, cuando esta renuncia perjudica á los acreedores del re^ 
nunciante (Articulo 1175) ; debiendo advertirse que es regla 
general que no puede renunciar prescripción el que no puede 
enajenar. {Articulo 1174.) 



< t 



,^ 



5fc. líl título 8* conti^eiiéglas^ábsoíutt¿ trüé no podrán re- 
nunciarse niiríca, así ¿orno las télftiávaá ñl ititeres iüdividiial 
están 'stijétaé al prlncipit)genéi*al que autoriza las renuncias. 

**í f *■' /''' ''.*■!? ■ ; ' - • .'u ,] i . ,.\ \ .:_/■-.';, ■.; - 

63. En el libro 3? encontramos establecido el principio ge- 
neral de que procede la renuncia cRpecial, concurriendo las 
condiciones siguientes: 1% fiie;6e haga en términos claros y 
precisos {Articulo 1424) ; 2% que se cite la ley cuyo beneficio 
fle tteaoneia (ArHcuh ' }434)t, y 3^^ qw tal renunciii ; no: ^sté 

.tüfini «^etisar la doptñiia nos dioe.^l Código que nq í|pn 
,]:«i^MiL]MáaM^liu3 leycHI que ^ ];e£bei]^4 requisitos ^eseQcial^ 
4;l^ OQftl;i?a(to»5^pef0.qa^;laBíquft fie j:i&gerfni * efefSjtoStWliur^- 
Iit&d^l eoattatOi si «on rwuo^iabtes (4r<4cW9 tl427)| a4p'* 
tí#pdoí<pi^ÍM.|}eiius^iyia.€«táQ $ujQto3 á uufv, int^q^^ig^ 
limitada á los efectos oornin^iididoeei^ la l«y^reik^QíQÍi^44r* 



1í4. Enellibn 
pW fundamental 
aoa los cóntenidc 



55. En el títi 
gUima" Be encv 
renoDcia ó trsos 
«^üirser vilida 
«ñpñooeB del m 

56. En el cap 
y es segoro qne i 
minos prescntoB 
«ximirEe de sa c 
cripciones contei 



■B7. íRéépe»*© 
de si los heredei 
U' l«>f dtt ekctos 

el aWKéaag'óc'Y 

Como se to, 1) 
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artículos 6r 7 7? def toiintíd'^ó^, n»«ábe énésfe «aÁila 
renoncia. 

$ 40» 

68. El artículo 543 autoriza la tesis de que, á propósito 
dé disposiciones testátnefntkrfasfij^ deben observarse las re- 
glad, limitácionei 6 ooii^eioBétpfUéi^tas por el testador cuan- 
do sean coni?rítriaí á k» leyes;- pwes la razón qw ínilita en 
el caso á que se refiere ¿Í6b#^ arillo, es^ aplicable á iodos y 
cada uno de los oá{tftUh>d ár^l(u^|^ftóde referirse mia Sisposi* 
ciOií testafiaéiitaria. 

59. La prohibiciidlf44lQ|li^iiiito^M en blanco en loff, ; t^ta- 
mexitosj.no solo pi^o^acélél^ff cío de que sus contrarentores 
9ea*it eaetigados con* kpbiálta^ue alU se espresa,, sii^o ade 
maB el de la nulida^^"^ los áirie)itos que allí se haga^, {iues 
solo así puedeu tener e^dioáoioft los ai;tieulo8 6"? y 7? del Có- 
digo, quQ no pueden quedar sin efecto peer nuis táfra^ctoes 
qtie<H>ntra ellos se cometan. fíSfr^eeí arÍici//o 37&á»); 

€0. Y respecto 4« feus s^demnid^des^iquo constituyen la 
fi^ma legal de los testamento», el principio genoral e»: que 
su inobservanoiahace )iuIo el testamento qtc&i>0:Q& baya <»tor* 
gaáa'lden arreglo á elkis. {AriiCiih^7Á.) 

Mas puede preguntarse: ¿esta resolxicbn se J imita $olo al 
testamento jDti¿/ico abierto f D^ode luego debería contestarse 
queí eí ; porque 8Íend<> contraria á la.libertad de testar, está 
Btrjeta 4 una interpretación restrictiva, que consiste: en f rela- 
cionarla puramente á^ la eÉpéQicide testamezU^s da quetifita 
el'^apítulo en queefit& contemda; de «Méera. que iiolo por 
q^ué existe el artículo 378& del Código^ i^ debe hacer extsen- 
si va al testamento público cerrado. ^ 

Una ves concluido el testamento ccn^M2<^ laa inf ratooioncs 
poátétíores no influyen en sti vh]¡dm 6 tmliú^i; (Artículos 
3fí&9 y SraO), si no es que se encuentre roto el pliego inte- 
rior, abierta la cubiertaj 6 borradas, raspadas ó enmendadas 

1^0 
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muerte de la persona á quien se hereden. (Atiiculos 3952 
7 39^51) 

65. 'En los demás capítulos del mismo título se habla del 
inveritai-io^ y las prescripciones relativas á, él son irrenuncia- 

bles. ' ' ' • 

66. has colaciones de que trata él capítulo 7?, son indis- 
pensables para el testador que tieiie herederos forzosos ; pero 
ana vez abierta la sucesión, pueden los herederos condonarlas. 
Begim se infiere del artículo 4018. ' 

67. Liás prescripciones relativas á la partición de la he- 
rencia tampoco son renunciábles, aunque sí pueden serlo sus 
efectos ; por ejemplo, el díe la eviccion de que habla el artícu- 
lo 4llí, así como también puede renunciarse el derecho de 
pedi^réscísíoú do laj!7ar/icioii de que trata el capítulo 10 y 
liltimo del Código. 

68; * Antes de formular consideraciones generales sobre la 
oaáterfa, Sebe echarse tina ojeada fidbre las diferentes doctri- 
nas 'dé autores extranjeros y regnícolas que vamos á pre- 
Bentan ' 

69. Con relación á la jurisprudencia patria de nuestros 
Jiás, debemos decir que los Sres. Calva y Segura enseñan, 
jue creadas las leyes por la autoridad pública para el bien- 
ífltai^ general, en ningún caso pueden quedar subordinadas al 
arbitrio de los individuos: si así no f\iera la voluntad de uno, 
irendria á colocarse sobró la voluntad de todos, cuya expre* 
BÍon es íá* ley, ló cual es ün absurdo. Así es, que si bien son 
renunciábles los beneficios que las leyes establecen en favor 
ie los qué celebran contratos, con tal que se expresé la ley 
y el beneficio de ella que se renuncia, no pueden serlo.nuhca 
las leyes en general, ni vale la renuncia que en particular se 
haga de las prohibitivas ó de interés público. Por lo que hace 
4 aqúellais eri que se interesan el derecho público y las bue- 
nas costünibres, no pueden los ciudadanos alterar 6 nulificar 
sus efectos por medio de contratos particulares. 

Agregan los mismos ; *^K^ápectó de las renuncias im jn- 
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fiegu?Q de qod Ion pactos de los 'partkulare^xio pqdian ra- 
1er en nada de aquello qije fue^^ cpptrorip al derecho pú- 
blico. 

l^ J^ctuaciopef á qu^ difrop,Jugai:;liMhPi4nio^e«^8obTe 
la contrariedad entre los pacto9 y el derecho priyadjO, ^^i^^^ 
ron disminuidas en parte por la resolución de Justinian9, que 
dijp: que to€k)s tienen licenc^ de renuncji^ Jo que ha sido 
establecido en su foror-^Io^sual presentar pol^9.0Q(^£6):l^e^ las 
reglaA df I derecho antiguo. 

Mas -sea de. esto lo que. fuere, la verdad esiquei desde el 
^^'S^^ ^^ han podido los pactos tener yaUds?^ f^lg^W^ en lo 
que contn^^jerai^ al derecho público (4r^4cK/af ?8|'2, li^;^., 

Cierto es también que el Código estahleció {Lea ^9i *^\ ^t 
lib, 2^ G) que yaUanlos pactos que contuvieran renunciado 
algún derecha ot<»rgado por la % (i^ 30^, tU. 3, fí^« 2, C.); 
pera de ninguna mfmem aquellos qme iueraOtCootta las buc'* 
na9, costnmbr^t ni contra Is^ 1^&. Hf^^^^T^ i^lf ^t 

Xlfitfia leyes autorizan ^ta conclusión: según el d^echp 
antiguo y el de Justiniano : No valen los pactos que estén $r^ 
conJtradiio0im ^¡met dereeho^píibli^i, pffo H val^nl/sfSi^r,enunr 
deis, que j^ Aag^ de^ derechos ;Of€^f^^ enlodo, 

aquello que no sea con/ramiti ¿i9.^«9^^^Q^lfi^llf^i ¡^ mitra 
las^JeyesprahUd^ims* 

Tal era la forin%y:extew}o»^eíjU;4oetl^p%je%í^ fefo^ ror 
mano^ y como no hay un fundaB^^en.<K^t^^(9s4p^re(sr 
que 9U trad^ion^^uyó tmubien en el foro ^piAplí^ sobire todo 
cuando en mediotde la anarqi^ía de los derechos fo^e^ vi* 
niéron ¿ ezparcirse en Espafia lascdootrinas y tradicjopesdel 
derecho r^]Wuio que presentaba un foco directivo de unidad 
tanto más respetable cuanto que se p(i^sentabaa,^f^torhBadas 
por la escuela de Bolearía» en dqn^ hic&e^^liu. japp^^díz^e 
machos jurisconsultos de aqueHa ^pqca» 

70. La ley es irrenunciable, ha dM^o ^V9v^ Fer&Mdes; Ou- 
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bien pueden renunciarse por a^uel á cuyo favor estén cons- 
tituidas ; pero no pueden hacerlo los demás, en razón de que 
para estos deben considerarse coíno obligatorias en cuanto á 
no poder impedir i otros el libre uso 6 no uso de ellos. 

76. Rogron^ en el comentario del artículo 6? del Código 
francés, enseña que por leyes del orden público deben enten- 
derse las que tienen principalmente por objeto el interés ge- 
neral de la sociedad, y no únicamente el interés particular 
de los individuos. Así un marido no puede renunciar la po- 
testad marital, ni un padre la patria potestad, por el principio 
de que los convenios de los particulares no pueden derogar el 
derecho público. 

77. Para concluir debemos hacer notar, que el sujeto de 
la prescripción contenida en nuestro artículo, es la renuncia 
de las leyes, ya en la calidad de general 6 ja en la de espe- 
cial, de las leyes proliibitivas 6 de interés público, y que la 
sanción del precepto está en la nulidad de la renuncia, sin 
extenderse á calificar el acto practicado con dicha renuncia* 

No hay en la jurisprudencia antigua nada que sea igual á 
nuestro artículo, pues la romana autorizaba en general las 
renuncias. 

La española lo mismo, y reprobaba la especial de ciertas 
j determinadas leyes, sin formular una regla específica. 

La legislación moderna presenta concordancias parciales 
en los Códigos austríaco y prusiano. 

Y solo el Código del Imperio, y los de Veracruz y Estado 
de México, concuerdan enteramente con el nuestro, pudieñ- 
do decir que aun los proyectos de Goyena y Sierra se dife- 
rencian del nuestro, pues tienen menor extensión en el suje- 
to de la prescripción. 
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